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LA CODIFICACIÓN MODERNA EN ESPAÑA 


CAPÍTULO PRELIMINAR 

fíe la lí^islariínt \ tU la ;i d mmisi viiviou ilejuntieia Es[mna 

en H XVHL 


SUMARIO: I. rimvBiiieiieia Ue ^t¡i t»xpi tuición preliminar.— 2 Muun 
tt o Dtreého antiguo: Ln iVWr-« Hécopilttcióu *us var¡u> eclu ion os liaste 1777 
■i. Ksi-usn ítp i’er-ir, que su litií'lít ib‘ ellu «u U .nseímnzft del Deranhü. í V - 
rr^ííiiíí /í* su contenido, Dos palabras sobre olla. — 5. listado de 1* 

ie^rslnH-'m y la adm i jfiat ración da justUm « n i >re p ( ríoiin - U. Priméis tn< 
ojijos <le eotljfirat'ióil nio<lentn en Km opa. 


1. Pardeen os conveniente, antes de entrar en la materia de! 
présente opúsculo, dar á conocer, siquiera sea brevemente, <-! 
estado legal y jurídico de España en el siglo último, en que 
comenzaba en Europa la codificación moderna. No oirccera 
sin duda á nuestros lectores novedad alguna lo que vamos a 
decirles, porque su ilustración les habrá puesto de antemano 
en posesión dé todo ello; pero fuera de poder servir á la gene- 
ralidad de los lectores como recuerdo de lo que tienen yaco- 
nocido, servirá aquí muy principalmente como punto de oarti 

da para el trabajo que emprendemos. 

Daremos también noticia de los que para llevar á cabo 1» 

codificación al estilo moderno habían visto la luz, al terminar 
el mismo siglo, en varias naciones de Europa, que abrieron 
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hsÍ la marcha y dieron la norma en las tareas qae emprendie- 
ron luego las restantes. 

2. No hay entre nuestros lectores quien no sepa qae las le- 
yes de Partida, constituían, en la época á que este capítulo se 
refiere, como en la que le había precedido, por espacio de cin- 
co siglos, la base fundamental del Derecho español: y que 
aunque desvirtuada en mucha parte por la mudanza de las 
costumbres y por el transcurso de los tiempos, la obra inraor- 
fal de D. Alonso el Sabio, monumento de gloria para la Espa- 
ña del siglo xiii, seguía mereciendo en los Tribunales y en ei 
Koro, al comenzar el siglo pasado, como lo merecen hoy día á 
pesar de los radicales trastornos del presente, la admiración y 
«1 respeto de todos, al par con la consideración de leyes vivas 
y de aplicación práctica. Pero en el desenvolvimiento históri- 
co de nuestra codificación antigua, el último Código formado 
al comenzar el pasado siglo era el que so titulaba Nueva l&t- 
'■opi! ación. Habíase publicado en 1567, y con ser su antigüe- 
dad respetable, todavía se mantuvo vigente otros cien años . 

* onstaba el expresado Código de nueve libros que comprendía n 
todas las materias del Derecho. ó! se hicieron hasta el 
año 1777 doce ediciones. No hubo en las seis primeras (de 1581 , 
i59i, 1593, 1640, 1723 y 1 745) otra alteración que la de inser- 
tar las leyes posteriores y formarse en la última un tomo 
<le 500 pragmáticas, cédulas, órdenes y decretos, con el nom- 
bie de Autos acordados del Consejo, ó sea resoluciones de este 
cuerpo en asuntos de administración de justicia. En las tres 
últimas edicioues (de 1772, 1775 y 1777) sólo se nota un au- 
mento insignificante. 

3. Tuvo la N leva Recopilación muchos comentadores, más 

1 1! 

o menos felices en el desempeño de su tarea, que todos escri- 
be ron en los siglos xvi y xvn. Pero no parece que se daba á 
su texto todo el valor que como Código vigente debía tener en 
la enseñanza, al ver que apenas se le tomaba en cuenta en los 
estudios de la facultad de Derecho á principios del siglo xvu, 
■rn los que se empleaban se ¡3 años para obtener el grado y 


oíros cuatro de pasantía ó práctica forense; puesto que, según 
■A Arle legal para el estudio de la Jurisprudencia , que publicó en 
Salamanca el año 1612 el Abogado D. Francisco Uermúdez Pe- 
drada, se estudiaban cada día seis horas, dos de Digesto, dos 
de Código y dos de Decretales, y al hacer este estudio reco- 
mendaba tener presente lo que disponen El Ord&tiamün to 
Real y Las Partidas. Y esta postergación de las leyes patrias 
en la enseñanza continuaba todavía al cabo de más de un si- 
glo, puesto que el auto acordado de 4 de Diciembre de 1713 (tí- 
tulo í, lib. II de la Nueva Recopilación .) así lo da á conocer; y 
en 1752 se lamentaba del mismo mal el Marqués de la Ense- 
nada, si bien se había comenzado á hacer algo por el Derecho 
español en la obra que D. Antonio de 'forres publicó en 1735 
con el título de InslitiUioH.es kispanee-praclico tkmrico conmcn- 
tata, formadas, según expresa el autor, sobre la Nueva Reco- 
pilación, la práctica forense, las Partidas, la Instituía de Jus- 
t imano y la obra de Vinio. Pero lo que sobre todo contribuyó á 
fomentar más adelante este estudio fueron las Instituciones 
¡¡r ó. eticas del Derecho civil de Castilla , que en 177 i publicaron 
ios doctores aragoneses D. .íordán de Asso y D. Manuel de 
Miguel. 

4. Por este tiempo, como antes hemos dicho, se habían pu- 
blicado las tres últimas ediciones de la Nueva Recopilación 
( 1772, 1775 y 1777); y como en 1798 so tratase de reimprimirla 
por ser ya escasos sus ejemplares, propuso el Consejo que se 
encomendase su revisión á 1). Juan de la Reguera \ aldelomar, 
el cual, al presentar su trabajo, dijo tener formado el plan para 
una. Novísima Recopilación, donde deberían distribuirse, bien 
ordenadas, las nuevas disposiciones legales en unión de las an- 
tiguas, aun vigentes. Aprobado su plan, quedó terminado el 
nuevo Código en 1804, y se decretó su impresión en 1805. 

Divídese la Novísima Recopilación en doce libros, y éstos 
en títulos. Trata el libro primero de la Santa Iglesia, sus de- 
rechos, bienes y rentas, Prelados y súbditos y Patronato Real. 
— El segundo, de la jurisdicción eclesiástica, ordinaria y mixta, 
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y de los Tribunales y Juzgados en que se ejerce.— El cerceno, 
del Rey y de su Real Casa y Corte.— El cuarto, de la Real juris- 
dicción ordinaria y su ejercicio eu el Supremo Consejo de Cas- , 

tilla.— El quinto , de las Cliancíllerías y Audiencias del reino. * 

sus ministros y oficiales. — El sexto, de los vasallos, su distin- 
ción de estados y fueros, obligaciones, cargas y contribuciones. 

— El séptimo, de los pueblos y de su gobierno civil, económico 
y político. — lil octavo , de las ciencias, artes y oficios. — K1 no- 
veno, del comercio, moneda y minas. — El décimo, de ios con- 
tratos y obligaciones, testamentos y herencias. — El undécimo, 
de los juicios civiles, ordinarios y ejecutivos. — El duodécimo, de 
los delitos y sus penas y de los juicios criminales. Sigue al Có- 
digo un copiosísimo índice alfabético, bien necesario sin duda 
en una colección legal, que en sus 12 libros y 340 títulos com- 
prende 4.020 leyes. 

Con la i Xovtsma Recopilación termina la serie histórica de 
nuestros antiguos Códigos, y en ella brillan los postreros rede- 
jos del espíritu tradicional y religioso que á todos ios animó 
No vamos á juzgarla, puesto que tan conocida es de nuestros * 

lectores. Diremos sólo que tiene muchos y grandes defectos,, 
que puso eu evidencia Martínez Marina en su Juicio critico de la 
Rotísima, Recopilación, no obstante los cuales la llamó «tesoro 
¿•de jurisprudencia nacional, rico monumento de legislación, 

»obra más completa que todas las que de su clase se hablan 
«publicado hasta entonces.» lis de advenir que ei Código no- 
vísimo no derogó ni anuló los anteriores, antes bien, los deja 
subsistentes la ley' 1 3“, tit. 2 o del libro 3°, según la cual deben 
observarse y respetarse en primer término las leyes posteriores, 
considerando siempre á las más recientes, eu caso de contra- 
dicción, derogatorias de las más antiguas; viniendo lueg - o las 
de la Novísima Recopilación, después las del Fuero Real y ios 
I' ueros municipales, á los que debe agregarse el Fuero Juzgo; 

J en último término, y como supletorias, las leyes de Partida. 

5. Tal era el estado legal de España en el pasado siglo, y 
nuestra situación legal al comenzar el presente. Todo el Dere- 
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cho civil y penal, y ios procedimientos respectivos, se encon- 
traba en los Códigos indicados. En lo mercantil regían, además 
de las pocas disposiciones que sobre esta rama del Derecho eon- 
tienen dichos Códigos, las Ordenanzas del Consulado deBarce- 
lona, de 1763; de Valencia, de 10 de Diciembre tic 1773; de San 
Sebastián y Burgos, de 177fi; de Cádiz, de 25 de Octubre de 
1781; de Sevilla, de 1784; de Alicante, de !) de Agosto de 1785; 
de Santander, de 3 de Abril de 1794; de Cataluña, de 24 de Ju- 
lio de 1797, y de Palma, de 7 de Agosto de 1800; á las que to- 
davía siguieron en este siglo las de Sanlúcar de Barrameda. 
de 31 de Mayo de 1806; los reglamentos del Consulado de la 
Corana, de Marzo de 1811; las Ordenanzas del Consulado de 
Granada, de 2 de Febrero de 1820, y el Reglamento provisio- 
nal de Madrid, de 30 de Diciembre de 1827. Á la cabeza de esas 
Compilaciones figuran, por su mérito é importancia, las céle- 
bres Ordenanzas de Bilbao, del siglo xv, de todos conocidas y 
admiradas, que renovadas y adicionadas dos siglos después, re- 
cibieron su sanción en Real cédula de 2 de Diciembre de 1737. 

6. No se halla en la Novísima Recopilación, como tampoco cu 
los Códigos anteriores, planta de la Administración de justicia 
en España, y á eso debe atribuirse el que no la formulen las 
obras que de ella tratan. Habla el expresado ( ’ódigo de cada uno 
de los Tribunales superiores y de los Magistrados interiores; 
pero sin expresar la relación y dependencia de que resulta el or- 
den jerárquico. Procuraremos, no obstante, trazarel bosquejo Je 
la organización judicial del siglo xvnt con la claridad posible. 

A la cabeza de los Tribunales de la Nación se hallaba el 
Consejo de Castilla , cuyas atribuciones eran, además, políticas, 
administrativas y económicas. |l or esto, y por su grande im- 
portancia, no es maravilla que lo dedique el libro i\ de la No- 
vísima Recopilación 24 títulos con 240 leyes, en las que se 
trata do cuanto se refiere al conocimiento «le los negocios en 
que entendía y al personal que lo formaba, en todas sus cate- 
gorías y esferas. Reformada por Felipe V su planta en 10 de 
Noviembre de 1713, formáronlo desde entonces 24 Consejeros. 
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cinco Presidentes, un Fiscal, dos Abogados generales y cuatro 
Secretarios; y se le dividid en cinco Salas: la primera y segunda, 
para los asuntos gubernamentales; la tercera, para los de jus- 
ticia; la cuarta, para los de provincia, y la quinta, para las 
causas criminales. Subsistid este Consejo hasta que en 1812 lo 
suprimió la Constitución, creando el Tribunal Supremo de 
.‘Justicia. 

K!, Tribunal de la Inquisición , el Consejo de Almirantazgo, el 
de las Ordenes, el Supremo de Hacienda, el de, Estado , y los de 
Aragón , Portugal , Flan des, Italia 6 Indias , ejercían, como de 
sus títulos se infiere, jurisdicciones especiales. 

Al Consejo de Castilla sucedía, en el orden jerárquico, por 
¡o que hace á la administración de justicia cu el fuero ordi- 
nario. la Sala de. Alcaldes de Casa y Corte en Madrid, y las Ckan- 
cilleHas y Audiencias en provincias. 

Formaban la Sala de Alcaldes de Casa y Corte un Ministro 
del Consejo como Gobernador, dnee Alcaldes, un Fiscal, cuatro 
escribanos de Cámara del crimen y otros funcionarios. Dividió- 
se, andando el tiempo, esta Sala en dos (tí de Octubre de 17tí8), 
y ambas se dedicaban á despachar las causas criminales. Am- 
plióse su jurisdicción en 1803 á un radio de 10 leguas en derre- 
dor de Madrid. Á prescribir sus funciones se dedican varias 
leyes del tít. XXVII del libro IV. Á sus Ministros togados se 
les llamaba Alcaldes de Casa y Corte , y fuera de sus atribucio- 
nes como tales, tenían otras como Alcaldes de cuartel . Á esta 
Sala reemplazó más tarde la Audiencia de Madrid. 

Dábase el nombre de Chanciller las á los Tribunales supe- 
riores de \ alladolid y Granada; y de Audiencias, á las de Gali- 
cia, Asturias, Sevilla, Canarias, Extremadura, Aragón, Valen- 
cia, Cataluña y Mallorca, que mencionamos aquí por el orden 
cu que lo hace la Novísima Recopilación , al dedicar á la admi- 
nistración de justicia los 30 capítulos y 293 leyes de que cons- 
ta el libro I\ . K. los Ministros togados de estos Tribunales se 
los llamaba Alcaldes del crimen. 

Había en las poblaciones donde estaban las Chancillarías ó 
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Audiencias, Alcaldes de cuartel, en diferente número, con juris- 
dicción civil y criminal, y con atribuciones administrativas. 
Creados estos Alcaldes en 1604, aumentado su número en 1623. 
y lijado definitivamente en 1768, se ven reguladas sus funcio- 
nes en la ley 1% tít. Xlll, libro V (de 13 de Agosto de 1769). 
Debía residir cada uno en su cuartel, y tener local en que cele- 
brar audiencia. Desempeñaban este cargo en Madrid los A ¿cal- 
des de Casa y Corte , y para regularizar sus funciones se había 
dado la Instrucción de 31 de Octubre de 1768. 

Hubo asimismo en Madrid seis Alcaldes del Rastro, con ju- 
risdicción meramente civil, de cuyos fallos se apelaba al Con- 
sejo (1). Más adelante se alteró este sistema. 

También había, al terminar el pasado siglo, Alcaldes de Ha- 
rria. Los creó Carlos ¡11 cu 1768 cou muv variadas atribu ció - 
nes. ¡hará el ejercicio de su cargo se dividió á Madrid en ocho 
cuarteles, que en 1802 so aumentaron hasta 10. 

Así en la corte como en Yalladolíd y Granada había Alcal- 
des de hijosdalgo, para cuyo cargo mandaba la lev 3 a , tít. Ib, 

3 ib. 5” de la Novísima Recopilación, que por ser graves estas 
causas, «se nombren personas principales y de letras y conve- 
niencia y suficiencia.» 

También había en Valladptkl un Juez mayor de Vizcaya 
(ley I a , tít. 16, lib. 5 o ). l r n magistrado de la Chancillérfa, que 
formaba por sí tribunal y conocía en segunda instancia de los 
juicios civiles y criminales de los vizcaínos, ejercía aquel car- 
go. De sus providencias se suplicaba ante una Sala, llamada 
también mayor de Vizcaya, establecida en la misma Chancille- 
ría. Cesó la jurisdicción de este Tribunal con el Reglamento 
provisional para la administración de justicia de 1835. 

Antiguos son en las poblaciones de España los Alcaldes 
mayores. Alfonso VI estableció ya uno en Toledo. Andando el 
tiempo se generalizaron, y se regularizó por varias leyes el 
ejercicio de este cargo. Nombrábalos el Rey a consulta de la 


(l) UeyS 1 , tít. XXVIII. libio IV. Ñor Rwop 
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Cámara de Castilla. Eran de entrada, asecnso y término. Ejer- 
cían jurisdicción civil y criminal y cierta inspección en mate- 
rias económicas y políticas, Dióseles una excelente y sabia ins- 
rucción en ía de 15 de Mayo de 1788, que había sillo procedi- 
da por varias otras en el mismo siglo, á contar desde el año 
1711. 

A la vez con los Alcaldes mayores existieron y tuvieron 
grande importancia los Corregidores . Eran independientes sus 
funciones, salvo el período en que los últimos nombraban á los 
primeros, cuya práctica se desterró por ser 'ocasionada á abu- 
sos. A regular el ejercicio de su cargo se encaminaron varias 
instrucciones expedidas en el pasado siglo, de que puede ente- 
rarse el lector recorriendo el tít. 6®, 1 ib. 7 o de la Novísima 7¿e- 
copi loción . 


*. Tai era el estado legal y jurídico de España al terminas 
el siglo anterior, que en nuestra Historia déla Legislación Es- 
pañola hemos expuesto en idénticos términos, si bien entran - 


d" en otro orden de consideraciones y en la exposición de 

otros hechos y noticias de sumo inferes, en que aquí no podía- 
mos detenernos. 

La codificación moderna había hecho entretanto sus prime- 
ros ensayos en varias naciones de Europa. 

Ninguna hallamos tan adelantada en ella como Baviera, 
que tuvo en 1751 un Codea jnris óamrici criminal is; en 1753 
un Codea juris lavar tei jndiciarii, y en 1751 i un Codea juris 
¿avarici cwilis, á los que siguieron luego otras compilaciones. 

I ud la primera nación, después de Baviera, el Austria, 
cuyo Código de procedimiento driles de 1781, y su Código penal 
de 1803, pero en 1784 estaba ya terminado. El Código civil fue 
sancionado en 1810, y comenzó á regir en 1812. 

En Prusia inició ya Federico II, á mediados del siglo pa- 
«ado, un proyecto de Código; pero sn pensamiento tardó en rea- 
lizarse. El Código general de Pmsia (Preusmclmo Landrectk) 
no comenzó á regir hasta 1794. Al siguiente año (1795) se pro- 
mulgó el Código de procedimiento civil. 
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La obra de la codificación comenzó en Francia por el Có- 
digo penal, de 26 de Octubre de 1795, al que siguió el Código 
dml, de 31 de Mayo de 1804; el de procedimiento civil, que em- 
pezó á regir en I o de Enero de 1807; el de Comercio, sanciona- 
do el mismo año; y el de instrucción criminal, que se puso en 
vigor en I o de Enero de 1811. 

En las demás naciones la codificación moderna no produjo 
resultado alguno durante el siglo último. 

Holanda no vio sancionado su Código penal hasta 1809. 

El mismo año fud adoptado en el Gran Ducado de Badén 
el Código Napoleón, que se modificó en 1811, aboliendo el ma- 
trimonio civil y estableciendo el religioso. 

En Bélgica se introdujeron los Códigos franceses, con mo- 
dificaciones, en 1814. 

Y si exceptuamos alguno que otro hecho de no grande im- 
portancia, como el del Cantón de Argovia, que tuvo su Códi- 
go criminal eu 1804, son ya de fechas posteriores los demás 
Códigos modernos de Europa y de América. 

El Código penal de Basilea es de 1821. 

El titulado Código judicial de Berna se publicó en 1819. 
En diferentes fechas posteriores, y por partes, desde 1824 ú 
1830, lo fud el Código civil. 

En 1830 sancionó el Emperador D. Pedro I el Código cri- 
minal del Brasil. 

No continuamos estas noticias, porque no es nuestro objeto 
en el presente opúsculo tratar de la codificación extranjera, 
que por la variedad ó importancia de sus trabajos suministra 
materia para un libro. 


CAPÍTULO PRIMBUO 


Desde los primeros «ios de nidificar ión moderna hasta el año I$ü0. 


SUMARIO: L Proyectos y trabajos do codificación en el siglo wni. 

2, Sucesos do 1806: Constitución política do 1812. — ¡3. Proyectos de coriifir.ii 
'■ion en las Cortes rie iSlO r 1812, 1818 y 1814: titulo V de la Constitución p ■ 
lítiea do 1812 : otras disposiciones orgánicas de aquellos años. ■ — ó. Sucesos p" 
Uticos do 1814 ,- 6 , Proyecto ele Código pena! en 1819 .- — Transición. 


Aunque la grande é importante obra de la codificación mo- 
derna no se halla aún terminada en España, es lo cierto que 
ú la fecha en qae nos encontramos cuenta ya larga historia, 
la cual, en toda su primera parte, la más larga por cierto en 
cuanto al tiempo, sólo registra deseos y propósitos no realiza- 
dos. Durante la mayor parte del pasado siglo se pensó y se 
proyectó muchas veces reformar nuestra legislación, Kn el 
reinado de Felipe V pedía Macanáz estas reformas; en el de 
Fernando VI las propuso el Marques de la Ensenada, pulien- 
do que se redujesen á un tomo los tres de la Recopilación, \ 
que la nueva compilación se llamase Código Fermndmo ; en el 
de Carlos TU desearon asimismo las reformas Campomane., 
y Floridablanca; y en el de Carlos IV clamaba por ellas .lo- 

vellanos. 

Y no eran sólo estos personajes los que querían la refor- 


ma de nu 
yor de M 
cuaderno 
do VI, en „ 1 _. r . 
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cía la Administración de justicia, propuso varias y muy acer- 
tadas reformas, tanto en la organización de los Tribunales 
como eu el procedimiento civil y el criminal. Lleva el cua- 
derno por título: Compendio para la formación de vn Código d 
imitación de los publicados en las Cortes de Ñapóles y Prusia . 
Se engañaría, no obstante, quien creyese encontrar en el tra- 
bajo de Rioja algo semejante á un proyecto de Código. Su autor 
se limitó á hacer notar los más graves defectos de que adolecía 
el ejercicio de la jurisdicción en los Tribunales, ya por la di- 
versidad de fueros, ya por los vejámenes que causaban á los 
pueblos los Regidores perpetuos; y á proponer lo que en los 
tres únicos juicios que en su concepto debieran conocerse, á 
saber, el ordinario, el ejecutivo y el criminal, convendría es- 
tablecer para mejorar la tramitación y evitar gastos, dilaciones 
y abusos. Contra éstos, sobre todo, levanta su voz enérgica- 
mente, llamando con empeño la atención del Monarca para 
que les ponga remedio. Bien puede decirse, por lo tanto, y sin 
desconocer el buen deseo y la rectitud de miras del autor, que 
no corresponde la obraá lo que su título promete. 

Pero en España dominaba aún, durante todo este tiempo, 
un sentimiento inquebrantable de amor á la tradición y de re- 
sistencia a toda grave y transcendental reforma, contra el cual 
se estrellaban los proyectos de innovación. Por eso, al refun- 
dirse por sexta vez la Nueva Recopilación en 1745, no so hizo 
más que reducir el cuerpo de leyes recopiladas á dos tomos, 
nomo en las cuatro primeras ediciones, añadiendo por tercero 
los autos acordados: por eso también, no sólo se siguió igual 
sistema en las ediciones de 1772, 1775 y 1777 , sino que se le 
aplicó luego á la Novísima Recopilación de 1804, que abarcaba 
en su conjunto todos los ramos de la legislación, lo cual prue- 
ba cuán distante se hallaba el espíritu predominante en aquel 
tiempo de aceptar como bueno el sistema de codificación que 

eu el presente siglo se ha hecho ya general, no sólo en Europa 
sino en todo el mundo. 

2. Cierto es que no pasaron muchos años desde que se pu- 
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bücó la Novísima Recopilación hasta que comenzó á pensarse 
seriamente en formar Códigos al estilo moderno. Pero esto se 
debió á los acontecimientos extraordinarios que tuvieron prin- 
cipio eu 1808, en que la invasión francesa en España, la ausen- 
cia y cautiverio del Rey Don Fernando VII, la reunión de Cortes 
verificada más adelante (24 de Setiembre de 1810), y e l cambio 
radical qne se operó en la política y en el Gobierno, trajeron 
consigo una gran mudanza en las instituciones y en las leves. 
De aquella época data la Constitución política que promulgaron 
las Cortes de Cádiz en 1812, y comenzó á regir en 18 de Marzo 
de dicho año, cosa en su género completamente desconocida 
hasta entonces en España, y que aunque no impregnada del 
espíritu libre-cultista que ha inspirado las Constituciones de 
estos últimos años, introdujo gravísimas innovaciones y asen- 


tó las bases del sistema político que andando el tiempo estaba 
destinado á prevalecer. 

Y puesto que de codificación tratamos aquí, mal pudiéra- 
mos dejar de dedicar dos palabras al primer Código político 
de España, con tanto mayor motivo cuanto que también tuvo 
hasta el carácter de Código legal, por la gran parte que eu él 
se dedica á la Administración de justicia. 

La Constitución de 1812, inspirada en mucha parte en las 
doctrinas de la Revolución francesa, proclamó e! principio de- 
mocrático de la soberanía nacional, si bien declaró que el Go- 
bierno de la Nación era monárquico, concurriendo á su for- 
mación tres poderes: el legislativo, el ejecutivo y oí judicial. 
La autoridad del Monarca aparece eu ella harto cercenada, y 
todavía venía á democratizar más el sistema el establecimien- 
to de una sola Cámara. Es por extremo prolija eu sus disposi- 
ciones, abarcando en ellas cuanto concierne á la Nación eu 
general, á la Religión, al Gobierno, á las Cortes, su celebra- 
ción y facultades, á la formación, sanción y promulgación de 
las leyes, á la persona del Rey, su menor edad, la sucesión ú 
la Corona, la Real familia y su dotación, las Secretarías del 
despacho, el Consejo de Estado, la Administración de justicia, 
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el gobierno de las provincias, las contribuciones, ia fuerza mi- 
litar y la instrucción pública, formando un verdadero tratado 
de Derecho político, precedido de un extenso y erudito discurso * 

preliminar, y estando repartida en diez títulos que contienen 
384 artículos, 

3. Pero ya antes de que la Constitución se hubiese pro- 
mulgado y desde que se planteó formalmente el nuevo sistema 
político, se había pensado en la formación de Códigos confor- 
me al estilo moderno. En la sesión de las Cortes de 9 de Di- 
ciembre de 1810 leyó el Sr. Espiga una proposición encamina- 
da á este objeto (I). Pin la del 9 de Abril inmediato, la Comisión 
nombrada para formar las que habían de constituirse en el Con- 
greso y tas que comprendía la proposición del Sr. Espiga, pre- 
sentó un Reglamento de 18 artículos, en que se establecía lo más 
conducente á la realización del fin propuesto (2). A su tenor 
debían ser cinco estas Comisiones, componiéndose de personas 
distinguidas de fuera del Congreso, y se titularían de legisla - 
ción civil , de legislación criminal , de legislación mercantil , de 
sistema de Hacienda y de instrucción y educación pública. Ten- ^ 

dría cada una de ellas un presidente, cuatro vocales y un se- 
cretario, y se reunirían en casa de su presidente, los lunes, 
martes, jueves y sábados. Dice el preámbulo del Reglamento 
que nuestros Códigos necesitan examinarse, alterarse y mejo- 
raise, y que nuestras leyes, acomodándose á las actuales cir- j 

cunstanciag, deben reducirse á sus primeros principios y pre- 
sentarse con an orden, precisión y claridad que fije los’ derc- 


, Oic.o la proposición: Habiendo «ido convocadas Iíih Cortos general# 

^ tmordmai,J »s> «O Mo para formar una Constitución sino también paro 
«lon.mr nuestra legislación, y conteniendo ésta diversas partos que exigen 
- i exentes «.misiones, pido que so nombro una paro reformar la legislación 

“ ’ °í r “ PaV ‘ l la i»™ Á sistema de Hacienda, otra para el de 

omeicio y otro para implan Ae «Limación 6' instrucción pública.» 'Tomo 1° 
Url Diario <k£«jgg£ do aquella época, pág. í30 ) 

(2) Artículos I, II, m y iv dol Reglamento. 1 


chos de los ciudadanos, las opiniones de los sabios y el juicio 
ce los magistrados. Algunos artículos ( 1) desenvuelven esta 
idea. Nuevamente leído este Reglamento en la sesión del 17, 
se hablo del asunto, oponiéndose el diputado Sr. Gómez Fer- 
nández á que tuviesen sueldo los individuos de las comisio- 
nes, por no gravar más al Estado, y opinando que se llamara 
para esas comisiones á las personas que en otro concepto tu- 
viesen sueldo, extremos ambos que combatid el diputado se- 
ñor Aner. 

Leyóse en la sesión de 23 de Setiembre do 1812 la lista de 
las personas que la Comisión encargada de esta tarca presen- 
taba al Congreso para su elección; pero pasados seis meses, 
nada se había hecho, y el 14 de Abril de 1813 se mandaba pa- 
sar á la Comisión encargada de presentar la lista de los suje- 
tos que por sus distinguidas cualidades pudiesen merecer la 
confianza de las Cortes para entender en la reforma de los Có- 
digos, una proposición del Diputado D. .losé Martínez insis- 
tiendo en su formación (2). 

No tuvieron las Cortes do aquel año tiempo que dedicar á 
los proyectos de codificación; pero no bien se cerraron y se 
abrieron las Cortes ordinarias, se anunció en su primera sesión 
(de 1° de Octubre de 1813) el nombramiento de Comisiones 


O) Los t*¿s eigtiieutés: 

"VI, L1 objeto do las tres L omisiones de legislación civil, criminal y mor- 
r:uitil t será el i orinar ciarla, una ttn cuerpo ele leyes respectivo á .mi ítirilu- 
cu>u t val um <loso de Lis saldas leyes tjuo hny en nuestros Códigos, dejando 
aquellas q\m, lujas del tiempo en que fueron dictadas, no son análogas á núes 
tras circunstancias , naodiliean&o las < pío do han sufrir alguna iilterncidu, y 
nsia Meciendo otras sí asi lo exigieren mi es tras relitM ojies* 

VIL So luirá una redacción clara y precisa, en que se expreso sólo la luci- 
.sieii, extrayendo todo riiwoniúmeiito que, siendo dirigido k proliar su justicia, 
suele ser oí principio de diversas opiniones. 

Vili. So observará en la redacción i¡ü orden, que, sí es posible, mui ley 
sea consecuencia do la otra, y el fundamento de su justicia se encuentra en 
Ja resolución do la anterior, / Diario de S* situiíH, tomo V, pág. 4.1 . ) 
i.'J) Foino do sanio u os de Lories de JMhí, pág. !. 



para la formación de los Códigos. Allí figurín, entre las nom- 
bradas para varios objetos, las siguientes: 

Una para el Código civil , compuesta de D. Mariano Men- 
diola, D. Francisco Javier Castro, D. Mateo Norzagaray, Duit 
Ramón Utgés y D. José Antonio López de la I lata. 

Otra para el Código criminal , compuesta de I). Isidoro An- 
tillón, 1. José de Huerta, D. José Joaquín Ortiz, D. Andrés 
Navarro y D. José Antonio Navárrete. 

Y otra para el Código mercantil, compuesta de D. Tomás 

Istúriz. D. José Antonio Sombicla, D. José Martínez, D. Mu- 
■ 

nuel López Cepero y D. José Domingo Rus, 

Para la redacción del Código civil se acordó que se nombra- 
sen personas de fuera del Cong'reso, 

La del Código criminal presentó lista de catorce personas 
para que entre ellas se eligiese la Comisión redactora, sin que 
llegase á hacerse el nombramiento. 

Al inaugurarse en V de Marzo de 1814 la segunda legisla- 
tura, se nombró otra Comisión para el Código criminal : for- 
mábanla los Diputados D. Jerónimo Antón Díaz, I). Nicolás 
Laimiel, D. Benito Sáenz González. D. Benito Plandolit v 

" itJ 

D. José Domingo Rus (1), 

Y el 2.3 de Marzo se nombró al fin la Comisión redactora 


del Código civil, compuesta de siete personas, que fueron: Don 
José María Calatrava, D. Agustín Arguelles, D. José Manuel 
Quintana, I). Manuel Cuadros, D. Eugenio Tapia, I). Guiller- 
mo Moi agües y D, Nicolás Salcedo. No llegó esta Comisión ó. 
dar principio á sus trabajos. 

i Como auxiliares de la codificación moderna en aquel 
lempo, podemos considerar las disposiciones que el Código po- 
li ico de 1812 consiguó en su título Y, dedicado todo él á la 
ad^rnstracm de justicia; disposiciones importantes y hoy vi- 
8 v es, por haber ido poco á poco tomando asiento en nuestras 


U) Legislatura do 1SI1 ..¿o- 7 „ r .. , , 

pag, í f Qthcion IS 76 . 
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leyes y reglamentos. Se prohibió en ellas (art. 243) que las 
Cortes ejerciesen funciones judiciales, avocasen pleitos ni 
mandasen abrir juicios fenecidos: como también que los Tri- 
bunales (art. 246) suspendiesen la ejecución de las leyes, ni 
hiciesen reglamentos para la administración de justicia. Se es- 
tableció (art. 248) un solo fuero para toda clase de personas 
en asuntos civiles y criminales, dejando, sin embargo, en vi- 
gor el eclesiástico. So declaró que el Código Civil, el Criminal 
y el de Comercio serían unos mismos en toda la Monarquía 
(art. 258). Se creó el Tribunal Supremo de Justicia, señalando 
sus atribuciones (art. 261). Se deslindaron las de his Audien- 
cias, y se asentaron bases para el procedimiento civil y el 
criminal; estableciendo, respecto al primero, el juicio de árbi- 
tros, el de conciliación y la prohibición de que sobre un asun- 
to, cualquiera que fuese su cuantía, se dictasen más de tres 
sentencias; y consignando, respecto al segundo, disposicio- 
nes encaminadas á garantir la seguridad y la libertad per- 
sonal. 

Ni dejaremos de mencionar tampoco, por tener el mismo 
carácter, el Reglamento de las Audiencias y Juzgados do pri- 
mera instancia de 9 de Octubre de 1812, el Decreto de 13 de 
Marzo de 1813 sobre la manera do hacer efectiva la responsa- 
bilidad á los Jueces, la Instrucción de 19 de Abril siguiente 
para dirimir las competencias, y el Reglamento del Tribunal 
Supremo de Justicia de 13 de Marzo de 1814. 

5. Los acontecimientos de este último año variaron por com- 
p'eto el estado político do España. Vuelto á ella D. Fernan- 
do VII, negóse á jurar la Constitución y disolvió las Cortes por 
decreto de 4 de Mayo, 

6. Restablecido en su virtud el régimen monárquico abso- 
luto, no por eso se desistió de los proyectados trabajos de codi- 
ficación. Muy lejos de eso, es de notar que, no obstante la di- 
ferencia de opiniones y de sistemas que predominaban en el 
Gobierno, mandó D. Fernando VII al Consejo de Castilla for- 
mar el Código penal, como se ve en el decreto de 2 de Diciem- 
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bre do ] 819 il). Cuanto conviene tomar en cuenta en estas re- 
formas, se expone ya en aquel documento. Dispóuese que en el 
nuevo Código se clasifiquen con propiedad y exactitud las va • 
rías clases de delitos con que se perturba el orden público y la 
seguridad individual, y se determinen de un modo claro y posi- 
tivo las penas correspondientes para el castigo de los reos. 
«La falta de clasificación discreta en algunos crímenes (añade) 
y la deferencia al prudente arbitrio de los Jueces y Tribuna- 
les para imponer las penas on muchos casos en que la ley no 
las determina, son defectos tales, que abriendo la puerta á la 
arbitrariedad, son origen de males incalculables La con- 

fiscación absoluta de bienes, la transcendencia de infamia á 


los hijos por delitos de sus padres, sin otro fruto que hacer per- 
petuamente desgraciada una familia, la voz mal definida de 
«prueba privilegiada#, la calificación de indicios sumergida en 
un insondable piélago de opiniones, en que vacila el Juez más 
práctico y conducen al error al que tiene menos experiencia 
de juzgar, son lunares de legislación, que debe borrar mi pa- 
ternal desvelo. » Recomiéndase luego la supresión del razo- 
namiento que precede á la parte preceptiva en las antiguas 
leyes, por haber dado ocasión á dadas é interpretaciones sobre 

'o' objeto de (.lias, con otras consideraciones que más 
al pormenor pueden verse en el decreto mismo, 

Nada sabemos que se hiciese á consecuencia de Si. 

1S ,„ . ! S J™'T S io íí isl,lti ™ áol periodo constitucional de 
823 P° r entero el capitulo inmediato (2) 


U) 

( 2 ) 


da Denoto» do á|fi 0 ^ m 
léase: desde (Ueo * primeros años - „ 
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CAPÍTULO II 


La codilieaeitVn española itesile 1820 á 1S2X 


SUMARIO: l. Acontecimientos palíi ¡eos de 1820, — 2. Trabajos anteriores 
lid Cans ojo de Castilla sobre «odiítcaeioii. — 3. Las Cortes do 1820 y sur tu* 
loas sobro el mismo asunto. — i Código penal do 1822: su oon torcido: cítase 
:u trozo do éti proámbu lo, ■ -5. Proyecto de Código de Enjuiciamiento crimi 
nal en 1321. — 6. Proyecto de ley, del misma año, para la bravo sustanciad ó n 
d» 1 Im causas que se expresan: noticia de este trabajo. — 7. Proyecto do Có j 
digo civil de 1821: breve id ©n do su contenido. — 8. Algunas leyes notables 
d i j este ]i 0 i L íodo. 

1. Un cambio radical en la política vino en 1820 á dar 
nuevo aspecto á las cosas. Recordaremos ios hechos. Dispuesto 
para embarcarse el ejército expedicionario que, á las órdenes 
del Conde de Abisba], debía ir á sofocar el movimiento de 
emancipación de los pueblos americanos, D. Rafael del Riego 
proclamó en las Cabezas de San Juan, donde se hallaban 
acuarteladas las tropas de sn mando, la Constitución de 1812. 
Ocurría esto el I o de Enero de 1820. El alzamiento fué pronto 
secundado por otras tropas, y el ejército que había de ir á so- 
meter á los insurrectos de Ultramar, promovió la insurrec- 
ción en España. El Rey D, Fernando VII, que al regresar 
en 1814 se había negado á jurar la Constitución, obligado 
ahora por la fuerza, expidió el 7 de Marzo un decreto convo- 
cando Cortes; pero la efervescencia de los ánimos había cre- 
cido ya tanto, que el mismo día estalló en Madrid una conmo- 
ción popular, y el Rey juró la Constitución de 1812 en manos 
del Ayuntamiento que para este fin se nombró. Siguió á este 
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humillante acto la creación de una Junta provisional, que 
desde el 9 de Marzo funcionó hasta el 9 de Julio, en que se 
instalaron las Cortes y volvieron las cosas al punto en que se 
hallaban en 1814. 

2. Ya antes se había ocupado el Consejo de Castilla en la 
reforma de nuestras leves, haciendo con tal motivo trabajos 
preparatorios, que luego examinó la Comisión nombrada por 
las Cortes en 1821 para la reforma del Código penal: pero sólo 
tenían por objeto esos trabajos la reforma de la Novísima 
Recopilación conforme al sistema seguido eu ella, por lo 
que no debemos considerarlos como parte de la codificación 
moderna, que es lo que aquí nos ocupa. La Comisión de 1821 
los califica de indigesta colección , «compuesta de borradores, 
apuntamientos, piezas incompletas, trozos incoherentes y no 
bien acabados, disertaciones escolástico-forenses, digresiones 
tan prolijas como inoportunas, y lo que no carece de algún 
mónto, un extracto circunstanciado de todas las leyes penales 
que se han publicado en los principales cuerpos de nuestro 

erecho, dispuesto por el orden de los títulos y leyes de la 
Recopilación, con anotaciones marginales en que se advier- 
ten las correspondencias de otros Códigos y sus antilogías v 
concordancias» (1). Deestejuicio podrá hacer el lector elapr^ 

valor al criterio de 

se Jlt ’ faerteraenle apeonado contra todo lo nne 

se relacionaba con el Gobierno absoluto. 

P01 ' (OCl ° cra3titaci »n»l. contiena. 

torór hablan emprendido^ q ™ ° n “* P ” i ° d# 

íe 18? 0 se presentó la lista de ¿S •** 22 ^ AS ° St ° 
se habían cread n fin 1 " < s Comisiones que al efecto 

Para ,i wt ÍT^T ellaalas Peonas sig-nlentes: 
Garelli, Hinojosa R ? °! > k ' res ' Cano Manuel, Cuesta, Sllves, 
Felipe). * aiZ y radas > San Miguel y Navarro (Don 
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Para el Código criminal, los Sres. Marina, Calatrava, Va- 

< dio, Caro, \ ictérica, Crespo Cantolla, Rivera. Flores Estra- 
da y Rcv. 

*r' 1/ 

Para el Código de procedimientos , los Sres. Romero Alimen- 
te, Rodríguez Ledesma, Huerta, Morales, la Riva, Gaseo, 
Cantero, Travery Govantes. 

\ para el Código mercantil, los Sres. Conde de Toreno 
Sánchez Toscano, Navarro (D. Fernando), Zubia, Olí ver, Ló- 
ri 8 a ! Benítez, Fagoaga y Yandiola. 

4. La que de todas estas Comisiones tuvo más fortuna lie- 
gando á ver sus trabajos convertidos en ley, fué la del Código 
penal, que hubo de reducirse sin duda á menor número do i„- 
t nidal», puesto que sólo suscriben el proyecto .lo Códin-o 
en 31 de Octubre de 1821, los Sres. D. Josd María Calatrava.' 

>. Francisco Martínez Marina, D. José Manuel de Vadillo 
J) ; Joaquín Rey, D. Felipe Fermín de Paul y D. Miguel dé 

La Comisión presentó su trabajo en 22 de Abril de 1821 
acordándose en la sesión de 24 de Agosto su impresión y 
circulación a los Tribunales y cuerpos literarios para informe 

como también se invitó á los literatos y particulares para que 
luciesen sobre 61 observaciones, 

Lna vez recibidas éstas, se hicieron en el proyecto algu- 
nas reformas; y discutido el Código por artículos en las sesio- 
nes transcurridas desde el 25 de Noviembre de 1821 hasta 

el 18 de Febrero de 1822, fué sancionado eu 27 de Junio in- 
mediato. 

Lu discusión de este Código dio lugar á que en el proyecto 
so introdujesen nuevas reformas. Fuó una do ellas la supresión 
do la pena de marca, reforma que se pedía en todos los infor- 
mes, porque si bien se proponía sólo esta pena contra los reos 
que debían ser para siempre excluidos de la sociedad, y ha- 
llaba la Comisión razones para sostenerla, desistió de ella, aun 
contra sus convicciones. Fué otra la de no preceptuare en 
el Código, como estaba proyectado, que en cierta clase de 



robos indemnizasen al perjodieado los veninos del partido, de 
lo nne también desistid la Comisión , aunque consideraba de 
eficaces resoltados el medio propuesto. Supnnndse también 
el capítulo de coligaciones y maniobras para hacer subir 6 
baiar los precies de los géneros, considerando estas dispo- 
siciones susceptibles de variación según las circunstancias y 


lugares. 

Divídese este Código eu dos partes, á las que precede un 
título preliminar. 

Expone el Tituló preliminar, en 13 capítulos y 18/ ar- 
tículos. todo lo relativo dios delitos, delincuentes, penas, gra- 
daciones y circunstancias agravantes y atenuantes, reinciden • 
cias, reos ausentes, rebaja do penas, indultos, prescripción de 
las penas ó indemnización á los inocentes. 

Iutitúlase la Partís primera: De los delitos contra la socie- 
dad, y trata en sus nueve títulos y 4L7 artículos, de los que 
afectan á la Constitución y orden político de la monarquía, la 
seguridad exterior ó interior del listado, la salud pública, la fe 
pública, de los que cometen los funcionarios públicos en el 
ejercicio de sos cargo?, de los delitos Contra las buenas cos- 
tumbres, de los que consisten en negar al Estado los servicios 
que se le deben, y de los delitos de imprenta. 

Trata, por último, la Parte tercera De ios delitos contra ■ 

los particulares, y expone, en tres títulos y 399 artículos, los 

que se cometen contra las personas, contra su honra, faina y 

tranquilidad, y contra la propiedad. 

# 

A ¡tesar de lo que las ideas revolucionarias habían ya por 
entonces avanzado en su camino, el respeto A la religión ca- 
tólica se ve consignado en el art. 227, que dice: «Todo el que 
» conspirase directamente y de hecho á establecer otra rt'li - 
»gi<!n en las Espadas, ó á que la nación española deje de 

¿profesar la religión apostólica romana, es traidor y sufrirá la 
»pena de muerte» fl). 


1, El Código penal de lSiíá corro Impreso, y de él se tncuoutrcii ojcin- 
plares, aunque pocos. 
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Ao vamos á entrar aquí en el examen de las ideas y doc- 
trinas predominantes en este Código. Diremos sólo que el odio 
á lo antiguo y el afán por lo nuevo preocupaba á sus redacto- 
res algo más de lo debido. En el preámbulo so duelen de qne 
«siguiesen y se perpetuasen entre nosotros, en días de tantas le- 
sees, cu el siglo de la sabiduría, esas leyes, parto de los siglos 
» bárbaros, que no respiran sino fuego y sangre... Acaso (aña- 
»den) las hizo necesarias la ignorancia y rusticidad de su 
' tiempo, la insensibilidad de los hombros, familiarizados con 
»!a carnicería, con la sangre y la muerte, y la ferocidad de las 
acostumbres; mas hoy son indecorosas...; el que se ocupara en 
»hacer observaciones sobre nuestra jurisprudencia nacional, 

' se persuadirá, ó de que el legislador futí injusto y tirano, ó la 
I » nación agreste, inculta y bárbara.» Harto se deja ver cu estas 

violentísimas censuras un apasionamiento que da al preám- 
bulo del expresado proyecto un tinte impropio de la seriedad 
dol asunto y de la serenidad de ánimo que tan bien sienta al 
v legislador, como asimismo un amor á lo presente que llega á 

la idolatría. Esc cuadro de ignorancia, rusticidad, barbarie, 
fuego, sangre , carnicería, muerte y ferocidad , en medio del 
cual campean los legisladores injustos y tiranos, no es en ver- 
dad del mejor gusto, ni muy propio de la exposición de moti- 
vos de un Código, redactado además cuando estaban recientes 
los recuerdos de la más feroz y sanguinaria de Las revolucio- 
nes que registra la historia, y por añadidura, en el siglo de la 
sabiduría, como galantemente llamaban aquellos jurisconsul- 
tos al actual, que debió quedar profundamente agradecido á 
tanta benevolencia y cortesía. 

Bueno fuera, sin duda, al tratar esta clase de asuntos, te- 
mar en cuenta la diferencia que separa á los tiempos antiguos 
de los modernos en cuanto á las ideas que en ellos han predo- 
minado, y el espíritu que en consecuencia ha debido prevale- 
* cer en los legisladores, en los Gobiernos y en los pueblos. 

Con esto se evitarían machas censuras injustas, muchos jui- 
cios apasionados y muchas palabras malsonantes. 
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Volviendo á nuestro asunto, verán nuestros lectores por lo 
dicho que no se pensó nunca hasta 1821, como tampoco so 
pensó durante muchos anos después, en crear una Comisión 
general de codificación, sino que se crearon Comisiones espe- 
cíales para los diversos Códigos, sistema que facilitaba el tra- 
bajo dividiéndolo, y que podía dar por resultado el que la 
obra de la codificación quedase más pronto terminada. 

5. También la Comisión nombrada para la formación del 
Código de procedimiento criminal llevó á efecto su trabajo, el 
mal, concluido en 1821, se comunicaba á las Audiencias para 
su informe en 4 de Enero de 1822. Dividíase en tres partes, 
precedidas de un titulo preliminar y seguidas de un apén- 
dice. 


Contiene el Tírm.o preliminar, en 15 artículos, las dispo- 
siciones generales sobre la materia.— La Parte primera, en 
dos títulos \ 83 artículos, las relativas al procedimiento por 
excesos que sólo merezcan reprensión judicial, y por culpas y 
delitos leves.— La Parte segunda, en ocho títulos y 447 ar- 
tímlos, las regías para proceder en los delitos graves.— La 
Paute tercera, en tres títulos y 2(53 artículos, algunos proce- 
dimientos especiales, la declaración de pobreza y la extradi- 
mónde los reos. Prupónese cu el Apéndice, que tiene 30 ar- 
tículos, una nueva división del territorio español para la admi- 
nistración de justicia en lo criminal. 

. Pur:icl Cilsti go de 103 excesos qje sólo merecían reprensión 
judicial, y de las culpas y delitos leves, asunto, como hemos 

dicho, de la primera parte del Código, se establecen en él pro- 
cedimientos breves y sencillos. 

... íes excesos primeramente indicados debía conocerse en 
j o \ r jal ante el Alcalde, asociado de dos hombres buenos, 

ó it Tl ^ rado P Ü1 cada parte, quienes alegarían en defensa 
te lias, dictando luego el Alcalde su providencia. A esto pro- 

nmm o se sujetarían las injurias, riñas y faltas leves. 

^ - P» ; delitos en que el máximum de plena no 

‘ G CUíltro a)10S de confinamiento ó dos de arresto, 


se instruiría el sumario ante el Alcalde, el cual daría cuenta 
al Juez. El juicio debía ser público, á no exigir otra cosa ía 
moral. El acto debía escribirse en relación sucinta, y dictarse 
á las veinticuatro horas la sentencia, do la que podía apelarse 
ante el Juez. Pasados tres días sin apelar, no se admitía con- 
tra ella más recurso que el de nulidad, que debía interponerse 
en las veinticuatro horas siguientes. 

Hállase en la segunda parte un procedimiento especial 
para los delitos infraganti, y luego el establecido para los de- 
litos más graves. Trátase aquí de la denuncia ó querella, de 
la lianza de calumnia, del sumario, examen de testigos, com- 
parecencia y arresto de los delincuentes, declaraciones y li- 
bertad bajo fianza, y, por último, de la acusación fiscal. 

Dos grandes novedades, muy propias de las ideas predo- 
minantes cuando se formó el proyecto, introducía esta segunda 
parte en la manera de proceder contra los delitos graves, á sa- 
ber: el establecimiento de dos Jurados , uno y otro de ca- 
lificación, asunto al que están dedicados varios títulos; y el 
de u u Juicio oral después de concluido el sumario, parala ca- 
lificación del delito y la imposición de la pena. Se ve, pues, 
que las ideas modernas, impulsadas con la fuerza que de or- 
dinario caracteriza á las primeras invasiones, habían llegado 
a alcanzar en 1821 todo aquello á que ahora so aspira, y que 

la prudencia y el buen sentido han logrado ir aplazando hasta 
el momento en que escribimos. 

Trátase, por último, en la Parte tercera, dedicada á los 
procedimientos especiales > del modo do proceder contra los Jue- 
ces y otros empleados públicos, y también do la manera de ha- 
cerlo en diferentes casos que son comunes á los juicios crimi- 
nales, á saber: el de reos ausentes, declaración de pobreza, 
leclamación de reos ausentes en el extranjero, caso en que se 
hayan averiado, sustraído ó perdido los autos, en que haya 
que citar y examinar como testigos á los príncipes y otras per- 
donas elevadas; recursos de nulidad, indultos y competencias 
de jurisdicción en lo criminal, 
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Conforme á lo propuesto en el Apéndice, se dividiría el te- 
rritorio español parala administración de justicia en provin- 
das secciones, distritos y partidos. Cada una de las catorce 
provincias á la sazón existentes, debía dividirse en tres seccio- 
nes, y la de Madrid en cuatro. Cada sección debía subdividirse 
rn distritos, aunque no se dice cuántos, y cada distrito en tres 


ó cuatro partidos. 

U n t re ]¡,s disposiciones de índole general que contieno este 
proyecto, se hallan las que siguen. Que todas las causas se 
despachen á la mayor brevedad, prefiriendo las de infracción 
tic la Constitución y las de presos. Que en los delitos privados 
sólo los ofendidos tengan acción criminal para pedir imposi- 
ción de pena. Que la aqción civil puede entablarse juntamente 
con la criminal; pero si se entablan separadas, la criminal 
preceda á la civil. 

(i. Otro trabajo legal de las Cortes de 1820, de índole aná- 
loipi al anterior, debemos mencionar aquí: el Proyecto de ley 
formado para la breve sus tanciación de las causas m los delitos 
que se expresan. Y eran estos: «l 1 ', los delitos contra la Consti- 
tución y contra la Sagrada persona del Rey; 2°, los de rebe- 
lión, sedición, tumulto, resistencia v desacato á las Autorida- 
3”, ! silo homicidios, heridas y malos tratamientos de 
«obra; 4", los de robos y hurtos» (art. 1”). 

Después de enumerar como hemos visto los delitos á que 
afecto la lev, se trata de las primeras diligencias, de la actua- 
ción del sumario y de la acusación fiscal, deteniéndose luego 
en la constitución del jurado de acusación, á la que se dedican 
30 artículos: y poco más adelante á la del jurado de calificación 
y á la celebración del juicio público. El Tribunal se compon- 
dría de u ¡¡ Juez superior, Presidente, y doce Jueces de hecho. 
b¡ modo de celebrar el acto, la conferencia do los Jueces, la 
sentencia, su revisión, su ejecución, las nulidades del jui- 
1 1 J las \ "r.s<mas responsables de ellas, son, como también 

oíros puutos importantes, asunto dolos siguientes títulos de 
la lev. 
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Indícense en el último de ellos las poblaciones en que de- 
bería establecerse un Juzgado cou arregdo á la ley, y son: Ma- 
drid, Barcelona, Gerona, Ccrvcra, Reus, Valencia, Alicante, 
Murcia, Granada, Málaga, Algeciras, Cádiz, Córdoba, Jaén, 
Sevilla, Cáceres, Mórula, Badajoz, Ciudad líeal, Toledo, Cuen- 
ca, Sigüenza, Ávila, Segovia, Salamanca, Vallado! id, Zamora, 
León, Lugo, Coruña, Orense, Oviedo, Santander, Bilbao, Bur- 
gos, Vitoria, Logroño, Pamplona, Calatayud, Zaragoza, Te- 
ruel, Santa Cruz de Tenerife, Palma de Mallorca y León.— En 
todo, 44. 

Consta el proyecto do 19 títulos y 189 artículos, y va pre- 
cedido de un preámbulo. Lo suscriben en Madrid, á 1 " de Mayo 
de 1821, los Sres. Calatrava, Vadillo, Rey, Martínez de la liosa 
y Garelly (1). 

1. La codificación civil es sin duda alguna la más difícil de 
realizar en España; harto lo demuestra el que habiéndose ini- 
ciado sus trabajos en 1820; habiéndose continuado en 1831» y 
en 1851, en cuyas dos épocas se formaron proyectos de Bodi- 
go civil completos, de que en el discurso de cs>te opúsculo 
daremos cuenta, y oomeuzádose en 1880 otro proyecto, la 
obra no ha llegado á verse aún terminada; retraso tanto más 
de sentir cuanto más importante es para el ejercicio de los de- 
rechos v para la buena administración de justicia que se or- 
dene y simplifique la legislación civil. 

La Comisión creada al intento en 1820 presentó su trabajo 
en 1821. Forma un cuaderno de 94 páginas, en igual forma y 
tipos que el Proyecto de Enjuiciamiento criminal, ibisciíben- 
lo, en 14 de Octubre de 1821, D. Antonio Cano Manuel, Don 
Antonio do la Cuesta y Torre, D. Juan N. Fernández San Mi- 
guel, 1). Martin Hiuojosa, D. Nicolás Garelly, 1). Felipe Beni- 

cio Navarro. 

Limítase el trabajo, en lo que ha visto la luz pública, a la 
parle primera del Código, y esa incompleta, puesto que al <h- 



Un cuaderno on \ ' 


«le 43 j)ágiü(Uí> Míldi'hl* i ni pLi.-ni u do íSfUYi.-iiiL, Üáál 
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cirse en tina nota final: «el libro 3“ do la primera parte de este 
Código se publicará por separado,» es evidente que esta parte 
debía constar de tres libros. 

Ocupa el discurso preliminar las 34 primeras páginas. Es 
un trabajo de meditación y estudio, en que revelan sus auto- 
res lo mucho que habían pensado y discutido sobre lo que de- 
bía ser el Código civil, sobre su verdadero carácter y sobre los 
límites en que á su juicio debía quedar encerrado. 

Iíay en el método indudable novedad respecto al Código 
que entonces venía siendo eí modelo de los demás. Véase en 
prueba de ello, el plan del que nos ocupa. 

Precede á la. parte primera un título preliminar, que fru- 
ta, en cuatro capítulos: de la naturaleza de la ley y de sus 
emanaciones; de la formación de las leyes: de su expedición 
circulación y promulgación; y de su observancia. 

Titúlase la parte primera: «De las obligaciones y dere- 
chos individuales.» 


El hhn primen de esta parte se inscribe: «De las obliga. 

“ 103 eSfialiolea e “ y dividan 

oobo mulos, que tratan: El primero, de la libertad, de la pro- 


la c^dt-" ’r , deraáS dereCh0S - El segundo , de 

¿ iti: ss? y d sexo) para **■ d ° 

Pérdida ■ 7 k b l El terebro, de la 

cual se Terirl nSI0U P reser vac:du de los derechos civiles, lo 

SfaSS 4 ® 6 ?_** — ¡a. - El cuarto, tela 

los S las causas Sua ooho ^ ita - 

de la auteuttód^Tel ? ^ efe0toS d ° eüa ' " El 

^ la muerte —Fl o- / nacimiento, del matrimonio y 
lo» derechos y h s obli ’ d ° ade se efectivos 

ostableeidospor'la w ,0ne8 ~ El3á P* ¡lno . * 1« medios 
ciones, tratando en 3uq f*/ 11 a acredltar derechos y obliga* 

nera lj de la prueba ñor •° C<> Cllí,líulo3: de la s pruebas en ge- 

P instrumentos; de la de testigos; del 


— 33 — 

juramento; y de la inspección ocular. — El octavo, do las per- 
sonas <i quienes toca hacer electivos los derechos y obligacio- 
nes; tratando con este motivo, en sus dos capítulos, de la auto- 
ridad gubernativa y de la autoridad judicial. 

Ron materia del libro segundo «los derechos y las obliga* 
»ciones según la diferente condición doméstica de las perso- 
gas.» Y consta de cuatro títulos, que tratan: déla condi- 
ción de marido y mujer; de la condición de padres é hijos: de 
la condición de protector y protegido; de la condición de su- 
perior y dependiente. 

Lo expuesto justifica lo que sobre la novedad del sistema 
de este Código hemos dicho más arriba. 

Potentes y briosas, como estaban entonces, y en el ardor 
de su primera juventud, las ¡deas revolucionarias, en cuyo 
nombre so hacía la guerra á la Iglesia, se disolvían los insti- 
tutos religiosos y se cometían las aberraciones y dislates que 
son cortejo inseparable de ellas, entre los cuales figura en pri- 
mer término el empeño de apropiarse eí Estado lo que es fun- 
ción de la Iglesia, no es de extrañar que así como se estable- 
cía el .Turado en el procedimiento criminal, se viese aparecer 
como preliminar al matrimonio alguna formalidad civil ; mas 
no por eso dejaron de consignar aquellos legisladores , como 
precepto absoluto, que el matrimonio ha de celebrarse ante el 
Párroco, previos los requisitos y solemnidades que prescribe el 
ritual de la Iglesia {art. 306). 

8. Como parte de la codificación en aquel período, deben 
también considerarse algunas leyes promulgadas en el mismo, 
como la de desvinculación, de 27 de Setiembre de 1820; el de- 
creto sobre libertad de imprenta, de 3 de Noviembre siguiente; 
la ley de Señoríos, propuesta en las Cortes de 1821 y sancio- 
nada en Mayo de 823; y otras cuya importancia y transcen- 
dencia es conocida de nuestros lectores, y en cuyo juicio no 
hemos de ocupamos aquí. 


3 


Vicisitudes de [¡i ru <1 i lie ación desde IS¿:i á IH:u. 


St'MAlíTí), — 1. Sucesos políticos de |i®jf 
— :í - do Jfrjmciiimie&to mercantil «ía 
peí mi < le ISÜJ): .sn reforma en IK1|. 


2, ró lig-o tli' Comí t ¡ o ih 
— i. Proyecto da Código 


1- como levantamiento de 1810 había sucedido la ré;ac- 
ción do 1814, al de 1820 sucedió la de 1823. Dióle causa bas- 
tante la anarquía que engendra siempre la revolución erigida 
en sistema. Hallábanse en Sevilla el Rey, la Real familia y las 
Cortes. Un ejercito francés de intervención penetró en España, 
J 110 creyéndose seguras las Cortes en Sevilla, se trasladaron á 
Cádiz, adonde intimaron al Rey que se trasladase también. No 


quiso hacerlo el Monarca, por lo cual lo destituyeron las Cortes, 
nombrando una Regencia que contra su voluntad lo hizo ir á 


Cádiz; pero á los pocos días el Rey salió de allí para el cuar- 
tel general del Duque de Angulema, donde expidió un decreto 
anulando cuanto se había hecho en España desde 1820, 


2. Con esto quedó virtualmente derogado el Código penal 
de 1822. A as no desconocieron los Gobiernos de la siguiente 
década la conveniencia y necesidad de esta reforma, como ve- 
remos más adelante. El orden cronológico de los sucesos nos 
lleva ahora á hablar del Código de Comercio de 1829, que fné 
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la primera y más importante obra del reinado de D. Fernan- 
do VIL 

Nuestros lectores saben que la legislación mercantil estaba 
reducida en el pasado siglo á las Ordenanzas de los Consula- 
dos, cuya enumeración hicimos en el capítulo preliminar. En 
el período de 1810 á 1814, y en el de 1820 á 1823, pensaron las 
Cortes en la formación del Código do Comercio, como ha podi- 
do verse en el capítulo primero; mas no se llevó á cabo la obra 
hasta 1829, en que el Monarca cuyo nombre acabamos de citar 


tuvo la fortuna de sancionar el mejor Código de su clase que 
se conocía en Europa en aquel tiempo. El 11 de Enero de 1828 
creó la Comisión, de la que formaron parte, en unión de ma- 
gistrados y jurisconsultos, otras personas versadas en el cono- 
cimiento de los asuntos mercantiles. Componíanla D. Ramón 
López Pelegrín , D. Cesáreo María Sanz, D, Manuel María 
Cambra ñero y 1). Antonio Porcel, siendo su Presidente I). Bru- 
no Val la rio o y su Secretario D. Pedro Sfnz de Andino. A poco 
de cumplirse el año se presentaban al Monarca, no uno, sino 
dos proyectos de Código mercantil. La Comisión había formado 
uno, que constaba de 462 artículos, y D. Pedro Sáinz de An- 
dino h alna formado otro, que constaba de 1219: guarismos 
que indican por sí solos cuánta debía ser la diferencia entre 

bSrft 8 ' ° 1>tó 01 Mona ™ por el se^ndo, y cele- 

*2£ü? - 40 de 1829 dándoIe su ai 

tet r e “ aS “" t0S d ° "4 especialmen- 
Ú^ZT, PartiC “ l4res de bs Cona “ iai »» « reino, 
lee no es esnl^ i COt ? Pete ° b ’ ^ taoto mas lra P :irc ' a l cuanto 

#>* j**» Co- 
tonees se habían publicado. & de C " ai “° s haSta e “‘ 

«nffc an01 de Comerci °. decía, ha abrazado el con- 

«muchos 1™™! “ ” a “ al,!8 ’ * se “cestería entrar en 

«decide las más iij 3 Para dar d COnocer la prudencia con que 

3 ' m P ort “tea cuestiones, las cuales se hallan 
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«tratadas conforme á los principios del derecho universal, sin 
■Kjne se noten cu ellas ni preocupaciones nacionales ui cos- 
tumbres provinciales. No hallamos inconveniente en afirmar 
»que la nación que por sus circunstancias pueda dedicarse al 
«comercio de mar y tierra, puede aceptar sin dificultad este 
«Código. V los Estados que hoy no tienen legislación mercan- 
til ó la tienen incompleta, hallarán en el Código español un 
«buen modelo, el cual, con ser conocido, podrá ser invocado 
«ante los Tribunales como una autoridad de doctrina.» 

Siendo tan raras las ocasiones en que nuestras obras lega- 
les han llamado, eu los tiempos modernos, la atención en el ex- 
tranjero, sóanos permitido felicitarnos por ésta. Añadiremos 
que, aunque hallándolo muy análogo al francés, indicó Par- 
dessus las ventajas que le llevaba en todos sus libros excepto el 
quinto, por encontrarle el defecto, capital á su juicio, de que 
se refería para los procedimientos á otro Código que había de 
formarse; censura que quedará desvanecida con sólo decir que 
el año siguiente se publicó la Ley de Mijuíclamieulo en los ¡te- 
yocios y causas de comercio, que para celebrar los días de la 
Reina Doña María Cristina se sancionó en 24 de Julio de 1830. 

Consta el Código de Comercio de 1829 de cinco libros, di- 
vididos en 36 títulos, que contienen 1219 artículos. 

Trata el libro primero, en sus tres títulos y 233 artículos, de 
cuanto concierne «á los comerciantes y agentes de comercio», 
su aptitu 1 y capacidad legal, las obligaciones comunes á los 
que ejercen esta profesión, y los oficios auxiliares de corredo- 
res, comisionistas, factores, mancebos y porteadores. 

Forman la materia del libro segundo «los contratos de co- 
mercio en general, sus formas y efectos», y contienen sus 12 
títulos y 349 artículos las disposiciones que conciernen á las 
obligaciones mercantiles, compañías de comercio, compras y 
ventas mercantiles, permutas, préstamos y réditos de cosas 
prestadas, depósitos y afianzamientos mercantiles, letras de 
cambio, libranzas ó pagarés á la orden y cartas órdenes de 
crédito. 
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Es el «comercio marítimo» asunto del libro tercero. Las 
naves y ios derechos sobre ellas, los contratos especiales ¡l (S 
este comercio, á saber, transporte, íletamento y contrato á i» 
gruesa, las personas que en él intervienen, y los riesgos y da- 
ños, como averías, arribadas y naufragios, dan materia á sug 
cinco títulos y 418 artículos. 

A las «quiebras» está dedicado por entero el libro cuarto 
que en 12 títulos y 177 artículos establece lo concerniente á s u 
clasificación, declaración y efectos; al nombramiento de síndi- 
cos, administración, examen y reconocimiento de créditos 
graduación y pago de acreedores, calificación de la quiebra. 

convenios entre los acreedores y el quebrado, su rehabilitación 
y cesión de bienes. 

Contiene, por último, el libro quinto , en cuatro títulos y 41 

artículos, Ia3 disposiciones relativas á la administración de 

justicia en asuntos de comercio, Tribunales y Jueces que han 

de conocer de las causas, su organización, competencia y pro- 
cedimientos. 


3- 1,11 ^ * r.u.jnkmumk, en los negocios v causas .le co- 
mercio que siguió al Código, consta do 13 títulos y 462 artícu- 
• e su distribución y contenido puedo juzgarse por ios si- 

W, d ° 1 ' ,s . ,ítulos: 1 Comparecencia ante los 

ríos sol' 1 ' 8 ° rc8 ' Dls P‘ ,sici ™«' comunes A todos los jo¡- 

Tribun r T C ‘ W de C3 ” e ™°-m- Ce la recusación en' los 
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VI Del • • D 1 0rden ie ei1 las quiebras.— 

Vlil De ó!' 0 a I b,tral - VJI - W¡ procedimiento ejecutivo.- 

provisionales. — X De Ir V- P * _TX * Be ^ 

® ientos ejecutivos. -Tí n ° poSltoi ’ es en los P‘‘ocedi- 

en causas de comercio contra sentencias 

'le menor cuantía — vm n i ^ p, ‘ ocedimieüto eu negocios 
en ios negocios tíe Comei . ( ; ¡o C af: C0m peten C ias de jurisdicción 

mercio de q Qe .J p ^ tau relevante mérito el Código de Cj- 
f ]oe acabamos de hablar, se acometió en 1834 la ein- 
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presa, no ya (le reformar los defectos que, como en toda obra 

humana, hubiese en él, sino de hacer otro nuevo. Toro de esto 
hablaremos en el capítulo inmediato. 

Volvamos ahora á 1829. y demos á conocer los trabajos del 
reinado de D. Fernando VII en materia penal. 

I n d ocíete de 2b de Abril de 1829 mandó crear una Junta 
compuesta de tres Magistrados y un Secretario Letrado, para 
la formación del Código crimimd que se había decretado diez 
unos antes; y haciéndose en él justicia á lo pasado, se recono- 
ce \ proclama la necesidad de la reforma. 


«Con posterioridad á las Partidas (decía á ia Comisión la 
lícat orden suscrita por oí Ministro Calomardei, se ha ido en- 
>n"qu emendo suces iv ámente la legislación de estos reinos con 
»las leyes y providencias generales que se han creído conve- 
nientes para su mejor orden, felicidad y recta justicia , redu- 
ciéndose de tiempo en tiempo á varias colecciones, que con los 




O 


(ñeros municipales otorgados á diferentes ciudades y provin- 
cias, forman en el día un cuerpo de derecho abundante en 
reglas de justicia y disposiciones en que se traslucen el 
■ acierto, el tino y el celo por el bien común de los soberanos 
que las promulgaron; pero de difícil y oscura aplicación por 
taita de orden, de conexión y de unidad en la masa del siste- 


ma legal, y por la justa razón de dudar que resulta á cada 
•paso de la inobservancia en que el transcurso de los siglos lia 
hecho caer muchas leyes antiguas, de la repugnancia que se 
encuentra en las disposiciones de otras con las prácticas y usos 
do los tiempos modernos, y de la contradicción que frecuente- 
mente se llalla entre leyes que han sido hedías á grandes 
distancias de tiempos, en c! largo período de quince siglos, 
mon relación á costumbres, opiniones y necesidades diferentes 
y opuestas. Machas de las leyes antiguas, que serían muy 
•'adecuadas, útiles y eílcaces para la época en que se hicieron, 
hoy son inoportunas, perjudiciales ó inaplicables, y su refor 
■:na cerrará la sima de dudas, dificultades y vacilaciones que 
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^embarazan A ios Magistrados en la administración de justicia.» 

Encárgase en el decreto que se haga el trabajo con breve - 
dad, dando cuenta mensual de lo que se fuese adelantando. 
Por donde puede verse que el Gobierno absoluto conoció la ne- 
cesidad de reformar nuestra legislación, asi en la primera como 
en la segunda época que alternaron con períodos de Gobierno 
constitucional, y trató de llevar A cabo esta reforma. 

Y el trabajo se llevo A cabo, en efecto, constando el Códia-o 

i i 

penal de 74-1 artículos, repartidos en cuatro libros; tres de ellos 
dedicados á las materias propias del Código penal, y el cuarto 
Ala administración de justicia en lo criminal. 

Constaba la Comisión redactora de este Código de los se- 
ñores D. Esteban de Asta, Consejero de Castilla, Presidente; 
1). Ramón López Pelegrín, Ministro jubilado del mismo Con- 
sejo, y D. Joaquín Fernández Compan i, del Consejo de Hacien- 
da, Vocales, y de 1). Pedro Sáinz de Andino, Intendente de 
provincia. Secretario. Se reunió por vez primera el 4 de Mayo 
de 1829, y celebró su última reunión en 5 do Mayo de 1830; 
en este tiempo dedicó A su trabajo 108 sesiones, y habiéndolo 

remitido al Gobierno en 7 de Mayo, recibió en 23 del mismo 


íiqíi comunicación do gracias* 

Asi u cos.1», J como ya al enviar su trabajo al Gobierno 

manifestase Ja üomisión que hubiera salo conveniente hacer, le 
.•lunarev'sibn más detenida, la encome, utó el mismo día (23 

báii T * I e ° retari0 h “ bí “ SKb de la Comiaiiín, I). Pedro 

náss 'al rol"','" 0 ' T' e “ “ a0 ° des P n<!s (25 de Mayo de 1831) 
nado JI< "’ noe l ,m . nct0 de Código quo ae le había con- 
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Úróencs. La R e ll ? i * Lt5pez VilIüe3a > dei Consejo de las 

emprendiese m trabad esT ^iT t ^ Comis[ún P ara 9 ue 
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47) el 28 de Junio de 1834, El lü do Julio siguiente, fecha de 
sangrienta recordación, elevaba el proyecto al Gobierno, expo- 
niendo en una comunicación razonada las ideas y principios 
que le habían inspirado en sus trabajos, y lo que había pensado 
y establecido respecto á los más graves puntos que podían sen- 
objeto de las disposiciones del Código, como la religión, la per- 
sona del Bey, la seguridad del Estado, la justicia, la moral, 
los intereses de la Hacienda pública y otros, pasando luego ¡i 
hablar de los delitos privados y de la parte del Código que trata 
del procedimiento criminal. 

Hecha esta revisión, el Código constaba do 808 artículos, 
en vez de los 741 que antes tenía, si bien por estar dedicado 
el libro 4 o á la luhnisiis tr cicló >i de justicia en lo criminal y cons- 
tar este libro de 365 artículos, puede decirse que el Código 
penal propiamente dicho sólo tenía 443. Y esta distinción la 
hizo ya la Comisión misma, que en sesión de 27 de Abril de 
1830 acordó dividir el Proyecto en dos libros, de los cuales el 
primero trataría De los delitos y sus penas, y el segundo De la 
<id m luis tr ciclón de justicia en lo criminal. 

Titúlase el libro 1" De los delitos y de las -penas, y contiene, 
en sus cuatro títulos y 08 artículos, las disposiciones generales 
sobre la materia. 

Lleva el libro 2 o por epígrafe De los delitos públicos, y trata, 
en sus 13 títulos y 215 artículos, de los que se cometen contra 
la Religión, contra el Soberano, contra la seguridad exterior 
ó interior del Estado, de las sociedades clandestinas, de los 


delitos contra la fe pública, délas falsedades, delitos contra 
la Administración do justicia, delitos contra la Hacienda y 
eontra las buenas costumbres, juegos prohibidos, danos A las 


cosas públicas <5 incendios. 

Se intitula el libro 3° De los delitos privados, y contienen 
sus 12 títulos y 130 artículos las disposiciones relativas al ho- 
micidio, heridas, daños, armas prohibidas, estafas y engaños, 
hurto ó robo simple, robos calificados, fraudes por abusas de 
confianza, injurias, calumnias y desafíos. 
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Traía, finalmente, el libro 4" fíe la administración de jus- 
ticia en lo criminal \ y está dividido en 18 títulos, cuyos epí- 
grafes son estos: I o De ios Tribunales que han de conocer dolos 
delitos,— 2 o Del Ministerio fiscal.— 3 o Disposiciones generales 

para acreditar la existencia del delito y sus autores. I o 

glas para la prisión y arresto,— 5 o Do las pruebas completas. 
— Do bis pruebas subsidiarias.— 7° De las acción és que na- 
cen de los delitos.— 8 o De la recusación.— 9 o De los indultos.— 
Id. De las visitas de cárceles.— 11. Procedimientos en prime- 
ra instancia.— 12. Procedimientos en asuntos leves. 13. p ro . 

redimiente por injurias ó amenazas graves.— 14. Procedimiento 
en las causas graves.— 15. Modo de proceder cuando los reos 
toman asilo.— 10. De la segunda y tercera instancia.— 17. Pro- 
cedimiento en cansas de bandidos públicos. — 18. Ejecución de 
sentencias. 

Jal fue o] trabajé de las Comisiones de 1829 y 1831 { 

quien recuerde <5 conozca los graves sucosos que el el orden 
pul ítico ocurrieron después, no causará extrañeza que este 
proyecto no tuviese ulterior progreso. Y cu efecto, aunque 
presentado á las Cortes eu 1834, el Ministerio de Gracia v Jns- 
' lo reclamé en comnnicJwidB de 31 do Mayo de 1836 (1) 

• . . O .re el nuevo giro que tomaron entonces los asuntos p(,. 

lar „r 1 *** P ° lítÍC0S “D este motivo. 

Hablaremos en el capítulo inmediato. 


I' os <(os proyectos de 1830 v 1831 ,. rn , ¡„ . 
sei-yaa te el Archivo ele la r ■ ■■ ' a», «teas rio stt flisett.sIV.n, nt> c 

hlV ° tl6 Iíl Cora «'«» **nm»l d* C^ifieádfe. 
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CAPÍTULO IV 


"■* - »"» ni ■»* |ii'iiuerus anos uei teniaiio <ie Doña Isabel 


A. ■. a 


SUMARIO. — 1. Acoiit«cIm¡<!i»tn.s políticos de 1633. — El Estatuto Real: 
siieesos de San Ildefonso: Constitución de !h:í 7.— 2. Nuevos trabajos «obre el 
Código ptóaL— 8. Proyecto de Código civil por D. Pablo Gorosáüel. — i. Oo- 
üMt.ts lio reforma del Cóilig,. de Comí. reí o. —5. Proyecto de Código civil fin- 
111111,0 0,1 í83( 5- — 0- Trabajos sobre el proceri ¡miento civil.- 7. Otros sobro 


iii;iyorn¡fgoK y v incii] aciones — 8, Nuevo proyecto de 
3 nslriinojón provisional del En ¡uíriumíi.into.- - 10 . 
l»los de este periodo. 


Odd¡^> civil en [K\9. 
Algunas levos nota- 


1. I mi come ii dad a en 183IJ la Regencia á la Reina viada ] Joña 
María Cristina con motivo de la muerte de D. Fernando VII, 
v proclamada Reina un año después Doña Isabel II, comienza 
entonces una serie de hechos de gran novedad y trascenden- 
cia para el Gobierno y para ía política dé hispana. 

Disputábanse ya de tiempo atrás la dirección dé los nego- 
cios públicos dos partidos, uno más y otro menos avanzado en 
ideas liberales. Para conciliar sus tendencias, redactó el Pre- 
sidente del Consejo, y aprobaron los Ministros, el JRstalnlo Real. 
que fue promulgado en 10 do Abril de 1834. A su tenor debían 
constar las Corles de dos Estamentos, denominados de Proceres 
.\ 'le Procuradores, el primero compuesto de los altos dignata- 
rios del ¡ Istado, el segundo do elección popular. AI Rey tocaba 
exclusivamente convocar, suspender y disolver las Cortes, las 
míales no podían deliberar sobre asunto alguno que no les fue- 
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se presentado por Real decreto, si bien tenían derecho á pre- 
sentar peticiones al Rey. 

El Estatuto Real no satisfizo las exigencias de los refor- 
mistas avanzados; y habiendo estallado en Málaga una sedi- 
ción (Agosto de 1836) en que fueron asesinados el Capitán ge- 
neral y el Gobernador civil, unos sargentos tuvieron la osadía 
de pedir audiencia á la Reina Gobernadora, que se hallaba en 
San Ildefonso, y obligarla á sancionar corno ley fundamental 
del Estado la Constitución do 1812. Ocurrió esto la noche del 12 
de Agosto. 

Pasada la efervescencia que (lió causa á estos sucesos, se 
procuré retroceder lo posible, redactando otra Constitución 
política, si menos democrática que la de 1812, menos monár- 
quica que el Estatuto. Tal fué la que discutieron las Cortes 
de 1837 y sancionó la Reina Gobernadora en 17 de Junio de 
aquel año. Más adelante veremos cómo esta Constitución fu ó 



reformada en 1845. 

2. Continuemos ahora la historia de las vicisitudes doi Có- 
digo penal. Creóse en 1" de Setiembre de 1.836 una Comi- 
sién que reformara el de 1822, la cual llevó á efecto su tra- 
bajo formando un proyecto de Código, compuesto de 425 ar- 
tículos, repartidos en tres títulos, que se dividían en capítulos 
v éstos en secciones. Contenía el primer título las disposicio- 
nes generales; el segundo trataba de los delitos públicos, y el 
«cero de los delitos privados. Fuá remitido al Gobierno con 


ima comunicación suscrita por D. Miguel Antonio de Zumala- 
c< rregut, en 21 de Julio de 1839. Sometió el Gobierno este tra- 
bajo al examen de D. Manuel García Gallardo, que en 1840 

s rrr a Un dictameu P oco Pidió también 

J 6 autonzado ¡“fórme del Tribunal Supremo de Jus- 

b,e le dlCta " 1C “ de Gallar ‘ b ; y™ n ¿eSetiem- 

^euzando n ° ül tribunal en términos análogos* Go- 

encargó á T CCU que 3a Amisión 110 ¡tizo lo que se le 

' «nado en 61 Cddlg '° penal decreta do y sancio- 

orma: el de procedimientos criminales». 
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puesto que en vez de esto había formado «un nuevo proyecto 
»de Código penal, en el que, sin mejorar el de 1822, lo había 
»mutilado y trastornado casi enteramente», enumera luego 
los muchos defectos y omisiones que en ól encuentra, en vista 
de los cuales hubo sio duda de renunciarse ¡1 publicarlo (1). 

De modo que el Código penal se hizo tres veces nada me- 
nos en el primer tercio de este siglo, en 1822, en I82í> y 
en 1830; pero los cambios políticos lo inutilizaron siempre. 
\ como estas vicisitudes han influido de continuo en los tra- 
bajos de la codificación, no es de extrañar lo laboriosa v lenta 
que ésta ha sido, ni el que no se halle terminada al cabo de 
más de setenta años de esfuerzos y de ensayos. 

Esta y no otra es la cansa de sus continuas alternativas y 
mudanzas en lo que va de siglo. La revolución inaugurada 
eu 1808. que aunque detenida á veces en su camino, lo ha 
proseguido hasta nuestros días, ha ido trayendo al poder hom- 
bres de distintas ¡deas, niuguno de los cuales aceptaba los pla- 
nes ó proyectos de los que le habían precedido. Cada partido 
ha dado á la obra de la codificación distinto giro, y aun dentro 
de unas mismas doctrinas políticas, ha habido en cuestiones 
científicas distinto criterio, y lian disentido unos Ministros 
de otros en el sistema que debía segmirse para la formación 
de un Código. La causa de la lentitud que lamentamos está, 
pues, en la marcha de los acontecimientos, en la lucha de in- 
tereses y de doctrinas, que haciendo cambiar cada poco tiempo 
los Gobiernos, cambia también el espíritu que preside á la di- 
rección de los negocios públicos, é imprime distinta marcha á 
la codificación en todos sus ramos. 

Expuestas las vicisitudes por que pasó la formación del 
Código penal en el primer tercio de este siglo, demos ahora 
algunas noticias sobre los demás Códigos. 


(1) Formaban k la sazón el Tribunal, los Sros. Calair&va Presidente), Gi 
vahío, Lleopart, Verea, Gómez (1>, Alvaro.-, Ortiz, La Rosa, Fernández leL 
Castillo. Lamiere, Arguelles (D, Jasé) y B&rmieoa* 


3. Debemos hacer aquí mención de un trabajo particular 
muy digno de aprecio, v es el Proyecto de Código civil que 
en 1832 formó y publicó el jurisconsulto D. Pablo Gorosábel. 
á quien la lectura del Código francés sugirió el deseo de hacer 
para España uno semejante. Es un trabajo extenso y medi- 
tado. Consta de 1419 artículos, y estít dividido en tres partes, 
de las cuales la primera se intitula De los estados domésticos. 
y trata en sus tres títulos del matrimonio, patria potestad y tu- 
tela: la segunda, De las cosas y derechos que pueden tenerse so- 
bre ellas, y trata de la división de las cosas, de la propie- 
dad, del usufructo, uso y habitación, de los mayorazgos, de la 
enfiteusis, de la dote y bienes parafernales y de las servidum- 
bres: la tercera se intitula De los diferentes medios de adquirir. 
y trata de la ocupación, de los contratos y obligaciones en 
genero I, de los contratos que tienen por objeto adquirir la pro- 
piedad ó el uso, y también de los que se encaminan á adquirir 
seguridad ó algún servicio, de las donaciones entre vivos y 
de los testamentos, la prescripción, las sucesiones abintcstato. 
y la preferencia de los acreedores en los bienes del deudor 
común. Los articule! citan las leyes de nuestros Códigos en 

que se funda lo que lo disponen, desde el Fuero Jmgo hasta la 
Novísima Recopilación (1). 

4. Dijimos ya en el anterior capitulo que el Código de Co- 
mercio, recibido con tanto aplauso, fué objeto, al poco tiempo, 
de vanos conatos de reforma. De 13 de Junio de 1834 es el pri- 
mer decreto que se expidió al intento, justificando la reforma 
del Código con la necesidad de ponerlo en armonía con el ci- 


-Tolnf tC ProyMto C0rrc inw °- Forma 1111 tomo «1 á ÓO m pásina*. 
Tolofi», .mmenta <k 0 viuda do Lalama, 1832 

S ”* ,M ■» """ ««*■ » - 
1W5._r„ toT m S > !“, T? t0m,) en cnenta las disposiciones dictadas hasta 
tilml. 1S*B, 1 U< ei!| 5l pags.— Tolosa, imprenta de la vhidi de Mehdi- 

rmhorb-ít ° tm t¡tl,lil<ln: & " i{ * prirnim m m 

" Tres *om°s en 16 o ,— -Tolosa, im 
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vil, que entonces llamaba la atención del Gobierno; encargán- 
LOSO por ello a ambas Comisiones que se pusiesen de acuerdo 
para la redacción do uno y otro. Pero en 30 de Mayo de 1836 
í nadándose en la misma razón de deber darse á los trabajos 
del Código mercantil una dirección armónica con los del Códi- 
go civil, se mandó que cesase la Comisión y que pasaran sus 
papeles ai Gobierno. Y continuó el Gobierno la tarea conforme 
a los acuerdos de la Comisión de 1834; estando tan decidido á 
llevarla a cabo, que ofreció presentarla á las Cortes. Kl cam- 
bio político de 1836 motivó una nueva revisión del Código 
dispuesta por Real orden de I o de Diciembre de 1837, creán- 
dose al electo una Comisión, que en 3 de Mayo de 1838 evacuó 
su informe, y en 1839 vid la luz pública el nuevo Provecto do 
Código, reducido á 429 artículos. Hasta tal punto se había des- 
hecho la obra de 18.29, que, como oímos de labios de un emi- 
nente jurisconsulto Irancés, era el mejor Código en su género, 
podía servir de modelo á los demás, y merecía ser citado corno 

autoridad do doctrina en las naciones en que no hubiese Có- 
digo de Comercio, 

Ni fué esto solo lo ocurrido entonces con la reforma de las 
leves mercantiles, hombrada la Comisión en 1837, se nombró 
otra en 1838, para que mientras terminaba aquélla sus traba - 
J os> presentase esta un proyecto con las variaciones que ha- 
bían de introducirse en el Código vigente, el cual regiría has- 
ta la publicación del nuevo. Sólo que la Comisión iba en sus 
trabajos más despacio de lo que el Gobierno quería, por lo 
cual la disolvió y creó otra para que hiciese el trabajo por me- 
dios más expeditos. Esta Comisión, satisfaciendo el deseo dd 
Gobierno, presentó en 6 de Diciembre inmediato un proyecto 

de ley provisional, compuesto de 24 artículos, que vio la luz 
pública en 1839. 

Aquí terminaron por fin los malogrados conatos de rear- 
ma del Código de Comercio. La quo posteriormente se ha lin- 
cho en este Código, pertenece á otro período de esta reseña, en 
el cual hablaremos de ella. 
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5. Tampoco se había dado al olvido la formación del Código 
civil, ni en el reinado de D. Fernando VII, ni al comenzar el 
que aquí nos ocupa. Y así como en 1829 se había mandado 
crear una Comisión que redactara el Código penal, so nombró 
en 9 de Mayo de 1833 á 1). Manuel María Cambrón ero para 
formar el Código civil Este afamado jurisconsulto utilizó en su 
tarea ¡os trabajos de las Cortes, poro sin reproducirlos literal- 
mente, y distribuyendo de otro modo las materias. Su muerte, 
acaecida poco después, le impidió terminar el Código. Y para 
continuarlo, se nombró eu 29 de Enero de 1834 una Comisión 
compuesta de I). José Ayuso y •Navarro, Presidente; I). Euge- 
nio de Tapia y D. Tomás Yizmanos, 

El 16 de Noviembre de 1830 presentó esta Comisión su pro- 
vecto de Código civil que consta de 2438 artículos, distribuidos 
en cuatro libros, á los cuales precede un título preliminar. 
Lleva á su frente úna exposición de motivos. 

El mulo ■preliminar expone, en 14 artículos, lo relativo á las 
leyes, su promulgación, efectos y observancia. 

El libro I o trata, en 16 títulos y 592 artículos, de los dere- 
chos correspondientes á las personas. En él se legisla sobre los 
esponsales, matrimonio, divorcio, legitimación, adopción, pa- 
tria potestad, tutela y curaduría y personas morales. 

Comprende el libro 2 , en cuatro títulos y 288 artículos, 
tocio lo concerniente á las diversas clases de bienes, derecho 
' 6 I | ropiedad - la Prescripción y las servidumbres. 

■ a 8 ® jrtt&aciones y contratos y la prueba judicial son mate- 
i e uro 3' , tratándose, en sus 21 títulos y 1335 artículos, 

Jim + U ^ rat ° 3 6n & euera I> de la compraventa, retracto, arren- 
„• j , 0) ^í 01180 ’ pr^tewo, comodato, depósito, mandato, so* 
tecas ’ 90Cle ad coa yugaI, donaciones, transacciones, hipo- 
0 + ’ _ r, ^ a3) 0 Naciones que se forman sin convención y 

de lo™ 03 relacionados 00 n dstos; y en los títulos 20 y 21, 
las oblir de hacer «fectiTO en juicio el cumplimieuto de 

recho. y deIapra ^ a judicialdeé S tasy de los de- 
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Hállase, por último, en los cuatro títulos y 259 artículos 
del libro 4 o , todo lo referente á las sucesiones hereditarias. 

H izóse este Gódig’o en el periodo eu que las ideas revolucio- 
narias habían llegado á su apogeo, como lo conocerá quien lea 
las discusiones de las Cortes de aquel tiempo; pero el respeto de 
los legisladores á la santidad del matrimonio se mantenía en 
toda su fuerza. He aquí, cu prueba de ello, el art. 158: «Para 
»que el matrimonio sea legítimo, es necesario que se haya he- 
■>cho en faz de la Iglesia, conforme á lo dispuesto en el Conci- 
lio de Pronto. Sólo el matrimonio celebrado en esta forma es 
» válido y capaz de producir todos sus efectos civiles» (1). 

Esto proyecto pasó á las Cortes; pero no extrañará quien 
conozca el espíritu que en ellas dominó y sus ruidosos v tris- 
temente célebres debates, que les faltase tiempo para ocupara 11 
en un trabajo que requería alguna calma. Así es que el pro- 
yecto no tuvo ulterior progreso, y cu tal estado lo reclamó el 
Gobierno en 8 de Noviembre de 1837. 

6. Todavía eu Diciembre inmediato se adoptó otra disposi- 
ción sobre el proyecto de Código. A la Comisión redacto ra, que 
hemos dado á conocer más arriba, se unió otra que para la re- 
dacción del Código de instrucción ó -procedimiento civil estaba 
funcionando y que formaban D. Juan Nepomuceno Fernán- 
dez San Miguel, Ministro del Tribunal Supremo de Justicia, 
Presidente; D. Antonio Siles, D. Felipe López Valdemoro, 
D. José María Monreal y D. Dorniugo Vi la; mandándose que 
reunidas las dos Comisiones, conferenciasen y se pusiesen de 
acuerdo para establecer entre uno y otro proyecto la necesa- 
ria armonía y La que ambos debían guardar cou las institucio- 
nes políticas, aspirando á realizar la unidad nacioual y debien- 
do proponer medios de llegar á la uniformidad cu las leyes 
«por reglas transitorias que precavieran el sacrificio de ni tere- 


(l- Este proyecto so conserva original, cou las liraias de muk aurores, en 
,! I Archivo tic la Comisión do Codificación- 


i 
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ses preexistentes..» Suscribía cata comunicación D. Pablo Mata 
Vigil, en el mismo día precisamente (16 de Diciembre de 1838) 
en que le reemplazó en el Ministerio D. Francisco de Paula 
Castro. Nada conocemos que nos indique los resultados que 
estos trabajos pudieron producir. 

7. Otro importante ramo de la legislación civil fijó también 
la atención del Gobierno: los mayorazgos y vinculaciones. El 25 
de Mayo de 1838 creaba I). Francisco de P. Castro una Comi- 
sión, compuesta de I). Nicolás María Carel i y, B. Joaquín Rey 
y D. Antonio Castejón, que examinando los diferentes siste- 
mas y proyectos que sobre la materia existían á la sazón en el 
Ministerio, formase «un proyecto de ley que, abrazando la so- 
lución de las cuestiones políticas y legales existentes, con- 
ste nga el modo más equitativo y conveniente de resolverlas.» 
lil 16 do Febrero inmediato envió la Comisión su trabajo al 
Gobierno, y en Setiembre siguiente formuló D. Lorenzo Arra- 
lóla un proyecto de ley para presentarlo á las Cortes. 

Además de esto, una circular de 13 de Diciembre de 1841) 
ordeno á las Audiencias que para el 15 del mes inmediato for- 
masen una Memoria, dando cuenta de los casos y pleitos que 
se les hubiesen presentado acerca de los efectos que debiesen 
tener en su respectivo lugar, la ley de 1820, la Real Cédula 
C PU, la ley de 1835 y el Decreto de 1836; trabajo que re- 
jo ¡timón en electo todas las Audiencias y del que se hizo un 
breve extracto. 

8. Otra Comisión se creó para el Código civil en 1830. 

W T : * ¡COláS María Gare %« Presidente del Tribunal 

eleernT y 6 JU3tlC!a; Ü * Matlüel Joac l Ui ' ü Tarancóc, Obispo 
hunal J ' am ° ra, í y D ‘ MaQüeI Bai ’no Ayuso, Ministro del Tri- 

la le^r^ qUieneS SG ® n ® arg(5 acomodat ‘ el proyecto á 

i 1 " 611 ' 0 e “ Cüailt ° consultando 

en efecto mT ik a ° Vedades fi ue se creyesen necesarias, como 
y «tros m mto SU ° a SUnaS GU matei ’ ia de legítimas, hipotecas 

d « sin ejecuciónTobra meUd ° ^ ** ^ 
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9. De un importante trabajo formado por este tiempo de- 
bemos dar noticia. Nombrada en 1838 por el Ministro de Gra- 
cia y Justicia, D. Francisco de P. Castro, una Comisión com- 
puesta de D. Ventura González Romero, 1). Claudio Antón de 
Luznriaga, D. Manuel Pérez Hernández, D. Juan Pravo Mo- 
rillo, 1). Manuel de Seijas Lozano y 1). Manuel García Gallar- 


do, para redactar un proyecto de instrucción provisional del en- 
juiciamiento, en 15 de Enero de 1840 remitía ai Ministro este 
trabajo ya concluido el íiltimo de los Vocales mencionados, 
manifestando al hacerlo que sus compañeros le habían con- 
fiado su redacción y que la Comisión no lo había discutido. 

De tres partes consta el importante trabajo de García 
Gallardo. I ¡tálase la primera: De la organización y atribucio- 
nes de los Juzgados y Tribunales y del Ministerio fiscal y tra- 
ta, en 18 títulos y 113 artículos, de los asuntos que su epígrafe 
indica. Dedica 1.a segunda parte 29 títulos y 978 artículos 


al Enjuiciamiento civil; y contiene la parte tercera , en 15 títu- 
los y 25; artículos, lo relativo al Enjuiciamiento criminal. Si- 
gue un proyecto de decreto sobre graduación, calidades y dota- 
ción de los empleados del orden judicial , y unas adiciones que no 
se incorporaron en el proyecto porque las redactó mucho des- 
pués el mismo García Gallardo. 

Dejase conocer, por lo que acabamos de decir, cuán g*rari- 
dc era la importancia de este documento y su novedad en los 
momentos en que fué presentado, puesto que contenía, si bien 
muy diminuta la primera, tres leyes que se lian planteado 
después, á saber: la ley de organización del Poder judicial, la 
fie Enjuiciamiento civil y la de Enjuiciamiento criminal, y de 
obas la segunda estaba desarrollada con la gran extensión que 
deja suponer el constar de 29 títulos y 978 artículos. Pero esta- 
ba, sin duda, este trabajo destinado á la suerte de tantos otros 
que no han pasado de la esfera de proyectos, por causas que no 
1303 es dado apreciar, pues no hemos hallado dato alguno que 
nos revele haberse pensado en utilizarlo, lo que es verdadera- 
mente sensible, pues con ello la obra de la codificación se hu- 
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btera anticipado más do treinta años en esas importantes ma- 
terias. sin perjuicio de las reformas y mejoras que el tiempo y 
la experieucia hubiesen aconsejado introducir en ellas (I). 

Por este mismo tiempo, ó sea desde 183í> á 1843, redactaba 
también el Sr. García Gallardo un Proyecto de, ley de Enmiciu- 
miento civil y penal, de que se conservan varias copias manus- 
critas; y tuvo á su cargo el vocal D. Manuel de Beijas Lozano 
algunos trabajos importantes por comisión del Gobierno. Ta- 
les fueron: un Proyecto de instrucción criminal , que terminó v 
envió al Ministerio; y una Instrucción del procedimiento civil 
que hubo de interrumpir por habérsele encomendado después 
uu Proyecto de ley de organización y atribuciones del Ministerio 
fiscal: sin que tampoco hubiese podido terminar este nuevo 
trabajo, porque antes de concluirlo se nombró la Comisión ge- 
nera! de Códigos de qne hablaremos en el capítulo inmediato, 
y cou esto cesó el Sr. Scijas Lozano en sus funciones. Todo lo 
cual parece demostrar que se creía conveniente gubdividir el 
trabajo de que acabamos de hablar en las diferentes materias 
de que constaba, formando de cada una un Código separado. 

10. D iiemos, para terminar este capítulo, qne aunque no en 
formado Códigos, se hicieron por disposiciones aisladas, en los 
primeros años del remado de Doña Isabel II, reformas impor- 
tante- ui la Administración de Justicia. Sabido es que existían 
e antiguo en España muchas jurisdicciones especiales, pues 
as había de la Real Casa y Patrimonio, de Ingenieros, de Ar- 
tillería, de Caballeros Maestrales, de Minas, de Correos y 
linios, de Coi p oraciones gremiales, de Montes y Plantíos y 
na.',, lo que hizo decir a un jurisconsulto de nuestros días 
. . . o eQ eral había pasado á ser excepción, puesto que 
J s, leciG ordiajuia sólo conocía délos negocios que no 
' n sometidos á un fuero especial. Estas jurisdicciones 
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crito de Ág<t , baldamos, que forma un tomo un folio manos- 

^ Paginas, se ■ • 

ral de Codificación "" 11 ori S lna l Gil el Archivo de la Comisión geno- 


fueron desapareciendo una en pos de otra, con lo que no poco 
se simplificaron y unificaron los asuntos forenses. 

Y i n o además el llamado Reglamento provisional para la Ad- 
ministración de justicia á introducir tantas y tan importantes 
mejoras y reformas, que le han valido, juntamente con el más 
favorable concepto en la opinión inteligente, una duración 
mayor que la ordinaria en esta época, puesto que algunas de 
pus disposiciones se hallan vigentes aún, á pesar délas múl- 
tiples y radicales reformas que desde entonces acá se han 
hecho. 

Dos importantes Decretos que en 4 de Diciembre de 1838 
expidió el Ministerio de Gracia y Justicia, debemos mencio- 
nar aquí. El que reformó la regla 14 del art. 51, y el 72, 75 y 
7 ó del Reglamento provisional para, la administración de justicia 
de 26 de Setiembre de 1835, y el que reguló los recursos de se- 
gunda suplicación é injusticia notoria. Para los hombres versa- 
dos en el conocimiento del Derecho y en los debates forenses, 
nada necesitamos decir sobre la importancia de éstos docu- 
mentos. 

Lo dicho en este capítulo nos lia acercado al año 1843, en 
que por haberse creado una numerosa é importante Comisión 
de Códigos y dádosé á estos trabajos grande impulso, debemos 
abrir un nuevo período, al que dedicaremos el capítulo inme- 
diato. 


CAPÍTULO V 

Progresos de la cod Miración desde 1813 á 1S5G. 


SUMARIO. — 1- So croa la primera Comisión partera 1 do C’ o diñe ación eu 
Mayo ilo — Personas litio la compon uní. - -2. Código civil reilartado pnr 
D. losó María Fernández do la Hoz.— Códigos de proeé<I i miento civil y dé 
procedimiento criminal por el mismo autor. —3, Vicisitudes <juc experimentó 
1 h Comisión cu su personal. — 4, He suprime esta Comisión y se créa otra, én H1 
do Julio de 1346. ■ — 5. Constitución de. IfíJó: sus diferencias con la de 13¿37, — 
6. Trabajos do la nueva Comisión- Código penal de 1313,- 1 do a do esto Códi 
yo,- — ‘Su reforma en 13Ó0: artículos A. que afectó la reforma. — 7, División del 
Código y materias t|uo contieno, — Algunas palabras sobre ol mismo,— Tran- 
sición. 


1. El tifio 1843 se creó por primera vez eu España una Co- 
misión general tle Codificación. El 18 de Mayo presentó el Mi- 
nisterio á las Cortes un proyecto de ley que no llegó á discutir- 
se, pidiendo un cródito de 500.000 reales para el pago del per- 
sonal y material; y el 19 de Agosto se expidió el decreto de su 
creación. «Entre las muchas reformas que reclama imperiosa- 
mente el pueblo español, dice el decreto, la de la legislación 
es acaso la más importante de todas.» Añade que así lo ha sen- 
tido el país y lo han conocido todos los Gobiernos; pero que se 
ha adelantado poco en esta obra, y esto se debe en gran parte 
al sistema seguido en los trabajos. Para llevarlos á cabo, se dis- 
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puso en Jos tres únicos artículos del decreto formar una Comi- 
sión compuesta de las personas designadas, cuyo número po- 
dría aumentarse, dotadas con el sueldo anual de 60.000 reales. 

Los individuos nombrados para la Comisión fueron: Don 
Manuel Cortina, Presidente; í). Juan Pravo Morillo, D. Pas- 
cual Madoz, D. Manuel Perez Hernández, D. Luis González 
Pravo, 1). Francisco de Paula Castro y Orozco, D. José María 
Tejada, D. Manuel de Seijas Lozano, 1). Domingo Vila, Don 
Manuel García Gallardo, D. Claudio Antón de Luzuriaga, Don 
Manuel de Ürbiná y Daoiz, D. Javier de Quinto, D. Floren- 
cio García G oye na, D. Cirilo Alvarez, D. Domingo liuiz de la 
Vega, D. Manuel Ortiz de Zúfiiga y D. Joaquín Escriehe. 

Todo parecía concurrir para que la medida adoptada pro- 
dujera completo efecto: el número de los Vocales, su calidad, 
y el sueldo cou que se les dotaba para que estando retribui- 
dos los trabajos pudieran dedicarse á ellos con asiduidad. En 
verdad que dieciocho jurisconsultos de tanta Hombradía y 
talento, dividiéndose en secciones de tres 6 más individuos 
para redactar el Código civil, el de procedimiento civil, el cri- 
minal, el de procedimiento criminal y la lev de organización 
judicial, pudieron haber llevado á cabo en ¿oco tiempo, dedi- 
cándose con preferencia a las tareas legislativas, la redacción 
* e todos ios Códigos, dejando terminada esta obra importan- 
tísima y prestando á la Nación un eminente servicio. 

Mas no fu ó así por desgracia. Sean las que quieran las 
1 sas de ello, que todas fueron sin duda independientes de la 

v f ' i^°n UD ^? ^ oseo d e tan insignes jurisconsultos, no le- 
a omisión el gran edificio que de tan hábiles arquitec- 
pudo esperarse. Mucho debió influir en ello la agitación en 

las 1 raute presente siglo se vive en España, donde 

luchas potocas embargan los ánimos y qnitan la tranqul- 

2 r,T' a ^ CmpreDÍCr tarcaa * tal empeño. 

El remita i a es ^ a ^° entre tanto ociosa la iniciativa particular. 
(1UC fnd s ° Jy'SMnsolto D. José María Fernández de la Hoz, 

’ “ iesp “ és Miaistr » de Gracia y Jnsticia y Ley es Vocal 


déla Comisión de Codificación, dió á la prensa el año 1843 
un Código civil redactado coa arreglo á la legislación vigente, 
encaminado, según manifiesta el autor en su breve preámbulo, 
á hacer que fuese conocido nuestro Derecho civil y se formase 
de él idea exacta, paree iéndole de sumo interés que en los Có- 
digo» que se formasen de nuevo no se prescindiese del dere- 
cho constituido. 

Consta este proyecto de Código de 1529 artículos y está 
dividido en cuatro libros, que tratan de las personas, de las co- 
sas, de los modos de adquirir la propiedad y de las obligaciones , 
precedidos de un título preliminar, que trata déla ley , sus ca- 
racteres, formación, publicación, efectos y aplicación, y tam- 
bién de la costumbre. 

El orden y distribución de materias corresponden perfecta- 
mente á la división del Código: tratándose en el libro l 1 ’ de 
los varios estados de las personas, de la patria potestad, el 
matrimonio, la legitimación, la adopción, la tutela y el benefi- 
cio de la restitución; en el libro 2", de la división de las cosas, 
la propiedad, la accesión, las servidumbres, el usufructo, el 
uso y la habitaeióu; eu el libro 3", de los diferentes modos de 
adquirir la propiedad, como la ocupación, la tradición, la pres- 
cripción, la sucesión, las donaciones, las dotes y arras; y en 
el libro 4 o , después de exponerse las reglas relativas á la ce- 
lebración, efectos, interpretación, modificaciones y extensión 
de los contratos y de los diferentes modos de probar las obliga- 
ciones, se exponen, en 16 títulos y cerca de 41)0 artículos, las 
diferentes clases de contratos y cuanto á cada uno de ellos se 
refiere, especificándose en el ultimo las diferentes especies de 
acciones. — Es un trabajo muy bien hecho. Todos los artícu- 
los del Código citan la ley que sanciona lo que en él se esta- 
blece. 

Ni se limitó á esto la tarea del Sr. Fernández de la Hoz. 
En el misino año publicó los Códigos de procedí alientos civiles 
y de procedimientos criminales , porque su deseo era que estos 
trabajos de Codificación, puesto que ya los tenía preparados, los 
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utilizase, si asíle parecía, la Comisión que acababa de crearse 
Y en verdad, tienen ambos Códigos el mérito de ser los prime- 
ros de su clase que en España se habían formado. 

El Código de procedimientos civiles del Sr. Fernández de la 
Hoz consta de 958 artículos, distribuidos en 23 títulos. El tí- 
tulo 1° trata de los juicios de conciliación. El 2 o expone las 
varias clases de Jueces y Tribunales, los diferentes fueros que 
entonces estaban en vigor, 3a competencia, recusación, capa- 
cidad y nombramiento de los Jueces y Magistrados. El 3 o está 
dedicado á los Agentes de la Autoridad judicial y sus atribu- 


ciones. El 4 o á los litigantes, Procuradores y Abogados. Des- 
de el 5 , que coutiene las disposiciones comunes á todos los jui- 
cios, tratan los siguientes: de los juicios verbales (tít. G n j* de 
los de menor cuantía (tít. 7 o ); del juicio ordinario (títs. 8 o y 9 °); 
de los juicios sumarios (tít. 10 ); de los juicios universal¡s (tí- 
tulo!]),* de los derechos que devengan las varias clases de 
funcionarios judiciales (tít. 12 ): cíelas apelaciones y súplicas 
(tds. 13, 14 y 15); de los recursos de nulidad, segunda suplica- 
ron é injusticia notoria (títs. 16, 17 y 18); de los derechos que 
se devengan en las Audiencias (tít. 19); de los recursos de 
fuerza (tít. 20 ); de los juicios de árbitros (tít. 21 ); de los nego- 
cios contenciosos sujetos á legislación especial (tít. 22 ); y de 

lo 2 r P V ent ? fn 3, álSpenaas de le Y Y gracias al sacar (títu- 
lo 23, ultimo del Código). 

“Ir, 3l3artÍM,M > en 16 títulos, que 

í *•*“<* «‘I orden jndicill, ,a 

daddelos Ju’w- j» fUCr0S - v lo re,ativo ¿ li responsabili- 
rcspecto & todos 8 ! 100 prellIn ' nill ''>' las «¡sposiciones comunes 
■ * • inrisdiccifa ordiuaria (t,t - lü); 
telo nías Vis! tas de cárceles íttt rTT' í ‘ detenciones (tí ' 

oonseguir pronta y cabal «t • ■ " ’ as '' ls ro»'Cione 3 para 
las personas n» e ddmiai ^ración de justicia (tít. 4 o ); 

ítft 5 °)í los jn¡ci 0s ver^alesT A '* an la3 cau9a9 criminales 

9 y de conciliación (tít. 6 "); las re - 
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glas de sustanciación de las causas criminales (tít. 7°); los pro- 
cedimientos criminales sujetos á legislación especial (tít. 8 o >; 
los derechos que se devengan en primera instancia (tít. 9 "j; 
los procedimientos criminales en segunda instancia (títs. Id 
y 11 ); las terceras instancias (tít. 12 ); los procedimientos de 
las causas que se instruyen ante las Audiencias (tít. 13); los 
procedimientos de las causas que se instruyen ante el Tri- 
bunal Supremo (tít. 14); la ejecución de las sentencias (títu- 
lo 15); y los procedimientos judiciales en los casos de asilo ' ti- 
tulo 16). 

» 

A continuación de los Códigos de procedimientos colocó el 
autor las leyes que regulaban la organización de los Tribu - 
nales. 

Tal es el trabajo del Sr. Fernández de la Hoz, que honra á 
su inteligencia y á su laboriosidad, y es el más extenso ó im- 
portante de cuantos ha producido la iniciativa privada, demos- 
trando este esfuerzo lo que influye en la pronta terminación 
de una obra, por importante que sea, la unidad de pensamien- 
to y la constancia en realizarlo. 

La Comisión entretanto no había desatendido su cometido, 
puesto que concluyó el Código penal que se publicó en 1848, y 
trabajó mucho en el Proyecto de Código civil que vió la luz pú- 
blica en 1851, como también en la ley de Organización judi- 
cial y en la de Procedimientos. Parala ejecución de sus tareas 
se subdividió con arreglo á las disposiciones del Gobierno. 

3. Debemos indicar, respecto á su personal, que éste sufrió 
algunas alteraciones desde el mismo año en que fué creada. 
No admitió el cargo D. Pascual Madoz por haber sidonom- 

4 

brado Presidente de la Comisión de Estadística; 1), Joaquín 
Escricho renunció en 13 de Octubre para dedicarse á las tarea-; 
de su Diccionario de Legislación y Jurisprudencia: y fueron 
nombrados, en reemplazo de ambos señores, 1 ). Felipe Gómez 
Acebo en 26 de Octubre y I). Juan Bautista Alonso en 27 de 
Noviembre, y agregado á la Comisión 1). Tomás María A ¡/.ma- 
nos en 1 ° de este mes. 
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Tampoco admitió el cargo el Sr. Alonso, y se le confirió en 
22 del mismo mes A D. José de la Peña y Aguayo.— Eh 6 de 
Mayo de 1844 renunció D. Manuel Cortina el cargo de Presi- 
dente, que recavó en D. Juan Bravo Murillo (15 do Mayo), 
nombrándose Vicepresidente A D. Manuel de Seijas Lozano el 
20 de Julio. El 6 de Enero había renunciado D. José María de 


Tejada y el 10 del mismo D. Manuel de Urbina. El 2 de Julio 
faó nombrado Vocal D. Joaquín Francisco Pacheco, y el (i de 
Diciembre D. José María Claros y D. José de Castro y Orozco. 
en reemplazo de los señores Cortina, Urbina y Tejada. 

Comenzó esta Comisión estableciendo bases ó supuestos ge- 
nerales, tales como la unidad de fuero, sin admitir más excep- 
ciones que las que se fundasen en la especialidad de los nego- 
cios; la aplicación de los Códigos que de nuevo se hiciesen á 
todas las provincias, sin menoscabo de los derechos por ellas 
adquiridos; el castigo do los delitos contra la religión, como lo 
exigía la unidad religiosa establecida en España; la exclusión 
del jurado, excepto para los delitos de imprenta; y que no se 
hiciesen extensivos á Ultramar los nuevos Códigos, sin que por 

le\ es especiales se determinasen las modificaciones con que en 
ellas habían de regir. 


4. Procedió luego á formar las bases del Código civil, del pe- 
n.iJ, tle los de procedimientos y de la organización judicial; y 
cuando estos ti abajos estaban concluidos ó próximos A serlo 
dantada la redacción del Código penal, suprimió la 
omisión un decreto de 31 de Julio de 1846, refrendado por 
cl Ministro D. Joaquín Díaz Caneja. 

«La organización que se dió á esta Comisión, dice el breve 
preámbulo del Decreto, hubo sin duda de ser defectuosa, cuan- 

CC1Ca C ^ e tle;i <UIÜ9 uo ^ ia podido aún presentar al Gobier- 
_ „ AS . ij*f' Una partc de ^ os proyectos que se le confiaron, A 
b’ii irU * aS *^ lU C0I,!? tancia con que sus individuos han tra- 

híivan Te e ? aC1 ° de tailt0 t¡empo * Inda S a « d o las causas que 

cl número 1 ° 60 eSt l ^ ent ‘ tud > de presumir es no sea otra que 
excesivo de sus vocales y el régimen interior de sus 
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secciones, porque en trabajos científicos de tanta extensión, la 
concurrencia muy numerosa de pareceres encontrados ofusca 
v prolonga sin término las discusiones, y priva á la obra de 
aquel concierto, sencillez y unidad que deben distinguirla.» 

En virtud de estas y otras consideraciones, quedo la Co- 
misión suprimida, cesando las asignaciones de sus individuos, 
mandándose pasar los efectos y papeles al Ministerio, y reser- 
vándose decretar lo conveniente parala conclusión de los pro- 
yectos de Códigos que aun no se hubiesen redactado. 

Utilizando esta reserva el mismo Ministro, creó en 11 de 
Septiembre inmediato otra Comisión, compuesta de I). Juan 
Bravo Murillo, Presidente; D. Florencio García Goycna, Don 
Claudio Antón de Luzuriaga, D. Pedro Jiménez Navarro, Don 
Manuel de Seijas Lozano y D, Manuel Pérez Hernández, la 
cual debería dividirse en dos secciones, una de lo civil y otra 
de procedimientos civiles y criminales, declarándose que nin- 
guno de los vocales percibiría sueldo ni gratificación alguna en 
este concepto, y que los méritos que por sus trabajos contra- 
jesen serían recompensados oportunamente. Es de advertir, 
para que no cause estrañeza el que no se crease sccctón titula- 
da de lo criminal, sino de procedimientos de ambas clases, que 
el Código penal estaba A la sazón casi terminado. 

Concluyó esta comisión el Código ¡mal, presentó el Proyec- 
to de Código M que corre impreso, y discutió en parte cl te 
ora»®®* W* M** Jactado uno de sus indivi- 

duos. Otro de ellos presentó un proyecto de Código de, Etijm- 
oiammiío erminal, que no llegó á discutirse por falta de tiem- 
po, y otros dos se ocupaban en la redacción de un proyecto de 
ley Hipotecaria por encargo de D. Ventura González Romero, 

Ministro do Gracia y Justicia en 1851. 

Tuto esta Comisión en su personal las siguientes al ten uño- 
nes. En 5 de Febrero de 1847 fué nombrado Vocal D. Manuel 
García Gallardo por haberse conferido el Mm i ster, o do Gra- 
cia y Justicia á D. Juan Bravo Murillo; como también lo M 

D. Manuel Ortiz de Zúñiga en reemplazo de D. Manue 
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S cijas Lozano, que había sido nombrado Ministro de la Go. 
bernación. Continuó, sin embarg’o, el Sr. Bravo Murillo ejer- 
ciendo el cargo de Presidente; y se nombró Vicepresidente" en 
reemplazo del Sr. Seijaa Lozano, á D. Florencio García Goye- 
na. En 28 de Agosto se nombró Vocal á I). Francisco Camero 
Cívico y Benjumea, y en 16 de Octubre siguiente se agregó á 
)a Comisión á D. Vicente Valor. En 13 de Marzo de 1851 fue. 
ron agregados á la Comisión I). Joaquín José Casaus, Minis- 
tro del Tribunal Supremo; D. Pablo ¡fovantes, Regente de la 
Audiencia de Madrid, y I). Francisco de Cárdenas. En 8 de 
Abril de 1853 lo fue el Marqués de Gerona, el 16 de Junio del 
mismo año I). Felipe Rus y Castaños, el 8 de Septiembre Don 
Andrés Juez Sarmiento, el 29 de Octubre D. Antonio Escude- 
ro y el 24 de Noviembre B. José Antonio Olañéta. 

o. Antes de continuar la historia délos trabajos de e=ta Co- 
misión, debemos dar noticia del Código político sancionado 
en 184o, a cuya formación dio causa el convencimiento de que 
a Constitución de 1837, aunque menos democrática que la 

° ™ 12} ! bíl más aIIii de dündG invenía al principio de auto- 
blicas 5 5 ° rdc,iaúo f P acíflC0 ejercicio de las libertades pú- 

JZTrZ*** “° taMeS 9,16 CUtre )a Constitución 
ve cxcln 7 ' ° °, S ° adv,erte ”- 5011 éstes.-AqWíi atribu- 

f- r -”7T te al J Drad0 el conocimiento de los delitos de 
■apéente En esta se omitid dicho principio. 

en wSLTÍÍ"* S °'° fuer<> í“ todos 1" españoles 
,1.1.1° . °° mnaes ’ «*“*«• y criminales. Esta suprimid tal 

el déla CWMíjJj f ° dais0 más explícito que 

al de la Constitución de 1812. aUU, " e °° Uega ’ ° ¡ eo “ mttoho ’ 

el fo^4°prontestf 7 ’ v “ 0mbramiel “ 0 Senadores lo hacia 

provincia nombraban 1 ] ' S de los ele otores que en cada 

** Ke y exclnsivamcnte Hn lpatados ' S '8’ún la de 1845, tocaba 

mente. Su numero era limitado al tenor do la 
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primera; ilimitado con arreglo á la segunda. Bastaba, según 
aquélla, para ser Senador, tener renta ó sueldo; y á esto debía 
añadirse, según la de 1845, tener cierta categoría. El cargo era 
temporal en la primera, y vitalicio en la segunda. S’or último, 
el Senado disfrutaba en lo judicial de más amplias atribucio- 
nes por la Constitución de 1845 que por la de 1837. 

Los Diputados eran elegidos para tres años según la Cons- 
titución de 1837, y por cinco según la de 1845. La elección 
era por provincias al tenor de aquélla y por distritos según ésta. 

Dispone la Constitución de 1837 que si el Rey no convo- 
case algún año las Cortes antes del I o de Diciembre, 3C reu- 
niesen precisamente en ese día. Esta disposición se omitió en 
la de 1845. 

No establece esta última, como disponía la de 1837, que el 
Rey haya de estar autorizado por ley especial para ausentarse 
del Reino. 


La Regencia del Reino, según la Constitución de 1837, la 
nombrarían las Cortes; según la de 1845, correspondería al pa- 
dre, á la madre, ó al más próximo pariente del Rey menor; es 
decir, que á la tutela dativa de 1837 sucedió la tutela legítima 
en 1845. 


Al artículo de la de 1837, que dice: «La ley determinará la 
organización y funciones de las Diputaciones provinciales y 
ele los Ayuntamientos,» se añadieron en la de 1845 estas pala- 
bras: «y la intervención que hayan de tener en estas corpora- 
ciones los Delegados del Gobierno.» 

La Constitución do 1837 establecía cuerpos de milicia na- 


cional en cada provincia. La de 1845 omitió este precepto. 

Tales son las más notables diferencias que separan á am- 
bas Constituciones, y que liemos creído deber consignar aquí 
como estudio de interés en la historia de nuestro novísimo de- 


recho político. 

A consecuencia de los sucesos de 18o4, en que volvió al pe- 
der la parte más avanzada del partido liberal, se íormó en el 
inmediato bienio otra Constitución política; pero no habiendo 


— 64 — 


llegado á plantearse por haber derrocado aquella situación el 
movimiento (le Julio de 1856, no creemos deber hacer aquí 
mención de ella. 

6. La primera obra de la Comisión de 1846 que vid la luz pú- 
blica, fu ó el Código penal de 1848, el cual, sometido á las Cor- 
tes, fue aprobado por ley de 19 de Marzo de aquel año. Consta 
de 493 artículos, repartidos en tres libros, de los cuales el pri- 
mero contiene en 127 artículos las disposiciones generales so- 
bre los delitos y faltas, las personas responsables y las penas: 
el segundo contiene, en 342 artículos, la clasificación de los de- 
litos y sus penas; y el tercero comprende, en 24 artículos, lo 
relativo ú las faltas. Sigue una disposición final, otras transi- 
torias y la ley provisional para la aplicación de las disposicio- 
nes del Código, que contiene diez reglas. 

La ley de su promulgación disponía en su art. 2° que el 
Gobierno propusiese á las Cortes dentro de tres años, ó antes 
si lo creyese conveniente, las reformas ó mejoras que debiesen 
hacerse en el Código, acompañando las observaciones que 
anualmente por lo menos deberían dirigirle los Tribunales, v 
que ct Gobierno mismo podría hacer por sí las reformas que 
fuesen urgentes, dando cuenta á las Cortes: todo sin duda con 
el objeto de perfeccionar la obra y de obviar sin pórdida de 
tiempo ¡os inconvenientes que en la práctica ofreciese. 

4 el Gobierno utilizó, en efecto, la autorización, haciendo 
al poco tiempo, por Decretos y Reales ordenes, algunas refor- 
mas en el Código, en vista de las cuales, y para que sn apli- 
cación no suscitase dificultades, mandó en 9 de Junio de 1850 
hacer una edición del Código que las contuviese. Hízose la 
nuera edición, y por Decreto de 30 de Junio se le dió fuerza 
6 ' ey ’ dec %**ándola única oficial. Consta de 506 artículos, 12 

i j r atl ^ er ' or * L° s que contienen diferencias respecto de 
la de 1848, son los siguientes: 

le Etl t h t TQ ^ l0S artíCülos 2 °> 4“, 7 a , 9®, 40, 14 (pár. 3*), 

(reg as 1 y 2 a ), 19 22, 25, 28, 46, 47. 48 5^ 6 9 64 76. 
82, 83, 84, 110 v 125. * 5 » * ’ 7 


Ku el libro 2", los artículos 161, 1(38, 169, 170, 177, 182, 
186, 189, 190, 192, 193, 194, 196, 197, 198,205,210,212,230, 
235, 240, 251, 359, 260, 267, 280, 283, 285, 287, 295, 310, 348, 
351, 364, 371, 391, 427, 431, 433, 434, 436, 437, 438, 439, 450. 
454, 459, 478 y 480. 

En el libro 3°, los artículos 482, 483, 484, 485, 492, 409, 
■■>05, y I a do las disposiciones transitorias, 

Hicióronse también muchas enmiendas y adiciones en la 
ley provisional para la aplicación del Código penal, y especial- 
mente en su regla 45, que en la edición de 1848 era la 2 a . 

7. Pero á pesar de tantas enmiendas y variaciones, el Código 
era en sn esencia el mismo; y así en la edición de 1848 como 
en la de 1850, está dividido en tres libros y 23 títulos, que con- 
tienen en esta última, como se ha dicho, 506 artículos. 

Consta el libro I o de seis títulos y 127 artículos, en que 
se determina la naturaleza de los delitos y faltas, las perso- 
nas que son ó no responsables, la mayor ó menor gravedad 
de los hechos culpables seguía las circunstancias que en ellos 
hayan concurrido, las penas en general, sn duración y efec- 
tos, las reglas para su aplicación, los raudos de ejecutarlas, ya 
sean principales, ya accesorias, las reglas para hacer efectiva 
la responsabilidad civil, las ponas en que incurren los que 
quebrantan las sentencias <> delinquen do nuevo mientras su- 
fran la condena, y la prescripción de las penas. 

Hace el libro 2‘\ en 15 títulos y 354 artículos, la enumera- 
ción de los delitos y sus penas, exponiéndolos por el orden si- 
guiente: delitos contra la religión, delitos contra la seguridad 
exterior ó interior del Estado, falsedad, delitos contra la salud 
pública, vagancia y mendicidad, juegos y rifas, delitos de los 
empleados públicos en el ejercicio de sus cargos, delitos contra 
las personas, contra la honestidad, contra el honor, contra el 
estado civil do las personas, contra la libertad y seguridad y 
contra la propiedad, acabando con los hechos culpables por 
i tnpr udeneia tem era r i a . 

En dos títulos y 25 artículos expone el libro 3' 1 las faltas y 
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sus penas. V después de declarar derogadas todas las leyes de 
carácter general anteriores A la promulgación del Código, ex- 
ceptuando las relativas á delitos no sujetos á él, establece en 
otras seis disposiciones transitorias lo que ha de hacerse mien- 
tras no se creen los establecimientos necesarios para cumplir 
las penas que en él se señalan. 

Juzgando el Código penal de 1848, ha dicho en otro lugar 
el autor ele este escrito: 

«Ha sido esta obra objeto de grandes censuras, á la vez 
que los más autorizados de nuestros escritores han sido pró- 
digos en alabanzas cuándo de ella han hablado. El Sr. Gó- 
mez :le la Serna dice «que en la simetría que con tanto afán 
buscan los Códigos modernos, se sacrifican la ciencia al arte, 
las desigualdades reales de los delitos á una regularidad fic- 
ticia, la necesidad de continuas clasificaciones para que cada 
acción quede en su familia natural, á la inllexibilidad de una 
clasificación especulativa y absoluta, y por último, la verdad 
al artificio.» «Los Sres. Vizmanos y Alvarcz dicen que la 
Comisión lia empleado el método ecléctico, poniendo á tributo 
todas las escuelas:» «la filosofía materialista nos ha prestado 
su orden y método artístico j la espiritualista, ligeros reflejos 

, lol principio religioso ortodoxo; la idealista, su crítica, sus tra- 
diciones y su principio. 

»\ en electo: por su refinamiento artístico y su eclecticis- 
mo filosófico, suscitó el Código penal algunas antipatías, has- 
ta que la costumbre fué haciéndolo aceptar. Ligeros reflejos 
del principio religioso dicen los Sres. Vizmanos y Alvarez 
que h,i\ en el Código; y son, en electo, tan ligeros, que el blas- 
tema? públicamente de Dios, de los Santos, de la Virgen ó de 
as cosas sagradas, se considera como falta, y lo mismo las 
o ensas al pudoi, aunque se cometau exponiendo al público 
s ampas obscenas. l J or mucho que sea el favor de que g’oce 

c ecticismo, no llegaremos á comprender nunca que deje 
onsi erarse á Dios, á los Santos y á todas las cosas sa- 
btaüas en la eminente altura que tienen, ni que deje de ser el 


— 67 


pudor público una de las cosas más dignas del respeto y de 
la protección de la ley en toda sociedad bien constituida (I).» 

1 sin embargo* el Código penal de 1850 quisiéramos ver 
en vigor* cuando recordamos lo que en él ha hecho la reforma 
de 1870. De ella hablaremos en su lugar. Entretanto conti- 
nuaremos en otro capítulo la materia comenzada en el pre- 
sente. 


íl) Historia <t* la Ltgúlm wh E*paru>ta t 2 a edición, pkg 


CAPÍTULO VI 


Hesilo (a creación 


de la Comisión de Códigos de 1S43 hasta que se ere ó 
la de ) 850. 


SI MARIO. —I. Proyocto de Cuiligo oí vil ou I So 1 : su división: minorías 
yiu,- uont-ióne- Motivos '[TIO expuso el Gobierno para no ponerlo en ejácu- 
rión. Juicio do la Enciclopedia de Dereelio y Administración solí re este 
Proyecto. Algunos observaciones sobro ol mismo.— 2. Reformas on el En 
juiciamionto. Instmcción del procedimiento civil de ;!ü de Septiembre de 
1S5.’¡: oposición que suscitó cu el joro.— y. Ley do Enjuiciamiento civil: (.‘omi- 
siones que so nombraron para ['orinarla. Sn publicación. Su contenido. — 
1. Otros trabajos de la. Comisión. — 5. Rolo riña de la Legislación mercantil. 


1. Dijimos en el capítulo anterior que la Comisión nombra- 
da en 1843 hizo algunos trabajos en el Código civil, al cual se 
dedicó exclusivamente una de sus secciones. Componíanla 
D. Florencio García ( lo vena, Presidente; 1). Domingo Ruiz de 
la Veg‘a, D. Claudio Antón de Luzuriaga, D. Domingo Vil-a, 
1). Joaquín físeriche y D. Manuel Ortiz de Zúüiga, Secre- 
tario. 

Comenzó esta Sección sus tareas el 23 de Septiembre de 
aquel año y terminó la discusión del plan general el 7 de Oc- 
tubre del inmediato. Revisó y acabó estos trabajos la Comí- 
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gión que le sucedió, ó sea la nombrada en 1846, y presentó al 
Gobierno en 5 de Mayo de 1851 el Proyecto de Código civil 
que consta de 3 libros, divididos en 41 títulos y 158 capítulos, 
con 1992 artículos. 

Trata el libro l n de Las personas, y establece, en 12 títulos 
y 378 artículos, las disposiciones relativas á los españoles y 
extranjeros, la vecindad, el domicilio, el matrimonio, el divor- 
cio, la paternidad vía filiación, la adopción, la menor edad, la 
patria potestad, la tutela, la emancipación y mayor edad, la 
curaduría, los ausentes y el rcg'istro civil. 

Pe la división de ¡os bienes y de ¡a propiedad se intitula im - 
propiamente el libro 2", que debería titularse: De las diferentes 
clases de bienes y de la propiedad , puesto que no se trata en 
él de la manera como se dividen los bienes, sino de clasificarlos 
según sus varias especies. Sus cinco títulos y 169 artículos 
tratan eu efecto de las diferentes clases de bienes, de la pro- 
piedad, la posesión, el usufructo, el uso y la habitación y las 
servidumbres. 

Lleva por epígrafe el libro 3”: De los modos de adquirir la 
propiedad, } eu el se encuentran las disposiciones sobre heren- 
cias con testamento tí sin ó!, donaciones entre vivos, contra- 
tos y obligaciones en general, del contrato sobre bienes con 
ocasión del matrimonio, la compraventa, permuta, arrenda- 
miento, censo, sociedad, mandato, préstamo, depósito, contra- 
tos aleatorios, fianza, prenda, hipoteca, registro público, obli- 
gaciones que se contraen sin convención, apremio persona!, 
graduación de acreedores y prescripción. 

Suscnbcn i 1 1 ° 1 > tícto 1 ). Juan Bravo Murillo, Presidente; 

oren ció García Goyo na, 1). Claudio Antón de Luz u naga 
y D. José María Sánchez Puig, Secretario . 

Tal fu ó el trabajo de las comisiones de 1843 y 1846, publi- 

1 P rcStí ütarIo J manifestó la Comisión tener 

_ , a Uao SU3 Acales, I). Florencio García Goyena, 

conten M C0ntenía * a historia, el examen comparado y eí 

' lf ° e ca da artículo, con los motivos de su redacción, 
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la cual podía considerarse como interpretación auténtica del 
Proyecto (1). 

Conociendo el Gobierno la gravedad de las reformas que 
introducía, previendo la oposición con que serían recibidas 
en lo relativo á la familia, sus derechos é intereses, y la que 
sobre todo se suscitaría en Aragón, Cataluña y Navarra, cuyos 
fueros había de anular, no sintiéndose ya con aquella fuerza 
que en anos anteriores le llevó á acometer esta obra con el 
propósito sin duda de ponerla en ejecución, se limitó á publi- 
carlo y á excitar el celo de los Tribunales y de las personas 
competentes para que emitiesen sobro é! su parecer. Muchos y 
muy luminosos informes recibió con este motivo el Gobierno. 

• - * m - •' ‘ .",4 ■ +.f 

siendo el resoltado de todo que el Código no lia llegado á 
plantearse. 

Merecen ser conocidos, por loque puedan conducir á escla- 
recer este punto, los fundamentos que expuso el Gobierno para 
no poner desde luego en ejecución el Proyecto de 1831. 

«Considerando, dice, que no obstante que generalmente se 
haya limitado la Comisión á redactar clara y sencillamente, con 
notables mejoras, las disposiciones dispersas en varios cuerpos 
legales nacionales, decidiendo y aclarando muchos puntos os- 
curos ó controvertibles y destruyendo los abusos y malas prác- 
ticas introducidas en el furo por las vicisitudes de los tiempos, 
es siempre de suma gravedad y transcendencia toda obra de 
esta clase, porque sus disposiciones afectan esencialmente á 
las relaciones cutre la familia y el orden social, la de las fami- 
lias mismas y los particulares entre sí, reglando lo tocante á las 
transacciones y á los derechos é intereses privados de todos: 

»2" Que la existencia de fueros, legislaciones especiales, 
usos y costumbres varias y complicadas, no sólo en determina- 
dos territorios de la Monarquía que en otro tiempo formaron es- 
tados independientes, sino también en no pocos pueblos per- 


(l-.J jHottvofí y cumrntarcw i Cdnluju vi i-¡( rvp-rjW,- por el Exco- 

lQfctisinio Sr. IX Florencio García Goyo na: 4 tomos ou 1\ Madrid, 1852. 



feneciente» á provincias en que por lo general se observan los 
Códigos de Castilla, aumenta considerablemente las dificulta- 
des y obstáculos que siempre ofrece la publicación y ejecución 
ríe todo Código general: 

»3 n Que por lo mismo es conveniente y necesario que antes 
de tomar resolución definitiva... se discuta previamente por 
personas competentes para ello, so ilustre y se preparas la opi- 
nión y se reúnan y adquieran los datos y conocimientos gene- 
rales y locales... á fin de que los cuerpos colegís] adores y el 
Gobierno de S. M. puedan apreciar debidamente las disposicio- 
nes de dicho proyecto ó introducir en ól las alteraciones y me- 
joras de que aun puede ser susceptible... lia tenido á bien man- 
dar S. M...» (Aquí se ordena la inserción del Proyecto de la re- 
vísta titulada El Derecho moderno , y su circulación á los tribu- 
nales y autoridades, cuyos informes se reclamaban para antes 
de 1“ de Enero siguiente.) 

Juzgando el Proyecto de Código civil una obra que goza 
de grande autoridad, después de decir que el principio de uni- 
dad de legislación que en ól impera será fecundo en útilísi- 
mas consecuencias, añade que «no puede menos de producir, 
para llevarlo á cabo, grandes perturbaciones en el orden civil 
de las familias, en las condiciones de la propiedad y en la 
transmisión de los bienes. No podían prescindir de causal 1 estas 
alteraciones los redactores del Código, cualesquiera que fue- 
sen las teorías que adoptasen; su trabajo, por lo tanto, no podía 
ser muy conservador, porque en el supuesto de que el Código 
debía ser uno en toda la Monarquía, se hacía inevitable que lo 


que en unas partes era una nueva sanción de lo antiguo, in- 
trodujese en otras reformas radicales, profundas y de grandí- 
sima transcendencia. 

< I‘m muy difíciles circunstancias, pues, so veía la Comi- 
sión ¿Acertó con el mejor camino para salir de ellas? No es 
ici la contestación á esta pregunta. Diremos, sin embargo, 
camente nuestra opinión. En el supuesto do tener que to- 
mo base para levantar el edificio nuevo alguna de las 


legislaciones que dominaban en España, nos parece obró con 
acierto eligiendo la de Castilla. Ninguna otra de las que rigen 
en determinadas comarcas es tan perfecta, tan completa, tan 
estudiada; ninguna otra ha sido objeto de tantos y tan con- 
cienzudos trabajos: ninguna otra tiene vida y existencia pro- 
pia en todas sus partes; ninguna es tan citada, tan conocida 
en general por los letrados españoles, sea cualquiera la proce- 
dencia á que pertenezcan; ella es la ensenada en nuestras es- 
cuelas, aun en las mismas que están situadas en poblaciones 
regidas por leyes civiles diferentes.» 

Hasta aquí la obra á que aludimos (1). 

Inspirándose en id espíritu y cu las tendencias que enton- 
ces predominaban en ciertas esferas, contiene el Proyecto de 
Código civil innovaciones graves y transcendentales sobre va- 
rios puntos. Es el primero de nuestros Códigos en que las le- 
yes que versan sobre el contrato matrimonial se separan de 
las disposiciones canónicas que tratan de la materia, y á que 
siempre tuvieron el mayor respeto nuestros antiguos Códigos, 
reconociendo que entre los fieles no puede separarse en el ma- 
trimonio el contrato civil del Sacramento. Establece el Pro- 
yecto en su art. 47 que la ley no reconoce esponsales de futu- 
ro y que ningún Tribunal civil (i eclesiástico admita demanda 
sobre ellos; en el 75, que el conocimiento de las causas de di- 
vorcio pertenezca exclusivamente á los Tribunales civiles; y 
el 76 señala las causas que para el divorcio se consideran le- 
gítimas. 

Y como la Iglesia es la que puede legislar sobre los asun- 
tos do su competencia, entre los cuales se cuenta el matrimo- 
nio; como eu la Iglesia reside la facultad de conocer en las 
Causas matrimoniales, y la autoridad civil sólo puede dictar le- 
ves sobre el matrimonio en cuanto á los efectos civiles 'leí mis- 


f i) Envit'l'ipcdin t'Hjtttwrfft r tr Ikrevho >¡ AdtítinUU'rmún* por el Excmb* Seiiól* 
]'>. Lorenzo Ammolft, tomo IX, púg- 
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mo, es evidente que ios artículos 47, 75 y 76 del Proyecto in- 
troducían innovaciones graves, que no podían tener cabida en 
el Código civil de una nación católica. 

2, También el procedimiento civil f u é objeto, en el período 
que reseñamos, de una notable reforma. Fué causa impulsiva 
de ella la Instrucción del procedimiento civil, que un Ministro 

± j j 

celoso por la Administración de justicia y poseído de justa in- 
dignación contra los abusos introducidos en Ja sustan Ciación 
de los pleitos, expidió en 30 de Septiembre de 1853, abrevian- 
do su curso y cerrando la puerta A las malas artes A que los 
litigantes ó sus patronos recurren para alargarlos. El remedio 
era demasiado radical para que pudiera subsistir contra la 
enérgica oposición deque fué objeto; y la Instrucción, después 
de levantar en el foro una tremenda polvareda, fué sometida 
por su mismo autor, el ilustrado y recto Marqués de Gerona, A 
una Comisión que en 14 de Enero de 1854 nombró para revi- 
sarla y proponer en ella las reformas convenientes. Formaban 
esta Comisión D. Francisco de Olavarrieta, Presidente del Tri- 
bunal Supremo; D. José María Hnet, D. Juan María Biec, 
D. Manuel Cortina, D. Pedro Gómez de la Serna, D. Manuel 
Ortiz.de Ziiñiga, I). Ramón Pasaróa y Lastra, D. Juan de 
ai duias \ D. Domingo Rivera, A los cuales se agregaron 

después D. Laureano Rojo de Norzagaray y I).' Joaquín 
Roncali. 

3. Desempeñaban con gran celo estos señores su tarea, 
cuando en 10 de Mayo inmediato se mandó por el mismo Mi- 
nisterio, A cuyo frente so hallaba A la sazón D. Jacinto Félix 
Domenecb, que la Comisión de Códigos procediese con toda 
i re eiencu « redactar y discutir un Código completo ele instruc- 
1 * adecuado á Ios adelantos de la ciencia del Derecho y 
su S ^ 1 ° qiie Gnt ° nce3 tenía muestra organización judicial. Se 

Tribu t l'l/ 0 ' 1 m0tÍV ° ladÍaCü9ÍÓ » ele la ley orgánica de 

mucho tif»n adelautada > y se dejaron á un lado por 

dedicándosele Heno^a^ P1 '° ye f t03 que estab{m Reparados, 

omisión al nuevo encargo que se le 


había hecho, en cuyo estado fué suprimida el 18 de Agosto 
de 1854. 

Pocos días después, en 11 de Septiembre siguiente, se nom- 
bró otra Comisión para la ley de organización judicial y de 
Enjuiciamiento civil. Formaban esta Comisión I). Pedro Gómez 
de la Serna, D. Luis Rodríguez Camaleón y I), Juan Manuel 
González Acevedo. El 8 de Octubre siguiente se mandaba 
agregará ella, con el carácter de Presidente, A 1). Manuel 
Cortina. Dedicóse con celo al desempeño de su tarea, formó las 
bases del Enjuiciamiento civil, y aprobadas éstas por las Cortos, 
redactó la ley, que fué promulgada en 5 de Octubre de 1885. 

La ley del Enjuiciamiento civil de 1855 ordenó, metodizó y 
simplificó nuestro procedimiento antiguo, ron no grandes ven- 
tajas en cuanto A la celeridad, poro con muchas en cuanto A 
la claridad, mejorándose al mismo tiempo el Enjuiciamiento, 
y aun en algo el Derecho civil, porque hallándose destinada 
la nueva ley á aplicar una legislación antigua y necesitada 
de reformas, introdujo algunas en ella. 

En dos partes se divide esta ley. Trata la primera de la ju- 
risdicción contenciosa, y la segunda de la voluntaria. Expone 
aquélla, en 25 títulos v 1206 artículos, el procedimiento en los 
juicios do conciliación, ordinarios, incidentes, abiu (estatus y 
testamentarías, de concurso, de desahucio, retractos, interdic- 
tos, juicio arbitral, apelaciones, ejecución de sentencias, em- 
bargos preventivos, juicio ejecutivo, apremios, terrena, recur- 
so de casación, de fuerza, de menor cuantía, verbales y cu re- 
beldía. Trata la segunda, en 13 títulos y 209 artículos, de 
los alimentos provisionales, nombramientos de tutores y cura- 
dores, depósitos de personas, deslindes y amojonamientos, in- 
formaciones para dispensas de ley, habilitaciones para compa- 
recer en juicio, informaciones para perpetua memoria, subas- 
tas voluntarias y otros asuntos. 

De la notable y acertada reforma que hace pocos años se 
hizo en esta ley. después de la cual fué nuevamente promul- 
gada en 1881, hablaremos en otro capitulo. 


4. Siguiendo ahora nuestra reseña, diremos que la Comi- 
sión nombrada en Septiembre de 1854 no había llegado á po- 
ner mano en la organización judicial, si bien había formado y 
sometido á las Cortes las bases, cuando el Gobierno le enco- 


mendó la revisión del Código civil y luego la formación de 
una ley Hipotecaria, á cuyo efecto se aumentó, á petición del 


Presidente, que lo era D. Manuel Cortina, el número de los 
Vocales, nombrándose contal carácter á D. Manuel Pcrez Her- 
nández y I). Manuel ¡barra, y con el de Secretario á I). Ma- 
nuel Alonso Martínez, y más adelante á i). Vicente Sebastián 
García y D. Marcelino Trabadiilo. 

Es de advertir que mientras la Comisión hacía los traba- 
jos de que antes hemos hablado, se había encargado á tres 
Magistrados de Madrid examinar los informes que sobre el Có- 
digo penal se habían pedido á las Audiencias y Colegios de 
Abogados; y habiendo los Magistrados emitido su dictamen y 
presentado un proyecto de reforma, pasó este á la Comisión 
para que examinase el trabajo y propusiese su aprobación ó 


hiciese otro nuevo sin la menor demora. 


De modo, dice el Sí. Cárdenas en un precioso trabajo del 
que tomamos este dato (1 ), que aunque esta Comisión había sido 
creada para una ley determinada, vino á tener á su cargo la 
codificación en todos sus ramos, sin que para sus trabajos hu- 
biese podido formar plan alguno, porque cada Ministro lo man- 
daba ocuparse con preferencia en lo que á su juicio era más ur- 
gente. 

Otros muchos trabajos importantes hizo la Comisión de Có- 


digos en el período á que se refiere este capítulo. El 18 de Fe- 
brero de 1844 remitía al Ministerio, & petición del mismo, el li- 
bro primero del Código de procedimientos, que contenía la 
planta y organización de los Tribunales.— El 7 de Marzo de 
1846 se le encargaba ¡a formación de una ley de orden póbli- 
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co, que la Comisión envió al Ministerio en 81 del mismo raes. 
— En 14 de Enero de 184.7 le remitía el mismo Ministerio para 
su exámen un proyectó de decreto sobre organización y atri- 
buciones del Ministerio fiscal, que le lmhía elevado el Tribunal 
Supremo. — En 8 de Octubre del mismo año se le mandaba for- 
mar con urgencia un proyecto de ley que estableciese las cir- 
cunstancias y requisitos necesarios para ejercer e cargo de 
Juez ó Magistrado, los casos de responsabilidad para ios mis- 
mos y su inamovilidad, conforme á los preceptos constituciona- 
les, —El 18 de Octubre de 1849 se le encargaba terminar á la 
mayor posible brevedad el Código de procedimiento criminal. 
—El 21 de Diciembre de 1840 remitía la Comisión al Gobierno 
un proyecto de ley de organización, competencia y facultades 
de los Tribunales, con un voto particular del Sr. García Gallar- 
do sobre el mismo. — En 6 de Diciembre de 1850 le enviaba el 
provecto de ley de Enjuiciamiento civil qne había redactado el 
mismo Sr. García Gallardo.— EL 14 de Enero de 1854 se encar- 
gaba á la Comisión que formulase un proyecto de ley del Nota- 
riado.— En 19 de Mayo de 1854 la Comisión remitía de nuevo 
al Gobierno un proyecto de ley constitutiva de los Tribunales. 
— El 8 de Agosto de 1855 se mandó por Real decreto que la 
Comisión nombrada para formarla ley org’ámVa de Tribuna- 
les, formulase con preferencia un proyecto de ley Hipotecaria. 
A la Comisión se le indicaron por iieal orden las busos i forma- 
das y propuestas, á nuestro juicio, por ella misma) en que delmi 
descansar la nueva ley, á saber: que se partiese del principia 
de la publicidad de las hipotecas, reclamada ya por las Cor- 
tes de Toledo en 1589 y por las de Vallado lid de 1855, peti- 
ción elevada á ley del Reino: que, como incompatibles con di- 
cho principio, no se reconociesen en adelante las hipotecas ge- 
nerales; que se estableciesen formalidades para la traslación 
de la propiedad y los demás derechos; que se meditase la con- 
veniencia ó inconveniencia de suprimir las hipotecas legales, 
y en el primer easa se excogitasen medios de conciliar sn su- 
presión con los intereses que antes protegía el privilegio, espe- 
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cialmente los de las mujeres casadas, los menores y los incapa- 
citados. 

La Comisión experimentó en el último período de su exis- 
tencia algunas variaciones en su personal. Nombróse en 13 de 
Julio de 1855 vocal de la misma á I). José María Cáeeres; en 
21 de Julio áD. Manuel de Seijas Lozano. 1). José Gálvez Ca- 
ñero, D. Ruperto Navarro Zamorano, D. Nicolás María R i ve- 
ro, D. Pedro Suban y D. Isaac Núñez Arenas; en 14 de Agosto 
á D. Vicente Hernández de la Rúa; en 13 de Uñero de 1856 á 
D. Tomás María Yizmauos; en 6 de Febrero á 1) Manuel de 
la Fuente Andrés; en 6 de Junio á D. Florencio Rodríguez 
Valdés; en 29 le Abril á D. José Oíózaga, y el 12 de Julio á 
I). Santiago Aguiar y Mella y D. Sebastián González Nandín. 

5. Dijimos en el anterior capítulo que las reformas del Códi- 
go de Comercio no habían parado en lo qne allí indicamos. Y 
en efecto: creóse en 8 de Agosto de 1855 una nueva Comisión, 
que fué la quinta, para revisar y reformar dicho Código. For- 
mábanla I). Pedro Gómez de la Serna, Presidente; I). Laurea- 
no Figueiola, I). Pascual Bayarri, D. Cirilo Alvarez Martínez, 
I). Luis Díaz Pérez, I). Ramón Martí de Eixalá, D. Antonio 
Guillermo Moreno, D. Domingo Villasante y D. Vicente Soto 
y Gimnesio, Secretario. Parecía entonces hallarse justificada la 
necesidad de esta reforma; porque además de que algunas le- 
yes sobre sociedades por acciones y otros puntos habían amplia- 
do y reformado lo dispuesto en el Código, comenzaba á produ- 
cirse mi movimiento mercantil antes no conocido, constituyén- 
dose Compañías de crédito y otras que tomaron á su cargo la 
construcción do ferrocarriles y obras públicas de varias clises, 
viniendo también á tomar parte en este movimiento los capita- 
les extranjeros, todo lo cual hacía necesario refundir en el Có- 
t tgo las leyes que corrían por separado y q UC la nueva obra 
correspondiese al vuelo que el movimiento mercantil había te- 
jido. La Comisión hizo serlos trabajos, en que se ocupó algu- 
con no mucha fortuna, porque el primero de ellos, 
l un provecto de organización judicial, quedó sin curso 


en el bou ado. Y como una de las cosas más importantes era el 

determinar si había de existir ó no la jurisdicción mercantil 
cuy o punto tardó mucho en sor resuelto, la Comisión no terminó 

2 3reaS Gü 108 Cat ° rCe aüOS c l° e COutó existencia hasta su 
disolución en ¿0 de Septiembre de 1869. 

Por este mismo decreto se oreó otra Comisión ¡i la ooe se 
encom endó la reforma del Código. Pero de esta reforma, como 
, m nmi do la que eu O de Diciembre de 18(¡8 se había hecho en 
m ' Smo Coil 'S"' se trat “ rlí “ de los capítulos inmediatos 


CAPÍTULO VII 


Trabajos de la Comisión de Códigos creada eu 185fi y suprimida 

cu 1S6Ü. 


SUMAHIO. — 1. So croa una nueva Comisión de Códigos en I o do Octubre 
do ISoÜ, Difíetiltmles que entorpecieron yus tareas durante todo el curso do 
su existencia i Plan de trabajos que lo trazó el Gobierno,— 2, Ley de Enjui- 
ciamiento criminal. Bases ó impuestos que la Comisión estableció para for- 
marla* Interrumpe este trabajo para dedicarse k otros. Be anuda la Comi- 
sión sus tarcas sobre el mijuiciamicnto. — il. Reducción del fuero militar,— 
i. Reor^Snización del Tribunal Supremo. — 5, Nuevos trabajos sobre el onjur 
ei a miento criminal y la ley de Organización de Tribunales. So da ¡dea del 
plan y contenido da esta última ley* Otras noticias acerca de estos trabajos. 
— í3. Forma la Comisión cinco proyectos de ley sobre los puntos que se indi- 
can, los cuales no llegan á ser leyes. 


i. Después de las vicisitudes que eu los capítulos anteriores 
dejamos expuestas, se creó en 1” de Octubre de IBóG una Co- 
misión de Códigos, compuesta de los Sres. ]..), Manuel Cortina, 
Presidente; D. Pedro Gómez de la Sema, 1). Pedro José' Filial, 
D. Manuel de Seijas Lozano, D. Pascual Bayarri, D. Juan Ma- 
nuel González Acevedo y D. José I barra, l’or haber sido nom- 
brados Ministros de la Corona los Sres. Pidal y Seijas, y para 
llenar sus vacantes, fueron nombrados á poco tiempo los seño- 
res I). Manuel García Gallardo y D. Francisco de Cárdenas. 

6 
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Trece años justos estuvo funcionando esta Comisión, puesto 
que creada en 1" de Octubre cíe 1855, fue suprimida en igual 
día de 1869; y bien merece, por los muchos y muj- importan- 
tes trabajos en que se ocupó, que hablemos de ella con algún 
detenimiento; lo cual es tanto más hacedero, cnanto que, por 
acuerdo déla misma, escribió el Sr. 1). Francisco de Cárdenas 
una extensa Memoria de sus trabajos, que en 1871 vi<5 la lux pú- 
blica en esta misma Revista, y además corre impresa por sepa- 
rado (1). Basta este importante trabajo para apreciar las tareas 
de aquella Comisión, y ver como su autoridad científica y su 
deseo del acierto se estrellaron contra el inconveniente en que 
han tropezado siempre estas Comisiones, que es, como hemos 
dicho antes (2), la diferencia de criterio en los Gobiernos, cu- 
yo resultado lia sido el de inutilizar el sucesor los trabajos que 
mandó hacer el que le había precedido. Así lo dice bien termi- 
nantemente la Memoria del Sr. Cárdenas, dando con sus pala- 
bras á este aserto la autoridad de que carecen las nuestras. 


«La instabilidad del Gobierno, los frecuentes trastornos polí- 
ticos y dificultades peculiares de la Codificación en Jíspaña, 
lian malogrado nuestros esfuerzos y esterilizado los mejores 
propósitos.» T añade luego; «i >e todo esto no resulta cargo al- 
guno para los Ministros á quienes se alude. Cada uno obraba 
según su sistema, y este era su deber... Más es lo cierto, que 
por la instabilidad del poder y por culpa tan sólo de las cir- 
cunstancias, todas las Comisiones de Codificación han perdido 
mucho tiempo, empezando, suspendiendo, continuando y vol- 
viendo á suspender muchos de sus trabajos, mezclando los de 

índole diversa y teniendo que rehacer no pocos de los más 
adeIantados;^3), 

e B un el plan trazado á la Comisión por el Gobierno que la 
reó, debía ocuparse ante todo cu la ley de organización judi- 


(1) na Ii odios Cita, lo ya „n „1 capital,, anterior. 
(- f Féaso el capitulo 0 h , 

{•v Memoria citada, páginas ti y iti* 
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ciaJ, fon™ después oí CKdigo do procedimiento criminal re- 

omHIí X “a® 0 PeMÍ ' * *!«»** último, ia || 

1 ° de amTl'° 0 C "' ’ Per ° 01 oaml)10 1,6 Misterio ocurrido en 
1 - de aquel mismo mes modificó esto plan, porque no naro- 

“ e r Íb r ? d ° /justicia D P L. 

mol o Soyas "osano.alterariaorgauisaciónjudicial, dispuso 

r «.« trabajos discutioodo L Ley ,U 

Btij uzetamz e% to criminal * ** 

f’ S 'j f “ , ‘> P nes - la P r 'u'era tarca en que se ocupó la Comi- 

íf ’ la C “ aI <1 “ S J ,rmci P ta estableciendo principios ó sl ,p„ cs . 
to-,as, respecto á la organizad*, judicial corneal proeedimien- 
*0 ennunai, que habían de ser ei fundamento de £ traba/, te- 

mrior Z77 “° 58 '“d” 6 ** absol ' ,to INI* considerarse 

J r, . no lo que era posible dentro de ios límites que ol Mi- 

Historio había trazado í sn obra. Los supuestos fueron los si- 

h-Xa de ot í/ S '’ bS1Stl!UCia Jo Ios Jueccs [, e paz, i los cuales 
• ia de atribuirse el conocimiento de las (altas v la iustruc- 

c.on do las primeras diligencias del sumario donde' no residiese 

e Juez, de partido: 2", la subsistencia de los Jueces de parti- 

;.°, pero conoclen do unos de lo crim inal y otros de lo civil priva- 
tivamente, en los pueblos en qne hubiera dos d mis: 3”, i,.-ual 
división de la competencia en las Audiencias de dos Salas, des- 
tinándose una para sdlo lo correccional en aquellas en que luí- 
tieso tres: 4", competencia de los Jueces de partido para ins- 
truir y fallar en primera instancia las causas criminales, ó ins- 
truir solamente las correccionales, que deberían fallar las Salas 
respectivas de las Audiencias: f, remisión de dichas causas 
a .a Audiencia después de terminado el sumario, para que las 
siguiera en plenario y las fallara, si habían sido instruidas en 
el mismo pueblo en que aquel Tribunal residiera, y sólo para 
sentenciarlas después de conclusas, cuando se hubieran segui- 
do en cualquier otro pueblo: fi", recurso de casación en todas 
las causas criminales y correccionales, con suspensión de los 
efectos de la sentencia reclamada, y debiendo fallar en el fon- 
do la misma Sala del Tribunal Supremo que hubiera casado la 
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sentencia: 7 o , un Fiscal en cada Audiencia, auxiliado por va- 
rios Tenientes Fiscales (1). 

Sobre estos supuestos procedió la Comisión á redactar y 
discutir la ley de Enjuiciamiento criminal, llegando á aprobar 
27 títulos, que contenían unos 550 artículos; pero por orden 
del mismo Gobierno suspeudió su tarca para formar las bases 
que habían da someterse á las Cortes á ñn de obtener autori- 
zación para redactarla. Formó, en efecto, las bases, cotí toda 
la generalidad que el caso requería. Aprobadas en el Congreso, 
no llegaron á serlo eu el Senado, caducando el proyecto con el 
Ministerio que lo había mandado formar. Quien quiera conocer 
el pormenor de estos trabajos sobre la ley del Enjuiciamien- 
to criminal, puede verlo en las páginas 16 á 49 de la Memoria 
citada y en los Apéndices I y II de la misma, teniendo allí 
ocasión de conocer que si esta ley no vio la luz pública hasta 
el período revolucionario inaugurado eu Septiembre de 1868, 
no por eso dejaban de existir, con mucha anterioridad, traba- 
jos importantes sobre ella, si bien no hallaron para su termi- 
nación y planteamiento las grandes facilidades que dan para 
hacerlo todo los días de ias turbaciones y revueltas políticas. 

Interrumpidas forzosamente las tareas de la Comisión por 
haberle mandado el Gobierno que formase la lev Hipotecaria 
y su reglamento, tropezaba, al continuarlos después, con la 
gravísima dificultad que la organización judicial y el sistema 
de Enjuiciamiento entonces vigente ofrecían para formar so- 
bre él una buena ley, la que, en concepto de la Comisión, sólo 
podía basarse, para ser acertada, en el juicio oral y público y 
la instancia única ante los Tribunales colegiados. Modificó en 
su virtud las bases presentadas, estableciendo ahora las si- 
guientes: I a , que los Jueces instruyesen las causas; 2 a , que 
reunidos cada tres, formasen Tribunal colegiado para ver y 
fallar las menos graves; y 3', que las Salas de las Audiencias 


( _ Memoria sitada, píig. li. 
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fallaran las de deditos graves, instruidas por los Jueces de su 
territorio. La indemnización á los testigos en las causas gra- 
ves, eu que habían de declarar fuera de su distrito, se calculó 
en poco más de 500.000 reales. Mejor hubiera querido la Co- 
misión crear Tribunales colegiados permanentes; pero se lo 
impedía lo costoso de la reforma. Sobre estos extremos elevó 
al Ministerio en 13 de Junio de 1861 una exposición que pue- 
de verse en el Apéndice III. Aprobó su pensamiento el Minis- 
tro, que á la sazón lo era I). Santiago Fernández Negrete; 
mandóle formar un proyecto de ley con arreglo á él, y lo hizo 
en efecto, constando de 36 bases, que figuran en el Apéndi- 
ce IV de la Memoria indicada. 

3. Fué otro de los trabajos en que se ocupó aquella Comi- 
sión, la reducción del fuero Militar . La aceptó desde luego el 
Ministerio de la Guerra para lo civil, si la jurisdicción ordina- 
ria dejaba de entender en el conocimiento do las filias come- 
tidas por los militares; y aunque era esta una concesión incon- 
veniente, se accedió á ella por obtener la supresión del fuero 
eu lo civil. Formáronse con este objeto las bases que la Comi- 
sión expresa en el Apéndice V de la Memoria, y en ellas se 
privó al fuero militar del conocimiento de los pleitos de ex- 
tranjeros, y se redujo el criminal á los militares que estuvie- 
sen en servicio activo, de cuartel ó de reemplazo. No poco dió 
que hacer la resolución de las cuestiones que esta reforma tra- 
jo consigo, y que al cabo tuvieron buen resultado, abriéndo- 
se el fuero militar civil, y creándose, en vez del Tribunal Su- 
premo de Guerra y Marina, el Consejo Supremo del mismo nom- 
bre, para que cesase la insostenible coexistencia do dos Tri- 
bunales Supremos. 

4. De grande importancia fueron también los trabajos que 
para la reorganización del Trió anal Supremo hizo la Comisión, 
á fin de facilitar el despacho de los recursos de casación, que 
formaban entonces una carga abrumadora, y que aun debía 
serlo más con el establecimiento de la casación de lo criminal. 
l)e aquí nació la idea de la Sala do previo examen, que sin 
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desconocer sus graves inconvenientes, propuso la Comisión el 
(5 de Febrero de 1860 (como consta en el Apéndice VI), des- 
pués de lo cual la aglomeración de los recursos creció hasta 
tal punto, que el mismo Tribunal hubo de representar sobre 
esto al Gobierno en 27 de Enero de 1862: creóse, pues, la Sala 
de previo examen, dándole las atribuciones convenientes, y al 
propio intento se encaminaron otras disposiciones. La Comi- 
sión remitió al Ministerio su proyecto (Apéndice Vil), en el 
que no aceptaba los medios que para la solución del conflicto 
propuso el Tribunal Supremo. Oyóse al Tribunal, como tam- 
bién se oyó de nuevo á la Comisión (Apéndice VIH), fijándose, 
después de este debate, el carácter de la Sala de previo exa- 
men. De acuerdo con las ¡deas de la Comisión, presentó el Go- 
bierno á las Cortes (4 de Enero de 1863) el proyecto de ley 
creando dicha Sala, - pero no pudo discutirse en aquella legis- 
latura, y en 10 de Marzo del mismo año se encargó á la Co- 
misión unir á este trabajo el relativo al recurso de casación en 
lo criminal. 

5 * Eatudiaba euíre tant0 la Comisión la Organización judicial 
y si Enjuiciamiento criminal ; y el 6 de Noviembre de aquel año 
pudo ya presentar al Gobierno las bases de ambos trabajos que 
se discutieron en la Comisión del Senado. Prevalecía, como lie - 
naos dicho, en la de Códigos la opinión favorable al juicio oral 
y publico y a la instancia íiuica en las causas criminales, con 
exclusión absoluta del jurado. 

Nombrado Mluisfcro <lo Gracia y .Justicia ¿fines de 1804 Don 
orenzo . razóla, las bases ya presentadas S las Cortes recibio- 

T'o a ^°- °’ formulándose entonces na provecto de lev 
para la organización de les Trlbnnales ordinarios y militares 

ylareformadelEnjuiciamientocrlmmal. E16de Marzo de 1865 

* tomen favorable laComisióo del Senado, y en22 del mis- 

la disen-to , T UtirSS; per ° d S de Ma ?° « suspendió 
do todo por mto 8 ° ^?*** d,sol ™ ron las Cortes, quedan- 

roso tte l^T 65 SaÍ ° a ‘ ° lyÍd °- F “ é te “ t0 dol °- 

‘ado, cuanto qne no sólo tenia la Comisión muy 
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adelantada la ley de Enjuiciamiento criminal, sino que había 
hecho la mayor parte de la de Organización do Tribunales. 
Partiendo de las bases presentadas á las Cortes, dice la Me- 
moria dol f>r. Cárdenas, la Comisión había discutido y aproba- 
do, siendo Ponentes los Sres. Cortina y Cárdenas, la planta y 
organización de los Tribunales del fuero común: la mamovili- 
dad, dotación, responsabilidad y prerrogativas de los Jueces y 
Magistrados; la forma de su nombramiento, mediante la orga- 
nización de un cuerpo de aspirantes; la competencia de los Tri- 
bunales y Juzgados y su régimen interior, con todo lo concer- 
niente á la jurisdicción disciplinaria. Faltaba sólo concluir de- 
finitivamente los títulos relativos al Ministerio fiscal y á los 
Abogados y Procuradores, escritos ya de primera mano (1). 

La Comisión partió en su trabajo de los datos que como pie 
forzado le ofrecía la división judicial vigente, por no entorpe- 
cer, promoviendo una nueva división territorial, la tarea del 
momento. Dejando como estaban los Jueces de paz, formó los 
Tribunales correccionales con tres Jueces de distrito, de terri- 
torios contiguos. En las Audiencias se proyectó algo en el sen- 
tido de separar lo criminal de lo civil. El Tribunal Supremo 
quedó organizado conforme al anterior proyecto de la Comisión. 
Quien quiera conocer el detenido estudio que hizo de cuanto 
se refiere á la inamo vitídad, dotación y responsabilidad de los 
Jueces y Magistrados, como también sobre los demás puntos 
fundamentales de la ley, puede leer, en la Memoria ya citada, 
las páginas 97 á 130, en que la Comisión expone y razona am- 
pliamente sus ideas sobre ellos, siendo cuanto dice digno de 
ser conqcido y apreciado. 

En el Apéndice íx de la Memoria se halla el Proyecto de 
ley de organización y atribuciones de los Tribunales del f itero co- 
mún , elaborado por la Comisión, cuyos cinco títulos, que si no 
los liemos contado mal, comprenden ñf>~ artículos, tratan: el 1”, 
de la planta y organización de estos Tribunales: el 2 ", de los 


(i) Piernona histórica ele la Comisión de cüdHicflftDni, píig. 97. 
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aspirantes; el 3 o , del nombramiento de los Jueces y Magistra- 
dos: el 4", de la competencia y atribuciones de los Tribunales 
y Juzgados; y el 5 o , ele su régimen interior. 

Entrando en el pormenor de la ley, yernos que el art. 2 o es- 
tablece cinco órdenes de Tribunales, á saber: Jueces de paz. 
Jueces de partido, Tribunales correccionales, Audiencias y 
Tribunal Supremo, consignándose el precepto (art. 2" de la 
Sección 3 a ) de hacer una nueva división y clasificación de los 
partidos judiciales. En el primer título se expone, con el orden 
y la clasificación debida, cuanto concierne á la constitución y 
organización de los Jueces y Tribunales en todas sus jerar- 
quías, tratando de los suplentes, de la inamovilidad judicial, 
de la traslación, suspensión y jubilación de los Magistrados y 
Jueces, de su dotación, de la responsabilidad judicial, del ju- 
ramento, antigüedad, tratamiento y traje de los Jueces y Ma- 
gistrados, de los Secretarios y ugieres, y de los subalternos, 
l ar sólo el contenido de este título puede verse que los indi- 
viduos de la Comisión de Códigos de 1850 conocieron perfec- 
tamente, así lo que exigían los adelantos de la ciencia jurídica 
en punto á organización de Tribunales, como lo defectuoso de 
la nuestra, formando para remediarlo un trabajo do gran im- 
portancia, (jue si no tuvieron el gusto de ver planteado enton- 
ces, io fu ó más adelante, como ya bótaos dicho, en la Ley de 

organización, dei Poder judicial 1870, 

Objeto de nuevo estudio fué para la Comisión, en Abril de 

el rec,irso tle mmón, sobre el que se formó otro proveo- 

0 revisando el de 1860; y aun se volvió á revisar, por haber ve- 
an o a Ministerio D. Lorenzo Arrazola, que prefirf refundir 
en una sola ley las de casación civil y criminal y de reorgani- 
zación del Tribunal Supremo, para obtener su más pronta 

Rn? T formulado el Proyecto, no llegó á discutirse. 

tembién , C “° Arm °' a “• Joaquítt de Eo ““ n ' I™ 

1 . 4 T í Antear 103 pr ° yectos «‘«-liado» Por la Comí- 

la oí Cl,a y íactli °" tonoes nueras bases para la reforma lie 

organ, sacíe jedicial y del Enjuiciam¡eilto ^ ^ 
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vieran la aprobación de las Cortes. «Este proyecto, dicela Me- 
moria citada, según salió de la Comisión del Senado, compren- 
día, entre las bases de organización definitiva, el orden jerár- 
quico judicial, del que formaban parte los Tribunales colegia- 
dos de primera instancia en lo civil y de única instancia en lo 
correccional, la inamovilidad judicial con limitaciones, el novi- 
ciado judicial, la amovilidad del Ministerio público y la respon- 
sabilidad judicial y fiscal. Las bases para el En juiciamiento de- 
finitivo habían de ser el juicio oral y público, la instancia úni- 
ca y la casación en todos los juicios por delitos. Las bases para 
la reforma que inmediatamente había de hacerse en la organi- 
zación, eran la supresión de los fueros de Guerra y Marina en 
los negocios civiles, con la absoluta de los Juzgados de Ha- 
cienda y de los Tribunales de comercio, la nueva división y 
clasificación de los partidos judiciales, el establecimiento de 
Salas de lo civil y Salas de lo criminal en las Audiencias, y la 
reorganización del Tribunal Supremo, con cuatro Salas y 26 
Magistrados. Las bases para la reforma provisional inmediata 
del Enjuiciamiento, no eran otras que realizar en lo actual las 
mejoras más urgentes, tales como la supresión de la tercera 
instancia y el establecimiento de la casación en toda clase de 
juicios... Los grandes principios que habían de ser el norte dé- 
la reforma judicial, á saber: los Tribunales colegiados, el jui- 
cio oral y público, el noviciado judicial, la inamovilidad y la 
responsabilidad do los Jueces y Tribunales, todo lo más im- 
portante, en fin, obtuvo la sanción legislativa» (1). 

6. Garantida con esta aprobación, la Comisión formó en- 
tonces cinco proyectos de ley: 1”, de organización provisional 
de los Tribunales: 2", para transferir á los Tribunales ordina- 
rio las facultades de los especiales que se suprimían: 3”, para 
ia reforma del recurso de casación cu lo civil: 4°, para el es- 
tablecimiento del mismo recurso en lo criminal; 5", intro- 
duciendo algunas reformas en el Enjuiciamiento criminal, l'u- 


(1) Memoria citada, pn£. líííj. 
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blfcanse estos proyectos en los Apéndices x al xrv de la Me- 
moria. Y puede servir su lectura para demostrar de nuevo que 
no era necesario el impulso de las corrientes revolucionarias 
para que los hombres de ciencia conociesen las necesidades de 
nuestra Administración de justicia, procurasen su remedio y 
aplicasen á él los sistemas que los modernos adelantos reco- 
miendan como mejores; antes bien, las doctrinas que con tan- 
to empeño se sostienen de pocos años á esta parte y han lo- 
grado hasta cierto punto prevalecer en la práctica, estaban ya 
reconocidas como buenas y utilizadas eu los proyectos de le- 
yes que formaron los individuos de la Comisión de Códigos de 
aquel tiempo. 

De otros trabajos importantes de esta Comisión hablare- 
mos en el capítulo inmediato. 


¡CAFÍTUIÍ) VIII 


Irnhajnx de k ( omisión de Códigos creada en 1856 y suprimida 

en 1 8 (¡ !( , 


{ Ü u n vi u* i tt )1 , ) 


SLUIARTO. i. La ley Hipotecaria: bases firmadas para su redacción: 
promulgación de esta loy. Reglamento ú instrucción para su mejor onmpíi- 
mieilto: c ’ mltem ' 1 ° do la ley y del reglamento. Trabajos de la Comisión S( . 
bre la ley con posterioridad á su promulgación.— ± Otros trabajos do la 
misma Comisión sobre diferentes asuntos.— 3. Comienza fa revisión del Có- 
digo penal per encargo det Gobierno. So le encomiendan otros trabajos que 

no 111,0,1(3 13flvar A o*™**' y reitera la dimisión antes presentad*— 4. Bre- 
ves indicaciones sobre los trabajos do esta Comisión y las contrariedades 
que sufrieron, o. Apéndice á los anteriores capítulos. Proyecto de ley or 
gamón do tos Tribunales especiales de comercio. Trabajos sobre el recurso 

ile cüíjacii'm en España, 


1. A los variados é importantes trabajos de la Comisión de 
Códigos creada en 1856, de que en el capítulo anterior hemos 
hablado, hemos de añadir, para completar la historia de sus 
tareas, otros no menos dignos de aprecio. 

En 1852 había encargado 1). Ventura González Romero, á 
la sazón Ministro de Gracia y Justicia, á D. Francisco de Cár- 
denas, Vocal de la Comisión de Códigos, la redacción de 
unas bases para la formación de la Ley Hipotecaria, y redacta- 
das que fueron, las sometió al examen de D. Manuel Cortina 
y D. Claudio Autón de Luzuriaga, quienes, después de revi- 
sarlas, las pasaron al Ministerio, al que más adelante se re- 
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clamaron, como antecedente que convenía tener á la vista, y 
no se las encontró. En 1855 encargó de nuevo á la Comí' 
sión el Ministro D. Manuel de la Fuente Andrés un proyecto 
de ley Hipotecaria. Y aunque no pudo la Comisión terminar 
el trabajo, redactó una parte importante de él el señor Corti- 
na. Algún tiempo después recibió la Comisión igual encargo, 
y se dedicó con interés á cumplirlo. «Sabido es, dice la Memo- 
ria histórica (1). cómo la Comisión ajustó exactamente su obra 
á los principios de publicidad y especialidad consignados en 
su proyecto de bases; cómo tuvo que revisar todo nuestro De- 
recho civil para ponerlo en armonía con los mismos principios, 
modificando todas las disposiciones que no eran conformes con 
ellos, aunque no versaran sobre lo que era objeto especial de 
la ley; y cómo resultó de este trabajo una especie de Código 
de la propiedad territorial, por más que hubiera sido su deseo 
dejar para el Código civil completo la resolución de muchas 
cuestiones á que uo afectaba sino incidental ó indirectamente 
el sistema de inscripción y de gravamen de los bienes inmue- 
bles. La reforma hubiera sido ineficaz y frustratoria, si la pu- 
blicidad no hubiese sido g’eneral y absoluta, y la especialidad 
rigorosa y completa respecto á todos los derechos; y para con- 
seguirlo era necesario alterar muchas disposiciones de uues- 
tio antiguo Derecho, que en un Código civil tendrían un lu- 
gar propio eu e! título de las hipotecas.» 

La ley Hipotecaria fué promulgada el 8 de Febrero de 1801. 
Formóse luego el reglamento para su ejecución, y aprobado 
que fue, se publicó en 21 de Junio. Como era de gran interés 
que la redacción de los documentos públicos inscribibles estu- 
viese en perfecta armonía con la ley, formóse para lograrlo 
otro reglamento que lleva por título; Instrucción sobre la mi- 
nera de redactar los instrumentos públicos sujetos á registro. 

La ley, el reglamento y la instrucción, de cuyos trabajos 
es autor D. Francisco de Cárdenas, fueron una completa 6 im- 
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portanhsima novedad en nuestras instituciones jurídicas y vi- 
nieron á remediar muchos males y á producir grandes bienes 
en cuanto se relaciona con la constitución y transmisión de la 
propiedad. Y anuqae esta m¡ sm a importancia n09 % 

hablar de ellos, daremos, no obstante, una breve idea de su 
contenido. 

La ley Hipotecaría consta, en su última edición reformada, 
de 41C artículos, repartidos en 15 títulos. De éstos, los cuatro 
primeros tratan de los títulos sujetos á inscripción (tít. I), de 
la forma y efecto de ella (tít. II), de las anotaciones preventi- 
vas (tít, III) y de la extinción de las inscripciones y anotacio- 
nes (tít. IV). Se exponen en el V las hipotecas y" sus varias 
clases (voluntarias, legales, dotal, por bienes reservabas, por 
iri/.ón de peculio, por razón de tutela ó curaduría, y otras hipo- 
tecas legales). Los títulos siguientes tratan del modo de llevar 
los Registros (tít. VI), de la rectificación de los asientos del 
Registro (tít. Vil), de la dirección é inspección de los Regis- 
tros (tít. VIII), de la publicidad de los Registros (tít. IX), 'del 
nombramiento, cualidades y deberes de los Registradores (tí- 
tulo X), de la responsabilidad de los Registradores (tít. XI), 
de los honorarios de los Registradores (tít. XII), de la libera- 
ción de las hipotecas leg*ales y otros gravámenes existentes 
(tít. XIII), de Ja inscripción de las obligaciones contraídas y 
no inscritas antes de la publicación de la presente ley (títn- 
lo XIV), y de los libros del Registro de las suprimidas Conta- 
duría* de hipotecas y su relación con los abiertos en virtud de 
esta ley (tít. XV). Termina ésta con el arancel de los honora- 
rios que devengarán los Registradores. 

hJ Reglamento sigue el orden de la ley en las materias que 
trata, hasta lleg’ar á los últimos títulos, eu que, por la índole 

de aquéllas, era necesario entrar en pormenores que la lev no 
comprende. Consta de 333 artículos. Al Reglamento sigue una 
grande y útilísima colección de modelos. 

No poco díó en que entender la ley Hipotecaria á ¡a Comi- 
sión de Códig’os, aun después de planteada. Las dificultades 
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que para su ejecución ofrecía Lo defectuoso de los antiguos ín- 
dices. motivaron una propuesta de la Dirección al Ministerio, 
sobre la cual dió informe la Comisión. Nuevas disposiciones, 
no conformes con lo propuesto por elia, que se dictaron en 30 
de Julio de 1862, y que fué necesario reformar, dieron lugar ¡í 
nuevo informe de la Comisión {de 31 de Octubre de 1862), que 
no fué ate adido en el importante punto de aplazar la ejecución 
de la ley, lo que parecía inexcusable, y por no haberse hecho, 
surgieron no pocas complicaciones. 1 na solicitud (le las pro- 
vincias de Galicia, en qne, por el estado que allí tiene la pro- 
piedad. pedían que se las eximiera de esta ley, motivó un nue- 
vo informe de la Comisión (de 23 de Enero de 18631, en que 
impugnó lo solicitado por las provincias gallegas. Otros infor- 
mes emitió además. En 11 de Febrero de 1863, sobre una difi- 
cultad que suscitó la inscripción de títulos anteriores á la pu- 
blicación de la ley. En 9 de Abril inmediato, sobre una expo- 
sición de ios propietarios de Valencia, relativa al modo de 
inscribir fincas y derechos cuyos dueños careciesen (le titulo es- 
crito. En 12 del mismo mes, sobre la manera de inscribir las 
fincas y los derechos del Estado, de los que no había hablado la 
ley. En 2 de Enero de 1864, sobre la manera de redamar contra 
la denegación de inscripción, acordada por los Registradores. Y 
en 12 del mismo mes, sobre si la prohibición de hipotecar bienes 
cuyo dominio penda de condiciones resolutorias , es aplicable á los 
bienes gravados en Cataluña con cláusula de sustitución. Hállanse 
estos informes en los Apéndices de la Memoria histórica, nú- 
' meros XV al XXIII. 

Planteada con precipitación y prematuramente la ley Hi- 
potecaria, fueron innumerables las dudas y dificultades que 
trajo consigo el aprendizaje. Esto motivó un nuevo informe de 
la Comisión, sobre el estado en que se hallaba á principios de 
1864 la aplicación de la ley Hipotecaria y la prórroga del placo 
señalado ú los Registradores pura la terminación de los índices. 
Recordó entonces lo que en 31 de Octubre de 1862 había ex- 
puesto sobre Ja necesidad de retardar el planteamiento de la 
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h\\ : y en vista de esto, so le mandó, en 1" de Febrero de 1864. 
examinar el proyecto de ley sobre prórroga del plazo señalado 
en la Hipotecaria para la inscripción de los títulos antiguos. La 
Comisión emitió su informe, y el 1 1 de Abril de 1861 se presen- 
to al Gobierno el Proyecto de ley adicional á la Hipotecaria. Un 
Ministro de Gracia y Justicia formuló ou 1866 otro proyecto 
modificando la ley en cuánto A la inscripción de los documen- 
tos antiguos; pero lo retiró su sucesor, y pidió informe á la 
Comisión sobre lo que debía hacerse para Facilitar, así la eje- 
cución de la ley como el registro de la propiedad no inscrita. 
La Comisión informó extensamente sobre ello en 14 de Abril 
de 1867. Pueden verse, en los apéndices XXIV á XXVII de su 
Memoria, los documentos que hemos citado. 

2. Hizo además la Comisión otros trabajos sobre varios 
as u utos. 

I ué consultada en 1856 sobre el restablecimiento de los Se- 
cretarios letrados en las Audiencias, que se crearon en 1853 y 
se suprimieron en 1851. Como se estaba formando á la sazón la 
ley de organización de Tribunales, la Comisión opinó que por 
entonces quedasen las cosas como estaban; pero los Secreta- 
rios fueron restablecidos. 

Informó asimismo, eu sentido favorable, sobre la creación 
del Tribunal correccional, que vino á formar la Sala cuarta de 
la Audiencia de Madrid. 

También se le consultó, é informó, en 1857, sobre un proyec- 
to de reglamento para el Ministerio fiscal. 

Fué oída sobre un convenio con la Santa Sede para el arre- 
glo de Capellanías colativas. 

8c oyó luego su dictamen sobre un proyecto de ley de 
foros. 

También se la consultó sobre una reforma en los juicios de 
desahucio, que se propuso á las Cortes en 1867. 

Varios de estos trabajos pueden verse en los Apéndices 
XXVIII á XXX de la Memoria histórica. 

3. Como último trabajo de importancia en que se ocupó. 
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mencionaremos la revisión del Código penal, que reformado no 
con grande acierto en 1850, llamaba al año siguiente la aten- 
ción del Gobierno y le suscitaba el deseo de volver sobre la re- 
forma hecha, cuya tarea encomendó á la Comisión que por en- 
tonces funcionaba. Disuelta aquélla en 1854, volvió a empren- 
der la tarea la Comisión de 1856. no proponiéndose de modo al- 
guno alterar la obra en sus principios y economía, sino refor- 
mar lo que debiese ser reformado. Iba la Comisión elaborando 
su proyecto y mejorando en él muchos puntos importantes, 
cuando estalló la revolución de Septiembre, después de la cual 
quiso el Gobierno que el Código comprendiese los delitos de im- 
prenta, y que quedasen sujetos á la lev* común. Expuso la Co- 
misión las dificultades que esto le ofrecía: pero no sólo insistió 
el Gobierno en su propósito, sino que promulgada la Constitu- 
ción de 1869, quiso que la Comisión reformase el Código en lo 
relativo á los delitos religiosos y á los derechos individuales, 
para ponerlo en armonía con la lev fundamental y las que, in- 
formadas en su espíritu, acababan de promulgarse. 

Coincidió con esto la presentación á las Cortes de un pro- 
yecto de Libro 1" de Código civil , de que la Comisión no había te- 
nido noticia, no obstante ser una de las obras que le estaban en- 
comendadas; y presentó en vista de esto su dimisión, que no ad- 
mitió el Ministro de Gracia y Justicia D, Antonio Romero Ortiz. 

Más adelante quiso el nuevo Ministro, D. Cristóbal Martín 
Herrera, que la Comisión reformase el Código penal conforme 
á las indicaciones ya expuestas, y redactase una ley de Matri- 
monio civil que había ofrecido á las Cortes. La Comisión lo in- 
tentó: nombró ponente para esa ley al Sr. Gómez de la Ser- 
na, que redactó una parte de ella. «Mas al empezar á discutirla 
(dice la Memoria), se vid que no era posible ponerse de acuer- 
do sobre la adopción del matrimonio exclusivamente profano y 
ajeno á todo culto, que, al parecer, deseaban instituir el Go- 
bierno y las Cortes, y decidió entonces, por unanimidad, mani- 
festar al Gobierno esta circunstancia y la necesidad en que se 
veía de insistir en la dimisión presentada. Tampoco la admitió 
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el Sr. Martín Herrera; pero lo hizo luego I). Manuel Rniz Zo- 
rrilla. 

4. »En los anos de su vida, dicen las últimas líneas de la Me- 
moiiu, y á pesar de las interrupciones que ha sufrido por cau- 
sas ajenas á su voluntad, ha celebrado más de 600 sesiones, y 
sus acuerdos ocupan cinco tomos en folio. Sus frutos no corres- 
ponden, sin embargo, a su laboriosidad ni á la duración desús 
tareas; pero este es el inconveniente con que tienen que luchar 
los que acometen reformas concienzudas en épocas agitadas, 
en que el poder cambia de dirección y de manos con demasia- 
da frecuencia.» 

Sobre esto mismo dijo el Sr. Gómez ele la Serna en un ar- 
ticulo publicado en esta Revista: «Muchas han sido las tareas 
de esta Comisión, < ibligada á rehacer frecuentemente sus tra- 
bajos por la instabilidad de las personas que estaban al frente 
de los negocios públicos; no viendo nunca aceptadas las bases 
llevadas á las Cortes para la organización judicial y el Enjui- 
ciamiento penal; luchando con los fueros privilegiados y no lo- 
grando que prevalecieran de hecho los principios que en la dis- 
cusión no podían menos de prevalecer, sostuvo una lucha con- 
tinua, en que salió alguna vez vencedora, como sucedió con la 
ley Hipotecaria, y otras no logró sobreponerse á las dificulta- 
des que por todas partes se elevaban contra ella.» 

Cuando la Comisión dimitió, la componían I). Manuel Cor- 
tina, Presideute; D. Pedro Gómez de la Serna, D. Juan Ma- 
nuel González Ace vedo, D. Pascual Bayarri, D. Manuel Gar- 
cía Gallardo, D. Francisco de Cárdenas y I). Cirilo Alvarez. 

5. Y amos á ampliar, por conclusión de este capítulo y como 
apéndice al mismo, algunos puntos tratados ya en los dos an- 
teriores. 

Dijimos en el capítulo VI ( 1 > , que la Comisión revisara de 
las leyes mercantiles formó un proyecto de organización judi- 
cial, que quedó sin curso en el Senado. 


(1) Véase la pAg\ 7*. 
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He aquí lo sustancial de este trabajo. Titúlase: Proyecto de 
ley orgánica de los Tribunales especiales de comercio, y consta 
de 120 artículos, distribuidos en once títulos, que tratan; el 
1°, de la jurisdicción mercantil; el 2% de la demarcación y re- 
sidencia de los Tribunales de comercio; ol 3", de la planta de 
estos Tribunales; el 4", del nombramiento y calidades de los 
Jueces de comercio; el 5 o , del nombramiento, calidades y do- 
tación de ¡os consultores de los Tribunales de comercio; el O”, 
de la posesión, tratamiento, separación y suspensión de los 
Jueces v consultores de comercio; el 7", de la responsabilidad 
de estos funcionarios; el 8 o , de los Secretarios, Vicesecretarios 
y subalternos de estos Tribunales; el 9 o , de la recusación de 
los Jueces, consultores y subalternos; el id, de la jurisdicción 
disciplinaria de los Tribunales de comercio y do su régimen 
interior; el 11 y último, del Ministerio fiscal. 

Sometidos á la jurisdicción común los negocios de que de- 
biera conocerse en juicio verbal, lo estaban, según esta ley, á 
la jurisdicción de comercio los que hubieran de decidirse en 
juicio de mayor y de menor cuantía, causando ejecutoria las 
sentencias de los Tribunales de comercio de segunda instan- 
cia, sin más recurso que el de casación ante el Tribuna! Su- 
premo. Determinan se en ella (art. los negocios en que había 
de entender la jurisdicción de comercio; y se señalaban como 
puntos donde deberían establecerse Tribunales de primera 
instancia: Alicante, Badajos, Barcelona, Bilbao, Cádiz, Carta- 
gena, la Coruña, Logroño, Madrid, Málaga, Oviedo. Palma, 
Pamplona, San Sebastián, Santa Cruz de Tenerife, Santander, 
Sevilla, Tarragona, Valencia, Vallad olid, Vigo y Zaragoza. 
Los Tribunales de segunda instancia residirían en Barcelona, 
la ' ¡oruña, Madrid y Sevilla. Los Tribunales de primera ins- 
tancia se compondrían de un Prior, dos Cónsules, cuatro Vice- 
cónsules y un Cousultor-jui’/. de instruección; los di- segunda 
instancia, de un Prior, cuatro Cónsules, cinco Vicecónsules y 
un Consultor-juez de instrucción. El Ministerio fiscal, enco- 
mendado á los funcionarios de este carácter cu el lucro ordi- 
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nario, debía intervenir en las competencias de jurisdicción, en 
los asuntos de quiebras, en los recursos de audiencia en justi- 
cia y en los demás que les asignara la ley. 

Este proyecto, que corre impreso, está firmado á 27 de Di- 
ciembre de 1801, por I). Pedro Gómez de la Serna y D. Vicen- 
te de Soto y Gimnesio. 

0. Dimos á conocer en el anterior capítulo algunas refor- 
mas que por el excesivo aumento de recursos de casación fué 
necesario hacer en la organización del Tribunal Supremo. Ju- 
risconsultos muy distinguidos fijaron por aquel tiempo su 
atención en tan importante asunto. En 14 de , fu lio de 1858 es- 
cribió el Marqués de Gerona, Presidente á la sazón de la Sala 
primera del Tribunal Supremo, un precioso trabajo titulado: 
Al recurso de casación en Hispa ñu* Propúsose demostrar en ól 
las ventajas del recurso, principalmente por lo que había de 
contribuirá la disminución de los pleitos; como también lasque 
traía consigo el sistema que para plantearlo se había seguido 
en España, los obstáculos con que este sistema luchaba cutre 
nosotros, y los medios más á propósito para mejorarlo y per- 
feccionarlo. Brilla este trabajo por la claridad de los conceptos 
y la elegante sencillez del estilo. En 20 de Junio do 1859 emi- 
tió i). Manuel de Sejjas Lozano, Fiscal que entonces era del 
Tribunal Supremo, un luminoso informe sobre el asunto, dado 
en el expediente consultivo que se formó en el Tribunal con 
ocasión del progresivo aumento do los recursos; y con la 
maestría que 1c era propia, examinó y juzgó el espíritu y las 
disposiciones de la ley de Enjuiciamiento en su relación con 
el recurso de casación. Y en 1861) publicó D. José María Man- 
resa y Navarro, Secretario do gobierno del Tribunal Supremo 
en aquel tiempo, sus interesantes Observaciones sobre el recur- 
so de casación en España. 

Expuso cu ellas el objeto de la casación y su origen entre 
nosotros; las causas del aumento de los recursos y su juicio 
sobro ellas; las cuestiones relativas á la casación en el fondo, 
á la calificación de los hechos, número de Ministros conveniente 
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para estos fallos, publicidad de las sentencias, conveniencia de 
un boletín de casación y otros puntos. Y todavía en 1803, con 
ocasión del proyecto de ley presentado á las Cortes en 4 de 
Enero de aquel año creando la Sala de previo examen, cuyo 
proyecto no llegó á discutirse, como hemos dicho en el capítu- 
lo anterior, publicó el Sr. Mauresa otras Observaciones sobre la 
reforma de la casación en lo civil, en las que trató de la necesi- 
dad de reformar y ampliar la casación y de crear la Sala de ca- 
lificación ó de previo examen, indicando sus atribuciones y las 
de la Sala de casación, y exponiendo con claridad y espíritu 
eminentemente práctico, lo relativo al efecto retroactivo de 
la ley, á la intervención del Ministerio fiscal, ála interposición 
del recargo, al procedimiento en la Sala de calificación, al mo- 
do de constituirse ésta, y al efecto de sus fallos con relación á 
los litigantes. Termina su trabajo formulando unas bases para 
la reforma, con un apéndice sobre la casación en lo criminal. 

Estos interesantes escritos contribuyeron no poco á fijar Jas 
ideas sobre la casación y la manera de aplicarla, facilitando eí 
camino á los trabajos posteriores que sobre la casación se han. 
hecho y de que más adelante habremos de dar noticia. 


* 


CAPÍTULO IX 


UvmIc la revolución de 1SGS hasta el advenimiento de J). Alfonso XII 

eit 1875. 


SI MARIO. I. 3 ai devolución do Septiembre do tS88, — ÜJuevfc Constitu- 
ían política en l*S9s dase una idea do ella.— 2. Reforma do la legislación 
mercantil en 18®.— Se proyecta un nuevo Código de Comercio cu 1.SÜÜ.— Co- 


misión que se nombró al efecto,— 8. Proyecto do un Libro I o del Código civil 
presentado á las Cortes en 1860: espíritu que lo animaba: establece el matri- 
monio civil obligatorio: juicio de 1>. Cirilo Alvaro? y D. Francisco do Cárde- 


nas sobre el matrimonio civil— 4. Se orea una nueva Comisión legislativa 
en lHtiB; trabajos que so le encomendaron— 5. Ley provisional de orgnniza- 
cion judicial; so <lft una idea do su contenido— 6. Reforma del Código penal 
en 1870: juicio de esta reforma, y en especial de la parte relativa ú los delitos 


comía la religión— 7. Ley de Enjuiciamiento criminal de 187-2: su división y 
materias que contieno— 8. Otras reforma» legales. Ley do Matrimonio civil. 
9- Nuevo proyecto de organización de Tribunales formado en 1874. 


1. Ivl 29 de Septiembre de 18G8 estalló en España, después 
de algunos meses de elaboración, uno de esos grandes pro- 
nunciamientos que tan triste celebridad nos han dado en el 
extranjero, en que vinieron al poder, con más fuerza que nuu- 
ca, los elementos revolucionarios. Y como sucede por lo común 
en estos períodos de anarquía, en que la libertad uo reconoce 
obstáculos ni trabas que la detengan eu su camino, fuá abun- 
dante en reformas leg'ales el que se inauguró en aquella fecha. 
l)e ellas vamos á hablar en este capítulo. 

Ocioso sería decir que, siguiendo la costumbre establecida 
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en todos los pronunciamientos triunfantes, se elaboró y pro- 
mulgó un nuevo Código político. Y ocioso nos parece también 
decir que este nuevo Código estaba basado en los más am- 
plios principios de libertad, con las limitaciones consiguientes 
en el principio de autoridad. En él se reflejaron las ideas que 
al estallar la Revolución de Septiembre había proclamado la 
Junta de Madrid en su manifiesto de 10 de Octubre de 1868, á 
saber: sufragio universal; libertad de cultos: libertad de ense- 
ñanza; libertad de reunión y asociación pacíficas; libertad de 
imprenta sin legislación especial; descentralización adminis- 
trativa; juicio por jurados. O lo que es lo mismo: todos los ele- 
mentos necesarios para producir una completa disolución so- 
cial. La inviolabilidad del ciudadano dió materia á no pocos 
artículos, que el interés personal de los revolucionarios exigía 
con empeño. En el 21 se consignó la libertad de cultos. Se 
concedió en el 24 el derecho de fundar establecimientos de ins- 
trucción y educación sin previa licencia. Proclamó el 32 la so- 
beranía nacional como fuente de todos los poderes. Se dió á 
las Cortes la facultad de elegir la Regencia del Reino. Se dió 
al Senado carácter electivo y duración determinada. Se esta- 
bleció en principio el juicio por jurados para los delitos políti- 
cos y los comunes que determinase la ley. Y aun se hicieron 
otras declaraciones que omitimos. Lleva esta Constitución la 
fecha do I o de Julio de 1869. Poco después se promulgó la Ley 
de organización del Poder judicial , y dos años más tarde la de 
Enjuiciamiento criminal ; formándose también por entonces un 
proyecto de nuevo Código de Comercio. 

2. A estos trabajos abrió la marcha la reforma del último Có- 
digo citado. Un decreto de 6 de Diciembre de 1868 sobre unifi- 
cación de fueros, suprimió por su art. 10 los Tribunales de co- 
mercio, llevando á la jurisdicción ordinaria las contiendas judi- 
ciales sobre obligaciones y derechos procedentes de negocia- 
ciones, contratos y operaciones mercantiles, como también los 
actos de jurisdicción voluntaria que se fundaran en disposicio- 
nes del Código de Comercio, debiendo ajustarse los proeedí- 
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mientes á la ley de Enjuiciamiento civil. Este decreto derogó, 
por su art, 12, el 325 y todo el libro 5 o del mismo Código, como 
también la ley de Enjuiciamiento mercantil, exceptuándose los 
procedimientos sobre quiebra y apremio. Las actuaciones ju- 
diciales á que se refieren varios artículos del Código habrían 
de practicarse en los Juzgados de primera instancia, modifi- 
cándose además, en los términos que allí se expresa, otros ar- 
tículos del Código mercantil. 

Dado este primer paso en la reforma, se dió otro más deci- 
sivo por decreto de 20 de Septiembre de 1869. Creóse en él 
una nueva Comisión, á la cual se encomendó la reforma del Có- 
digo sobre bases de una libertad amplísima, cual nunca hasta 
entonces se había conocido en España. Eran estas bases: — 
1 La abolición de toda traba que impida ú embaraze la facul- 
tad de los españoles para contratar libremente. — 2 a No poder 
imponerse para la legitimidad de los contratos reglas y for- 
mas determinadas y exclusivas, dándose fuerza obligatoria á 
las que fijasen los contratantes eu uso de su derecho.— 3 a Su- 
presión de todo monopolio, privilegio ó exclusión para el ejer- 
cicio de las varias profesiones mercantiles, — 4 a No establecer 
colegios ni agregaciones forzosas de clases determinadas. Y 
como consecuencia de estas bases, no exigir otras condiciones 
de aptitud para ejercer el comercio que las que exige el Dere- 
cho civil para tener personalidad jurídica; ni imponer formas 
ó métodos determinados en la contabilidad y correspondencia 
mercantil, procurando tan sólo que consten los hechos sustan- 
cialmente. 

Formaban la Comisión nombrada para este encargo D. Re- 
dro Gómez de la Serna, Presidente; D. Laureano Figu eróla, 
D. Cirilo Álvarez Martínez, D. Luis Díaz Pérez, D. Luis Ma- 
ría Pastor, D. Manuel Alonso Martínez, D. Joaquín Sanromá 
y I). Francisco Camps. Dedicóse á su tarea, que presentó ter- 
minada en 6 de Febrero de 1875, constando su proyecto de 
Código de Comercio de 924 artículos, repartidos en cuatro li- 
bros, que tratan: el 1°, de los comerciantes y del comercio en 
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general,* el 2 o , de loa contratos de comercio; el 3 o , del comer- 
cio marítimo; y el 4 D , de las quiebras. Suscriben el proyecto 
i). Manuel Alonso Martínez, Presidente (pues ya había falle- 
cido á este tiempo D. Pedro Gómez de la Serna), 1). Manuel 
Colmeiro, I). Pedro González Marrón, D. Francisco de P. Ca- 
nalejas y D. Francisco Camps. Como los principios políticos 
que predominaron en el poder hasta fin de 1874 habían va- 
riado con el advenimiento al trono del liey D. Alfonso XII, no 
se atrevió el Gobierno á plantear el proyecto, que comunicó á 
la Comisión general de Codificación, donde permaneció sin 
curso hasta 1882, en que se continuó .su revisión y examen de 
la manera que diremos en otro capítulo. 

3. Sigue á este trabajo eu el orden cronológico un Proyecto 
del libro primero dd Código civil, que en la sesión de 21 de Ma- 
yo de 1869 presentó á las Cortes I). Antonio Romero Ortiz, 
Ministro á la sazón de Gracia y Justicia. Consta de 429 ar- 
tículos, repartidos en 16 títulos, á la cabeza de los cuales va 
otro preliminar. K1 orden de materias es semejante al de los 
demás proyectos de su clase. Trátase cu este libro de las leyes 
y sus efectos, de las diferentes personas civiles, de los españo- 
les y extranjeros, de la vecindad y domicilio, del matrimonio, 
de la paternidad y filiación, de la adopción, menor edad, pa- 
tria potestad, emancipación, tutela, curaduría, ausentes y Re- 
gistro civil, (Jad espíritu anima á este Proyecto, lo dice el 
preámbulo que le precede, donde su autor manifiesta que ha 
hecho las mas notables reformas en la parte relativa al estado 
civil, «dados los nuevos y recientes progresos de la vida mo- 
derna, activada con el desarrollo intelectual, abierta con re- 
suelto ánimo á ideas que acusan progresión social, fecunda en 
aspiraciones de incesante independencia personal.» Cree el 
Ministro «ajue permanecer inactivos ante semejante espectácu- 
lo sería atentar en nombre de la timidez á la marcha lenta v 
segura que en su magnífico destino lleva la humanidad.» Para 
muestra de las ideas á la sazón predominantes, nos parece que 
bastan las precedentes líneas. 



Más adelante añade que «las tradiciones no deben ser re- 
mora al paso firme y resuelto de la marcha de la humana ci- 
vilización, y que la ciencia exige y los adelantos sociales re- 
claman grandes reformas en el estado civil de las personas.» 
Por eso mismo, declarada la libertad religiosa, el Ministro cree 
deber establecer el matrimonio civil, y esto de un modo tan 
terminante, que el art. 61 dice: «La ley no reconoce como ma- 
trimonio legítimo más que el celebrado en la forma prevenida 
en el presente Código.» \ añade el 63: «El matrimonio se ce- 
lebrará públicamente delante del oficial del Registro civil.» 
Este oficial del Registro civil debía ser un funcionario de nue- 
va creación, «encargado de autorizar con su presencia los ma- 
trimonios», según dice el art. 62. A continuación se legisla so- 
bre cL divorcio, sus efectos y la disolución y nulidad del ma- 
trimonio (1). 


No fue este Proyecto obra de ninguna Comisión de Códi- 
gos, pues no tuvo parte eu él la que á la sazón existía, creada 
en 1869. Ni su presentación produjo efecto alguno, porque no 
llegó ¡i discutirse, y lo retiró luego otro Ministro. 

Su neta más salieute es, según puede verse, el estableci- 
miento del matrimonio civil como único legítimo , siendo esta 
la vez primera que se veía en España una enormidad seme- 
jante. No vamos aquí á juzgar el matrimonio civil, nacido al 
calor del ateísmo francés en el vértigo de su primera revolu- 
ción, y que no es más, después de iodo, sino una de las lórmu- 
las de la secularización moderna, que empeñada en arrojar á 
la Iglesia del Estado, quiere sustituir á su santa y bienhecho- 
ra i utcrvciiciuu cu los más solemnes momentos de la \¡da del 
hombre la intervención del poder secular, reemplazando la 
partida de bautismo con la inscripción eu el Registro civil, el 
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(i) Se halla infarto en el torno IV ilol Din no de del Congreso de 

lo* Diputa dos, con' expendiente 4 ht legislatura de unido ai número de -l 

de Mayo de dicho año. 
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rro religioso con el entierro civil. Pero si nada vamos á decir 
por nuestra cuenta del matrimonio civil, vean nuestros lecto- 
res lo que de di dijo en la Revista de Legislación un juris- 
consulto insigne, que ocupó los más altos puestos del Estado, 

y á quien nadie ciertamente tachará de reaccionario, D. Cirilo 
Alvarez Martínez. 


«¿Es el matrimonio civil (dice) un progreso de los tiempos 
modernos, ó un retroceso moral? En nuestra opinión, lo último. 

»E1 matrimonio civil, en que los esposos no se juran fideli- 
dad ante los altares, no responde á ninguna idea elevada. 
Cuando este acto solemne no reviste á la vez el carácter reli- 
gioso, no cabe invocar la santidad de la familia... ni responde 
tampoco á los más bellos sentimientos de la mujer. La mujer 
honrada sólo ante Dios puede hacer el sacrificio de su pudor 
v elevarse dignamente al honor de ser madre; y el pudor es 
un sentimiento innato en las mujeres, como es también el 
primero de sus encantos, el que más las enaltece... y no hay 
que exigir á la mujer cristiana, no hay que pedir á la joven 
honrada y pudorosa, el sacrificio de esa pureza primitiva de su 
alma, en nombre sólo de mi humano interés... Solamente á fa- 
vor del sentimiento de un deber religioso, es como tiene fuer- 
zas para abandonar la casa paterna. Así también, la madre 
que llora en el fondo de su alma esta separación y el padre 
• 'i'' la autoriza, consienten en ella con amargura, pero sin 
humillación ni remordimiento* 


asi únicamente es el matrimonio origen, fecundo de 
grandes virtudes domésticas: la virtud de la honestidad, la 
Virtud ríe la abnegación y del sufrimiento. En tanto que e] 
matrimonio civil, principiando por humillar la dignidad de 3a 
nuijei, apenas si se distingue de la vergonzosa mancebía, del 
concubinato; y rebajando la institución á las condiciones de un 
contrato común, ó tal vez de un negocio, despoja á la familia 
de su carácter patriarcal y debilita la autoridad paterna; y la 
familia moderna, harto dispersa ya en Europa por un conjun- 
to de causas lamentables, acabará, merced al matrimonio d- 
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vil, por la relajación de todos los vínculos, tal vez por la degra- 
dación universal.» 

Al argumento en favor del matrimonio civil, de que al res- 
tablecerse en Francia el culto católico se mantuvo aquél vi- 
gente, contéstalo que sigue: «El primer Imperio no restableció 
el culto en Francia sino después de muchos años de revolución 
y de trastorno; y ya para entonces el matrimonio civil se había 
generalizado en la sociedad francesa. Unos lo habían contraído 
dejándose arrastrar por la impiedad de su tiempo, y otros ce- 
diendo á una terrible necesidad en la desaparición de todos los 
cultos, puesto que el matrimonio religioso no podía celebrarse 
ante la Iglesia en un país que había deificado la rozón kimona 
y al que le faltó poco para deificar la pitillo tina* 

»En cuanto á que Bélgica, Italia y otros países han escrito 
después en sus leyes el matrimonio civil, no diremos más que 
una cosa, porque es pobre el argumento. También lo hemos 
escrito nosotros; y es, que las ideas de la revolución francesa, 
vulgarizadas y extendidas en los pueblos de Europa, nos han 
contagiado á todos y han creado ese escepticismo fatal, que 
en materias religiosas se ha apoderado del espíritu de nuestro 
tiempo.» 

EL artículo del Sr. Alvarez concluye de este modo: 

«El matrimonio civil, v tantas otras instituciones que se le 
parecen y que dan á la civilización de nuestro tiempo un tipo, 
una fisonomía especial, revelan una tendencia temible á debi- 
litar las creencias religiosas y con ellas el sentimiento del de- 
ber en las muchedumbres, que no tienen otro freno moral ni 
otra noción de derecho. Pues que no se engañen los poderes 
de la tierra. Si seguimos así, no hay más que decidirse entre 
esta cruel alternativa: ó la idea do Dios y la virtud del senti- 
miento religioso, influyendo poderosamente cu todas las cla- 
ses sociales é inspirando á cada cual un espíritu de conformi- 
dad con su suerte; ó de otro modo, la indisciplina social, la re- 
belión permanente en las masas y la inmoralidad en todas las 
esferas. No es posible salir de este dilema: O Dios , ó el palo. 
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O la idea de Dios vigorizando el poder temporal y sancionan- 
do la Moral y el Derecho, ó la demagogia triunfante, <S la dic- 
tadura brutal de la fuerza» (1), 

Iíasta aquí el Sr. Alvarez. Poco antes de publicarse su ar- 
tículo, había escrito otro eminente jurisconsulto, D. Francisco 
de Cárdenas, un estudio histórico-crítico sobre el matrimonio, 
notable pur su asombrosa erudición. Y en él dice, entre otras 
cosas: 


«EL matrimonio, que es la base de la familia, origen y fun- 
damento de la sociedad, fuente de los derechos más importan- 
tes y el acto más transcendental de la vida, ¿cómo ha de que- 
dar abandonado á las contradicciones y ambigüedades de una 
doble legislación, manantial perenne de dudas y conflictos? 
¿\ no ha de tener él Estado obligación perfecta de salvar á la 
sociedad de tan graves peligros y notorios daños? Los anti- 
guos legisladores, haciendo del matrimonio un acto religioso, 
quisieron darle una base más sólida y permanente que la de 
las otras instituciones humanas, á fin de ponerlo á cubierto de 
la veleidad de los tiempos y del influjo de pasajeras circuns- 
tancias. Cuando Jesucristo dijo: gmd Deus conjunMé, homo non 
separci, no solamente hizo indisoluble el matrimonio, sino que 
ío exceptuó de la jurisdicción temporal para darle otras leyes 
mas permanentes, como son las que se dirigen á la conciencia 
y tienen su sanción en el cielo» (2). 


Debíamos consignar aquí estos pensamientos, porque la 
inmensa importancia y transcendencia de esta cuestión así lo 
exigen. Harto lo dieron á conocer desde 1870 á 1874 la per- 
turbación social y los amargos conflictos que produjo en Es- 
paña el llamado matrimonio civil. 


(1) El Matrimonio WnV, por I). Cirilo Alvarez: tomo OH do la Revista di 
Legislación, púgs, 427 y siguientes, 

C2) El Matrimonio mi «u» telaría, u* hiitórim» cmt el JüitaUo y v mi la fgfeein, poi 
11. Francisco de Cárdenas, Madrid, 1670. 
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Continuemos ahora nuestro relato histórico. 

4. Admitida, como lo fué en 1" de Octubre de 1869, la dimi- 
sión que presentó la Comisión creada en 1856, creóse en 2 de 
dicho mes una Comisión legislativa, compuesta de dos seccio- 
nes, tituladas de legislación civil y de legislación penal, podien- 
do sus vocales adscribirse libremente á una ú otra, ó á ambas 
á la vez. Era su Presidente nato el Ministro de Gracia y Justi- 
cia, teniendo además cada sección el suyo. Formaban la Cu- 
misión D. Nicolás María Bívero, el Presidente y Fiscal que 
entonces eran del Tribunal Supremo, 1). Laureano Pignoróla, 
X). José María Fernández de la Hoz, i). Cristóbal Martín He- 
rrera, I). Cristinp Hartos, I). Santiago Diego Madrazo, Don 
Juan Manuel Montalbán, D. Eugenio Montero Ríos, D. Ale- 
jandro Groizard, D, Tomás María Mosquera, D. Segismundo 
Morct y Prendergast, D. Francisco Pisa Pajares, D. Pedro 
González Gutiérrez y I). Augusto Comas, Secretario general. 
Filé nombrado Presidente de lo civil el del Tribunal Supremo, 
que lo era D. Pedro Gómez de la Serna, y de lo penal D. Ni- 
colás María Rivero. 

A la Sección de legislación civil se encargó redactar una ley 
de organización de Tribunales y otras sobre Matrimonio civil, 
la reforma de la casación y la del procedimiento civil. 

5. Formóse, en efecto, la Ley provisional sobre organización 
del Poder judicial, para cuyo planteamiento se obtuvo autori- 
zación de las Cortes, que la concedieron en 23 de Junio de 1870, 
y en virtud de ella se la puso en vigor en 15 de Septiembre si- 
guiente. 

Aunque esta ley era, de hecho y en la práctica, una verda- 
dera novedad en España, estaba lejos de serlo en la esfera de 
la ciencia, puesto que, como liemos dicho en olro capítulo, la 
había formado en su mayor parte la Comisión de Códigos de 
1856. Y hasta se explica la facilidad con que fué en esta oca 
síón redactada, teniendo en cuenta la gran parte que en el pro- 
yecto que se había elaborado antes tuvo 1). Pedro Gómez de la 
Serna, Presidente ahora de la Sección de lo civil. Así es, que 
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salvo ciertos puntos en que el criterio de ambas Comisiones di- 
fería notablemente, la de 1S56 pudo decir que en esta ocasión 
veían sus trabajos la luz pública. 

Consta la ley de 932 artículos, distribuidos en 22 títulos. 
Tratan los seis primeros de la planta y organización de los 
Tribunales; de las condiciones necesarias para ingresar y as- 
cender en la carrera judicial; del nombramiento, juramento, 
antigüedad, tratamiento, traje y dotación de los Jueces y Ma- 
gistrados, y de la inamovilidad y responsabilidad judicial. Los 
tres que siguen, de las atribuciones y competencia de los Juz- 
gados y Tribunales, y de la recusación de sus funcionarios. El 
noveno y siguientes, hasta el 17 inclusive, de los auxiliares y 
subalternos de los .Juzgados y Tribunales, del gobierno y ró- 
giraen de óstos, de la constitución y atribuciones de las Au- 
diencias y del Tribunal Supremo, de sus Salas de gobierno, de 
la apertura de los Tribunales, modo de constituirse, audien- 
cias y policía de estrados en los Juzgados y Tribunales, y de la 
forma de dictar acuerdos, providencias, autos y sentencias. líl 
18 y 19, de la inspección y vigilancia sobre la Administración 
de justicia y de la jurisdicción disciplinaria. El 20, que es el 
más extenso, del Ministerio fiscal: el 21, de los Abogados y 
Procuradores; y el 22, de las vacaciones y licencias. Alas dis- 
posiciones transitorias, en su mayor parto graves ó importan- 
tes, esta dedicado el título 23, último de la ley, en que se man- 
da hacer trabajos legales de gran interós. 

La ley que nos ocupa estableció cinco órdenes de Tribuna- 
les, á saber: los Jueces municipales; los de instrucción: los 
Tribunales de partido; las Audiencias, y el Tribunal Supremo 
(art. 12). Debía hacerse, para su mejor distribución, una nueva 
división judicial del territorio (art. 13p En cada partido judi- 
cial habría, según ella, un Tribunal compuesto do tres Jueces 
(art, 33), de los cuales tendría uno el carácter de Presidente 
(art. 36). Las Audiencias continuarían donde hoy se hallan es- 
tablecidas. Se manda crear un cuerpo de aspirantes á ia judi- 
catura, debiendo fijar cada año el Gobierno el número suficíen- 



te ;i cu ^ rír I a3 cacantes de los Juzgados de instrucción que en 
ól puedan ocurrir (art. 80). 

El escalafón del personal déla Administración de justicia 
compren dona (art. 167) los siguientes grados : Aspirantes: 
Jueces de instrucción: Jueces de Tribunales de partido de in- 
greso: Jueces de Tribunales de partido de ascenso y Presiden- 
tes de los do ingreso: Presidentes do Tribunales do" partido de 
ascenso: Magistrados de Audiencia de provincia; Presidentes 
de Audiencia y de Sala de Audiencia en provincia, y Magistra- 
dos de la de Madrid. Presidente y Presidentes de Sala de Ma- 
drid. Magistrados del Tribunal Supremo y Presidentes de Sata 
del mismo. 


El capítulo fija los sueldos de los funcionarios en todas 


sus categorías. 


La inamovilidad judicial se establece en el art, 9 o , y se le- 
gisla sobre ella en los artículos 221 y 222. 

Se suprimen los recursos de fuerza en el modo de proceder. 

Se crean los Secretarios judiciales, archiveros judiciales y 
oficiales de Sala (art. 472), debiendo haber Secretarios cu todos 
los Tribunales, desde los Juzgados municipales hasta el 'Tri- 
bunal Supremo (art. 473), y se señalan sus atribuciones. 

Se establece la inspección y vigilancia sobro la Adminis- 
tración de justicia, confiada á los Presidentes de los Tribuna- 
les, Ralas de gobierno y de justicia y Tribunales do partida 
(art. ¿09); como también la corrección disciplinaria, pudiendo 
imponerse á los funcionarios judiciales las siguientes: repren- 
sión simple; reprensión calificada; postergación para ascensos: 
privación de sueldo; suspensión do empleo y privación de suel- 
do (art. 741). 


La organización del Ministerio fiscal está trazada en el tí- 


tulo XX (arta. 763 á 854). El orden de categorías es el siguien- 
te: Fiscal del Tribunal Supremo: Teniente Fiscal del mismo 
y Fiscal do la Audiencia de Madrid: Fiscales de las Audien- 
cias: Abogados Fiscales del Tribuna! Supremo y Teniente fis- 
cal de la Audiencia do Madrid: Tenientes Fiscales de Audien- 
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cíüs do provincia y Abobados Fiscales Je la de Madrid: Fis- 
cales de los Tribunales de partido de ascenso: Fiscales de b s 
Tribunales de ingreso. Fd cargo de Fiscal de Juzgado munici- 
pal no da categoría (árt. 707). También se creó un cuerpo de 
Aspirantes al Ministerio fiscal (art. 7(19). 

fi. Antes de promulgarse !a ley de que acabamos de hablar, 
se había reformado del C6di0 penal, así para ponerlo en armo- 
nía con los principios sancionados en la Constitución de 1869, 
como para satisfacer la necesidad, generalmente sentida, de 
poner freno al ejercicio de los derechos individuales, según lo 
declaró la voz más autorizada en este asunto, la del Sr. Mon- 
tero Ríos, autor de la reforma, en e] discurso de apertura de 
los Tribunales leído en 1870. La autorización para plantear 
el Código filé votada en 17 de Junio de este año, y el Código 
se puso en vigor por decreto de 30 de Agosto siguiente. 

He aquí las principales reformas que introduce. Para satis- 
facer las exigencias de la libertad religiosa que acababa de 
establecerse, se suprimió en el libro 2 o el tít. 1, que trataba de 
los delitos contra la relígdón, sustituyéndole, en el tít. II del 
mismo libro, la sección 3", que trata de los delitos relativos al 
libre ejercicio de los cultos; y para regular y garantir el ejer- 
cicio de los derechos individuales, también consignados en la 
Constitución, se añadió en el mismo título y capítulo la sec- 
ción 2“, tras de la cual viene la que antes hemos indicado. De 
modo que se colocaron los delitos contra la religión entre los 
delitos cometidos contratos derechos individuales. También, 
como consecuencia de las nuevas ideas, se llevaron al libro 3 o 
del Código las faltas de imprenta. 

Juntamente con estas reformas, se ven otras de distinto ca- 
rácter en el Código penal de 1870. Se modificó lo relativo á la 
conspiración ó proposición para cometer un delito. Se supri- 
mió la circunstancia 22 de las agravantes, relativa al uso de 
armas prohibidas. También se suprimió la vigilancia de la 
autoridad, á que quedaban sujetos los que habían sufrido algu- 
na condena cuando recobraban su libertad; y el tít. VI del li- 
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i™ ¿ , qoe trata de los vagos y mendigos. Lo fueron también 
las penas perpetuas, porqne b. do cade», canudo tioae este 
carácter, termina á los treinta años si el reo ha observado buc- 

'* ^ '‘un cuando se prolongue la peoa por otro dc- 

hto deque haya sido autor, adío puede durar esta prolonga- 

cidn dios anos más. Todavía pudiéramos indicar otras refor- 
nías, que omitimos. 

Su espíritu, en general, como inspirado en las modernas 
ideas de humanitarismo y de compasión hacia los criminales, 
es el de aminorar las penas, con no poco daño do los principios 
c intereses sociales (pie debe garantir la ley pena], 

Es, a nuestros ojos, la más grave de estas relajaciones, la 
que se cometió al tratar de los delitos contra la religión. Fu la 
edición del Código penal de 1848 y en la de 1850, ocupan estos 
o (tos el lugar que por su alta importancia deben ocupar 
el pnmero entre todos. En la de 1870 quedaron rebajados á la 
categoría de delitos comeados mu ocasión del ejercicio de los dere- 
c ios inda- /duales amaizados por la Constitución: y bien se de- 
ja conocer hasta qué punto se degradó aquí el altísimo carác- 
er de la religión. La religión, no sólo por ser divina, sino aun 
humanamente considerada, es la más alta de las instituciones 
del Estado, la que mayor acatamiento merece, laque está 
el hombre más obligado á respetar. Con suma razón los deli- 
tos que puedan cometerse contra ella aparecían colocados, en 
las ediciones anteriores del Código, antes que tos que afee- 
tena la seguridad del Estado ó á la Constitución, á los de tosa 
majestad y á los que combatan la forma de Gobierno; porque, 
en efecto, antes que todas estas cosas está la religión. ¿Cómo, 
pues, ni de dónde le pudo venir á la religión el carácter de de- 
recho que garantiza la Constitución del Estado , cuando ella es, 
no ya un derecho, sino un deber, que está por encima de todas 
las Constituciones? Con la más profunda convicción lo deci- 
mos: ni nuestra dignidad como hombres, ni nuestra concien- 
cia como cristianos, pueden consentir, por más que la vean 
consumada, una degradación semejante. Quédese ese carácter 
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de (UrecJio garantido por la Constitución para el ejercicio de los 
falsos cultos, porcine en efecto, sólo de la Constitución reciben 
las falsas religiones la garantía para su ejercicio, que sin ella 

no podrían tener. 

El Código penal de 1870 rige cuando escribimos estas lí- 
neas (Febrero de 1887 o Varias veces después de la Restau- 
ración se ha intentado reformarlo, y hasta se han impreso 
tres proyectos de reforma; pero ninguno ha llegado á ser ley. 
l)e esto hablaremos más adelante. Por la precipitación con que 
se redactó, adolece de no pocos defectos de estilo y de otra cla- 
se (fuera de los gravísimos ya indicados) que se procuró en- 
mendar en un decreto de 1 (> de Enero de 18/1, dictado so pie- 
texto de corregir erratas. 

7. De mucho tiempo atrás se dejaba sentir la necesidad de 
una Ley de Enjuiciar, líenlo criminal, y ésta fue otra de las 
obras que, comenzadas por la Comisión de 18of>, vinieron á 
terminarse en este período. Como su formación estaba decre- 
tada en la primera de las disposiciones transitorias de la ley de 
organización del Poder judicial , una vez (orinada por la Comi- 
sión legislativa, se la puso en vigor por decreto de 22 do Di- 
ciembre de 1872, haciéndola preceder de unas reglas para su 
planteamiento. 

Consta la ley de 902 artículos, divididos en tres libros, á 
los que precede un título preliminar. Contiene este título las 

disposiciones generales. Los tres libros se intitulan: el I o , del 
sumario; el 2", del juicio oral; el ti", del procedimiento para 
el juicio sobre faltas. Sigue un título adicional, que trata del 
procedimiento para la extradición de los procesados que se ha- 
llen en país extranjero. 

Compréndese entre las disposiciones generales del título pre- 
liminar, lo relativo á las personas á quienes corresponde el ejer- 
cicio de las acciones penales; al derecho tic defensa y beneficio 
de pobreza; á las notificaciones y citaciones, suplicatorios y 
exbortos, términos judiciales, modo de redactar las sentencias, 
recursos contra las resoluciones de los Tribunales, costas, de- 
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cía ración de rebeldía del procesado, y obligaciones de los Jue- 
ces y Tribunales respecto tí la estadística judicial. 

Contiene el libro 1 , que trata Del sumario ¡ las disposiciones 
sobre la querella, denuncia, policía judicial, instrucción, cuer- 
po del delito, informes periciales, detención, prisión y liber- 
tad provisionales; entrada y registro en lugar cerrado, fianzas 
^ embargos, procedimientos especiales en el sumario, respon- 
sabilidad civil de terceras personas y conclusión del sumario. 

Rajo el epígrafe Del juicio oral, trata el libro 2 o de la califi- 
cación del delito, de los artículos de previo pronunciamiento, 
del juicio oral ante los Tribunales de derecho, del juicio oral 
ante el jurado, de los recursos de casación y de revisión, y de 
la ejecución do las sentencias. 

Trata finalmente el libro 3'’ Del juicio sobre fallas en pri- 
3 era y en segunda instancia,- 

La novedad más importante de esta ley fu ó el estableci- 
miento del juicio oral y del jurado. El jurado puede y debe 
conocer, scg'ün ella, de todas las causas que se formen por de- 
litos áque las leyes señalan penas superiores, en cualquiera de 
sus grados, á la de presidio mayor, según la escala del art. 2(i 
del Código penal. Debe también conocer de las causas por de- 
litos comprendidos en el título II y en los capítulos l‘\ 2 o y 3“ 
del título 111, libro II del Código penal; de los delitos doctora- 
les, y de los que se cometan por medio de la imprenta, el gra- 
bado ú otro medio mecánico de publicación. Exceptúanse, no 

obstante, los delitos de injuria y calumnia que por estos me- 
dios se cometan contra particulares y los cometidos por perso- 
nas á quienes hubiese de juzgar el Tribunal Supremo, confor- 
me á los artículos 281 y 284 do la lev orgánica del Poder judi- 
cial. Debía, pues, intervenir el jurado en todas las causas por 
delitos graves. 

La ley de que acabamos de hablar lia sido derogada por la 
de 14 de Septiembre de 1882, de que en su lugar daremos 
cuenta. 

8. Además de loa tres Códigos mencionados, se plantearon 
por este mismo tiempo otras reformas legales. 
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La ley de 18 de Junio de 1S70 estableció el recurso de ca- 
sación en las causas criminales. Esta importante medida la 
reclamaban de tiempo atrás la opinión y la ciencia. Compren- 
dió esta ley, en 08 artículos, distribuidos en 11 capítulos, de 
los cuales está dedicado el último ai recurso de revisión, todo 
lo referente al asunto; pero sus disposiciones quedaron dero- 
gadas por la ley de Enjuiciamiento criminal de 1872, cuyos 
artículos 82 á 85, 116 y 766 á 861, regularon después el recur- 


so de casación en materia criminal. 

Eu la misma fecha (18 de Junio de 1870) se dio también ta 
Uy del Maírinoráo civil, por la que se atribuyeron á este, ne- 
gándolos al matrimonio religioso, es decir, al verdadero matri- 
monio, ios efectos civiles respecto á las personas y bienes de 
los cónyuges. Cuántos disg'ustos y couilíctos produjo esta ley, 


y cómo vino á traer la perturbación y la alarma al seno de las 
familias, lo saben todos nuestros lectores. Afortunadamente la 
dejó sin efecto eu 9 de Febrero de 1875 un decreto refrenda- 
do por D. Francisco de Cárdenas, á la sazón Ministro de Gra- 
cia y Justicia, que aun está vigente. 

Consta esta ley de 100 artículos, uua disposición general y 
una transitoria. Los 100 artículos se distribuyeron eu siete ca- 
pítulos, que tratan de la naturaleza del matrimonio, las cir- 
cunstancias de aptitud necesarias para contraerlo. las diligen- 
cias preliminares á su celebración, el acto de celebrarlo, los 
efectos generales del mismo respecto á las personas y bienes 
de los cónyuges y sus descendientes, los medios do probar el 
matrimonio, el divorcio, y la disolución y nulidad del matri- 
monio. Por esta ley se concedió la patria potestad á la madre 
en defecto del padre. 

Juntamente cou las dos leyes mencionadas, presentó el 
Gobierno á las Cortes, y fueron aprobadas, la de reforma de la 
casación civil y la relativa al ejercicio de la gracia de indulte. 
Y en la misma ley de autorización se decretó la abolición de l a 
pena de argolla, y se dictaron disposiciones relativas á la pena 
de interdicción, v á la reversión ai Estado de los oficios de la 
fe pública enajenados por la Corona y provisión de Notarlas . 
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La ley de reforma de la casación civil consta de 77 artícu- 
los, distribuidos en siete secciones, donde, después de las dis- 
posiciones generales que forman la primera, se legisla sobre 
la interposición de los recursos por infracción de ley ó doctri- 
na, por quebrantamiento de forma, ó por ambas cosas á la vez, 
y sobre los que se interpongan contra tas sentencias pronun- 
ciadas en Ultramar. El Tribunal Supremo, después de anular 
la ejecutoria (si hallase méritos para ello) debía, según esta 
ley, devolver los autos á la Audiencia de que procedieran, para 
que los fallase con arreglo á derecho. 

La ley para el ejercicio de la gracia de indulto const a de tres 
capítulos y 32 artículos. Determínansc en ellos: quiénes pue- 
den ser indultados: las clases y efectos del indulto; y el proce- 
dimiento para solicitar y conceder esta gracia. 

Un nuevo proyecto de organización de Tribuno les , en que 
se reformaba la ley orgánica del Poder judicial, ideo el señor 
1). Eduardo Alonso Colmenares, Ministro de Gracia v Justicia 

J :|JÉ 

en 1874; proyecto que formuló eu unas bases que, por haberse 
disuelto las Cortes, presentó al estudio del Consejo de Estado 
en 30 de Octubre de dicho año. Debía haber, según ellas, cin- 
co órdenes de Tribunales, á saber: Jueces municipales, juzga- 
dos de partido, Tribunales de circunscripción, Audiencias de 
distrito y Tribunal Supremo. Los juzgados municipales serían 
uno ó más en cada término municipal. Los juzgados de parti- 
do continuarían donde ya estaban, con las categorías de en- 
trada, asceuso y término. Ejercerían en lo civil las mismas 
atribuciones que antes tenían, y en lo criminal serian Jueces 
de apelación para los juicios de faltas y de instrucción eu lo 
criminal. Se suprimirían los Promotores fiscales, quedando co- 
metidas sus funciones eu los juicios de faltas y eu ciertos 
asuntos civiles, á los juzgados municipales. En cada capital de 
provincia se establecería un Tribunal de circunscripción, com- 
puesto de cinco Magistrados, un Fiscal y uno ó más Tenientes 
fiscales, pudiendo establecerse además en otros puntos en que 
las necesidades del servicio lo exigiesen. Estos Tribunales co- 
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nocerfaii en primera instancia, y enjuicio oral y publico, de Ia3 
causas por delitos que se cometiesen en sus respectivos terri- 
torios. Se conservarían las Audiencias de distrito á la sazón 
existentes; y aunque formarían dos Tribunales separados, se- 
ría uno mismo el Presidente y el Fiscal de la Audiencia y del 
Tribunal de la circunscripción. En cuatro de estas Audiencias 
(las de Canarias, Mallorca, Oviedo y Pamplona) habría una 
sola Sala para lo criminal y lo civil. Habría, finalmente, un 
Tribunal Supremo, con las atribuciones que son conocidas <> 
las que en lo sucesivo se le asignaran. Se declaraba la íu- 
amovilidad de los funcionarios de la carrera judicial, y el in- 
greso en la carrera judicial por oposición. 

Favorablemente juzgadas estas bases en un informe del 
Consejo de Estado, iba á plantearse la organización que en 
ellas se proyecta, y estaba ya redactado el decreto para presen- 
tarlas á las Cortes, cuando se verificó la Restauración (Enero 
de 1875) que las dejó sin efecto. 

Este fuá el último trabajo de codificación en cí periodo á 
que hemos consagrado el presente capítulo. 


CAPÍTULO X 


Desde la creación de la Comisión de Códigos en 1875 hasta el año 1881). 


HY MARIO: L Créase nmi nuera Comisión Ja Códigos cu ÍS7ó, Trabajo* 
quo sn lo oiicomionJfin. — 2, Reforma de la ley tío Organización Jol Podar 
judicial: proyecto do GStablocruniciito Je Tribunales i iuL ir*. — Proyecto 

d* ley Orgónira Je la carrera jiulidiil y fiscal, — 4. Reforma da la ley do 
Casación civil. — 5. Proyecto de ley do foros. — ÍL Reforma del Código penal: 
trabajos de la Comisión sobro esta materia desde 1*77 a I S7S. ~7, Reforma de 
la ley de Enjuíeiamiemto civil; dase nmi idea do ella- — 8* iN nevos trabajos so- 
bre oí Código penal: proyecto da reforma presentado por Ib. Saturnino .Viva- 
reis Bugalla! en 1880, — 9 Cambios ocurridos durante esto quinquenio en la 
organización y en el personal do la Comisión, 


1. El cambio que se operó en la política y en el gobierno 
con el advenimiento al trono del Rey L). Alfonso XIT en 1875, 
hizo que de hecho, ya que no de derecho, quedasen sin efecto 
muchas de las cosas que habían caracterizado á la situación 
anterior, y que fuese necesario hacer graneles reformas en las 
instituciones y en las leyes. Nada, por tanto, más natural 
que crear una nueva Comisión de Codificación, y así lo hizo 
el Ministro de Gracia y Justicia, que á la sazón lo era 1). Fran- 
cisco de Cárdenas, nombrando para componerla catorce juris- 
consultos y Magistrados de gran Hombradía. 

Lleva el decreto de su creación la fecha de 10 de Mayo de 
aquel año. Según él, la Comisión debía constar de dos sec- 


ciones. 
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Formaban la primera Sección, de lo civil, D. Florencio Ro- 
dríguez Vaa monde, Presidente; I). Manuel Alonso Martínez, 
I). .luán Manuel González Accvedo, 1). José María Mauresa, 
D. Benito Gutiérrez, D. Valeriano Casanueva y D. Domingo 
Rivera. 

Formaban la segunda Sección, de lo criminal D. Cirilo \1- 
varcz Martínez, Presidente; I). Fernando Calderón Collantes. 
D. Podro IN olasco Aunóles, L). Cristóbal Martíu de Herrera, 
1). Laureano de Arrieta, D. Pascual Bavarri v 1). José de En- 

f fc ! v 

traía y Perales. 

Para Secretarios de las secciones se nombró á D. Carlos 
María Pcrier y al autor de este escrito (1). 

Á la Sección primera encomendó el Ministro, por Real orden 
de 19 de Junio siguiente, que revisase la ley orgánica del Po- 
der judicial y propusiese en ella las reformas necesarias, fijan- 
do sobre todo su atención en los Tribunales colegiados, que 

no habían llegado aún á establecerse, á pesar de preceptuarlo 
la ley. 

A la Sección segunda encomendó, por ¿Real orden de igual 
fecha, que revísase la ley do Enjuiciamiento criminal y prepa- 
rase en ella las reformas convenientes, lijando su atención en 
el Jurado, institución que no parecía acertado restablecer, v 
en el juicio oral y publico, que por el contrario pudiera plan- 
tearse en los Tribunales de derecho. 

2. Aunque las dos secciones emprendieron desde luego sus 
trabajos, creyó la seg'unda que debía esperar, para el desarro- 
llo de los suyos, ti que la primera terminase las bases de la or- 
ganización judicial, Discutiéronse éstas en 20 sesiones, que 
terminaron en fines do Enero de 1876, y quedaron acordadas 
las siguientes: 1‘, que hubiese juzgados municipales, uno por 


( I) Basta esta indicación para (pie se comprenda por qué en todo io 
que resta del presente opúsculo, al exponer lo que ¡a Comisión hizo cu 
los muchos y muy importantes trabajos que lia tenido á su cargo, se 
abstendrá el auLor de iodo juicio ó apreciación acerca de ellos. 


lo menos en cada municipio: 2 a , que continuasen los jueces de 
partido donde existían, siendo cu lo penal tan sólo jueces de 
instrucción: d , que se estableciesen Audiencias de lo criminal 
en todas las provincias de España, en les puntos en que de- 
terminase la ley: 4 a , que hubiese Audiencias de lo civil donde 
éstas existían ya de antiguo, formando, donde las hubiese, 
un solo Tribunal con la Audiencia de lo criminal; y 5 a , que hu- 
biese, como hasta aquí, un Tribunal Supremo, único cu su 
clase. 

En los artículos de que consta cada base, se amplía y se 
desarrolla su pensamiento. 

Los Promotores fiscales quedaron Suprimidos, por no consi- 
derárseles necesarios, pasando á los Fiscales municipales sus 
atribuciones, en los asuntos para los que aun se consideró ne- 
cesaria su intervención en primera instancia. 

Los Tribunales colegiados de provincia, ó Audiencias de lo 
criminal, se compondrían de un Presidente, cuatro Magistra- 
dos, un Fiscal, un Teniente y un agente fiscal y otros auxilia- 
res. Podía haber más de uno en cada provincia. 

Deberían conocer en primera instancia, y en juicio oral y 
público, de todas las causas por delitos cometidos en su terri- 
torio, salvas las excepciones que estableciese la misma lev; v 
podrían dividirse en dos Salas para el más pronto despacho de 
las causas de penas correccionales, cuando así lo exigiesen 
las atenciones del servicio. 

Tendrían las Audiencias de lo civil análogas atribuciones 
ó las que hoy tienen. 

Se consigna el principio de que, donde hubiese más de un 
juez, se podría separar lo civil de lo criminal, designando el 
Gobierno los jueces que habrían de entender en cada clase de 
negocios. 

3. Más adelante veremos cómo esta organización llegó á 
prevalecer andando el tiempo; pero su ejecución quedó por 
entonces aplazada. 

Creyó, en efecto, el nuevo Ministro, D. Cristóbal Martín de 
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Herrera, que era en aquellos momentos muy difícil establecer 
los Tribunales colegiados, por lo que en 12 de Abril de 1876 
dijo á la Comisión que, siu perjuicio de llevar adelante el pro- 
yecto elaborado, discutiese un Proyecto de ley orgánica de Ja 
carrera judicial y fiscal , que al efecto le enviaba. 

Constaba el proyecto de 51 artículos. En di, después de es- 
tablecerse la escala judicial y fiscal, compuesta de doce gra- 
dos, se indican los requisitos necesarios para obtener los car- 
gos, las causas do inhabilidad ó incompatibilidad, las reglas 
para el ingreso y ascenso, los turnos para los nombramientos, 
lo relativo á )a toma de posesión y juramento, á la amovilidad 
<5 inamovilidad segúu la clase de funcionarios, á la junta de 
revisión de expedientes, las licencias, las correcciones disci- 
plinarias, que consistirían en reprensión, postergación y sus- 
pensión; la destitución de los funcionarios judiciales, y su 
traslación y jubilación. 

Catorce sesiones empleó la Comisión, reunida en pleno, en 
discutir el proyecto, desde el 22 de Abril al 22 de Septiembre 
de dicho año, modificándolo y adicionándolo notablemente. 
Pero tampoco lleg’ó á ponerse en ejecución, porque habiendo 
dejado sin efecto el Ministerio varias de las modificaciones he- 
chas por la Comisión, la del Senado, compuesta en parte de 
los Vocales de la Comisión, no le futí favorable. 

4, Emprendió luego la Comisión, por ser este el deseo del 
nuevo Ministro, D. Fernando Calderón y Collantes, la reforma 
de la casación civil, tarea en que empleó 21 sesiones, desde el 
13 de Octubre de 1876 al 30 de Enero de 1877. 

Solemne futí el debate, que ocupó nueve de ellas, de las 
bases para la formación de la ley, después del cual se entró en 
la discusión por artículos, y notables las reformas que enton- 
ces se introdujeron en el recurso de casación. 

Las bases acordadas fueron : 1”, establecer la Sala de pre- 
vio examen: 2", que el Tribunal Supremo pronuncie senten- 
cia en el fondo, en los pleitos en que declare haber lugar á la 
casación por infracción de ley ó de doctrina,’ debiendo dictarla 
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la misma Sala separadamente, pero á continuación de la an- 
terior: 3", que no se lleven al Tribunal Supremo los autos so- 
bre que verse el recurso, sino la sentencia, el apuntamiento y 
los documentos que pidan los contendientes: 4", la supresió n 
del recurso en los actos de jurisdicción voluntaria. Aprobado 
definitivamente este proyecto, lo presentó á las Cortes el Mi- 
nistro D. Fernando Calderón y Collantes el 30 de. Abril do 1877, 
y futí sancionado como ley en 22 de Abril de 1878. rigiendo 
como tal hasta la promulgación de la ley de Enjuiciamiento 
civil de 1881, de que más adelante hablaremos, en cuyos ar- 
tículos 1686 á 1795 quedó refundida la que nos ocupa, después 
de hacerse en ella muy notables modificaciones. 

5. Por Real orden de 25 de Noviembre de 1875, había coma - 
nicaclo el Ministerio á la Comisión un expediente instruido cu 
la Dirección del Registro de la Propiedad, sobre reforma de 1% 
legislación de joros y demás derechos reales, en que se había 
reunido considerable número de informes de gran autoridad, 
dadas las corporaciones que los habían emitido. Encargábase 
á la Comisión en aquella Real orden que formulase un pro- 
yecto de ley sobre la materia, y así lo hizo, siendo Ponente 
el Presidente de ta Sección I a , D. Florencio Rodríguez Yaa- 
monde, que comprendió en él la enfiteusis; pero al discutirse 
en la Comisión reunida en pleno, se acordó i imitarlo á sólo el 
foro. 


Después de muy amplia discusión, á que dedicó seis sesio- 
nes la Sección I a y ocho la Comisión en pleno, en el período 
transcurrido desde el 20 de Febrero al 18 de Mayo de 1877, el 
proyecto futí aprobado y presentado á las Cortes por el Minis- 
tro D. Fernando Calderón y Collantes el 8 de .1 unió de 1877. En 
33 artículos quedaron resueltas todas las cuestiones que sobre 
la materia podían y debían ventilarse, á saber: si el contrato 
de foro debe permitirse para lo sucesivo, y en caso afirmativo, 
á qué condiciones debe someterse: si se consentirán en ade- 
lanté los subforos, ó sea los foros de segundo y ulteriores gra- 
dos: cómo se concillará la indivisibilidad de ios bienes aforados 



— 124 — 


con la3 disposiciones que rigen sobre las herencias : si debe 
establecerse la redención de ios foros antiguos y con qué con- 
diciones; finalmente, cómo se han de inscribir en el Registro 
de ¡a propiedad los foros anteriores á 1763, que so declararon 
indefinidos y hereditarios, atendido el carácter que les dió la 
Real provisión de aquella fecha. Se prohibió el laudetnio y el 
sub foro para los foros que eti adelante se celebren. Se estable- 
ció el derecho recíproco de tanteo y de retracto, para el caso 
de venderse el dominio útil ó el directo de la finca aforada. Lo 
relativo á la inscripción de los foros estaba ya resuelto por Real 
decreto de 8 de Noviembre de 1875. 

Kste proyecto no llegó á discutirse por entonces, ni ha 
vuelto á presentarlo despuós ningún Ministro. 

C. En el período de 1877 á 1878, la Comisión dedicó sus tra- 
bajos á la reforma del Código penal, para ponerlo en armo- 
nía con la Constitución de 18/6. Largos y animados fueron 
los debates sobre esta materia, que bajo la presidencia de Don 
Fernando Calderón y Collantes, Ministro á la sazón de Gracia y 
Justicia, hubo en el seno de la Comisión reunida en pleno. 
Tratáronse allí, con el detenimiento y estudio que su impor- 
tancia requería, las graves cuestiones que esta reforma entra- 
naba, y se prolongaron durante algunos meses tan interesan- 
tes discusiones; pero no dió esta tarea resultados inmediatos, ni 
se tradujo en proyecto de ley, como otras de las reformas ulte- 
riores de que hablaremos más adelante. 

7. Habíanse hecho hasta aquí la mayor parte de los trabajos 
por las dos Secciones reunidas, para evitar la doble discusión 
que era irremediable cuando los ya terminados en la Sección se 
llevaban á la Comisión en pleno; pero volvió luego á ocuparse 
cada Sección en sus respectivas tareas. En Septiembre de 
18/8 se encomendó á la primera la revisión y reforma de la 
ley de Enjuiciamiento civil, y á ella estuvo dedicada desde la 
indicada fecha hasta principios de 1881, bajo la presidencia de 
D. Manuel Alonso Martínez, que, como más adelante diremos, 
Labia reemplazado en ellaáD. Florencio Rodríguez Vaamonde, 
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haciéndose ahora en la ley muchas y muy acertadas reformas 
y adiciones. Baita, para apreciar la transcendencia 6 importan- 
cia de este trabajo, sólo por lo que toca al libro 1° , ver que los 
200 artículos en que la ley de 1855 comprendía todas las 
materias generales, se elevaron á 459 en la ley reformada, 
introduciéndose aquí materias importantísimas de que antes 
no se trataba, como las de competencias con las autorida- 
des administrativas; despacho, vista, votación y fallo de los 
asuntos judiciales; modo y forma con que han de dictarse 
las resoluciones judiciales; caducidad de la instancia, tasa- 
ción de costas, repartimiento de negocios y correcciones disci- 
plinarias. 

Otro tanto pudiéramos decir respecto al libro 2 o , que trata 
de la jurisdicción contenciosa, cuyos 994 artículos se elevaron 
á 1351, haciéndose eu el juicio de conciliación, en el de mayor 
cuantía, cu los interdictos, en el juicio ejecutivo y en el recurso 
de casación, mejoras notables, cuya exposición haría sobra- 
damente larga esta noticia, y que además son conocidas de 
cuantos entienden en esta clase de asuntos. Se introdujeron, 
además de esto, como se había hecho en el libro 1", materias 
no tratadas antes en la ley, tales como la adjudicación de bie- 
nes á que están I lamidas varias personas sin designación de 
nombres (título XI), y el recurso de revisión (título XXII). 

No menos adiciones y mejoras experimentó el libro 3", que 
trata de la jurisdicción voluntaria , cuyos artículos se elevaron 
desde 208 á 299, y todavía se le adicionó un título de los artos 
de jurisdicción voluntaria en negocios de comercio , que consta 
de 70 artículos. 

La ley fu 6 promulgada en 3 de Febrero ele 1881, y se halla 
vigente, sin alteración alguna, hasta el momento en qué escri- 
bimos estas líneas (Marzo de 1887). 

Ea esta obra tomaron parte todos los Vocales de la Sección 
primera, y todos fueron, por tanto, autores de ella; pero, así por 
los muchos trabajos que tuvo á su cargo el Vocal D. José María 
Manresa, como por habérsele encomendado la revisión general. 
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con cuyo motivo hizo en la ley importantes adiciones, puede 
decirse que fué el principal autor de la reforma. 

8. Interin se ocupaba en estos trabajos ¡a Sección primera 
se dedicaba la segunda á la reforma del Código penal, que no 
habiendo quedado terminada en la temporada de 1877 á 1878. 
no obstante los luminosos y animados debates de aquel perío- 
do, se continuó en adelante por encargo de los Ministros que 
fueron sucediémlose. Tres ó cuatro veces se lia hecho ó comen- 
zado esta revisión, y tres veces lia llegado á imprimirse el Có- 
digo penal reformado, la primera en 1880, la segunda en 1882 
y la tercera en 1885. Pero los cambios de Ministerios lian he- 
cho que quedasen sin terminar los trabajos comenzados, ó que, 
terminados, no los aceptase el Ministro que reemplazaba al que 

los había promovido, por ser distinto so criterio en la materia 

pe n al . 

l)e la reforma de 1880, que no sólo se imprimió, sino que, 
aunque parezca raro, se insertó en la Colección legislativa (to- 
mo 124, pág'9. 10!Hi á 1238) no siendo más que un provecto de 
lev, diremos que introdujo algunas reformas, así en el libro I o , 
sóbrela ¡nípula uilidud de los delitos y sobre la aplicación y 
efectos de las penas, como también eu el libro 2°, sobre los de- 
litos en materia de religión, los que se cometen contra la se- 
guridad exterior ó interior del listado, contra el Bey, las Cor- 
tes y el Consejo de Ministros, contra los derechos que á los par- 
ticulares concede la Constitución y contra el orden público. El 
pensamiento que presidió á la reforma fué, como había sido 
t n los anteriores trabajos, poner el Código en armonía con la 
Constitución de 1K7Ü. Otras reformas se hicieron eu los restan- 
tes títulos de este libro , extendiendo la acción penal á hechos 
que antes no se enumeraban entre los delitos, tales como los 
atentados contra los trenes en marcha, algunas falsificaciones 
de billetes de Banco y la explosión de petardos, Y aunque no 
se intitulan ya en este proyecto «delitos contra la religión» 
los que versan sobre tan importante materia, sino «delitos con- 
Hf el P rece I J to Constitucional eu materia de religión ó culto,» 
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que es muy diferente, se colocaron á la cabeza del libro 2“, co- 
mo lo habían estado eu las primeras ediciones del Código penal. 

A este proyecto se unió en la impresión un estudio compa- 
rativo, que publicó el diario El ímparcial , de las diferencias que 
había entre el mismo y el Código de 1870. Quien quiera for- 
mar idea exacta de todas y cada una de las reformas que con 
el proyecto se introducían en la legislación peual vigente, allí 
las encontrará claramente expuestas. (1) 

No pasó esta reforma de proyectó, por haber caído el Minis- 
terio que la propuso. Délas que en adelante se han intenta- 
do, sin más éxito hasta ahora, en el Código peual, daremos 
cuenta eu los capítulos inmediatos. 

9. La Comisión experimentó, en este primer quinquenio de 
su existencia, alguna modificación en su organización, y muy 
d olorosas pérdidas en su personal. 

De la modificación fué autor el Ministro de (Inicia v Justi- 

V 

cia D. Fernando Calderón y Callantes, que por Decreto de 18 de 
Octubre de 1875 aumentó el número de los Vocales hasta 
dieciséis, siendo entonces nombrados para llenar los dos pues- 
tos vacantes, D. Francisco de Cárdenas y f). José María Fer- 
nandez de la Hoz. 

De otras modificaciones hechas en la organización de la 
Comisión por el Ministro I). Saturnino Alvarez Bugalla!, ha- 
blaremos en el capitulo inmediato. 

Las pérdidas en su personal habían sido muchas y muy do - 
lorosas al finalizar el año 1880. 

K1 15 de Diciembre de 1870 falleció D. Pascual Bayarri, 
Magistrado del Tribunal Supremo, y después Consejero de 
Estado. 

El 1” de Junio do 1877 murió D. Domiug ‘0 líivcra. 

El 28 de Noviembre del mismo año murió D. Laureano de 


'I. I* *»* i (/<.' Código prtittly i'f.dtrrtttíb por lu ('<>di<f* i* v prntutodo 

*i t orta* por el Sr. Ministro *h'. finóla i; Jmttivla i D, Saturnino Alvaros Bu- 
galliil). Un tomo on mayor do 340 página-*;. Madrid, Impronta do Fort&net, 
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Arrieta, Magistrado qae era ¡i la sazón del Tribunal Supremo. 

En Abril de 1878 falleció 1). Cristóbal Martín de Herrera, 
Ministro que había sido de Gracia y Justicia. 

El 6 de Junio de 1878 falleció I). Valeriano Casanueva, ju- 
risconsulto de gran nombradla y Senador. 

El 30 de Septiembre de 1878 hizo dimisión 1). Florencio 
Rodríguez Vaa monde de su cargo de Presidente y Vocal do la 
Sección primera, y se nombró para la presidencia a 1). Alamud 
Alonso Martínez, 

El 8 de Diciembre del mismo año murió I). Cirilo Alvaro/, 
Martínez, Presidente que era, al tiempo en que falleció, del 
Tribunal Supremo. 

El 10 de Junio de 1880 murió D. Juan Manuel González 
Acevedo, Presidente que era á la sazón de la Sala primera del 
Tribunal Supremo. 

Para reparar tan sensibles pérdidas, habían sido nombrados 
Vocales de la Comisión: 

El 9 de Enero de 18715, I). Manuel Jamóla, cu reemplazo 
de D. Pascual Bavarri. 

El 8 de Marzo de 1879, D. Alejandro Groizard, en reempla- 
zo de 1). Laureano de Arrieta. 


El ó de Enero de 1880, 1). Emilio Bravo, en reemplazo de 
D, Cristóbal Martín de Herrera. 

Y el 15 de Julio de 1880: 

1). Antonio Romero Ortiz, en reemplazo de D. Florencio 
Rodríguez Vaaraoo d e . 

I). Salvador de Albacete, en reemplazo de 1). Cirilo Alva- 
rez Martínez. 

1). Hilario de Igón, en reemplazo de D. Juan Manuel Gon- 
zález Acevedo. 

Y I). Joaquín Ruiz Caüabate, en la vacante de D. Domingo 
Rivera. 

Mucho es todavía lo que nos falta que decir sobre los traba- 
jos de esta Comisión en este mismo año 1880 y en los sucesi- 
vos. Lo iremos exponiendo cu los capítulos inmediato?. 


CAPÍTULO XI 


Trabajos de la ('emisión de Codificación desde 1880 á fin de 



^ St. VARIO.— Apéalo® ¡il capitulo anterior,— l, Constitución política do 
~ " CampilaciAtt riel Enjuiciamiento criminal rio Comlimaa la ua- 

* m ‘ b m Ptfisent0 So docretn en 1S8Ó la formación del Oó.li^o 

r n il, respetando las legislaciones locales.— Se nominan VoCálos Corréapon- 

* üe,lto * de 1,1 CoB,isi< " m ,l ° Codificad, m en OateKma, Aragón, Navarra, las Pro 
viudas Vascongadas, Galicia y las ¡«la* Baleares.-*. Dase tma breve Mea .le 
las Memorias escritas por dichos Vocales.-.}. .liases por* la reacción riel 
° wll f' l lvil - trabajos sobro el mismo, jbresóntansa á bis Cortes, después rio 
terminados j los dos primeros libros, —6. Reuniones de la Comisión en y lene. 
con ,io to» Vocales correspondientes, de .cuatro Senadores y cuatro 

Diputados, en Octubre y Noviembre do |sk± Acuerdos tomados on ellas — 
7. Revisión del Código rio Comercio en 1881 y 1883, Señédnnse algunas .le las 
diferencias ijue introduce el nuevo Código respecto al anterior. Su división y 
materias que tmntione.— Conclusión. 


Antes de comenzar el relato histórico objeto de este capí- 
tulo, debemos dar noticia de dos documentos legales, que por 
sus fechas pertenecen al anterior y de que en el no hemos da- 
¡h) cuenta, á saber: la Constitución política de 1876 y la Compi- 
lación del Enjuiciamiento .criminal de 1879. 

1. La Restauración llevada a cabo en fin de 187-1, no podía 
menos de traer consigo una nueva Constitución, dados los 
principios que informaban la de 1869. Y en efecto, la nueva 
Constitución fué promulgada en 30 de Junio de 187(5. Notables 

9 


— 130 - 


son las diferencias que la separan de aquélla: indicaremos las 
principales. 

Dice el art. 2 o de la de 1869: «Ningún español ni extranje- 
ro podrá ser detenido ni preso, sino por cansa de delito;» ar- 
tículo que no era en verdad necesario, quedando subsistentes 
el 4” y ó". En la Constitución de 1876 fue: suprimido. Otras 
supresiones hubo en este título, sobradamente recargado de 
pormenores, hijos de las doctrinas que dominaban en 1869. 

Al art. 21 de la Constitución de 1869, que establecía la li- 
bertad de cultos, sustituyó el art. 1 1 de la de 1876, que esta- 
bleció la tolerancia religiosa. 

El tít. II de la Constitución de 1869 enumera los poderes 
públicos, y declara que «la soberanía nacional reside esen- 
cialmente en la Nación, de la que emanan todos los poderes.» 
En la de 1870 desapareció por completo este título. 

El tit, 111 de la de 1869, que trata del Poder legislativo, que- 
dó reducido á un artículo. Es de advertir que en aquel Poder 
legislativo para nadase mencionaba al Rey. 

El Senado, en la Constitución de 1869, era todo electivo y 
debía renovarse por cuartas partes cada tres años. Kn la de 
1870 consta de Sonadores por derecho propio, vitalicios y elec- 
tivos. 

El nombramiento de la Mesa del Senado correspondía al 
Senado mismo, según la Constitución de 1869. Según la de 
1876, corresponde al Rey. 

Tres años debía durar el Congreso de los Diputados, con- 
forme á la Constitución de 1869. Según la de 1876, dura cin- 
co años. 

La Constitución de 1869 atribuyó á las Cortes el nombra- 
miento de los Ministros del Tribunal de Cuentas. En la de 1876 
se omitió este precepto. 

La Constitución de 1869 declaró «inviolable» la persona del 
líey. «Sagrada é inviolable» la declara la Constitución de 1876. 

Dispone aquélla que sólo una vez en cada legislatura pue- 
da el Rey suspender las Cortes, sin consentimiento de ellas. En 
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la de 1876 se omitió este precepto, dándose al Rey esa facul- 
taíij sin limitación alguna, en su art 32 

L» atribuciones del Poder Ke.1 tienen en la Constitución 
de 1869 restricciones que omitió la de 1876. 

Para la menor edad ó Imposibilidad del Bey establecía la 
Constipación de 1869 la Blenda dulm, nombrada por las 
Cortos. En la do 18,6 se establece la Regencia kgithm, qoe 
ejercerán personas de la Familia Real. 

«Poder judicial» llama la Constitución de 1869 á lo míe lia- 

ma la de 1876 «Administración de justicia.» 

La Constitución de 1869 estableció el juicio por jurados 
para les delitos políticos y los comunes que determine la ley. 
Esta disposición no figura en la de 1876. 

En ia presentación de los presupoestos y la gestión econó- 

mea ex'gta la Constitución de 1809 formalidades qne la de 
Jo/o lia omitido. 

El articulo relativo á las provincias de Ultramar es diferen- 
te en una y otra Constitución. 

Ei título de la de 1S69 sobre reforma de la Constitución se 
suprimió en la de 1876. 

Tales son las principales diferencias que soparan á las dos 
ultimas Constitucioneso 

2. Hablemos ahora de la Compilación ded E ajuiciamiento cri- 
minal publicada en 1879. 

El 30 de Diciembre de 1878 sancionaron las Cortes una ley 
por la que so autorizó al Ministro de Gracia y Justicia para 
que, previa consulta á la Comisión de Códigos, publicase una 
Compilación general, articulada y metódica, en que se refu n- 

lesen llls diS P°^iones vigentes sobre el procedimiento crimi- 
nal. Era el objeto de esta obra poner término á las dudas y di- 
ficultades que suscitaba en la práctica la forzosa inobservancia 
í O juuchos artículos de la ley Orgánica del Poder judicial de 
1870 y de la del Enjuiciamiento criminal de 1872, escritas para 
un orden de Tribunales que no había llegado á establecerse. 

Redactada, en efecto, la Compilación, se puso cu observan- 
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cia por decreto de 16 de Octubre de 1879. Consta la Compilación 
de siete títulos. Trátase en el primero Délos Tribunales y Juz- 
gados que administran la justicia en lo criminal , detallando las 
atribuciones de los Jueces municipales, de los de primera ins- 
tancia, de las Audiencias y del Tribunal Supremo, con arreglo 
á las disposiciones á la sazón vigentes. Formóse el tít. 2. con 
et preliminar de la ley provisional de Enjuiciamiento criminal 
de 1872: pero acomodando la denominación de los Jueces y 
Tribunales á la que entonces regía, refiriéndose al píen ario en 
todos los casos cu que dicha ley menciona el juicio oral, no 
planteado hasta entonces, y tomando de la ley Orgánica del 
Poder judicial todas las disposiciones puramente reglamenta- 
rías ó de tramitación, que podían servir de complemento á la 
de Enjuiciamiento criminal. Del sumario y sus varios procedi- 
mientos, trata el tít. 3°: del plenario, el tít. 4 [ ’: y como la sus- 
pensión del juicio oral hacía necesarias en la ley las disposi- 
ciones del antiguo derecho, se buscó en el Reglamento provi- 
sional para la Administración de justicia, y hasta en la Real 
orden de 8 de Marzo de 1840, lo referente al término de prue- 
ba, ratificación V abono de los testigos del sumario y taclias, 
todo lo cual se hallaba disperso en nuestra antigua legisla- 
ción: también se consideró vigente el Real decreto de 9 de Oc- 
tubre de I8ü3, sobre abono á los reos, en ciertas condenas, de 
la mitad del tiempo ele la prisión sufrida. 

No hubo otra novedad, al redactar el tít. que trata De los 
recursos de casación y de revisión, sino La de suprimir los artícu- 
los relacionados con el Jurado, que continuaba en suspenso; sin 
que se hiciese innovación alguna en el tít. 6. ’, que trata De la 
ejecución de las sentencias] ni en el 7.", que versa sobre el 
procedimiento para ü juicio de faltas: como tampoco en el adi- 
cional, que establece el procedimiento para la extradición de 
los procesados ó condenados por sentencia firme, refugiados en 
país extranjero. 

Consta la Compilación de 1026 artículos y una disposi- 
ción final, y le sigue una tabla de correspondencia de los ar- 
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ututos con JOS cíe líis leyes 
niados. 

Cumo puede juzgarse por lo dicho, la Compilación general 
de las disposiciones vigentes sobre el Enjuiciamiento criminal no 
introducía innovación, mejora ni adelanto en el derecho pro- 
cesal. solo venía á declarar lo que estaba en vigor y debía ob- 
servarse. No era. por tanto, obstáculo á un nuevo trabajo en 
que se mejorase esta rama del derecho; y tal luó el pensamien- 
to que presidio á la Ley de Enjuiciamiento criminal de 14 de 
•Septiembre de 1882, de que más adelante hablaremos. 

Apenas publicada la Compilación , se suscitaron sobre su tex- 
to dudas y dificultades, que hicieron necesario un nuevo exa- 
men de ella y algunas aclaración o> y reformas. Se consignaron 
fDtas en un extenso decreto de 6 de Mayo de 1880, precedido de 
un detenido y concienzudo estudio de la ley, siendo el autor 
de este importante trabajo el Vocal de la Sección de lo crimi- 
nal, 1). José María Fernández de la Hoz. 

Después de estos preliminares, que son el necesario com- 
plemento del anterior capítulo, eutremos ya en la materia del 
presente. 


i. Al comenzar el ano 1880, pendiente aun la tarea de la ley 
de Enjuiciamiento civil y la reforma del Código penal, de que 
en el capítulo anterior hemos hablado, se acometió una obra 
importante, de mucho tiempo atrás deseada en España, y cuya 
realización se había aplazado indefinidamente, no obstante su 
evidente necesidad, ante el temor de las complicaciones que 
podía traer consigo, á saber la formación del Código civil, in- 
tentada ya, como hemos visto, en 1821, en 1836 yen 1851. 
Para salvar esas complicaciones, que ia diversidad de legisla- 
ciones vigentes en Cataluña, Aragón, Navarra, Galicia, las 
Provincias Vascongadas y las Islas Baleares no podían menos 
de traer consigo, ideó D. Saturnino Alvarez Bugalla!, Ministro 
a la sazón de Gracia y Justicia, un pensamiento que fuó muy 
bien recibido: el de respetar, en el Código que se formase, estas 
legislaciones especiales, consignándolas, en cuanto de ellas 


fuese necesario conservar, al final del mismo y como excepcio- 
nes, destinadas á las respectivas comarcas. 

Así lo consignó en el importante decreto de 2 de Febrero 
de 1880; y para (pie se depurase lo que en cada una de las le- 
gislaciones especiales es de vital importancia y de indispensa- 
ble conservación, se mandó agregar á la Comisión de Códigos 
un Vocal correspondiente en representación de cada una de di- 
chas regiones. Fueron éstos: por Cataluña, D. Manuel Duran y 
Bas; por Aragón, D. Luis Franco y López: por Navarra, D. An- 
tonio Morales y Gómez; por Galicia, I). Rafael López de Lago; 
por las Provincias Vascongadas, D. Manuel Lecanda y Men- 
dieta, y por las Islas Baleares, D. Pedro Hipoll y Palou. A to- 
dos se encargó la redacción de una Memoria sobre las institu- 
ciones vigentes en sus territorios, en que indicasen lo que es 
en ellas de vital importancia, y lo que es menos interesante ó 
no tiene razón para subsistir. 

4. Todas estas Memorias se han escrito, y de ellas vamos á 
dar una ligera idea. 

Memoria de Cataluña. — Precédela una extensa y erudita 
introducción, en que trata su autor, I). Manuel Duran y lías, 
de la Codificación en general, de la unificación del Derecho 
civil en España, y de la codificación en ella, hablando de su 
oportunidad, do las condiciones necesarias para codificar el 
Derecho civil y del valor intrínseco del Derecho feral en Cata- 
luña. Termina exponiendo el criterio y pían de la Memoria. 

Divídese ésta en siete partes, que tratan: la 1 . a , del Dere- 
cho civil de Cataluña; la 2. de las personas; la 3. a , del dere- 
cho de familia; la 4. a , de los derechos reales; la 5. a , del dere- 
cho de las obligaciones; la 6. a , que es la más extensa é impor- 
tante, del derecho sucesorio; v la 7. a , de la prescripción. 

A continuación formula el autor en artículos las doctrinas 
expuestas en la Memoria. Los artículos son 345, divididos en 
ocho títulos, cuyos epígrafes son: l.° De la aplicación del de - 
recho especial de Cataluña. — 2. 11 De la naturaleza y vecindad, 
á los efectos de disfrutar el derecho especial de Cataluña. — 
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3.' Del régimen de los bienes de los cónyuges. — 4. 11 Dalos 
heredamientos. — 0 ." De las cosas v los derechos en ellas. — 

Wé 

1¡ L onfiteusig, —7.° De las obligaciones v contratos. — 

o HL# 

S, 1 ’ De los testamentos y codicilos. — 9." De la institución de 
heredero, de la preterición v de la desheredación. — 10. De las 
sustituciones. — 11. Do las sucesiones deferidas por la ley.— 
12. De la prescripción (11. 

Memoria de Aragón . — Expone en primer término su autor, 
D. Luis Franco y López, las antiguas instituciones, así políti- 
cas como sociales y civiles, de Aragón, encontrando en ellas 
algo semejante al Consejo de familia, la rebaja de la menor 
edad, no hacerse allí distinción entre los bienes dótales y los 
parafernales de la mujer, no admitirse la excepción de lesión 
enorme en los contratos, haber una especie de tribunal supre- 
mo cuyos fallos formaban jurisprudencia, estar en uso la fún- 
dame» tación de las sentencias, la institución dé! Ministerio pú- 


blico, ia prohibición de confiscar los bienes y la prueba por 
convencimiento. Entre las instituciones de carácter civil, cree 
las más importantes la viudedad y la libertad de testar. Trata 
detenidamente de su origen, su índole y carácter, v de las re- 
formas que en ellas pudieran introducirse. 

De la exposición doctrinal pasa el autor á formular las dis- 
posiciones que en Aragón debieran regir como excepciones 
del Código civil, y las traduce en 210 artículos. Al título pre- 
liminar , con que principia, sigue el libro primero, dividido en 
cuatro títulos, con los siguientes epígrafes: 1." De los arago- 
neses. — 2, 11 De la menor edad. — 3." De ia patria potestad. — - 
4.“ De la tutela. — -El libro segundo contiene dos títulos: 1." De 


(i) wv-mi tfr lew iitmttiut'itmnH i i ir¡ 7 un i T osr rifen 

con arreglo á lo dispuesto cu id art. -i . 11 del Tioul derrota do 2 do Febrero do 
1880, por el ÍOrt-mf». S>\ i i. Mniun-f D tirria t/ Ht iv F Vocal ronwprm diente de la 
Sección i . 11 de la Comisión genera! de Codificación. — - t'n volumen mi C'\ do 
divi UNi páginas, Barcelona, I8H8* 
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la posesión. —2." De las servidumbres legales. — El libro ter- 
cero, tres títulos, que tratan: 1." I)e la sucesión testamentaria. 
— 2.° I)e los herederos forzosos y de la libertad de testar (el 
más extenso 6 importante de todos:.' — 3.° De la sucesión intes- 
tada.— IÍI libro cuarto contiene cuatro títulos, con los sig-u ir li- 
tes epígrafes: l.” De los contratos en general. —2.“ Del con- 
trato de matrimonio. — 3." De las donaciones matrimoniales de 
un esposo y de un consorte A otro. — 4." De la dote. — -V' De la 
sociedad familiar tácita (1). 

Memoria de Mamrra . — Distinto plan que el de las Memo- 
rias anteriores adoptó el autor de la de Navarra, D. Antonio 
Morales y Gómez. Siguiendo paso A paso el Proyecto de Códi- 
go civil de 1851, que en el decreto de 2 de Febrero de 1880 se 
señalaba como base para los trabajos del nuevo, fu ó exami- 
nando sus disposiciones y razonando sobre ellas, considerán- 
dolas en sus relaciones con la legislación vigente en Navarra y 
proponiendo, ya la adopción, ya la rectificación ó la supresión 
del respectivo artículo, según lo que A su juicio podía y de- 
bía prevalecer en Navarra. lis, pues, la Memoria del Sr. Mo- 
rales y Gómez un trabajo especial en su clase, un detenido y 


razonado estudio del Proyecto de 1851 desde el punto de vista 
que interesaba A la región navarra, cuya representación tiene 
en la Comisión. Precódele un prólogo, en que discurre sobre 
los diferentes sistemas que en su trabajo podía seguir, y una 
breve introducción, A la vez histórica y filosófica, sobre el 
asunto de su tarea, ó sea, sobre la legislación especial en que 
se ocupa (2). 

Memoria de las P róemelas l ascoagadas . — -En muy reducidas 


ti) Bsie iim j ó &sfui tu articulado se llalla impreso y forma un múdeme en 

ioho español de 103 páginas, La Memoria que Id precede estará impresa muy 
eíi breve . 


l«) Nrmom* (¿us wnuprt míe tnft pr 'ui* ipmn t iuxtituvlutiéa fluí 


wtmt que deben quedar subsistentes (¡orno exea pidón del 


/ < }¡>/ viril (Ir JV*t~ 
Código general s j 
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p;igiuas indica su autor, D. Manuel de Lecanda y Mendieta, 
los pocos títulos de ios fueros vascongados que en la actualidad, 
y rigiendo allí, cómo en toda España, las leyes publicadas en la 
presente época, pueden considerarse vigentes y deben conser- 
varse. Tal es el título 20, cuya ley 1." establece la comunica- 
ción for.il di; los bienes, que en las Provincias Vascongadas es 
de gran interés para las familias, como otros del mismo título, 
cuyos preceptos da A conocer. Lo son también, en su concepto, 
el título 21, que trata de los testamentos, mandas y abintesta- 
to&, y el 22, que trata de los bienes de los menores; viniendo el 
autor do la Memoria á la conclusión de que en las Provincias 
\ ascongadfgg solo interesa conservar las leyes 1/ 2/ 3 a 4 a 

8.", o.", 11, 15, l(i y 18 dot tft. 20; la 3. a , 5. a , 7. a , 8. a y 9 ■ del 
tít. 21, y la 2. a del 22 (1). 

Memo-nade Galicia . ~ Kn pocas páginas expone el autor de 
esta Memoria, D. Rafael López de Lago, lo que más importa 
conocer sobre los/oraí y la sociedad (/allega, que constituyen 
la especialidad jurídica de Galicia, v reclaman, por tanto, la 
atención del legislador, como ajenos al derecho común. Danse 
A conocer la índole y carácter de una y otra, y las ventajas 
que ofrecen; y A continuación desenvuelve el autor su pensa- 
miento cu 51 artículos, divididos en tres secciones, A saber: 

]. Disposiciones anteriores á la promulgación de este Códi- 
go. >, A Disposiciones referentes á los foros posteriores. 3, !l 

De la sociedad familiar (2). 


los <(ue pueden desaparecer viniendo A 1» nn¡ftcaeióíi : redacíA arralo 
al Boa! decreto de 2 do Febrero de ihkq, por J). Antonio Morales ij Gómt, Vo- 
cal co rr os p oiid i e irte do I» Sección l.« de la Comisión general do 0«Ufic*Sfó». 

‘Un tomo gii 4, u , de íx-íé 95 pagdn as. PjüripIonRr, 1S84. 

L) No se lm impreso aún esta ÉProvíwima Mamaria cuando escribimos 
Éas lineas (Abril de ]887) ¿ 

L ‘“ ‘ mhrfi jm m y aocmlmi escrita con arreglo á lo cfequiesto 

0,1 el Reul ,leereto íUi - febrero de JNSO, por />. Rafael Upe* de Voml 

correspondíate de la Comisión gemirá! de CoiiiíÍe&ui6n. — Un tV, Listo en 4.", 
de ñS páginas. Madrid, lssr>. 
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Memoria de las Baleares . — De análoga extensión á la ante- 
rior, es Ifi cíe D. Pedro Ripoll y Palca sobre la legislación es- 
pecial de estas islas. Con sencillez y claridad expone lo <jne 
aquella legislación tiene de especial en lo relativo á sucesiones, 
Menas de los casados, donaciones y censos . que son los en atro 
asuntos en que allí rigen disposiciones distintas de las del de- 
recho castellano. Y despuós de discurrir acerca de ellos, for- 
mula en 34 artículos las que para mantener vigentes aquellas 
especialidades deberían establecerse corno excepciones al Có- 
digo civil común [1). 

5. Dadas ya estas noticias sobro las interesantes Memorias 
de los Sres. Vocales correspondientes, continuemos nuestro 
relato sobre la formación del Código civil. 

Comenzaron los trabajos en '21 de Marzo de 1881. siendo ¡i 
la sazón Ministro de Gracia y Justicia D. Manuel Alonso Mar- 
tínez, quien propuso para su redacción 17 bases. Versaban ós- 
tas: sobre la fuerza obligatoria de las leyes; sobre las que ha- 
brían de comprenderse en este Código; sobre la validez ó indi- 
solubilidad del matrimonio, el reconocimiento de los hijos na- 
turales, la investigación de la paternidad respecto á los mis- 
mos, la mayor edad, la posesión, la prescripción, el censo en- 
fitó utico (que se acordó restablecer), la legítima de los descen- 
dientes y ascendientes, los derechos del cónyuge supÓrstite en 
la sucesión hereditaria, la viudedad, el contrato sobre bienes 
con ocasión del matrimonio, el derecho de tanteo, y la adop- 
ción en el Código de las instituciones forales cuya convenien- 
cia se reconociese. 

Discutió la Sección 1. a de la Comisión de Códigos estas ba- 
ses en dos sesiones, empleándose las restantes del año en dis- 
cutir y redactar el título preliminar, que trata: «De las leyes , 


¡J) Memoria ítfibrf lm t tj* i Ikr*e Itn vioil th: ¡hh Ihtfourtx, uscrifcít 

con lUToglo :t lo dispuesto en til Ri'til d^oroto do 2 do F obrero de 1880 , por 
I). J^dro Ript/fi 1 / Pe i Ion, Yceal CGTresponíliotiÉc do la Comisión general do Co- 
dilio.neion. — Un folleto en 1.°, de ó"i piigmns Palma, 1885. 
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de sus e lectos y de las reglas generales para su aplicación»; y el 
libro l.°. «De las personas»; quedando comenzado el libro 2.": 

(<lle la división de las cosas y de la propiedad », él cual fuó con- 
el u ido poco tiempo después. 

Las bases, luego de aprobadas por la Comisión, las había 
presentado el Ministro al Senado, autorizado al efecto por Real 
decreto de 20 de Octubre del mismo año, y allí las discutió una 
Comisión de la Alta Cámara, á laque concurrieron algunos 
Prelados y otras eminencias de la Magistratura y del Foro que 
no pertenecían á ninguno de los dos Cuerpos Colegisladores. 

Más tarde, en 24 de Abril de 1882, presentó el mismo se- 
ñor Ministro los dos libros terminados, que constan de (508 ar- 
tículos. El orden de materias es el habitual en esta clase de 
trabajos. Trata el libro primero, en diez títulos y 334 artícu- 
los, de los españoles y extranjeros, del domicilio, del matri- 
monio, de la paternidad y filiación, de la patria potestad, de 
la ausencia, de la tutela, del Consejo de familia, de la emanci- 
' ! ' i " r : y mayor edad, y del registro del estado civil. — Y el li- 
bro segundo, en siete títulos y 271 artículos, ¡le la división de 
las cosas, la propiedad, la comunión de bienes, de algunas 
propiedades especiales, de la posesión, del usufructo, °uso y 
habitación, y de las servidumbres. 

La fórmula para el matrimonio, resultado de un acuerdo 
del Consejo de Ministros, reconocía como válidos así el canó- 
nico como el civil, y en su virtud, se legisla detenidamente so- 
bre el ultimo, 

fi. Para continuar la redacción de este Código, y ver si en 
las materias de sucesiones y contratos, que había de compren- 
der el libro 3.", se lograba algún acuerdo entre las legislado- 

■O 

nes locales y la ¡le Castilla, dispuso el Sf. Ministro que cele- 
brase algunas sesiones la Comisión general de Codificación 
reunida en pleno, con asistencia de los Vocales correspondien- 
tes y de cuatro Senadores y cuatro Diputados á Cortes, que le 
agregó con el carácter de \ ocales. Fueron nombrados al efec- 
to los Senadores D. Eduardo Alonso Colmenares, D. Telesfo- 
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ro Montejo y Robledo, D. Justo Relavo Cuesta y I>. Augusto 
Comas; y loa Diputados D. Santos de Isasa, D. Antonio María 
Fabié, D. Trinitario Ruiz y Capdepón y D. Francisco de la 
Pisa y Pajares. 

Veintisiete solemnes sesiones se celebraron con tal motivo, 
desde el 14 de Octubre al 27 de Noviembre de 1882, v en ellas, 

* lji l JT 

después de amplias discusiones, se tomaron los acuerdos si- 
guientes: 

— No se aceptará para el Código general la libertad de testar 
como existe en Navarra, ni el sistema de sucesiones de Ara- 
gón, ni el sistema de sucesiones de Cataluña. 

— Se dividirá el haber hereditario en tres partes iguales: una 
que será legítima de los hijos: otra de que podrá disponer li- 
bremente el padre, y otra que podrá el padre distribuir como 
mejora entre los hijos. 

— El fideicomiso se extenderá en línea directa hasta el se- 
gundo grado, y á otros indefinidamente, con tal que vivan las 
personas llamadas. — Y llevará envuelta La prohibición de ena- 
jenar los bienes. 

— -La legítima de los ascendientes se les dará en propiedad, 
consistirá en el tercio de la herencia, y se adjudicará por lí- 
neas y no por proximidad de parentesco. El ascendiente podrá 
optar entre la legítima y los alimentos, 

— La legítima de los hijos naturales reconocidos no será en 

* 

ningún caso superior ni igual á la de los hijos legítimos.— Se 
aumentará cuando no queden más que ascendientes. — .Será 
igual A la de loa hijos legitimados por concesión real, — Los hi- 
jos de dañado y punible ayuntamiento sólo tendrán derecho á 
alimentos. — La obligación de dar alimentos se transmitirá al 
heredero. — Esta obligación pesará sobre los herederos hasta 
que cumplan esos hijos la mayor edad, á no estar incapacitados. 

' Sustituirán al listado, en la sucesión intestada: 1," Los 
Establecimientos de Beneficencia municipal.— 2.° En su de- 
fecto, los de Beneficencia provincial.— 3 o En defecto de unos 
y otros, los de Beneficencia general. 


— 141 — 

~ L j “f**" “ a lla *ará al sexto grado de frentes- 
? 3 on la línea colateral. 

reJetoTl r." 4 U dÍferenCÍa C1 " e la le * islac¡d ” ^«“Wece, 
Tnl! , , 7 naturales > «“‘™ «1 1«Klre y la madre, dán- 

doles , goal derecho en la sucesidn intestada de ano y otro. 

, T ° Cará 4 lM hí|0S ualural<!s . •» "“cesión intestada, 
detras de los ascendientes y antes que los hermanos 

y» se establecerá ea el Código general la viudedad como 

. . _ Ara « 6n; P er ° - establecerá en Ó1 „na viude- 
dad. teta viudedad se dará en usi.fructo.-Su importe varia- 

a Silgo,, qao hubiere ó no hijos. -Se sacará del tercio desti- 
nado á las mejoras. 

-También se concederá nna porción hereditaria al cónyuge 
viudo de segundas nnpc¡as.-Se sacará del tercio do que pne- 
ele el mando disponer libre ni ente* 

-La cuantía de la porción hereditaria del cónyuge viudo 
flerá igual á la de cada hijo. 

—El orden de colocación de los que tienen derecho á la 
sucesión intestada, será el siguiente: 1.» Descendientes.- 

f;° hendientes.— 3." Hijos naturales.— 4.° Hermanos v los 
hijos de éstos. — 5.° El cónyuge viudo* 

-El ascendiente que heredare de su descendiente bienes 
que este hubiere adquirido por título lucrativo de otro ascen- 
diente ó de un hermano, se halla obligado á reservar los que 
hubiere adquirido por ministerio do la ley, en favor de los pa- 
rientes del difunto que se hallaren comprendidos dentro del 

tercer grado, y que lo sean por la parte de donde los bienes 
procedan. 

Se establecerá en el Código general la libertad de los con- 
tratantes para estipular ó no los gananciales.— Cuando nada 
se estipule, se entenderá establecida la sociedad conyugal. 

— 8o conservará en el Código general el censo enfitéutico. 

La redención de este censo no será obligatoria. 

Apenas terminadas las sesiones en que se adoptaron estos 
acuerdos, hubo un cambio en el Ministerio, que dejó en sus- 
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pensó estos trabajos hasta Marzo (le 1881, en que volvieron á 
emprenderse, como diremos en el capítulo inmediato. 

7. También se continuó en este período, aunque no quedó 
definitivamente terminado, el Código de Comercio de que en 
dos capítulos anteriores hemos hablado, dando á conocer en 
el último de ellos el estado en que quedaron loa trabajos. 

El 7 de Majo de 1880 se promulgo una ley mandando qne 
una Comisión nombrada al efecto revisase el proyecto de Có- 
digo de Comercio últimamente formado. Pero no tuvo efecto 
esta revisión hasta 1881. Entonces, y por decreto de 1.” de 
Marzo, se nombró la Comisión que había de llevarla á cabo. 

Formáronla el Ministro de Gracia y Justicia — que á la sa- 
zón Jo era 1). Manuel Alonso Martínez, — presidente; y como 
Vocales, 1). Laureano Fíguerola, i>. Segismundo Morety Pren- 
dergast, D. Teles foro Moutejo y Robledo, D. Manuel Oolméi- 
ro, I). Santos de (sasa, I). Justo Pelayo Cuesta, 1). Benito Gu- 
tiérrez, I>. Gabriel Rodríguez y Ib Faustino Rodríguez San 
Pedro. Revisó esta Comisión el proyecto de 1875, reformándolo 
en algunos puntos importantes; lo publicó luego en la Gaceta, 
para que sobre él emitiesen informes las Juntas de Comercio 
y otras Corporaciones; y procedió, en vista de olios, á otra re- 
visión más detenida, aumentándose entonces la Comisión con 
Jos Vocales D. Domingo Villarejo y i). Mariano Subas Munie- 
sa, ambos peritos y conocedores, por su profesión, del Derecho 
mercantil. 

Muchas y grandes fueron las innovaciones que este proyec- 
to introdujo en la legislación mercantil. En primer término, 
aparece que el Código anterior consideraba las leyes de Co- 
mercio como excepciones del derecho común, y el nuevo las 
considera como el derecho propio, y al derecho común como su- 
pletorio. Modifica el nuevo Código lo relativo á las personas 
que pueden ejercer el comercio, ensanchando el círculo y re- 
duciendo á estrechos limites las facultades del menor y de la 
mujer casada: establece la igualdad entre los nacionales y ex 
tranjeros, sin tomar cu cuenta ei principio de la reciprocidad; 
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aumenta el número de documentos inscribibles en el registro 
mercantil, haciendo otras innovaciones en este punto, como ia 
de declarar voluntaria la inscripción de los comerciantes; las 
introduce asimismo en los libros de comercio, sn número y su 
redacción. Declara válidos y eficaces, en juicio y fuera de él, 
los contratos mercantiles, cualquiera que sea la forma en que se 
celebren, .Se da cabida en él alas disposiciones que sobre Bol- 
sas, Lonjas, Pósitos y casas de a u tratación mercantil corrían 
en ^A VtíS separadas: se establece la libertad de Bolsas Je Co- 
mercio. las cuales podrán crearse en cualquier punto de la Pe- 
nínsula; se permite á los particulares, sean ó no comerciantes, 
contratar en Bolsa ó fuera de ella sin intervención de agente 
de cambio, si bien se priva en este caso á los contratos de va- 
rios electos jurídicos; se determinan los breves plazos en qne 
deben cumplirse los contratos celebrarlos en las ferias; se de- 
cíala que son irreivindicables todas las cosas compradas al con- 
tado en almacenes ó tiendas abiertas, Nótanse algunas dife- 
rencias sobre los agentes mediadores del comercio; y para omi- 
tir otros pormenores, se proclama la libertad absoluta para 
Cieui Bancos de emisión, si bien aplazándola para cuando ce- 
sen los privilegios concedidos por leyes especíales. 

Por lo que acabamos de decir de sólo una parte del Código 
mercantil, puede formarse idea de su carácter y tendencias, y 

de las muchas y grandes innovaciones que introdujo en esta 
rama del Derecho. 

Terminado el proyecto, que consta de 957 artículos, lo pre- 
sentó al Congreso de los Diputados el V inistro do Gracia y .Jus- 
ticia, 1). Manuel Alonso Martínez, en 18 de Marzo de 1882. v 

lué aprobado coa leves modificaciones y comunicado al Se- 
nado. 

Con más dificultades tropezó en la Alta Cámara, donde la 
Comisión nombrada al efecto hizo en él muchas enmiendas; 
pero terminado el ira bajo en lo de Junio de 1885, fué aproba- 
do como ley en 22 de Agosto inmediato. 

Consta el nuevo Código de Comercio de cuatro libros. 
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El primero, titulado De los comerciantes y MI comercio en 
general, trata, en seis títulos y 115 artículos, de los comercian- 
tes v actos de comercio, del registro mercantil, de los libros \ 
la contabilidad de comercio, de los contratos de comercio en 
general, de los lagares y casas de contratación mercantil y de 
los agentes mediadores del comercio. 

segundo, titulado De los contratos especiales de Comercio, 
trata, en trece títulos y 458 artículos, de las compañías mer- 
cantiles y sus varias clases, de las cuentas en participación, 
de la comisión, del depósito, de los préstamos, de la compra, 
venta v permuta, todo con ei carácter mercan til; del transporte 
terrestre, del seguro, de los afianzamientos mercantiles, de las 
letras de cambio, do las libranzas, vales y pagarés á la orden 
y los mandatos de pago llamados cheques, de los efectos al 
portador y de la falsedad, robo, hurto ó extravio de los mis- 
mos, y de las cartas-órdenes de crédito. 

El tercero, titulado Del Comercio marítimo, trata, en sus 
cinco títulos y 297 artículos, de 1 los buques, de las personas que 
intervienen en el comercio marítimo, de los contratos especia- 
les de este comercio, y de los daños, riesgos y accidentes del 
mismo. 

Por último, el libro cuarto, titulado De la suspensión de pa- 
gos, de las quiebras y Ae las prescripciones, trata, en dos títulos 
y 84 artículos, de las materias que expresa su epígrafe, ter- 
minando con una disposición general. 

Se lian suprimido en este Código todas las disposiciones del 
de 1829 relativas al procedimiento, el cual hade regirse por la 
ley de Enjuiciamiento civil. La de Enjuiciamiento mercantil 
estaba ya derogada desde 1808, como en su lugar lo liemos 
dicho (1). 

Kos falta afin bastante que decir sobro los trabajos de la 
Codificación en 18N2 y en los años sucesivos. Será materia de 
otro capítulo. 


f l) Véase ol capítulo IX 


CAPÍTULO XII 

Trabajos j proyectos de codificación desde ñ ¡SK7. 




ST.TMAEIO.~l. Proyecto do reformo del Código penal, do 11 do Abril do 
1882.— 2. Ley do Enjuiciamiento criminal, .lo U de Septiembre siguiente.— 
a Ley ndicionnl & la orgánica del Pudor jn.ü.-ial, do 14 de Octubre do] mtoao 
ano. —4. I i. libro del Sr. Puebla sobro las Audiencias do ]« criminal. — 
r> Proyecto do Jurado, presentado por ol Sr. Homero Girón en 8 do Fe- 
brero de 1883. — 6 . Proyecto de Código civil, presentado por el Sr, Süvolft 

*** 7 B “ aro ' lo 1988 -— 7 - otra de Código .-i vil. presentado por Don 

Augusto Comas. —8. Dn libro del Sr. Alonso Martínez sobro la Codifica- 

«ó» oí vi I . n. Proyecto do Código penal dol Sr. Silvola, de 20 do Díoíomhrc 
do 1881,— 10. Proyecto do Código poimt del Sr. Alonso Martínez, en indo No 
viembre de líe-tfJ. il . Proyecto de reforma de la loy orgánica dol Pódor judi 
cial, proséntmlo ¡>or ol mismo señor.— lá. Proyecto de loy sobro el establecí 
miento dol juicio por jurados pura determinados delitos -JS* Modificaciones 
en la orgnniíiioión y o» el personal do la Comisión desde ISSf ¡\ 1887 Con 
alusión 


Dijimos, ni terminar el anterior capítulo, que á los muchos 
y muy importantes trabajos de que en él dábamos cuenta, no 
sólo teníamos que añadir algunos más de! mismo año 1882, allí 
comprendido, sino también los posteriores hasta hoy. De ellos 
vamos á dar aquí noticia. 

Comenzaremos por los relativos al Código penal, 

1. Retirado el proyecto que en 1880 presentó I), Saturnino 
Al varar. Bugallal y do que en el capítulo anterior dimos noti- 

40 
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cia. lo i'e visó su sucesor en el Ministerio, i). Manuel Aionsc 
Martínez, y reformado en varios puntos importantes, lo pre- 
sentó á las Cortes en 11 de Abril de 1882. Expónense, en el 
extenso preámbulo que le precede, los motivos á que principal- 
mente obedece la reforma, en que, por la premura del tiempo, 
no intervino, como allí se dice, la Comisión de Codificación. 
La acción contiena del Derecho internacional y de la legisla- 
ción comparada; la influencia de la ciencia y de la práctica pe- 
nitenciaria; y la multitud de observaciones y datos que ofre- 
cen la psicología analítica y la fisiología, son. dice el Sr. Mi- 
nistro, les tres factores más importantes que influyen en la re- 
forma. 

Viniendo al pormenor de ésta, mencionaremos la de la 
definición del delito, que se procuró simplificar; y las que se 
introdujeron en las circunstancias excluventes, atenuantes y 
agravantes, ampliando las disposiciones anteriores acerca de 
ellas, y reformando radicalmente las relativas á la reincidencia 
y á la vagancia, á la última de las cuales se quitó el carácter 
de delito. La escala penal futí objeto de un cambio profundo, 
puesto que desaparecieron más de la mitad de las penas antes 
establecidas, reduciendo y simplificando de este modo su nú- 
mero. Se acordó computar la prisión preventiva del reo como 
parte de la pena que se le imponga. Se redujo el máximum de 
tiempo de prisión que haya de sufrirse por insolvencia para el 
pago de costas. Se prescindió de la publicidad para la ejecu- 
ción de la pena de muerte, y se mejoró el cumplimiento de las 
que consisten en la privación de libertad . La cadena, el grille- 
te y- o iras agravaciones semejantes, quedaron prohibidas para 
lo sucesivo. 

1 ales fueron las principales reformas introducidas en el Li- 
bro primero. 

Como la más notable del Libro segundo, mencionaremos la 
especificación de la pena correspondiente á' cada delito, enca- 
minada á evitar las operaciones de medida y comparación que 
el Código vigente hace necesarias. Algunas otras se hicieron, 


inspiradas en el criterio político á la sazón dominante. En los 

delitos con ra el orden público se distingue, al tratar de Jos 

a . en ados, los que se cometan contra la Autoridad, de los que 
lo fueren contra sus agentes. 1 

De otras muchas reformas que en la legislación penal intro- 

‘ . ® 1>r0ye * t0 > a» haremos mención, así por no haber Ue- 

g-ado a plantearse, ni a discutirse siquiera, aunque se presentó 

nnoenTsMroT 0 P ° r h f er8e . formntaí » «W* otro, des, 

■ , , f r ° L “ estos mismos días y por el mismo Mí- 

mstro autor del que nos ocupa. 

Otras dos reformas legales llevó á cabe el Sr. Alonso Mar- 
ines en el ano que vamos recorriendo, i saben la de la Ley 
de Enjuiciamiento criminal, que muy meditada , adicionada 
respecto 4 la de 18», * ,a sazón vigente, so promulgó en ÍI 
. "lenibrc do 1882, comenzando á regir en 15 do Octubre 
inmediato; y la de la Ley orgánica del Peder judicial, que re- 
torno por otra Adicional de 14 de Octubre del misme aho. 

)0 una y otra vamos á decir algunas palabras. Comencé- 
mes por la primera. 

2 .’ ^ unque 1>asada líl Lm J (íe E >íjiímamieiUo criminal de 1882 
en la Compilación de que en el capítulo anterior hemos habla- 

L ° J Suu muclia8 y grande! reformas que en ella introdujo 
no solo para aclarar preceptos más ó menos oscuros y dudosos 

aC ' I,tar a, S D “ 08 Procedimientos, sino muy principalmente 
para «suplir, como en las cuestiones prejudiciales, algún vacío 
sustancial por donde era frecuente el arbitrio un tanto desme- 
dido, y más que desmedido, contradictorio, de la jurispruden- 
cia, corregir Jos vicios crónicos de nuestro sistema tradicional 
de enjuiciar y rodear al ciudadano de las garantías necesarias 
para que en ningún caso sean sacrificados los derechos indivi- 
duales al Ínteres mal entendido del Estado» (1). Lamenta 
el Sr. Ministro que haya sumario que dure ocho años, siendo 


(1) Exposición quo procedo á la ley. páginas vm y ix. 


frecuente que no dure menos de dos, durante los cuales sufre el 
reo la prisión preventiva; y que terminen en muchos casos por 
la absolución de la instancia , dejando al tratado como reo pen- 
diente de una nueva abertura del proceso. 

Y todavía hallaba peor que en el sumario no se dé inter- 
vención al procesado; que el Jjiez instructor de las diligencias 
pea el mismo que falle la causa, con todas las pteocu paciones 
que ha hecho nacer en su ánitno la instrucción, que por las ex- 
cesivas ocupaciones de los Jueces, sean los Escribanos los que 
practican muchas diligencias: que no se dé la debida impor- 
tancia a las pruebas del plenario; que durante la instrucción 
de! sumario se recojan con preferencia los datos adversos al 
procesado, descuidando a veces consignar los que pueden fa- 
vorecerle; v que, por resultado de todo esto, se fabrique una 
verdad de artificio, contraria á la realidad de los hechos, que 


luego es imposible al procesado vencer en el plenario. 

Para remediar estos males, ofrece la ley «la sustitución de 
los dos grados de jurisdicción por ia instancia única; laorali- 
dad del juicio; la separación de lo civil y de lo criminal, res- 
pecto al Tribunal sentenciador; igual separación, en cuanto á 
los Jueces instructores, cti ciertas ciudades populosas, donde 
hay más de un Juez de primera instancia y es mucha la crimi- 
nalidad: multitud de reglas de detalle, esparcidas acá y allá 
en la ley, y singularmente en sus dos primeros libros, para 
que los Jueces, en el examen de los testigos v en la practica 
de los demás medios de investigación, se ciñan á sólo lo que 
sea útil y permanente; y, por último, la intervención del pro- 


cesado en todas las diligencias del sumario, tan pronto como 
el Juez estime que la publicidad de las actuaciones no compro- 
mete á la causa pública, ni estorba al conocimiento de la ver- 


dad» (1). 

La ley organiza además la inspección continua y sistemá- 
tica de la Audiencia de lo criminal y del Ministerio público 


CU Exi'OHlcíóh cibadu, i>á£ si 
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sobre la marcha de los procesos, y establece procedimientos 
especiales y sumarios para cierta clase de delitos. Otros vicios 
del enjuiciamiento cree el Sr. Ministro que quedarán corregi- 
das con el juicio oral y público y el sistema acusatorio en la lev 
procesal. 

La redacción de esta ley había sido preparada por las de 11 
de Febrero de 1881 v 15 de Junio de 1882, publicadas por Real 
decreto de 22 de Junio de 1882. En ellas so asentaron sus ba- 


ses, y se autorizó el planteamiento del juicio oral y público y 
la creación de las Audiencias de lo criminal, en la forma que 








Consta la ley de siete libros, á saber: i." Disposicion es ge- 
nerales, con 18 títulos, que contienen 258 artículos: 8 ." Del su- 
marlo, con 12 títulos y 31)0 artículos: 8. 11 Del j Hirió oval, con 
3 títulos y 1 1 >1 artículos: 4." De los procedimientos especiales, 
con 7 títulos y 117 artículos: 5." De los recursos de casación // 
de revisión , con 2 títulos y 115 artículos: ó," Del procedimiento 
pura el juicio sobre faltas, cou 2 títulos y 21 artículos; y 7.° De 


la ejecución de las sentencias, con f> artículos. Son en t «lo 1)98 
artículos y una disposición final. 

3. La ley adicional d la orgánica del Poder judicial tuvo por 
principal objeto establecer las Audiencias de lo criminal, cuya 
creación se había autorizado por la ley de 15 de Junio del mis- 
mo año; fijar ta competencia de los Tribunales conforme á las 
bases de dicha ley; determinar la categoría y dotación de los 
Magistrados de estos Tribunales; restringir las incompatibili- 
dades; proveer á la defensa en primera instancia de los intere- 
ses del Estado, do la Administración y de los Establecimientos 
de Beneficencia ó Instrucción, encomendados hasta entonces 
á los Promotores fiscales (que quedaban suprimidos'!, y regu- 
larizar las funciones de los Aspirantes y Suplentes en los Tri- 
bunales colegiados. En esta ley se modificaron las disposicio- 
nes de la de 1870 sobre nombramientos de funcionarios judicia- 
les, dando mayor ensanche alas atribuciones del t.íobierno y 
mayores facilidades al movimiento de las escalas. 
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Creó la expresada ley 95 Audiencias de lo criminal, en las 
poblaciones, y con jurisdicción en los pueblos y territorios, 
que expresa un cuadro adjunto á la ley. listas Audiencias es- 
tán refundidas en las territoriales, donde las hay. Constan de 
nn Presidente, un Fiscal y dos Magistrados, por regla gene- 
ral (si bien las hay de cinco Magistrados); con un Teniente fis- 
cal v otros funcionarios. 

V 

Más adelante veremos cómo el Sr. Ministro, autor de esta 
¡ey, ha propuesto la refundición de ambas leyes orgánicas en 
una sola. 

4. Entretanto debemos consignar aquí que la creación de 
ios tribunales de provincia dió asunto á un hermoso libro, que 
con el título de Las Audiencias de la criminal , publico en 1883 
D. Agustín Puebla. Oficial del Ministerio de Gracia y Justicia: 
libro que honra mucho á su inteligencia y laboriosidad. En él, 
después de algunas consideraciones sobre el juicio oral y pú- 
blico, las reformas judiciales y los trabajos de las anteriores 
Comisiones encaminados á realizarlas , examina la ley orgá- 
nica del Poder judicial de 1870 y los proyectos posteriores, de 
1880, 1881 y 1882. y expone las dificultades que ofrece en su 
desarrollo el sistema de las Audiencias de lo criminal, tal como 
aparece planteado, extendiéndose largamente sobre este pun- 
to, é ilustrándolo con variados ó importantes datos. Hace luego 
oportunas observaciones sobre algunos servicios que necesita 
la mejor administración de justicia; da á conocer la organiza- 
ción délos tribunales en casi todas las naciones de Europa, y 
entra, por último, en el examen de esta organización en his- 
pana y de las mejoras y reformas de que es susceptible. 

Sirven de complemento á la obra doce estados, que contie- 
nen cuantos datos pueden desearse para el perfecto conoci- 
miento de la organización judicial de España en todos 3i«s 
pormenores, y de su personal y coste (1). 

‘Ij !*■ > * 1 jíí.ví.f , i,) Kiimlin 1 1 1 rn s a plitutaniiiiuiitci , oon I 

Torsos (lutos relativo)! k los yisLomiw do nrgunixaoión da trilumalon, oto., ote., 
por D. Agustín Pttebla — l’n tomo un ! <1» (¡tu páginas Madrid, 1895. 


5. Fué, pues, como se ve por éste y por el anterior capítulo, 
muy fecundo en trabajos de codificación el año 1882. Sobre- 


vino en los primeros días de 1883 un cambio en la polí- 
tica del Gabinete, que trajo al Ministerio de Gracia y Justicia, 
primero á 1). \ ícente Romero < ürón, y después á I). A u rebano 
Linares Rivas; y sabido es que cuando ocurren tales cambios, 
los trabajos de la codificación se paralizan durante algún tiem- 
po, ó varían de rumbo. Esto último sucedió ahora, presentan- 


do al Senado el Sr. Romero Girón en 8 de Febrero de 1883 un 
proyecto de ley para restablecer el Jurado , institución que ya 
había sido objeto de debate en la misma Cámara durante el 
Ministerio del Sr. Alonso Martínez, debate que terminó ofre- 
ciendo este Sr. Ministro establecer el durado en el plazo de 


un año. 

De 133 artículos consta el proyecto á que aludimos, y en 
ellos desenvolvió su autor los varios puntos que allí debían tra- 
tarse; á saber: l.°, la composición, atribuciones y competencia 
del Tribunal del Jurado; 2.", las circunstancias necesarias para 
ser jurado; 3,", la formación de las listas del Jurado; 4.*, los 
trámites anteriores al juicio; .V. las diligencias preparatorias 
parala constitución del durado; 6.°, el juicio en sí mismo; 
7.", los recursos contra las resoluciones del durado. 

Precede ¡i este proyecto un razonado preámbulo, cu el que 
expone su autor las ideas que sobre todos y cada uno de los 
puntos indicados traduce luego en artículos. 

Dió la presentación de este proyecto materia á un amplio y 
luminoso debate en el Senado, que comenzando el 28 de Mar- 
zo, terminó el lí> de Mayo de aquel año. tratóse cu la Al- 
ta Cámara la materia con gran erudición y copia de doctrina 
por los mantenedores de las diversas opiniones; y d proyecto 
fuó aprobado. Pero no habiéndose llevado al Congreso en aque- 
lla legislatura y sustituido luego el Sr. Romero Girón en el Mi- 
nisterio de Gracia y Justicia por el Sr. Linares Rivas, no tuvo 
el asunto por entonces ulterior progreso. 

Pensó luego el Sr. Linares Rivas en dar á la Comisión de 
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Códigos distinta organización. Pero no pudo llevar á cabo su 
propósito en el corto tiempo que estuvo al frente del Minis- 
terio. 

Un nuevo cambio político vino, en principios de 1884, á rea- 
nudar los trabajos de ia Codificación desde el punto en que ios 
había dejado pendientes á su salida del Ministerio el Sr. Alonso 
Martínez. Nombrado entonces Ministro de Gracia y Justicia 
L>. Francisco Sil vela, puso de nuevo en marcha los del Código 
civil, presentó además un proyecto de Código penal , y terminó 
el Código de Comercio de la mansera que en el capítulo anterior 
hemos dicho, por lo que nos limitaremos á hablar aquí de los 
dos primeros trabajos mencionados. 

6. Modificando el proyecto de Código civil de 1882 en al- 
gunos punios, especialmente cu lo relativo á las legislaciones 
locales, á las que hizo más amplias concesiones, y en la deli- 
cada y gravísima cuestión del matrimonio, que mantuvo en su 
estado actual, presentó el suyo el 7 de Muero de 1885, formula- 
do en 27 bases, que tocando todos los pantos capitales del De- 
recho civil, expresaban, en una síntesis brevísima, lo que sobre 
ellos se había de establecer en el Código. No nos sería posible, 
sin alargar demasiado esta noticia, dar aquí de las bases una 
idea que vendría á ser, después de todo, una exposición de los 
principios y doctrinas fundamentales del Derecho civil (1), 


fl) Vétm ^’ f nuestra de estos fcaí|s, las síffuientss: 

«XIV. BI trotado d, los sucesiones so ajustará, on sus principios oapit* 
*” “ °" 'iue 1" Cu misión general do Codificación, reunida en pie- 

no, cotí asistencia de los Sros. Vocales eorresp.,, .dientes y de .os Sres. Sena- 
Oles y Diputados, adoptó e „ las reuniones wdobmdtw on Noviembre do 1SS3 
y con arreglo á olio* so mantendrá on su esencia la lo Elución vigente sobre 

os testamentos eu ,ml, su forma y solemnidades, sus diferentes clases 

o olograio adió,, o, cerrado, militar, marítimo y hecho en país extranjero; 
a cepacdad para disponer y adquirir por testamento, á la institución de 
- doro, la desheredación, las mandas y logados, ia institución oond&iónal 

tamir 1 " 0 : ; Üb ~ y la , OVOeaCÍÓ11 A de las disposiciones tes- 

1 *, or enando y metodisando lo existente, y completándolo con 


Dieron estas bases materia á un amplio y luminoso debate 
en la Alta Cámara, que comenzó el 19 de Febrero siguiente y 
terminó el 21) de Abril; debate cu que las más graves cuestio- 
nes del Derecho civil fueron tratadas con gran elevación y co- 
pia de doctrina, quedando, en virtud de él, aprobado el pro- 
yecto en el Senado. Pero aunque más tarde se comenzó igual 
debate en el Congreso de los Diputados, no se había termi- 
nado cuando se suspendieron tas sesiones de Cortes : antes 
quedo tan á los principios, que ni aun la importantísima base 
tercera, lelativa al matrimonio, llegó á ser aprobada 

Y como la inesperada y dolorosa muerte del Roy I). Alfon- 
so XII trajo consigo un cambio de Ministerio y de política en 
fiues de aquel año, quedó el proyecto del Sr. Sil vela en el mis- 
mo estaáo que todos los anteriores. 

7. No pasaremos aquí en silencio un notable trabajo, que, 
con moti\ o de esta discusión, salió a luz. Nos referimos al 
Proyecto de Cv diego civil que presentó al Senado D. Augusto 
Comas, ofreciendo nn nuevo molde á que debería ajustarse, en 
su concepto, el Código civil ; proyecto que en la sesión de 10 
de Marzo y la inmediata apoyó su autor en un extenso y eru- 
dito discurso. El método que sigue el Sr. Comas es distinto del 
adoptado por la Comisión de Codificación y por la mayoría de 


enante tiendo ú asegurar la verdad y facilidad rio 
voluntados. 


e x prosi ón ció f as ú 1 ti mas 


«XV. Altitona do las* ritCirmns índícildas Sci'im , tul primor término, las 
sus títu dimes Ehleíoomísuruis, que iki pesarán en la linea directa del segundo 
éxado 6 o anudo so hagan nn lavor de personatí qne todas vivan al tiempo dol 
lalleOjumonto del testador. El haber hereditario so distribuirá on tiros partes 
¡guales: mm t qno constituirá la legítima do los hijos; otra, que podrá asignar 
el padre il su arbitrio como mejora entro los mismos; y otra, de quo podrá 
disponer Ubrotuento. La mitad de hi lioronoia on propiedad, adjudicada por 
líneas y no por proximidad do parentesco, constituirá la legítima, do lo» m- 
otíiidientes r quienes podrán optar entro ésin y Jas alimentos. Tendrán los 
hijos 1 1 atura los reconocidos derecho á uun porción hereditaria, que si concu- 
rren con lujos legítimos, nunca podrá exceder da íu mitad que corresponda 
4 i éstos; pero podrá aumentarse cuando sólo quedaron ascendientes.» 
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j os Códigos modernos: y bastará, para apreciarlo así, dar de su 
proyecto una ligera idea. 

Divídese en cinco libros y éstos en títulos; todo por el or- 
den y con el método siguiente: 

Libro l .' 1 — Délas faen tes del Derecho civil.— Hit. I.°: De 
la naturaleza de las fuentes del Derecho civil, de sus efectos v 
délas reglas generales para su aplicación. — Tít. 2.°: De las 
relaciones entre las fuentes del Derecho civil. 

Libro 2. "—Del sujeto del Derecho civil . — Titulo prelimi- 
nar: De las personas (individual, colectiva y ficticia). — Tít I.": 
De las condiciones constitutivas de la capacidad civil (viabili- 
dad, matrimonio, constitución y organización del Estado, etc. ). 
—Tít. 2.'*: De las condiciones modificativas de la capacidad ci- 
vil (menor edad, enfermedad, sexo, prodigalidad, interdicción 
civil, concurso y quiebra, ausencia y extranjería).— Tít. 3.°: 
Medios supletorios ó complementarios de la capacidad civil 
(patria potestad, tutela, curaduría, autoridad marital, habili- 
tación judie ¡a!, sindicatura). — Tít. 4.": Reintegración de la ca- 
pacidad civil (emancipación, dispensa de edad, matrimonio, 
mayor edad, término de la enfermedad, viudez, rehabilitación, 
regreso del ausente, naturalización de los extranjeros). — Títu- 
lo 5/': De la pérdida de la capacidad civil (muerte, disolución 
y liquidación en las sociedades, extinción en las fundaciones). 

Libro 3 .° — Del objeto del Derecho civil . — Título prelimi- 
nar: De los bienes (cosas inmuebles, muebles y semovientes; 
fungióles y no fungióles; aguas, minas, obras literarias y ar- 
tísticas; cosas corporales ó incorporales, 'di visibles é indivisi- 
bles, principales y accesorias; singulares, totales y universa- 
les; litigiosas; efectos al portador; actos que consisten na dar, 
en hacer, ó en no hacer; del modo y forma cómo las cosas y 
los actos son objeto del derecho).— Tít. l.°: Del derecho de 
propiedad (propiedad plena ó dominio; propiedad menos plena, 
como las servidumbres; propiedad imperfecta, como censos, 
hipoteca, prenda; propiedad de las aguas; servidumbres; pro- 
piedad de minas, propiedad intelectual, propiedad de los ¡n- 




t 
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ventos; inscripción de los derechos de propiedad). — ' Til. 2.": 
Del derecho de obligaciones (su naturaleza, extensión, efec- 
tos, Cumplimiento, transformación de la responsabilidad, in- 
demnización de daños y perjuicios; clasificación de las obliga- 
ciones en individuales, colectivas, conjuntas ó mancomuna- 
das, simples ó solidarias, puras, condicionales, suspensivas, 
resolutorias, á plazo, conjuntivas ó alternativas, etc.); fuentes 
de las obligaciones. 

Libro 4." — Del hecho jurídico. — Título preliminar: De las 
relaciones jurídicas (su naturaleza, clasificación, eficacia y 
extensión). — Tít. 1,": De las relució lies necesarias (por razón 
del nacimiento, del matrimonio, de la muerte y de pública 
utilidad).— Tít. 2.”: De bis relaciones voluntarías (trabajo, 
ocupación, acción, posesión, prescripción, contratos); relacio- 
nes jurídicas que se originan por acto ageno. Ku estos títulos 
30 trata con gran extensión de la organización de la familia, y 
de las herencias y testamentos. 

Libro 5." — De la j nulificación de las relaciones jurídicas . — 
Título preliminar: De tas pruebas.— Tít. 1.': Déla prueba do- 
cumental (documentos en general, documentos públicos, re- 
gistro del estado civil, registro de tutela, registro parroquial, 
padrón municipal, registro de la propiedad, protocolos y otras 
clases de documentos). — Tít. 2.": De la prueba testifical. 1 í- 
tulo 3.“: De la prueba pericial.— Tít. 4.“: De las pruebas espe- 
ciales. — Tít. 5.": De las presunciones. 

¿Yunque extremadamente sucinto, basta este extracto para 
que se forme alguna idea del trabajo del Sr. Comas, que no 
presentó con tanto desarrollo en su enmienda, pero lo hizo 

luego en un libro que publicó después (I). 

8. por este mismo tiempo (1884-1885) se publicó un intere- 
sante libro, que con el título de hl Código civil en sus rclacio- 

(l! Progvet» de <%/»>. civil- Enmienda presentad» ni Somulo per I>. Au- 
gusto Comas* profesor do la Inivonddud do Madrid, Sanador del Reino, «te., 
non un prólogo dal E*cmo. Sr. D. Eduardo Pórea Pujol, profesor do la Uní 
vcrskltul do Volead*. -Un tomo ou 4 " do xxxi-210 rftgintt. Madrid. 1885, 
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nes con las legislaciones /orales, escribió D. Manuel Alonso Mar- 
tínez, después «le los solemnes debates que bajo su presidencia 
celebró la Comisión de Codificación reunida cu pleno en Octu- 
bre y Noviembre de 1882, de que en el capítulo anterior dimos 
cuenta. Movióle á escribirlo su ardiente deseo de que la Co- 
dificación civil se llevase á efecto, y de que los resultados de 
aquel solemne debate, encaminado á allanarle el camino, fue- 
ran conocidos «leí público. Trata ¡il efecto todas las cuestiones 
que allí se discutieron, haciéndolas preceder de algunas consi- 
deraciones sobre el estado de la legislación civil, la necesidad 
<le su codificación, las dificultades que se oponen á la publica- 
ción del Código y las diferencias esenciales que existen entre 
la legislación general del reino y las especiales de Navarra, 
tragón , Cataluña y Mallorca. Examina lo que hay de más im- 
portante en las instituciones locales, y expone sus opiniones 
sobre la libertad de testar, el fideicomiso, ¡as legítimas de los 
ascendientes ó hijos naturales, la sucesión abin tes tato, la viu- 
dedad foral y las obligaciones y contratos, asuntes que ha- 
bían sitio ampliamente debatidos en las sesiones de 1882. 

Basta lo que acabamos «le decir, y sobre todo el nombre del 
autor, para que se forme idea del interés de este libro (1). 

í). Muy pocos días antes que el proyecto de Código civil, ó 
sea el 2b de Diciembre de 188-1, había presentado á las Cortes 
el 8r. Sil vela uu Proyecto de Código penal, reconociendo, como 
sus predecesores, la necesidad «le reformar el que se llalla en 
vigor desde 1870. Partió para su reforma del de 1KÍ8, á la vez 
que utilizó el vigente y los proyectos do 1880 y 1882, hacien- 
do en su trabajo pocas innovaciones respecto ¡i los anteriores, 
como lo dice en su preámbulo, donde añade que es fácil señalar 
en el suyo la filiación de casi todos los artículos en alguno de 
los precedentes, y que aun muchos preceptos que pueden apa- 


ti) Eí ( üiíiíjt.i * H i w I'm hiM l i>i J mi* U* ¡ **,}*>% JiU'tlh por Hr Mil 

íttie] Alonso ÍCa>rtinó2L— JDoh tomusi oh 8/" incnior, cjiio fóFúQ>& parte de la Di 
•bfo'McajittfMaí, pol'iiett'lft por D Emilio Bravo, Matlriil, 1*>1 l**ñ. 
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recercóme novedades, tienen su fundamento y raíz, ó en eso? 
cuerpos legales, ó en doctrinas ádmitidas y declaradas por otras 
leyes ó por reiterada jurisprudencia. 

Comienza dicho proyecto, como bahía comenzado el del 
Sr, Alonso Martínez, por un título preliminar, que establece 
principios generales sobre los límites y extremos á que alcan- 
za la acción del Estado, sobre las condiciones necesarias para 
que una acción sea considerada como delito ó falta, pura que 
las penas se ejecuten y los Tribunales ejerzan su jurisdicción 
ó provean á la necesidad social del castigo de los delitos: para 
distinguir esa acción del Estado en el Código penal, de otras 
funciones semejantes con que pudiera confundírsela: y para 


señalar ios casos en que los delitos están sujetos á las disposi- 
ciones del Código, según la nacionalidad «le su autor, la índole 
del hecho, y el lugar y las personas contra las que se ha co- 
metido. En esta parte, el proyecto del Sr. vSüvela es. y así lo 
manifiesta en el preámbulo, muy semejante ¡vi ¡le 1882. 

Tiene su razón el método del Libro primero, en que la co- 
misión de un acto punible ofrece cuatro conceptos principales, 
á saber: el delito; la pena; la relación entre el delito y la pena, 
y la extinción de esta relación. Siguiendo este orden, se desen- 
vuelven los cuatro conceptos, formulando en artículos: 1. , la 
materia del delito, ó sea, su naturaleza y diferentes formas y 
estados, las personas responsables, y las circunstancias ate- 
nuantes ó agravantes; 2.°, el concepto de la pena, ¡lidiando 
todas las que el Código admite, su naturaleza, su duración y 
la escala gradual de ellas, con lo demás que constituye lo que 
pudiera llamarse la economía de la penalidad; 3.°, la relación 
entre el delito y la pena, que se determina por la participación 
que en el delito tomó el delincuente y por otras circunstancias 
importantes; 4.% la extinción de esta relación, ó el término de 

la responsabilidad penal. 

Mayores y más variadas fueron las modificaciones hechas 

eo «1 Libro segundo, si bien 110 tiwlwl 01 <'' ttrl ' ctl -' r S em ' r “ 1 - 
Sínico de lee del libro primero. Sin alterar la eetwctnre de lo. 
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provectos anteriores, se procuró utilizar en éste cuanto útil, 
progresivo y práctico se propuso en el de 1882, como tam- 
bién lo que el Código de 1870, la doctrina de los Tribuna- 
les, las enseñanzas de escritores y comentaristas y los ejemplos 
de las legislaciones extranjeras, ofreciesen como verdaderas 
mejoras y adelantos. 

Trátase en el Libro tercero de las faltas, cuyo número apa- 
rece considerablemente disminuido respecto de otros proyec- 
tos) para no dejar en el Código sino las que tienen el carácter 
<ie pequeños delitos, que afectan la misma importancia en to- 
das las poblaciones y que castigan las Autoridades judiciales, 
llevando ¡i otra ley las faltas cuyo conocimiento y castigo co- 
rresponde á las Autoridades administrativas, y que el autor de 
este proyecto hallaba fuera de su lugar en cd Código penal, 
puesto que no habían de caer bajo la jurisdicción de los Tribu- 
nales, ni merecer su castigo la calificación legal de pena. 

Presentado á la Alta Cámara este proyecto en la fecha an- 
tes citada, cúpole todavía peor suerte que al del Código civil, 
porque no llegó á ser discutido mientras vivió aquel Ministe- 
rio, y con su caída en Diciembre de 1885, quedó sin ulterior 
progreso (1). 

10. Un año después, ó sea en 19 de Noviembre de 1886, 
lia presentado al Senado el nuevo Ministro de Gracia y Justi- 
cia, D, Manuel Alonso Martínez, las bases de su Proyecto de 
Código pcfiat , que es el cuarto de los formulados desde 1880 
basta hoy. Funda el Sr. Ministro su necesidad, no sólo en que 
es urgente concordar varios preceptos del Código penal vigen- 
te, inspirados en principios de una legalidad que pasó, con la 
letra y espíritu de la Constitución de 1876, sino también «en 
los notables progresos alcanzados desde aquella fecha por la 
ciencia del Derecho en la resolución de los más arduos proble- 
mas relativos á la delincuencia y á la penalidad, merced al 


(1) liste Proyecto torre impreso y tormii un tomo en S.° menor, ite 2-¡0 
páginas. — Madrid, ISSó. 
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rápido adelanto de los estudios antropológicos y sociales, y á 
las expresivas estadísticas que ofrece el régimen penitencia- 
rio.» Recuerda, en el preámbulo que precede á las bases, los 
tres proyectos presentados antes (en 1880, 1882 y 1884 », y el 
propósito que en ellos ha predominado «de resistir al influjo 
de todo espíritu exclusivo y sistemático», tratando de conci- 
liar lo ideal con ío posible y modelar lo nuevo sobre lo histó- 
rico y nacional. 

En las diez bases que constituyen este proyecto, se estable- 
cen para la reforma los siguientes principios: i." Poner el 
nuevo Código en armonía cou la Constitución de 1876.— 
2.° Reducir las escalas de las penas al número suficiente para 
el castigo de los delitos, con relación al de los estableci- 
mientos penales que existan. — 3." Determinar la penalidad 
de los delitos, señalando concreta y especialmente en cada 
caso la extensión de las penas. — 4," Conceder más amplitud 
á los Tribunales para imponer penas según las circunstancias 
que concurran en los delitos. — 5.“ Clasificar las de exención, 
atenuación ó agravación, fijando bien su transcendencia ó im- 
portancia.— 6." Llenar los vacíos que hoy se notan en el Códi- 
go. ya por no haber en id pena establecida para ciertos hechos 
punibles, va en cuanto á dar más flexibilidad á alguna de 
ellas, ó fijar el verdadero carácter y concepto de ciertos deli- 
tos. 7.° Llevar al libro de las faltas los hechos que revisten 

este carácter y hoy se castigan como delitos. — 8.° Clasificar 
las faltas que, por su índole, caen bajo el dominio de las Auto- 
ridades administrativas. — 9 Establecer sanciones penales 
eficaces para los delitos que se cometan por medio de la im- 
prenta. — 10. Hacer en el Código hoy vigente las demás modi- 
ficaciones que surjan del desarrollo de estas bases. 

Ha sido este proyecto asunto de extensa y luminosa discu- 
sión en ol Senado desde el 25 de Enero ál 26 de Febrero del 
presente año (1SÉ7), y en esta discusión se lian presentado 
importan féi enmiendas, de las que se han admitido muchas, 
ampliándose con esto el texto y la doctrina de las bases. 5 se 
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va á discutir en el Congreso de los Diputados cuando escribi- 
mos estas líneas (Mayo de 1887). 

11. Con igual fecha que ei anterior, presentó el Sr. Alonso 
Martínez al Senado otras bases para la reforma de la ley provi- 
sional sobre organización de! Poder judicial . Sabido es que esta 
ley, promulgada en 1870, menciona los Tribunales de par- 
tido, á los que se encomendaba la justicia correccional y la 
de primera instancia en lo civil, y que en ella figuran como 
existentes, aunque no llegaron á crearse, por lo cual, así 
su texto como el de los libros que en su vista se han es- 
crito, suponen un mecanismo de Tribunales que no existe 
ni lia existido nunca, fuera de que la ley contiene muchos 
preceptos que, ó no están vigentes, ó han si lo trasladados 
á la de Enjuiciamiento civil y criminal, como lugar más ade- 
cuado para ellos, conforme al me todo de la codificación mo- 
derna. De aquí la necesidad evidente de formularla de nuevo, 
puesto que la ley adicional á la orgánica, de que antes hemos 
hablado, se limitó á organizar las Audiencias de lo criminal 
que ella creó, y á ponerlas en relación con los preceptos vi- 
gentes de la ley que nos ocupa; por lo cual. Como dice el se- 
ñor Ministro en el preámbulo del proyecto, rigen boy dos le- 
yes orgánicas que obedecen á distintos sistemas, estado irre- 
gular, que debe desaparecer. 

Con tal intento se propone el Sr. Ministro «compilar y or- 
denar, mejorándolo en algunos detalles, el derecho actual» 
para que de este modo, «los Magistrados, Fiscales, Jueces y 
Ahogados se ahorren la molestia de inquirir qué preceptos de 
la ley orgánica están en vigor y cuáles no.» Y al propio tiem- 
po. aspira á introducir algunas reformas necesarias, va en el 
nombramiento de los Jueces municipales, ya en la constitución 
de los Tribunales que han de entender en los juicios sobre fal- 
tas, ya en la organización de ¡a carrera fiscal y de los Secre- 
tarios de las Audiencias. 

Las bases de este proyecto son, reducidas á su menor ex- 
presión, las siguientes: L* Establecer uno ó más Jueces y 
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Tribunales en distritos que abarquen uno ó más términos mu- 
nicipales, formándose estos Tribunales del Juez municipal v 
do3 adjuntos, que deberán conocer de las faltas en juicio oral 
y público y única instancia, como también de los demás asun- 
tos que les atribuyan las leyes,— 2. a Separar lo civil de lo cri- 
minal, donde el Gobierno lo crea conveniente al servicio públi- 
co.— 3. a Ingreso en la carrera judicial, precisamente por el 
grado inferior y en virtud de oposición, con un sistema análo- 
go en la carrera de Secretarios judiciales.— 4. * Aumentar el 
Ministerio fiscal, para promover la persecución y castigo de 
los delitos.— 5. u Determinar las condiciones necesarias para 
el ejercicio de las profesiones de Abogado y Procurador, faci- 
litando su libre desempeño. 

Guando se imprimen estas líneas (Junio de 1887), este pro- 
yecto se está discutiendo en el Senado. 

12. Para terminar la noticia de los trabajos y proyectos de la 
Codificación moderna, considerada cu general y salvas las es- 
pecialidades de que hablaremos en otros capítulos, debemos 
mencionar ei que sobre el establecimiento del juicio por jurados 
para determinados delitos, presentó al Congreso de los Diputa- 
dos el 28 de Noviembre último el mismo Sr. Ministro autor del 
anterior, D. Manuel Alonso Martínez, precedido de un preám- 
bulo, en que expone con brevedad el pensamiento, el objeto y 
las principales ideas que entraña su proyecto, conforme en lo 
sustancial con el de 1883, de que antes hemos hablado, pero 
distinto de él en algún punto importante, como es el relativo á 
la ultimación de las listas de jurados, á la que en el proyecto 
actual se aplica diferente sistema. 

Consta este proyecto de 129 artículos, una disposición espe- 
cial y otras transitorias. Divídese en varias partes, que llevan 
los siguientes epígrafes: Competencia del Tribunal del Jura- 
de. — Circunstancias necesarias para ser Jurado. — Formación 
de listas de Jurados. — Trámites anteriores al juicio.— Diligen- 
cias preparatorias para la constitución del Tribunal del Jurado, 

— Juicio ante el Tribunal del Jurado. — Recusación de los Ju- 

w 
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rad os.— Juramento de los mismos.— Del juicio. — Cuestiones v 
preguntas á que han de responder los Jurados.— Deliberación 
de los Jurados y su veredicto.— Juicio de derecho. — Sentencias 
del Tribunal de Derecho.— Suspensión del juicio.— Disposicio- 
nes comunes.— Recursos de reforma del veredicto y de revista 
de la causa por nuevo Jurado.— Recurso de casación por que- 
brantamiento de forma 6 infracción de ley. 

En los artículos 5." y 6." de este proyecto se determinan 
los delitos en que el Jurado deberá entender, y los que serán 
ajenos á su competencia. El 10, 11, 12 y 13, expresan las cir- 
cunstancias para ser Jurado y las personas que no tienen ca- 
pacidad para el cargo ó pueden excusarse de ejercerlo. Y en 

los artículos 50 á 61 se encuentra lo relativo á su organización 
y constitución. 


Este proyecto se ha discutido en el Congreso de los Dipu 
tados, desde el 21 de Abril de este año 0887) hasta el 13 do Ma 
yo siguiente. Ha sido este debate tan amplio y luminoso co 
ino los que respecto á otros proyectos liemos tenido ocasión di 
mencionar. Y en los momentos en que escribimos estas línea; 
se aguarda su discusión en el Senado. 

13. La organización y el personal de la Comisión han expe. 

i . t )f ?, a i ' ,ana8 a ^ rac i°nes en los siete años transcurridos 
•lo-de 1881 hasta el momento en t,uo se escriben estas líneas. 

«r decrete .le 2 de Febrero de 1880, siendo Ministro Don 
s ;"™ n0 Al 7“ B “S» I K «« declaró q„e los trabajos de las 

¡¡Z ^-0 defln í ti,amente Ominados desde qne sa- 

POP 1 *1 iti i o 1 *. j ' 09 nuevamente 

cretl de sZ -r ida en pleno > 00m ° P«<«Pt» a ba el de- 
para , m cr ' aci<5, >- ' ae dió al Ministerio mayor facilidad 

quisiese encoLeSe? * ^ e " '° S tmbaj ° 3 

a ¡stm ZZnZlto MÍ,l CPUembre * ^ SÍend ° * " 

Com lo „d 08 7 ° üatr0 Senad ° rca > “» °> cará cter de Vooa- 
' 10 ,nil,camo9 ^ on el capítulo anterior. 
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En el personal de la Comisión hubo también sensibles pér- 
didas. En 27 de Marzo de 1881 falleció D. Joaquín Ruiz Ca- 
ñábate. En 18 de Enero de 1884 falleció D. Antonio Romero 
nrtiz. En 7 de Septiembre de 1885 falleció D. Benito Gutié- 
rrez. Y habiéndole reemplazado en 11 de Octubre siguiente 
I). Cirilo Amorós, ha fallecido el 28 de Febrero de este año. 
l o mes antes, en 27 de Enero último, había muerto 1). José 
María Fernández de la Hoz. 

Durante el mismo período fueron nombrados Vocales de la 
Comisión: 

En 5 de Marzo de 1881 (con el carácter de Vocal Auxiliar), 
D, Eduardo García Goycna, que recientemente ha hecho dimi- 
sión de este cargo, siéndole admitida en 2 de Marzo último. 

El l.“ de Junio de 1881, D. Francisco Silvelay D, Germán 
( rumazo. 

El 6 de Diciembre del mismo año, L). Vicente Romero v 

* ** 

( iírón. 

El 18 de Febrero de 1883, D. Joaquín López l’uigcerver. 

El 5 de Marzo de 1884, D. Luís Silvela. 

El 6 de Noviembre de 1885 entró I). Santos de Isasa, Vocal 
de la Comisióu como Diputado desde 1882, á formar parte de 
la Sección 1. a 

V c! 14 de Marzo último lia sido mimbrado Vocal D. José 
de Aldecoa. 

Aunque hemos terminado, al llegar aquí, la enumeración 
de los trabajos relativos á la codificación general, fáltanos 
hablar aún de los que se han hecho para las provincias de Ul- 
tramar, y de los códigos y leyes militares últimamente promul- 
gados, como también de otros documentos importantes que 
forman parte de nuestra historia legal contemporánea; y ex- 
poner brevemente, untes de dar por acabada esta tarea, el es- 
fado actual de la legislación y de la Administración de justi- 
cia en España. 


CAPÍTULO XIII 


Trabajas ile la Coiuisién de Codificación militar (18S2 á 1884), 
Trabajos legales del Ministerio de Marina (1885 y 1S8G). 


SUMARIO I La legislación militar do España en la edad moderna: 
Ordenanzas do 16$2, 1701 y 17GS,— 2. Se croa en IbbO la Comisión de Codifica- 
ción! militar. Persona# de que se formó. — 3* Bases que redactó para sus traba- 
jos* — Formación del Código peuaJ . — 4. Señálanse algunas diferencias entro 
la legislación penal militar y la ordinaria. — 5, División del Código penal y 
materias que contiene. — tf. Ley de organlaacdón y atribuciones de los Tribu- 
nales de guerra: so da idea do su contenido H — *- Ley de Enjuiciainiento mi- 
litar: principios y reglas á que .se ajusta: materias quo contieno. 8, ModiJi- 
caciones que la Comisión experimentó en su personal, — 9, Colección de leyes 
y reglamentos do Marina: noticia de esto trabajo ó idea de su contenido -— 
10. Reforma de la Ordenanza naval de 1793. — Conclusión, 


Las importantes leyes militares recientemente prom Híga- 
das ? y los trabajos hechos para aplicar algunas leyes de Espa- 
ña á las provincias de Ultramar, no hubieran podido pasarse 
aquí en silencio sin incurrir en una omisión notable, \atoos, 
pues, como lo ofrecimos en el capítulo anterior, á dar de ellos 

alguna noticia. 

Comenzaremos por las leyes militares. 

L La Codificación militar, hecha en la antigua y conocida 
forma de Ordenanzas, cuenta en España más de 250 anos de 
existencia* Fué la primera Compilación de esta clase laque se 
hizo en el reinado de D. Felipe IV, y lleva por epígrafe: Orde - 
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muza de 28 de Junio de 1632, sobre la disciplina, militar, suri 
dos, ventajas, provisiones de empleos y otras cosas. 

Mantúvose en vigor hasta después de térra iuado aquel si- 
glo; y el 18 de Diciembre de 1701, reinando D. Felipe Y se 
dió La Real Ordenanza que llaman de Mandes, en que se mt 
cede a los regimientos los Consejos de guerra, y t-ala de. la subor- 
dinación y disciplina de las tropas, su fuero, desertores , revis- 
tas, castigo para las plazas supuestas, asientos , duelos, desafio s 
V casamientos de oficiales y soldados. 

Cerca de veintisiete años después, en 12 de Julio de 1728 
se reformó esta Ordenanza; y cuarenta años más tarde, la de- 
rogó la de D. Carlos III. que ha estado en vigor desde 1768 bas- 
ta nuestros días. 

Sobre esta importante colección legal dice un inteligente ca- 
en or contemporáneo: «Todo cuanto aquel prudente Monarca 
creyó necesario para copiar con exactitud el modelo que se ha- 
la propuesto, que era el ejército prusiano, á la sazón el pri- 
mero de Europa, está consignado en el libro que lleva por tf- 
ulo: Ordmhzas de $. * para el régimen, disciplina, subordi- 

dTsu n W POr la aCCrtada distribución 

n j- ‘ Par 63 J por Ia arm ónica contextura de toda la obra. 

SSK525! eSte Cddi ^ a m de esos edificios greco- 

ción , SÓ ld ° S Cimieaí0a t S allarda y severa construc- 

' L' r eVan , tar0n 6U a( * uelIa é P°cé> (I). Y para dar al- 

plandece e T n * SaUa doctrína J elevada sencillez que res- 

S est Tk 0bPa ’ Cita Tarios y P redMOS ú índole 

este trabajo no nos permite reproducir. 

la Ordenanz/f ' ^ 3l ! íudis P u table mérito, las disposiciones de 
práctica norr Ue . r ° n ] ™ ÍéT f otKi ; de mu J difícil aplicación en la 

se reformadora r GnaS e ” eÜa3 artícul ° c i uc no estuvie- 
esto no precisamente 011 5 i° P ° r ^ 6 VaHa3 disposiciones; y 

comenzaron á re^ir- v eU ^ {l } Umos tiem P 0S > sino desde que 

* ‘‘^nqne hubieran podido reformarse dis- 


Etto&o Húbrc ,í !f t . 
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crotamente, conservando do este modo aquel antig’uo monu- 
mento jurídico-militav, se ha preferido seguir el método que 
hoy goza de tanto favor en toda Europa, formando, para sus- 
tituirla, un Código penal militar, obra de la autorizada é inte- 
ligente Comisión que al efecto se creó, y de ia cual, como tam- 
bién de sus importantes trabajos, vamos á dar una breve noticia. 

2. La Comisión de Codificación militar se creó en 29 de Mar- 
zo de 1880, siendo Ministro de la Guerra el Marqués de Fucu- 
teficl. Formáronla el Teniente general D. Antonio Ros de 
Olano, Presidente; 1). Hilario de Igón, Presidente de la Sala 
primera del Tribunal Supremo; el Vicealmirante D. Francisco 
Ramos Izquierdo; los Consejeros togados, D. Hilarión Sauz 
Ortiz y D. Carlos Apolinario Fernández de Souza: y el Maris- 
ca! de campo D. .luán de Acevedo. Para Secretario y Auxiliar 
se nombró al Auditor de guerra D. Pedro Planeo y al Tenien- 
te auditor 1). Javier ligarte. 

:í. Comenzó la Comisión sus trabajos el 6 de Abril siguiente, 
y cn 28 de Mayo leía ya en el Congreso de los Diputados el 
Ministro de la Guerra, Marqués de Fuentcfiel, las bases para 
la Codificación militar] conjunto ordenado de los principios que 
debieran aplicarse á ia organización de los I ribunalcs milita- 
res, al Código penal y á la ley de Enjuiciamiento militar. 

Ampliadas estas bases á la jurisdicción de Marina é intro- 
ducidas en ellas algunas modificaciones, fueron aprobadas pol- 
las Cortes y promulgadas como ley en 15 de Junio de 1882, 
siendo Ministro de la Guerra el Capitán general 1). Arsenio 

Martínez de Campos. 

He aquí un ligerísimo extracto de ellas. 

1. a La justicia en el Ejército y Armada se administrará por 

Tribunales especiales. _ 

2. a Ejercerán la jurisdicción de esta clase; el Consejo de 

guerra ordinario, los de Oficiales generales, los Gobernadores 
de las plazas, los Capitanes generales de los distritos, los Ge- 
nerales en Jefe de ejércitos y escuadras, y el Consejo Supremo 

de Guerra y Marina. 


i 
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3. a Consígnase en esta base la organización deí Conseje, 

Supremo de Guerra y Marina, y otros pormenores respecto al 
ejercicio de la jurisdicción. 

4. 11 Se establece aqní la competencia exclusiva de la jurjs. 

dicción militar para conocer de los delitos y causas que se ex- 
presan . 

u. a Se determina en qué casos están sujetos á la jurisdic- 
ción militar los individuos de la reserva. 

6 ; Se declara 9er del conocimiento de la jurisdicción ordi- 
naria: el atentado y desacato á las autoridades militares; la fal- 
sificación de la moneda y billetes,- la de sellos, marcas y docu- 
mentos, con la excepción que se expresa; el adulterio y estu- 
pro; la injuria y la calumnia; la infracción de las leyes de 
aduanas contribuciones y rentas públicas; los delitos coraeti- 
os auxiliando á las autoridades administrativas ó judiciales- 

“IT “T*! 6 ™ aDtCS de «¡-S-cito, d tuvieren 
L Metr est *blcc¡ m ¡euto 9 , por operarios de Arsena- 
os Maestranaas y otros; y las faltas no penadas ea las leyes y 
reglamentos militares. y ' 

narúnfi 1?*? ™° a Coml ’ cteate * '» jnrisdiccMn militar 

dé nna p a ‘ 1 ” e *** P° r ° b j°‘° » «ntreg-a 

beliúD* L dó 6 Sedac0ldn te ‘ropos; los de aovillo á la re- 

faerra armadaT“? Je ¿ Í119üll ° 4 Centi ™ la > «^guardias 4 

citas y muufeió f I" 0 ™ 1 ” 0 ’ r ° b °’ e3tafa y hurto d « 
sitiadas - ° b °“ y gwm ’ loa en plazas 

en loTéandéa a jé V P “ m d loa comprendidos 

jefe- los de ]n<Ü • CQ tiemp ° de gU6rra dicteü íos Generales en 
tistas del ejército' 8 ^ f 03 los que 00metaa los asen- 
de falsificación en 1 ® D ^ au re ^ aei dn con sus contratos; los 
ministren á las tro ^ ff j‘ Iier ° 9 a P rovisí °nes de boca, que se su- 
^Ula, en M ^ 7 a35 f 7 -bo en cua- 
lesquiera otros wlnol- 6n estatl0 de guerra y cua- 

m ¡litares las leyes viffent mient ° atn W an & los Tribunales 

los relacionados con el « ° • <1U ° 80 dÍCteQ 60 lo suce9ÍT0 >‘ 

con el servido de marina, que serán de la 
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competencia exclusiva de ésta, y las faltas que en el ejercicio 
de sus funciones cometan los militares de todas clase?. 

8. 1 Establece esta base las reglas que han de seguirse 
cuando resulten complicados en un mismo proceso indivi- 
duos del ejército y de la Armada con otros que no lo sean, 
disponiendo que, cu ciertos casos, se divida la continencia 
de la causa. 

9. a He encarga la mayor rapidez para la sustanciación de 
las causas en las jurisdicciones del ejército y Armada, y se de- 
clara que la ley podrá establecer, para algunos casos, la reduc- 
ción de las solemnidades del juicio. 

10. Se fija el valor y eficacia de las sentencias pronuncia- 
das por los Consejos en sus diferentes clases. 

11. He determina el límite hasta donde puede llegar la ju- 
risdicción militar, para hacer efectivas las responsabilidades 
civiles declaradas en sus ejecutorias. 

12. Se encarga que los Códigos penales militares se ins- 
piren en los antiguos preceptos de las Ordenanzas, y se adap- 
ten en lo posible á las prescripciones de la ley penal común, 
dando otras reglas á este propósito. 

13. Se manda aplicar las disposiciones del Código pena! 
común á los delitos no previstos ni penados en el militar. 

Siguen ti estas bases dos adicionales. 

Por La primera se encarga á las autoridades de guerra la 
prevención de los abintestatos y testamentarías de militares, 
pasando las diligencias á la jurisdicción ordinaria cuando ten- 
gan carácter contencioso. 

Por la segunda se declara que en campaña ó en país ex- 
tranjero, conocerá la jurisdicción militar do las reclamaciones 
por deudas contra los militares, siguiéndolas en expediente 
gubernativo. 

4. Formado sobre estas bases el Código penal mihtav, ha 
seguido en sn estructura el método del Código penal común, 
aunque con las diferencias que en cuanto al fondo hacía nece- 
sarias la distinta índole de ambas legislaciones en muchos y 
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muy importantes puntos. Tales son: el de la definición del de- 
lito, donde era forzoso tener en cuenta el carácter espectalfsú- 
mo de la milicia, que hace en ella delitos muchas acciones que 
en el orden común no lo son: como también lo relativo á l¡ L s 
circunstancias atenuantes y agravantes que, á excepción de 
una sola, han sido suprimidas en el Código militar, facultando 
álos Tribunales del ejército para apreciar en uno ú otro con- 
cepto las que consideren tales y para imponer la pena señala- 
da en la extensión que estimen justa, prescindiendo del rige, 
mmo de los grados que prescribe la legislación ordinaria, por 
no avenirse bien estas apreciaciones á lo que para el castigo 
de los delitos militares ae requiere. La conveniencia, además, 
de no confundir los delitos de los militares como miembros de 
la sociedad, con los que cometan en el ejercicio de su profe- 
sión, ha hecho necesaria la división de las penas en comunes 
y militares, para qne sea regla constante y principio indiscu- 
tible que la transgresión de la ley militar "reconoce un origen 
distinto del que tienen los delitos comunes. 

Por consideraciones análogas se manda ejecutar la pena de 
muerte pasando por las armas al que haya de sufrirla, y que 
¡as militares que consisten en encierro por más ó menos tiem- 
po, 90 cumplan en establecimientos especiales. 

Las penas de los delitos enumerados en el libro II. afectan, 

por punto general, y salvo ciertas excepciones, á todos los mi- 
litares, sin distinción de clases. 

j . ] hm DOvedad del Cddi §'° respecto á la Ordenanza, y que se 
exp ica por nuestras recientes insurrecciones, son los delitos 
que afectan á la seguridad del Estado, como también se ex- 
r.ca por la rmsma cansa que se haya hecho del delito común 
6 1 q Rbell(5n una especialidad puramente militar. 

f U maíena <ie -Arciones, los conatos ó ten- 
tituvpn r + r0S iechos ’ quc figurando autes en ellas, cons- 
ol-, iu ! °, niílS sraves i y se introduce la deserción del 

militares ^ ° ° 0U CSt ° UU Vacío qt3e había eu tas leyes 



Se aminora el rigor con que hasta ahora se castigaba, 
siempre con pena de muerte, el delito de insulto á centinelas, 
Salvaguardias y fuerza armada. Una jurisprudencia constante 
había ya introducido en este punto la pena arbitraria, medida 
mi proporción á la gravedad del hecho; y con esta j urispru- 
deucia está de acuerdo el nuevo Código. 

Por último, á todo lo que en materia de delitos comunes 
no esté prescrito en este Código, se entiende ser aplicable la 
legislación general del Peino. 

5, El Código penal militar contiene 215 artículos, distribui- 
dos en dos libros— liábanse en el libro primero las disposicio- 
nes generales sobre los delitos, las personas responsables y las 
penas.— En el segundo, las penas correspondientes á los deli- 
tos. Por la semejanza que tiene en su estructura con el Códi- 
go penal común, no entraremos en otros pormenores sobre su 

contenido. 

Dijimos yaque el 28 de Mayo de 1882 se presentaron al 
Congreso de los Diputados las bases parala codificación mili- 
tur. Añadiremos que a! cabo de dos años y medio, ó sea el 17 
de Noviembre de 1884. se puso en observancia el Código 


penal. 

(i. Ocho meses antes, ó sea el 10 de Marzo de 1884, se ha- 
bía puesto en vigor la ley de Organización, y atribuciones de 
ios TriS anales de guerra, formada sobre las bases que liemos 
dado | conocer, por lo que no nos detendremos aquí sobre es- 
to. Consta la ley de 155 artículos, una disposición final y tres 
transitorias, y se halla repartida en 12 títulos, que llevan por 
epígrafes: 1," Disposiciones generales— 2." De los Tribunales- 
de guerra y autoridades que ejercen jurisdicción militar.— 3.“ 
De la organización y atribuciones de los Consejos de guerra— 
4 0 De las autoridades que ejercen jurisdicción militar— 5." De 
los Auditores y Asesores— G." Del Consejo Supremo de (hie- 
rra y Marina.— 7.° De las facultades extraordinarias en tiem- 
po de guerra— 8.° Reglas para determinar la competencia, de 
los Tribunales. — 9.° I)e los Fiscales y Secretarios de causas — 
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10. Disposiciones comunes á los cargos judiciales. ] 1. f) e los 

defensores.— 12. De la responsabilidad judicial (1). 

7. Digna continuación de tan importantes obras ha sido la 
Ley de Enjuiciamiento militar, puesta cu vigor el 29 de Sep- 
tiembre de 1886. que, como lo dice su preámbulo, viene á 
completar ambas leyes y á resol ver las dificultades que natu- 
ralmente suscitaba la falta de armonía entre ellas y el orneo 
dimiento antiguo. ' 

Para dar unidad á la nueva ley y evitar las consultas al 
derecho común, se insertan en ella reglas y preceptos de éste 
que bebieran podido excluirse por medio de referencias: pero 
que realmente es preferible haber incluido en la ley. 

A ejemplo de las de su clase en la jurisdicción común, co- 
o canse al principio las disposiciones sobre competencia de los 
nbonales nnhtares, subsanando asi las omisiones de la ley 
org Mea en cuanto á los delitos de auxilio á la deserción, v al 
atentado y desacato á las autoridades de guerra. 

S “ d “»»W«W«Mo varios preceptos de! 

ll "” dos “ recta inteligencia por los Consejos de 

dTl™'r CapÍt “‘° 906 ’üSiala sobre la deliberación 

Le el T JG8 ’ CS d ° nile ****** ~ «centra esta 
mase de disposiciones. 

"rr el SUm “ ri ° C0m0 en el l>‘« a ™ < 1 « l«a causas cri- 

r “° ia ie * >* » t a„ 

antte-c ro P™* dlmi ? D * 0 ". con > a defensa del acusado. A la 

Ksc Lee r f f ° ar S° 8 ""“l»™ ““ lectura que el 

d e ea„r„ ir í" - objeto, alien- 

te cene para exponer cuanto tienda 4 atenuarlas <5 ano- 



1* mm* jLL IL'a.rt”’” ?* ’7" ,s "' “ ** Puerto .. 

* >• «M. primara “““* * >**- *«** 
dílCo ««arto d .1 8¿r. mo 

“•«o.-, a. Un. -ai 4 . « ia S n ,_j [ 2^ »g»4»-Dn .«n. ... » 


— 173 — 


Procúrase la imparcialidad como base del acierto, por medio 
de una lista de incompatibilidades para desempeñar funciones 
procesales, y otra de motivos de recusación respecto á los que 
las desempeñan. 

La autoridad judicial es árbitra, según la ley, para dejar 
en libertad á los acusados por delitos leves, eu que la deten- 
ción no aparece justificada, siendo ésta una conveniente inno- 
vación respecto al procedimiento antiguo. 

Conforme á lo consignado en la ley de 15 de .1 ulio de 1882, 
se establece el juicio sumarísimo y el procedimiento rápido es- 
pecial para los delitos de traición, rebelión, sedición y otros 
análogos, que requieren pronto y severo castigo. Este proce- 
dimiento excepcional se conocía ya desdo que se introdujeron 
los Consejos de guerra verbales, creados por el General Es- 
partero en su célebre orden de (Juintanar de la Sierra, y es 
una verdadera necesidad para la conservación de la disciplina 
y del orden público. 

Las causas por delitos cuya pena es suspensión de empleo, 
ó recargo en el servicio y arresto, tocan á la autoridad judicial 
sin la intervención del Consejo de guerra, si no se trata de 
personas á quienes deba juzgar el Consejo Supremo. 

Cuando la3 causas ya sentenciadas se elevan en consulta 
al Consejo Supremo, no constituye este trámite una nueva ins- 
tancia, y no tiene, por tauto, intervención en ól el acusado. Si 
la causa se eleva por discordancia entre el Capitán general y 
su Auditor, el Consejo no hace más que dirimir la discordia. 

Materia del Tratado 7.° de la ley es lo muy poco que en 
asuntos civiles se ha reservado á las autoridades militaies, cu- 
yo conocimiento termina donde empieza el de la jurisdicción 

ordinaria. 

Por una disposición adicional se normaliza la administra- 
ción de justicia en las plazas y presidios de A frit a, donde la 
jurisdicción militar juzga á cuantos residen eu ellos, por con- 
siderarse esas plazas eu estado de guerra. 

Tal es la Ley de Enjuiciamiento militar, que se divide en 
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siete tratados, ó saber; l. 1 ’ Disposiciones generales, con .-^¡9 
títulos y 93 artículos.— 2 . 0 Del sumario, con tres títulos y í7n 
artículos.— 3.° Del plenario, con cinco títulos y 79 artículos. 
—4 . 11 De los procedimientos ante el Consejo Supremo de (Jue- 
rra y Marina, con cinco tituba y 57 artículos.— 5 ." De las sen- 
tencias, con dos títulos y 19 artículos.— 6 .° De los procedi- 
mientos especiales, con seis títulos y i5 artículos. -V l " i> 0 ] 
modo de hacer efectivas las responsabilidades civiles une 
declaren los Tribunales militares, con tres títulos y 14 ar- 
tículos. Tiene la ley, en todo, 4S5 artículos, dos disposiciones 

generales y una adicional. Le sigue una colección de formu- 
larios. 


Se ve, por todo lo que antecede, que la Comisión de codi- 
ficación militar ha aprovechado fructuosamente el breve pe- 
riodo de su existencia, dejando por recuerdo de di tres impor- 
tantes Códigos, cuya necesidad era urgente y reconocida. 

Tuvo, según nuestras noticias, parte muy principal en 0 «- 
tos trabajos e. Vocal D. Hilario de Igón. Obra Suva pueden 
considerarse las importantes bases que hemos dado á conocer 
como también la redacción definitiva de la ley de Enjuicia- 
miento militar, que le fué encomendada. Y es natural que así 
sucediese, puesto que su doble competencia como antiguo Au- 
ditor de Guerra y Presidente hoy de la Sala primera del Tri- 
enal Supremo, facilitaba grandemente la solución de los va- 

nos problemas que entraña la novísima legislación militar en 
sus relaciones con la ordinaria. 

on el *»™ «en, pode se existen- 
CUj al 8 unas modificaciones en su personal 

Apo^Ve“ d n'o “ f J” S Sr “- Ram ° S 

},*„ i v , > m * uza > * 1101 0)1 sucesivamente nom- 

j¡‘ ¡ . 0Ca , el 1 eDÍfmte « ¡eneral D. José Salamanca, los 

Salaverría el nT 1 ?"* AlmÍ ' <U1 ‘ 8 ? »• B«»Wo Rula , 1 c 
„uc fnerno i i p' 8 * 161 '' Juan del Ri0 - los Fiscales togados 

Avneto n r eJ °o? aFera ° de Gae ™ y «a™* D.V 
* 3 D ' Luls Ta P ia y Seijo y D. Vicente Romero di- 


ron, y el Teniente General D. Manuel Cassola, por muerte del 
Sr. Ruiz de Salaverría. 

También fueron sucediendo en la Secretaría al Auditor Don 
Pedro Blanco, que salió de ella por ascenso, el Teniente Audi- 
tor I). .losé Díaz de Sousa y el Auditor D. José Oliver García. 

Terminados los importantes trabajos que tanto honor ha- 
cen á la inteligencia y laboriosidad do la Comisión, se la di- 
solvió en 7 de Noviembre de 1880, siendo Ministro de la Gue- 
rra. el Teniente General D. Ignacio del Castillo. 

Dejó pendiente el de d i se tj)l¿na ó de taitas milita- 

res, cuya redacción se ha encargado á la .Tunta Superior Con - 
sultiva de guerra. 

9. También se ha formado recientemente en el Ministerio 
de Marina una interesante y útilísima compilación, en la que 
so lia refundido un inmenso numero de documentos oficiales 
que antes no podían consultarse sin mucho trabajo y diligen- 
cia. Lleva por título: Colección de Reglamentos, Leyes y Conve- 
nios internacionales , y salió á luz el l.° de Enero de 1885, sien- 
do Ministro el Vicealmirante D. Juan Antequera; comprende 
esta colección, no sólo los documentos de su clase expedidos 
por aquel Ministerio, sino todos aquellos cuyo conocimiento in- 
teresa, cualquiera que sea el centro de que procedan. 

El método que se ha seguido en esta Colección, os, reduci- 
do á muy pocas palabras, el siguiente: en los Convenios y Le- 
yes internacionales se ha conservado el texto primitivo, ínter - 
calando por notas, ó continuación de cada precepto, las aili- 
' clones ó reformas posteriores; en los Reglamentos se lia molli- 
ficado el texto, redactándolo en armonía con las disposiciones 

que posteriormente se lian dictado. 

La Colección está dividida en '20 cuadernos de 200 páginas 
por término medio, en los que se hallan metódicamente agru- 
padas las materias que la Colección comprende. Su pormenor 

es el que á continuación se expresa: 

L— Comprende todo lo relativo á la organización central, 

como es el Ministerio, el Archivo, la Biblioteca y el Musen. 


y también lo que se refiere al Consejo de Estado y al Tribunal 
de Cuentas. 

II. — Todo lo que se refiere á la estadística. 

II I. —Los Convenios internacionales sobre laces y man ¡_ 
obras, arqueos, cables submarinos y otros asuntos. 

IV y V.— Los Reglamentos de aplicación común á todos los 
Cuerpos de la Armada, por tratarse en ellos de ascensos, des- 
tinos, licencias, sueldos, uniformes, condecoraciones, retiros, 
inválidos y pensiones. 

VL-Los documentos de carácter personal, como hojas de 

servicios, informes para clasificaciones, formularios de nombra- 
mientos, patentes y otros. 

VII.— La organización del servicio á bordo de los buques, en 
todos sus pormenores. 

MIL— La documentación de los buques, relativa fi los dis- 
finios servicios ( u e en ellos se prestan. 

IX. -El servicio de la marina en tierra, como es el de arse- 
nales, observatorio, meteorología, telégrafos y defensas sub- 
marinas. 

X. Lo relativo á los centros de enseñanza. 

XI. -I.os reglamentos que afectan i laa clases subalternas, 
como contramaestres, prácticos, escribientes, fogoneros v ma- 

xu - Los relativos i ingenieros, maquinistas y maestranza. 

X i. -Los del Cuerpo de artillería y sus servicios. 

XIV.-Los q „ e tratan del Cuerpo de . Dfaoten . a 

sus servicios. J 

ceües.' ' ° S rel! “ i '' 0S “ l Cl,0rPO aimÍDÍStra ‘ ¡ '» y guardaalma- 

serTfcio * á « 1“ administración, como contratos, 
gastos , ubi, eos, contabilidad, cajas de caudales y víveres. 

’ L °. 1“ e se reíi ' !ro aI c “ er P° de sanidad, como hos- 

zm tos J “? 8 ’ eXMCi ™ es sanidad de pnertos, la- 

zaretos y cuarentenas. 
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X\ III. Los relativos á jurisdicción, justicia, Código penal 
y Cuerpo jurídico. 

XIX L os concernientes al cuerpo eclesiástico y derechos 
parroquiales. 

XX. Asuntos do navegación, marina mercante é indus- 
trias, como patentes, tripulaciones, corso, semáforos, alma- 
drabas y pesca. 

Para que la utilidad de la Colección sea permanente, cada 
semestre se publica un apéndice con las disposiciones que du- 
rante él se han expedido. 

10. Otra reforma legal, demás gravedad é importancia, ha 
acometido después el Ministerio de Marina. Por Real decreto 
de 21 de Abril de 188(3. siendo Ministro el A icealmirante Don 


José María de Beranger, teniendo en cuenta las radicales di- 
ferencias que separan á la marina actual de la del siglo pasa- 
do, por la completa y radical transformación que lia sufrido el 
material marítimo y laque también en cierto modo ha experi- 
mentado la organización del personal, se manda reformar la 
Ordenanza naval de 1793, y que para la mayor unidad y fije- 
za del trabajo, se encomiende esta tarea á un solo Almirante. 
Por otro decreto posterior se confió este importante trabajo al 
A icealmirante D. Guillermo Chacón. 

Bastan á nuestro propósito, y dada la brevedad do este es- 
tudio, las noticias que proceden sobre la codificación militar. De 
la codificación para nuestras provincias de Ultramar hablare- 
mos en el capítulo inmediato. 


CAPÍTULO XIV 


l)t‘ la nulMicnciím espinuda para las 


pruvimias do Ultramar. 


SUMARIO. — 1. Alguna* mejorés hecha?; on él catado legal y administra- 
tivo de hiü A 1 1 1 illas en el yiresonte ¿íiglOn Real ©édtdft ¿Ja 80 de Enero dé t$3o» 
líenles i.lurriitos de Sj do Octubre 'le l^s70 t *11 «le Agón tu de I'sTS, 7 do Muyo do 
1^7 i y 12 de Abril dr WV -i. Preliminares para U>< traluijus de Cbnlifioucinh 
Comisiones creadas :il efecto en I*G5 f I860 f 1S73 y 1SI4* — 3. Llévase á cabo, por 
la última de ellas, Iti reforma d*:l Código pemil \ le planiza u lis Almillas 
en 1S79. — 4. Ley provisional puní la aplicación del Código . formada por la 
misma < ‘omisión, — ó, Móviis.- primom ¡í PitíTt- ■ Rico y 'b -pu/> \ roba la U 
gí «bidón hipotecaria de Espuria, Trabajos de la (/emisión « roucljt al intento 
H. Rige por vez primera r-u ln< Antillas la ley de Enjuieimnionto civil m\ 
]StV>. Lo sustituye huís adelante 1u do l^ s L — 7 Se lleva á las A n tilla* vu i 
el novísimo Código lo Comercio español, — S. Aplicación del Código pena I 
á las Islas Filipinas cu 183 L Resiste su planteamiento ©1 Gobernador Gene- 
ral; pero se lleva á efecto on l^si; — -íi T ral*» jos para llevar a dichas Islas el 
Código tío Comercio — fírrjis reformas Icenles hechas en la legisla ñoti ih E 
tramar, — Sé reorganiza la Cninisién de Codificación en Pobrero d" I^V. 


1. Aunque la admiuistracióa y gobierno de las provincias 
do Ultramar ha sido en Kspuüii objeto constante de los cuida- 
dos del Poder supremo, que ha procurado, desdo hace muchos 
años, inspirándose más ó menos en el espíritu y cu las tenden- 
cias de asimilación, llevar á aquellas provincias las le} os J 
disposiciones que les eran más necesarias ; y aunque on lo re- 
lativo á la parte administrativa y económica se expidieron en 
el reinado de D. Fernando VII muchos y muy importantes 
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decretos, que han dejado en la Isla de Cuba grata memoria de 
aquel reinado, bien puede asegurarse que ni la legislación ni 
la administración de justicia habían recibido allí el fomento y 
mejora que han tenido en la segunda mitad de este 3Ígio, en 
el que se lian ido aplicando á aquellas provincias todos los Có- 
digos, leyes ó instituciones planteadas en España en los últi- 
mos años. 

Dejando aparte las disposiciones encaminadas á mejorar !a 
administración propiamente dicha, pudiéramos citar el Real 
decreto de 24 de Marzo de 1858, que organizó los gobiernos, 
tenencias de gobierno y comandancias militares de Cuba: va- 
rios decretos de 4 de Julio de 1861 , por los que se separaron 
de la? Audiencias las atribuciones contenci oso-administrativas 
y se establecieron los Consejos de administración; otro de 25 
de Noviembre de 1865, mandando abrir una información sobre 
las bases en que deberían fundarse las leyes especiales para 
Cuba y Puerto Rico; el de 9 de Diciembre de 1865, haciendo 
extensiva á arabas Islas la ley de Enjuiciamiento civil, pro- 
mulgada en España diez años antes, con una instrucción para 
su inteligencia y aplicación en los tribunales de Ultramar; y 

7 t>- 

otro de la misma fecha creando en dichas islas los jueces 
de paz. 

1 todavía debemos mencionar, como una de las más impor- 
tantes y transcendentales medidas adoptadas para la adminis- 
tración de justicia en las Antillas, la Real cédula de 30 de 
Enero de 1855, que tantas y tan acertadas reformas introdujo 
en ella, siendo allí lo que veinte años antes había sido en 
Empana el Reglamento provisional para la administración de 
justicia. Con ella desaparecieron I 03 jueces legaos, que antes 
había en la mayor parte de las poblaciones; de ella recibió 
fuerza y unidad la acción judicial, por haberse erigido una 
8ala de la Audiencia en tribunal de apelación de los juzgados 
especiales; ella hizo extensiva á los tribunales de Ultramar ia 
oiganización dada en España al Ministerio fiscal; ella aseguró 
para un plazo más ó menos largo la absoluta provisión de los 
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oficios enajenados; y operó, en fin, con estas y otras disposi- 
ciones que contiene, un cambio por todo extremo favorable en 

el ejercicio de las funciones judiciales y en el orden de los pro- 
cedimientos. 

Entonces se estableció el sistema que boy subsiste en la 
esencia, salvas las modificaciones que lian producido las nue- 
Ai,s leyes de que hablaremos más adelante. Debemos aña- 
dir que para preparar esta importante medida se había ins- 
truido expediente, en que tanto la Audiencia pretorial de la 
Habana, como la suprimida Chancille ría de Puerto Príncipe, 
las demás autoridades superiores de la Isla, la Sala de Indias 
del Tribunal Supremo y el Consejo Real, habían emitido lu- 
minosos informes. 

Digno de estudio es el documentó de que acabamos de ha- 
blar, que, en 12 capítulos y 246 artículos, establece cuanto 
por entonces se creyó conducente á reformar y mejorar la ad- 
ministración de justicia eu todos sus grados. 

Otro decreto de 25 de Octubre de 1870 organizó los tribu- 
nales de las provincias de Ultramar, estableció la división ju- 
dicial de las mismas y fijó reglas para el nombramiento, tras- 
lación, ascenso y separación de los funcionarios judiciales y 
del Ministerio fiscal, sancionando el principio de la inamovili- 
dad de los jueces y magistrados; cuyas disposiciones se confir- 
maron, con leves diferencias, en el de 27 de Agosto de 1873, 
aprobándose en 25 de Octubre del mismo año el reglamento 
para su ejecución. 

También en 7 de Mayo de 1874 se dictaron, por otro decre- 
to, reglas sobre provisión de vacantes de los órdenes judicial y 
fiscal; pero, verificada la restauración monárquica eu fin de 
1874, todos estos decretos quedaron derogados por otro de 12 
de Abril de 1875, eu que se dictaron las disposiciones orgáni- 
cas de los tribunales y de la carrera judicial, que hoy están vi- 
gentes, con las modificaciones hechas en decretos posteriores. 

2. Expuestas estas indicaciones respecto á las vicisitudes 
por que ha atravesado en estos últimos años la organización de 
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los tribunales en las Antillas, entremos á exponer los trabajos 
hechos para llevar á ellas los Códigos modernos de España- 
trabajos que puedo decirse tuvieron principio en 1856. 

En efecto: en 18 de Septiembre de aquel año hacía presente 
la Audiencia pretorial de la Habana los inconvenientes que se 
seguían de no haber allí regla fija para la aplicación de las 
penas, por el desuso en que había caído gran parte de la legis- 
lación criminal, creyendo llegado el caso de aplicar á aquella 
Isla el Código penal de España. Iniciado al efecto el oportuno 
expediente, hubo en el seno de aquel tribunal discordancia de 
pareceres, lo cual dejó paralizado el asunto. 

Cuatro años después se promovió de nuevo esta cuestión, y 
entonces el Fiscal de aquella Audiencia, despuós de lamen- 
tarse de las graves imperfecciones del estado legal allí vigen- 
te. propuso sin vacilar que el Código penal se plantease en 
Cuba, con ligeras variantes. En España, no obstante, el Con- 
sejo de Estado en pleno rechazó casi por unanimidad las ideas 
del Fiscal de la Habana. 


Una información decretada por el Sr. Cánovas del Castillo. 
Ministro de Ultramar en 1865, volvió á dar vida á este asunto; 
y el 10 de Septiembre de 1806 se creaba, siendo Ministro Bou 
ej andró de Castro, una Comisión encargada de proponer en 
la legislación penal de Ultramar las reformas convenientes. 
Ujcesc en el preámbulo del decreto, que apenas si en rigor y 
científicamente merece el nombre de legislación penal laque 
rige en Cuba, entregada al prudente arbitrio de los jueces, 
que entre las varias doctrinas á que han de atenerse, no pue- 
den alcanzar imnoa fijeza de principios y la seguridad en la 
justicia de la pena, que es de todo punto necesaria. 

tormaron la Comisión á que aludimos, D. Cándido Noce- 


ral, Presidente; D. Domingo Moreno, D. Manuel de Lara y Cár- 
denas, II Salvador de Albacete, D. José Nacarino Bravo, Don 

.. d,JUe e Ar,n:is y ’ ,uatl González Acevedo; personas dts- 
mguidas por haber ocupado altas posiciones oficiales, en las 
que habían tenido que tratar y resolver asuntos de Ultramar. 
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Notables ó importantes trabajos hizo esta Comisión; poro 
no terminó la tarea que se le había encomendado. Otro decreto 
le 10 de Septiembre de 1860, expedido siendo Ministro de Ul- 
tramar I). Manuel Becerra, dice en su preámbulo, que si bien 
había trabajado aquella Comisión para facilitar la aplicación 
del Código penal á las provincias de Ultramar mediante cier- 
ras reformas en el texto, no comprendían sus trabajos la tota- 
lidad del Código, ni se referían al enjuiciamiento criminal, uno 
le los principales fines para que la Comisión fue creada. Sobre 
estas consideraciones debía haber, en nuestro juicio, una muy 
superior para suprimir la Comisión, y era el insondable abismo 
que separaba las ideas de la mayor parte de sus individuos, de 
las que imperaban en 1869. ¿Quién concebiría, en efecto, que 
cutre unos y otros hombres pudiese haber, un momento siquie- 
ra, conformidad de pareceres? 

La Comisión quedó, pues, disuelta en el citado decreto, 
anadiándose lo siguiente: «En su lugar se crea otra Comisión, 
compuesta de un Presidente, cinco Vocales y un Secretario 
con voz y voto, la cual se encargará: l.'\ de proponer con toda 
urgencia las alteraciones que crea necesarias en el Código pe- 
nal vigente en la Península para aplicarlo á los distintos tem- 
iónos de Ultramar: 2.°, de formular, también con toda urgen- 
cia, una ley provisional para la aplicación del mismo Código; 
3.”, de estudiar y proponer las bases de una ley de Enjuicia- 
miento civil para dichos territorios.» 

Cuáles fuesen los resultados que dio esta Comisión, lo dice 
eu su preámbulo el decreto de 30 de Diciembre de 18/3, en qm 
se creó otra nueva: «Aunque la Comisión díó principio á su> 
trabajos, no llegó á terminarlos por la ausencia de algunos de 
sus miembros, por las ocupaciones de otros y por las diversas 
causas que aconsejaron dictar el Real decreto de 20 de No- 
viembre de 1872, por lo que se declaró disuelta la referida Co- 
misión, creándose en su lugar otra compuesta de siete distin- 
guidos jurisconsultos, con el encargo de proponer las modifi- 
caciones que conceptuasen en el Código pernal de la Península 
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para aplicarlo á Cuba y Puerto Rico en el preciso término de 
do3 meses, dentro de los cuales había de quedar de hecho di- 
suelta. Desgraciadamente tampoco díó esta nueva Comisión 
el resultado apetecido, ora fuese por lo angustioso del plazo 

ora por causas análogas á las que esterilizaron la acción de la 
primera.» 

Hasta aquí el preámbulo de 187J, refrendado por el Minis- 
tro interino de Ultramar, D. Joaquín Gil Berges, que recono- 
ciendo la necesidad de que el trabajo tantas veces intentado se 
llevase á efecto, nombró una nueva Comisión compuesta de! 
Secretario general (Subsecretario) del Ministerio de Ultramar, 
como Presidente; y cuatro Oficiales, Jefes de Administración, 
Letrados, del misino Ministerio, como Vocales, con el mismo 
encargo de hacer en el Código penal las modificaciones nece- 
sarias para plantearlo en Ultramar y formular un proyecto de 
ley de Enjuiciamiento criminal. 


No hahieado producido esta Comisión los resultados que se 
esperaban al crearla, quedó á su vez disuelta por Real decreto 
de 9 de Febrero de 1874, refrendado por el Ministro D. Víctor 
Balaguer, quien observa en su preámbulo «no es de extrañar 
que funcionarios encargados de diarias y graves tareas para 
e despacho de aquel Centro, dieran tregua indefinida á una 
ra que poi su naturaleza había de ser el fruto de maduro y 
argo trabajo.» Creóse en este decreto «una Comisión com- 
puesta de cinco Vocales, encargados de hacer en el Códi-o 

penal vigente las reformas necesarias para su plan team i etilo 
en Cuba y Puerto Rico.» 

J. A esta tarea se dedicó, en efecto, la Comisión, íntrodu- 


rán,lo en el Código penal, para llevarlo á las Antillas, las d¡- 
ereucias que a su juicio exigíau, así las condiciones locales 


do estas Islas, co.no la distancia áqne ac encuentran del po- 

fixl ^ e am P al 'ar en algunos casos la auto- 
Stf? < í 0berüa ‘‘ or Alones análogas á las que prote- 

ern Otra .r" 1 “ k aUtüri<lad »> ‘«orno Supremo Ha- 

diferencias de la imposibilidad de que los habitantes 
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de aquellas Islas puedan cometer delitos que exigirían su pre- 
sencia en España; de la naturaleza de aquel clima; de la es- 
clavitud que allí existió, y que, aunque abolida en Puerto Rico, 
subsiste temporalmente en Cuba, produciendo cierta clase de 
relaciones entre los amos y los libertos; lo cual hizo también 
necesaria la redacción de un nuevo capítulo sobre la fuga de 
los esclavos y su apropiación por persona extraña; y fundán- 
dose en la especie de potestad paternal que nuestras antiguas 
y sabias leyes otorgan á los amos sobre los siervos y libertos, 
y en la solidaridad que entre ellos engendra su constante tra- 
to, viniendo, por decirlo así, á constituir todos una familia, se 
consigna en el Código la exención de responsabilidad en el es- 
clavo y liberto manumitido graciosamente, que obra en do- 
ensa de sus amos, patronos, cónyuge y parientes de estos gra- 
dos, con la extensión y en los limites que se expresan. Por aná- 
logos motivos se introdujeron modificaciones en los artículos 
sobre homicidio, lesiones, adulterio, violación, rapto y otros. 
La exposición que precede al decreto para su planteamiento, 
clara y elegantemente escrita porD. Manuel Alonso Martínez, 
Presidente que era de la Comisión, expone con mayor copia de 
consideraciones lo que dejamos indicado. 

Por lo demás, siendo el Código, en su esencia y salvas las 
modificaciones apuntadas, el mismo que rige en España, no 
nos detendremos en dar de él una idea, que sería de todo pun- 
to inútil. 

4, Al aplicar el Código penal de España á Cuba y Puerto 
Itico, era necesario acompañarlo con reglas para su cumpli- 
miento. No satisfacía los deseos de la Comisión el que estas fia - 
sen en reducido número; y al discutir esta parte de su obra, 
quiso ínás de uua vez llevar á aquellas islas, cotí autorización 
del Gobierno, la ley de Enjuiciamiento criminal de España, con 
las modificaciones necesarias; pero la detuvo el temor de una 
demora, y la animó, por otra parte, acontentarse con poco, el 
recuerdo de lo ocurrido en España en 1848, donde al plantea: - 
se el Códig ‘0 bastaron algunas reglas para que pudiese api i- 
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carse durante muchos años. Debe observarse, no obstante 
que eo la ley para l’l tramar, aunque transitoria, se estable- 
ció el recurso de casación en los juicios criminales; notable 
adelanto, á que se decidió la Comisión para uniformar el pro- 
cedimiento criminal de España con el de Ultramar, fí p eg:n . 
del peligro que esto entrañaba de que, atendidas tas distan- 
cias, se hiciesen lentas la acción de la ley y la ejecución de 
las penas. 

La Uy provisional para la aplicación de las disposiciones del 
Código penal en Cuba y Puerto Itico contiene 94 reglas, doro* 
gaadose por la última las que entonces regían allí sobre el 
piocedimiento, en cuanto a ellas se opusieran: se declaró asi- 
mismo que seguirán aplicándose, con el carácter de saplefo - 

fias,} como doctrina respetable, las leyes procesales vigen- 
tes en España. ” 

De 2d de Mayo de 1879 es el decreto que maudú publicar v 
observar en Cuba y Puerto Rico, con las modificaciones pro- 
puestas por la Comisión, el Código penal español de 1870 y la 
ley provisional de Enjuiciamiento criminal para la aplicación 
del mismo, de que acabamos de hablar. 

Suscriben la exposición de motivos que acompaña al de- 
creto, y es de 21 del mismo mes y año, 1). Manuel Alonso 
Martínez, Presidente: D. José Fernández de la Hoz, I). Lau- 
reano F ignoróla, I). Alejandro Groizard, I). Saturnino Al varez 

ugallal y I). Emilio Bravo, Vocales; y I). Federico Pons, 
Secretario* 

Habían sido Vocales de esta Comisión , D. Cirilo Alvar! V 

• Augusto Ulloa, que á la sazón no existían; y lo era también 

Ib Salvador de Albacete, Ministro de Ultramar en los momen- 
tos de su promulgación. 

•>- Hace ya muchos años que comenzaron los traba ¡os para 
aplicar á las Antillas la legislación hipotecaria. 

A poco de plantearse en España en 8 de Febrero de 1861, 
acorde el Gobierno llevarla allí. Pidiéronse al efecto informes 
a as . utoridades, los Cuerpos su peñeres consultivos, los Tri- 
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bu nales de ambas islas y el Tribunal Supremo. Emitidos que 
fueron, como también los de las Juntas informativas, creadas 
en 12 de Septiembre de 1870, pasarou á una Comisión especial 
que se creó en 14 de Julio de 1876, siendo Ministró de Ultra- 
mar D. Adelardo López do Avala. La Comisión recibió encar- 
go do redactar los proyectos de ley y reglamento con destino 
á Puerto Rico, porque en Cuba había entonces guerra, que im- 
pedía plantear la reforma. 

Formaban la Comisión: D. Salvador de Albacete, Presiden- 
te; el Duque de Veraguas, D. José Agustín Cartagena, 1). An- 
tonio Soler, D. Bienvenido OI i ver, D. Victorio Arias Lambana, 
I). Rafael de la Kscosura, D. Eduardo de Castro y Serrano, 
i). Francisco Lois y Devesa, Vocales; y 1). Juan Stuyck y 
Reig, Secretario. 

Posteriormente se aumentó, por diferentes y sucesivas re- 
soluciones, con los V ocales 4. Eduardo Ibera, D. Apolinar de 
Hato, D. Carlos. María Perier, el Vizconde de San Javier, el 
Conde de Rascón, D. Angel Escobar, Ib Escolástico de la Parra 

y Ib Luís Torres de Mendoza. 

En 22 de Noviembre de 1878 se amplió el encargo de la Co- 
misión para igual trabajo respecto á la Isla de Cuba. 

Nombrado Ministro de Ultramar D. Salvador de Albacete 
en Marzo de 1879, le reemplazó en sus funciones D. Bienveni- 
do Olí ver. y bajo la respectiva presidencia de cada uno se dis- 
cutieron v aprobaron, eu el espacio de tres anos, los siguientes 
trabajos: la ley Hipotecaria para Puerto Rico, terminada el <> 
de Diciembre de 1878; el Reglamento para su ejecución, que lo 
fué en 28 de Febrero de 1879; la ley Hipotecaria para Cuba, el 
16 de Mayo del mismo año; el Reglamento para la misma, 
el 27 de Junio siguiente, y la instrucción para redactar los 
instrumentos sujetos al Registro, en 16 de Julio inmediato. 

Calcadas estas disposiciones sobre las vigentes en España, 
con las variantes que aconsejaban, por una paite la exponen 
cía y por otra las circunstancias de la propiedad territorial en 
las Antillas, las costumbres de sus habitantes y su organiza- 
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cióu administrativa, comenzaron á regir en l.° de Hayo de 
1880, desde cuya fecha está funcionando en Cuba y Puerto 
Rico el moderno sistema hipotecario español. 

Vdanse algunas de las modificaciones hechas en ia lev al 

aplicarla á las Antillas. 

Se amplía la importante prerrogativa que la lev de la Pe- 
nínsula concede á los Registradores, do calificar las escrituras 
publicas, á todos loa documentos auténticos en general, inclu- 
so los expedidos por los Tribunales. 

Se dictan nuevas reglas sobre el contrato de refacción á fin- 
cas rusticas, para facilitarlas hipotecas á favor de los acreedo- 
res refacción ¡¿tas, que constituyen la base del comercio y de la 
riqueza agrícola en las Antillas. 

Son objeto de disposiciones especiales las fincas conocidas 
en a Isla de Cuba con el nombre de haciendas comuneras, á 

f D ! i 16 que P uedat m* áe los beneficios de la inscripción en 
los Registros. 

„ Ll d,recc¡ ón <5 inspección de los Registros so ha puesto d 
-argo del Mumtro de Ultramar para mantener la unidad de 
aecón sobre aquellas provincias; pero asegurando al mismo 
unpo en dicho Mm.sterio la competencia para estos asuntes, 

der en euTs.'™' 105 9U<! ** eX ' Sei1 '° S 4Ue hatt íe entell_ 

8ubre nombramiento, cua- 

los sneldos reguladores de los de la Península y Ultramar am- 
4 lm,«e d* ' DCOmpat ' bl i ||dades Para el cargo, en cooformidad 
cuerpo deT' E “ e r d,S1 ’ 05¡ ° ¡0ne8 Peores; oprimiendo el 
s” Za en R P ' m t 1' * eStllbleCÍe " do «» I» primera provisión 
v i e™ e ! S "T “ e hl Pent,;5di ‘- I» práctica 

'vean o„r haD * 9» <“ atantes se pro- 

rresr r e,ís ‘ osy «. m 

oposición. * CSlatr0s tle “ ltlma “'áse. se cubran por 

So da acción al Registrador para que reclame del anterior 
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tí sus herederos, los gastos y perjuicios que se ocasionen, si 
han de rectificar algún asiento por error que aquéllos come- 
tieron. 

So ha suprimido la escala gradual que el art. 343 de ía ley 
de la Península fija para el cobro de los honorarios del Aran- 
cel, estableciendo que se pague sólo la mitad de éstos cuando 
la finca ó derecho valga menos de 1 .500 pesetas. 

Se han ampliado algunos términos legales, para quo las 
distancias ó el estado de las comunicaciones no perjudiquen á 
los que quieran liberar las hipotecas legales existentes é ins- 
cribir otras especiales. Y se ha añadido un nuevo título sobre 
reconstitución de los libros inutilizados ó destruidos, en todo ó 
en parte, por incendio ú otro accidente. 

Fuera de estas innovaciones y algunas otras que no es ne- 
cesario mencionar, las leyes Hipotecarias de Cuba y Puerto Rico 
son, en su esencia y en sus principios fundamentales, las mis- 
mas que en hispana. 

Las exposiciones que preceden á dichas leyes, y en particu- 
lar á la de Cuba, y al Reglamento geueral para su ejecución, 
escritas por D. Bienvenido Oliver, Presidente que fué de la Co- 
misión, exponen con claridad los motivos y fundamentos de las 
principales innovaciones, 

6. La ley de Enjuiciamiento civil rige en las provincias de 
l ' [tramar hace ya muchos años, porque la promulgada en 5 de 
Octubre de 1855, fué aplicada íntegramente á Cuba y Puerto 
Rico en 9 de Diciembre de 1865, acompañada de una instruc- 
ción para aclarar las dudas que en la práctica pudiera ofrecer. 
Reformada esta ley en 1881, como liemos dado a conocer en 
«tro lugar (1), era necesario llevarla á las provincias de l ltra- 

mar; y así se lia hecho en 27 de Octubre de 188o. 

Pero no ha sido igual al de entonces el procedimiento que 
ahora se lia seguido. La ley ha sido revisada y reformada 


(1) Véase el cap* X, 
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para las provincias ultramarinas; y aunque las diferencias tu. 
son grandes, son muchas en número; más de doscientos artícu- 
los son distintos en una y otra lev; siéndolo la numeración 
desde el 360 en adelante, lo que no deja de ofrecer incon- 
venientes, porque dificulta el estudio délos comentarios y el 
de la jurisprudencia que sobre la doctrina de los artículos es- 
tablecen los fallos del Tribunal Supremo. Se ha suprimido ade- 
más el tít, xvt del libro 3.", que trata de los apeos y prorrateo* 
de foros, por contraerse sps disposiciones á contratos peculia- 
res de las provincias de Asturias y Galicia, desconocidos por 
completo en Cuba y Puerto Rico, 

Por lo demás, «respetando las bases, el método y la redac- 
ción de la ley de Enjuiciamiento vigente en la Península, la 
tarca de la Comisión ha quedado muchas veces reducida á in - 
traducir literalmente en el proyecto preceptos que mejoran á 
tudas luces la legislación sobre procedimientos.» Así lo dice 
ella misma en el preámbulo, sin que por eso deje de ser cierto 
que hay diferencias dignas de estudiarse (]), sobre todo en los 


recursos de casación. 

I na dificultad no despreciable ofreció la ley que nos ocupa 
al aplicarla á Ultramar. Las numerosas citas que sus artículos 
íau ti á los del antiguo Código de Comercio, citas que no bu- 
jan de 14!). no podían sustituirse con otras á los equivalentes 
e ultimo Código, por no existir esta equivalencia en la mayor 
parte de ellos. Para dar solución á este conflicto, se ha decía- 
na o q no los artículos del antiguo Código de Comercio cita- 
dos en. la ley de Enjuiciamiento civil, deben considerarse vi- 
gentes. 


I) tapone el decreto de aprobación do la ley (que es de 25 do 
Septiembre de 1885 y se expidió siendo Ministro de Ultramar 

• Ma "“ el A *“ irre do Kjada), quo para el deslinde y división 


¡T'™' ****** * i» «Mtfí Id sofi.tr 
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de las haciendas comuneras seguirán los tribunales aplicando 
el Reglamento de ó de Marzo de 1819 y sus artículos adicio- 
nales, en cuanto no estén sustituidos ó modificados por el tí- 
tulo 15 del libro 3.° de la ley. 

Al terminar su tarca la Comisión redactara, se componía 
ésta de: D- do se María Fernández de la Hoz, Presidente*; 
I). Laureano Figuerola, D. Salvador Albacete, 1J. Emilio Bra- 
vo, D. Fernando Vida, D. Vicente Hernández de la Búa, Don 
Augusto Comas, D. Diego Suáréz, D. Francisco Loriga y Ta- 
boada, 1). Antonio Vázquez Queipa, D. Enrique Díaz Otero y 
D. Antonio Izquierdo, Atocalcs; y D. Federico Bous, Secreta- 
rio (1J. 

7. Rige también eo Cuba y Puerto Rico, desde 1. de 
Mayo de 1886, el Código de Comercio español de 1885. Las di- 
ferencias en él introducidas para aplicarlo á las Antillas son 
muy pocas: afectan sólo ¿los artículos 179, 201, 453. 547, 560, 
559, 798, 8<)4, 934 y 910. La posición geográfica de las Anti- 
llas, la diferente nomenclatura de sus publicaciones oficiales, a 
el no haber en ellas otros agentes para los caminos sino tos 
Corredores de Comercio, han motivado estas diferencias. «Cutí 
esto, dice el preámbulo del decreto, y la aplicación de los re- 
glamentos del Registro mercantil y de las Bolsas de contrata- 
ción á las citadas Islas, quedará completa la obra.» Lleva el 
decreto la fecha de 28 de Enero de 1886, y lo suscribe Don 
Germán Gamazo, Ministro que era entonces de ti [tramar. No 
habiéndose publicado aún el Código de Comercio para las An- 
tillas (2), no nos es dado entrar eu otras indicaciones que su 

lectura pudiera sugerirnos. 

8. A los trabajos de Codificación para las Antillas han se 


1 1 ) ta l 0 y Je quo .ufamos .lo hablar so ha publicado en la UM,” 

tidica, que dirige D. Emilio Bravo, temos xx y xxi.— Madrid, 1 

i-2) 1)0 esto Código so está haciendo en ol Ministerio do Ultramar, . non. , 

escribimos estas lineas (Julio do 1837), una edición, que se Hallara 

venta. 
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goido los destinados á las Islas Filipinas, y lian comenzado 
como aquéllas, por la aplicación del Código penal. 

Iíl 17 de Julio de 1884 se elevaban al Gobierno, termina- 
dos ya, los que sobre este Código había hecho la Comisión, 
compuesta en su mayoría de las personas citadas, con excep- 
ción de D. Enrique Díaz Otero y D. Antonio Izquierdo, hallán- 
dose en su lugar D. Ramón Cas tel lote. 

En la exposición que acompaña al Proyecto, indica la Co- 
misión los motivos de sus diferencias respecto al Código vi- 
gente en España. Había partido del principio de no hacer dis- 
tinción de razas para la apreciación de ios delitos y para la 
imposición de las penas, que tampoco se había hecho en el 
Codigo destinado á las Antillas, considerando imposible aco- 
modar de una manera taxativa los preceptos de la penalidad 
at diverso grado de civilización y cultura de las razas, aunque 
reconoce que los indios no tienen en muchos casos noción per- 
fecta de la gravedad de ciertos hechos punibles; no atrevién- 
dose tampoco á aceptar como regla segura la falta de educa- 
ción, la inferioridad de juicio y otras consideraciones análogas. 
Por eso le había parecido lo mejor dejar á los tribunales de 
filipinas la práctica, que sin interrupción observan , de apli- 
car una penalidad menor á los delitos, cuando del Cumplimien- 
to estricto del precepto vendría á resultar una agravación in- 
justa La Comisión recuerda á este propósito que en el Código 

penal dado A la India por la Inglaterra no se establecen dife- 
rencias basadas en la inferioridad de razas. 

Hubiera la Comisión, siguiendo su deseo v dados los esta- 
blecimientos penales que existen en Filipinas, reducido y sim- 
plificado la escala general; pero no lo había hecho por no alte- 
rar las bases, el método y la redacción del Código 

Restablécese en él, para dichas Islas, la sujeción á la vigi- 
¿nuítde la autoridad, detallando en el art. 43 las obligacio- 
nes que produce cu el penado. Entiende la Comisión que esta 
_ ° reCe VeUtaj " as y tieue condiciones que recomiendan su 

conservación. 
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Para la gradación de las penas pecuniarias había tenido en 
cuenta la diferencia en el valor de la moneda, aceptando el do- 
ble y medio, excepto cuando se trata de un tanto por ciento 
del daño causado, porque éstas guardan en todas partes la mis- 
ma proporción. 

Creyendo necesario robustecer el sentimiento de la nacio- 
nalidad española y protegerlo contra cualquier conato que tien- 
da á debilitarlo, manteniendo al efecto eu su integridad abso- 
luta el principio de autoridad, había establecido como circuns- 
tancia agravante, en el caso 19 del art. 10, la de cometerse el 
delito en el palacio del Gobernador general ó donde la Au- 
toridad esté ejerciendo sus funciones, con otra análoga á olla 
en el caso 3. Q del art. 15. 

Había eliminado algunas penas por igual motivo al que 
hubo para hacerlo on el Código de las Antillas, el de no ser 
posible la comisión de los delitos á que las penas se refieren, 
puesto que no lo es, por ejemplo, que se cometan en el palacio 

de las Cortes ó en sus alrededores. 

Teniendo en consideración la inmensa gravedad que en las 
islas Filipinas podrían tenerlos actos encaminados á destruir 
la integridad del territorio, impone la pena de cadena perpetua 
á muerte para los caudillos principales de una rebelión, y para 
las Autoridades que en igual caso ejercieran en ella un mando 

subalterno. 

F,n materia ele imprenta, la Comisión creía deber mantener 
el estado actual, ínterin el Gobierno crea á su vez que debo 

conservarlo. 

Y siendo indispensable, parala aplicación del Código penal 
en Filipinas, que rija allí una ley provisional ínterin se aplica 
el Códfe-o de procedimientos y la ley Orgánica de Tribuna- 
les' la Comisión, teniendo además cu cuenta los ventajosos re- 
sultados que en las Antillas ha dado la que para ellas se formó 
al llevarles el mismo Código, había redactado una ley análoga 

para Filipinas. 

Aceptando el Gobierno ambos proyectos, mandó ponerlos 
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en vigor en 4 de Septiembre de 1884, siendo Ministro de Ultra- 
mar D. Manuel Agnirre de Tejada. Pero usando el Gober- 
nador general do aquellas Islas do las facultades que las leyes 
de Indias le conceden, opuso á su planteamiento, de acuer- 
do con las Autoridades, el veto suspensivo; y en carta, oficial 
de 8 de Febrero de 1885, á la que acompañaban los informes 
de dichas Autoridades, expuso los inconvenientes que en bu 
sentir ofrecía el nuevo Código, considerándolo ocasionado á 
producir una perturbación moral. 

La Comisión de Codificación rebatió en otro informe lo ex- 
puesto por el Gobernador de Filipinas. y en 17 de Diciembre 
de 188b, una Peal orden, suscrita por el Ministro D. Víctor 
Baluguer, mandó llevar á efecto lo anteriormente dispuesto. El 
Código penal rige, pues, actualmente en Filipinas, tal como 
fue mandado observar dos años ha (1), ó regirá muy en bre- 
ve, puesto que atendido el estado de los establecimientos pe- 
nales de las Islas, que no permite el cumplimiento fie las conde- 
nas tal como so preceptúa en el Código, ae ha concedido un 
plazo para su planteamiento. 

'J. También ha sido estudiado por la Comisión de Ultramar 
el Coligo de Comercio para aplicarlo á dichas Islas. Reciente- 
mente se ha terminado el trabajo, y pende aúu de aprobación y 
sanción definitiva, por lo que no ha visto la luz pública cuan- 
do escribimos estas líneas (Jubo tle 1887). Sólo diremos, pues, 
respecto á este Proyecto, que dada la organización mercantil 
de las Isias Filipinas, en las que no hay Bolsas fio Comercio, 
ni C degios de Corredores, ni otras cosas aquí establecidas, ha 
sido necesario introducir en el de España muchas modifica- 
ciones para que pueda ser allí convenientemente planteado. 

En el mismo estado que el anterior so encuentran dos tra- 
bajos importantes, á saber: el planteamiento del juicio oral y 


(1> Código penal s Uj, prorúionnl pon, aplieac^n d<s l m di*po*irM,c» ./ 
tHÚwjy e» h<* Idm iWrpwis. —Edición oficial, ün tomo, en *• mayor do 2 
páginas. Madrid, 1680,— So vende on la portería del Ministerio de L ltrama 
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público en las Antillas y el de la ley de Enjuiciamiento ci- 
vil en las Islas Filipinas. La Comisión ha terminado uno y otro 
trabajo, y están pendientes de la aprobación del Gobierno. 

La Comisión ha entendido además en muchos asuntos que 
el Ministerio de Ultramar le ha consultado, y se ha encargado 
de redactar decretos importantes. 

Entre los primeros citaremos la supresión del Juzgado de 
difuntos establecido en Filipinas, y la modificación de varios 
artículos de la ley de imprenta en las Antillas. 

La Comisión de Codificación de Ultramar ha sido reorgani- 
zada por Tí cal decreto de 25 do Febrero fie este año (1887). 
Para que el número de A' ocales baste á todos los trabajos, se 
ha fijado en 14, debiendo ser uno de ellos el Director de Gra- 
cia y Justicia del Ministerio. Han de ser todos Letrados, resi- 
dentes en Madrid y de notoria competencia en materias jurí- 
dicas, y una parte de ellos en la legislación ultramarina: pu- 
diendo el Gobierno agregar temporalmente á esta Comisión 
algunos Magistrados de Cuba, Puerto Pico ó Filípicas, según 
lo erra conveniente. El cargo de Vocal de la Comisión c3 ho- 
norífico y gratuito. A la Comisión corresponde estudiar y re- 
dactar los proyectos de Códigos que hayan de regir en las pro- 
vincias ultramarinas, ó informar sobre aquello en que fuese 
consultada por el Gobierno. 

La Comisión nombrada en virtud de este decreto se com- 
pone fie los Fres. D. Laureano Figuerola, D. Alejandro Groi- 
zard, D. Emilio Bravo, D. Salvador Albacete, D. Diego Suá- 
rez, D. Painel María de Labra, D. Vicente Hernández de la 
Rúa, D. Augusto Comas, D. Fernando Alda, D. Antonio A'áz- 
quez Queipo, D. Enrique Díaz Otero, D. Francisco Duran y 
Cuervo y D. Juan Alvarcz Guerra, A'ocal Secretario; todos los 
cuales han sido meramente confirmados cu estos cargos, pues- 
to que ya Jos ejercían anteriormente. 


CAPÍTULO XV 


Estado di; la legislación y de la administración de justicia 

en España en 1887. 


SUMARIO; I. Utilidad do esta reseña. — 2. Leyes poli ticas» — 5. Leyes ád- 
jjimistrai ivas, en sus diferentes ramos: £oh tracción publica: Rendí cene i a: Ban- 
cos: Industrias y privilegios.— 4, Leyes do Hacienda: Disposiciones que ri- 
gen sobró las diferentes contribuciones y rentas. — ó, Derecho civil: Legisla 
rión castellana: ol omentos que entran en su formación: orden do predación 
entro Ion unamos: Legislaciones locales: Cataluña: Aragón: Xavarra: Provin- 
cias Vascongadas; Islas Baleares: Derecho vigente en cada uno do estos 
países. — fr Derecho mercantil: legislación especial s.ó n o sociedades, — 7, De- 
rocho penal: disposiciones vigentes sobre el mismo - h. Derecho procesal: lo 
y+ s do procedimiento que hoy rigen. — 9. Organización judicial: Jueces mu 
Jiicipalos: Jueces do prii itera insi nucía: Audiencias dolo criminal: Auilien- 
íius territoriales: Tribunal Supremo: Ministerio fiscal. Indican so sus raspee* 
ti vas atribuciones. — 10, Organización de los Tribu u alus militaros: Consejo do 
guerra ordinario: Consejo da guerra do oficiales C¡ une rol es: Gobernudo res de 
j ilazu sitiada: Generales coman dan tes de tropa, con mando i mío pendí ente: 
Capitanea Generales do distrito: í íonerales en Jefe tic Ejército en campana: 
Consejo Suprema do Guerra y Marina. — 11. Jurisdicción tic Hacienda: sus 
procedentes y su estado actual. — 12. Jurisdicción oonteacioso-admiiiistrativa: 
sus vicisitudes y su organización en la actualidad, — Conclusión. 


1. liemos dado principio á estas noticias sobre la Codifica- 
ción moderna en España, exponiendo el estado de la legisla- 
ción y de la administración de justicia en el siglo xvtu. \ amos 
;í acabar el libro como lo hemos empescado, consignando aquí, 
siquiera sea en brevísimos términos, el estado du tu legislación 
y de la administración de justicia en España en los momentos 
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presentes. Veamos, pues, lo que en nuestra legislación palm- 
ea, administrativa, económica, civil, criminal, de procedimientos 
y en la organización judicial , considerada ésta en sus diferen- 
tes aspectos y relaciones, se encuentra hoy vigente. 

LEVES POLÍTICAS 

2. En el capítulo XI hemos hablado de la Constitución que 
hoy rige, y es la de 30 de Junio de 1876. A su lado debemos 
colocar: La ley de relaciones entre los Cuerpos coUgisladores, de 
líí de Julio de 1837, que consta de 13 artículos. — La ley elec- 
toral para Diputados, do 28 de Diciembre de 1878, que consta 
de ocho títulos y 148 artículos, más dos disposiciones transito- 
rias, reformada en la última legislatura. — La ley de incompati- 
bilidades y casos de reelección, de 7 de Marzo de 1880, que cons- 
ta ele cuatro artículos, y ha sido también recientemente refor- 
mada. El Reglamento del Congreso de los Diputados, que cons- 
ta de 21 títulos y 219 artículos, con otro título adicional, y un 
apéndice, en que se han reunido varios acuerdos del Congreso, 
tomados desde 1848 á 1887.— La ley electoral de Senadores de la 
Península, de 8 de Febrero de 1877, que consta de seis capítu- 
los y 01 artículos, más uno adicional y otro transitorio.— La ley 
electoral de Senadores de Ultramar , de 9 de Enero de 1879, que 
solo tiene tres artículos.— La ley fijando el plazo en que deben 
probar su aptitud legal los Senadores electos , de 27 de Julio de 
1883, que consta de un solo artículo y una disposición transi- 
toria, sobre cuyo asunto debe consultarse también la ley de 21 
de Maj o de 1885. El Reglamento del Senado, que consta de 
29 títulos 3 233 artículos, más un apéndice, con varios acuer- 
dos do 1880 y 1883. —La ley de policía de imprenta, de 2(¡ de 
do 1883, que consta de 21 artículos. — La ley de reuniones 
públicas, de 15 de Junio de 1880, que consta de' siete artíce- 
os (1). "i la Uy sobre asociaciones , de 30 de Junio de este 
año (1887). 
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No es propio de un trabajo como éste entrar en conside- 
raciones sobre el espíritu y tendencias de las leyes que hemos 
citado, ni tampoco exponer su proceso histórico, que nos lleva- 
ría a examinar las de su clase que les han precedido y á hacer 
entro unas y otras un examen comparativo, del que, después 
de todo, solo resultaría que la política lia ido señalando en ellas 
las exigencias de cada época. 

LEYES ADMINISTRATIVAS 

3. Son ¡as principales, entre las de esta clase:— La ley orgá- 
nica dd Consejo de Estado, de 17 de Agosto de 18(10, que cons- 
ta de tres títulos, con 7.1 artículos y dos disposiciones transito- 
rias; modificada en algunos por la de 17 de Enero de 1873; 
como lo ha sido su reglamento interior ii.e 20 de Noviembre de 
1878, por el de 16 de Junio de 1877. — El Reglamento sobre el 
modo de proceder el Consejo Real en los negocios contenciosos de 
la administración, de 30 de Diciembre de 1846, que consta de 
tres títulos y 282 artículos; y sus adiciones, de 19 de Octubre 
de 18(50, que constan de 12 artículos y una disposición transi- 
toria. — La ley orgánica de las provincias, de 29 de Agosto de 
1882 que consta do tres títulos, con 147 artículos, cuatro dispo- 
siciones transitorias y cuatro adicionales. —La ley municipal, 
de 2 de Octubre de 1877, que consta de 203 artículos, dos dispo- 
siciones adicionales y dos transitorias. — El Real decreto de 20 
de Enero de 1875, sobre jurisdicción contencioso administrati- 
va. Y las leyes de 25 do Septiembre de 1863 y 30 de Diciem- 
bre de 1876. para el ejercicio de dicha jurisdicción por los Con- 
sejos (hoy Comisiones) provinciales . 

Como se verá por las fechas citadas, las leyes relativas á 
la organizacién y á las funciones del Consejo de Estado han 


(1) Todas estas leyes, y algunas otras, están reunidas en el libro titulado 
Mamé de la, Diputado* 1 vol. en 8.° de 5U0 pAghmS. Madrid, im. 
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al daazado larga vida. No ha sucedido así con las relativas al 
gobierno de las provincias y ai de los municipios, que han sido 
modificadas con gran frecuencia. Y por lo que hace á la juris- 
dicción contencioso-administrativa, la cuestión so halla en es- 
tos momentos en tela de juicio, habiéndose presentado al Con- 
greso de los Diputados, en 26 de Enero de 1881, un proyecto 
reformando la organización, competencia y procedimientos de 
los Tribunales de este orden, y otro proyecto posterior rela- 
cionado con el mismo asunto, que está aun pendiente de dis- 
cusión en el Congreso de los Diputados. De esto volveremos á 
hablar al final de este capítulo. 

Por referirse á asuntos y materias ele carácter administrati- 
vo, citaremos aquí la ley de 16 de Agosto de 1811, que abolió 
los señoríos, sobre cuyo asunto se dictaron también las de 3 de 
Mayo de 1823 y 26 de Agosto de 1837. 

El importante ramo de la instrucción pública ha sido objeto 
de muchas y muy importantes disposiciones, y cuenta en este 
siglo una larga historia. Al plan de 1824 sucedió el de 1845, 
que organizó las Universidades como hoy están. Más tarde se 
dió la ley de 9 de Septiembre de 1857, que ha sido largo tiem- 
po la fundamental en la materia; y once años después (en Ju- 
mo de 1868) se expidió sobre el mismo asunto una larga serie 
de decretos. Con la revolución de 1868 vino la libertad de ense- 
ñanza, trayendo consigo la confusión y el desorden: la limitó 
un deore to de 27 de Febrero de 1875: otro decreto do 2 de Abril 
do 1875dtó un reglamento para las oposiciones á cátedras, que 
m sulo radicalmente ídterado por decreto de 18 de Septiembre 

L , > Su jre el método de los estudios se han expedido de- 
cretos en 13 do Agosto de 1880, 2 de Septiembre de 1883 16 
de Enero de 1884 y 14 de Agosto del mismo ano. 

e verdadera, importancia es también la ley de Aguas, pu- 
l.cada por vez pr, me ra <m 30 de A-osto de 1866. e,íla que se 

fe" ñotín a .““ to SObre este asueto, poro qne 

fue uotab emoute morcada por la do 29 do Septiembre do 

’ timbré, debemos citar la de 7 de Mayo de 1880, que tra- 
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ta exclusivamente de las aguas drt mar; constando la primera 
de 2o8 artículos y de 61 la segunda. 


* — 1,1 U ti LE II iU ue 

1849, el reglamento para su ejecución de 14 de Mayo de 1852, 
y la instrucción de 22 (le Abril de 1873. 


Debe consultarse, en materia de tuinas , la ley de 6 de Julio 
do IS.j.), la de 4 de Marzo de 1868, que reformó varios de sus 
artículos; el reglamento para la ejecución déla ley reformada, 
de 24 de Junio de 1868; el decreto-ley de 29 de Diciembre de 


, oouuhducu™ uases generales para una nueva le 




Iol(L 


ción de minas; y la ley do 24 de Julio de 1871, sustituyendo 
con otro el art. 19 de dichas bases. 


La ley aprobando el plan general de ferrocarriles , tanto de 
servicio general como de particular, es de 23 de Noviembre de 

1877. EL reglamento para la ejecución de esta ley es de 8 de 
Septiembre de 1878. 


Sobre la organización y administración de los pósitos rige 
la ley de 26 de Junio de 1877. El reglamento para la ejecución 
de esta ley es de 11 de Junio de 1878. 

Bancos . — La legislación hoy vigente sobre el Banco de Es- 
paña está consignada en la ley de 19 de Marzo de 1874, los es- 
tatutos de 10 de Agosto do 1875 y el reglamento de 1." de Mayo 
de 1876. 


La del Banco hipotecario la constituyen: la ley de 2 de Sep- 
tiembre de 1872, el Real decreto de 31 de Enero de 1873, la 
Real orden de 24 de Julio de 1875 y los estatutos de 12 de Oc- 
tubre inmediato. 

Deben consultarse, además, como fundamentales en mate- 
ria de Bancos, las disposiciones del Código de Comercio. 

Industrias y privilegios . — Sobre fábricas ó industrias debe 
consultarse el Real decreto de 20 de Enero de 1834, el de 8 de 
Junio de 1873 y la ley de 24 de J ulio del mismo año. 

Sobre privilegios, se han expedido los decretos y órdenes 
de 27 de Marzo de 1826; 14 de Junio y 22 de Noviembre de 
1848; 8 y 11 do Enero y 16 de Julio de 1849; 17 de Mayo de 
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1850; 30 de Abril de 1865; 28 de Febrero y 21 de Julio de 1868; 
20 do Diciembre de 1871; 29 de Mayo de 1873 , y ley de 10 do 
Euero de 1879. 


LEVES DE HACIENDA. 

4, La base de nuestro actual sistema tributario se encuentra 
en las leyes y reales decretos de 23 de Mayo de 1845. Las con- 
tribuciones é impuestos más productivos se establecieron y 
reglamentaron entonces, y los que hoy tienen más importan- 
cia son: 

La contribución territorial , organizada en 1845, que ha sido 
después objeto de difereutes reformas. 

La renta de Aduanas, que se rige por las Ordenanzas ríe 19 
de Noviembre de 1884 y por los Aranceles aprobados cu 1(1 de 
Septiembre de 1886. 

La renta de Tabacos, arrendada desde 1." de Julio de este 
ano (1887), según la ley aprobada en la última legislatura. 

La renta de Loterías, organizada de antiguo y regida por 
reglamentos especiales. 

La contribución industrial, que en la actualidad se rige por 
ias leyes y reglamentos de 31 de Diciembre de 1881, con algu- 
nas modificaciones. 

La de Consumos, que ahora se recauda con arreglo á la ley 
y reglamento de 16 de Junio de 1885, y Real decreto de 14 de 
Enero de 1886. 

El impuesto del Timbre , que fué reformado por la ley y re- 
glamento de 31 de Diciembre do 1881. 

El de Cédulas personales, reformado en la misma fecha. 

FX de Derechos reales, que también fuá organizado y regla- 
mentado de nuevo en 31 de Diciembre do 1881. 

\ el impuesto sobre sueldos y asignaciones, que fu ó asimis- 
mo reformado por la ley y reglamento de 31 de Diciembre 
de 1881. 
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DERECHO CIVIL 

L EG18LAC1ÓN CA ST ELLA N A . 


5. No habiéndose terminado aún el Código civil, de cayos 
trabajos hemos dado noticia en otros capítulos de esta obra, 
esta importante parte del derecho se rige hoy: 

1. ° Por las leyes posteriores á la Novísima Recopilación. 
Pocas han sido las promulgadas en este siglo sobre asuntos me- 
ramente civiles; pero podemos citar las relativas á vinculado * 
nes y mayorazgos , de 11 de Octubre de 1820, 11 de Marzo de 
1824, <i de Junio de 1835, 3" de Agosto de 1836 y 19 de Agos - 
to de 1841; como también A bienes mostrencos, de 8 de Mayo de 
1835; á la enajenación forzosa por causa de utilidad pública, de 
17 de Julio de 1836 (reformada posteriormente); á la propiedad 
intelectual, de 10 de Enero de 1879, y á la manera de suplir el 
disenso paterno en los matrimonios de los hijos, de 20 de Junio 
de 1862. La ley de Matrimonio civil, de 15 de Junio de 1870. 
aunque afortunadamente no rige hoy en io fundamental, por 
haberla dejado sin efecto el Real decreto de 9 de Febrero de 
1875, que es hoy la ley vigente en tan importante asunto, tiene 
fuerza legal en otras de sus disposiciones. 

2. ° Por las leyes de la Novísima Recopilación. 

3. ° por las del Fuero Real v de los Fueros municipales . 

4. ° Por las leyes de Las Partidas , que aunque se mencio- 
nan siempre en último lugar, son las que en rigor constituye» 

la base de nuestra legislación civil. 

Debemos citar también la importante ley Hipotecaria, de 
que hemos hablado en el capítulo 8.°; y sólo tenemos que 
añadir aquí que ha sido reformada dos veces, en 1870 y cu 


1877. 

Se han promulgado además, sobre esta materia, otras dos 
importantes leyes: la de 3 de Julio de 1871, sobre inscripción 
de censos, foros, sub foros y demás derechos reates anteriores al 
sistema hipotecario; y la de 15 de Agosto de 1873, sobre ia ma- 


ucrit de reproducir los libros de! registro que hayan desapare- 
cido. 


LEGISLACIONES LOCALES 

Cataluña.— Forman el derecho civil especial de Cataluña: 
las leyes generales de España, posteriores al Real decreto lla- 
mado de Nueva Plañía, ó sea la Real cédula do 1(5 de Enero 
de 171(5, inserta en la ley 1.% tít. 9.® del libro V de la Noví- 
sima Recopilación; en su defecto, loa Usatgcs, constituciones 
y demás disposiciones legales, compiladas en el Código cata- 
lán, titulado: Usatgcs y altres ¿reís de Cataluña, cuya obser- 
vancia se mandó en aquel decreto. 

A falta de disposición en los Usatges y leyes del Principa- 
do, debe estarse á las del derecho canónico, y en su defecto, á 
las del civil y romano y doctrinas de los doctores. Las opinio- 
nes de les autores sólo podrán calificarse de doctrina de los 
doctores, cuando reúnan ciertos requisitos. 

A falta de disposición en el derecho canónico y en el ro- 
mano, se aplican las leyes de Partida. 

En diferentes territorios de Cataluna hay leyes que rigen 
de una manera especial y preferente. Esto sucede en Torfosn 
y su territorio, donde las disposiciones contenidas en el Código 
de las costumbres de Tortosa son preferentes ú las constitucio- 
nes de Cataluña y á su derecho supletorio. 

1 ara la aplicación del derecho canónico y del derecho ro- 
mano como supletorios, hay establecido uu orden de p relación 

entre los diferentes cuerpos de que se compone uno y otro de- 
recho. 

Al agón, -forman el derecho especial de Aragón: l.° Los 
libros de los Fueros, recopilados en 1547.— 2." Los Fueros pos- 
teriores hasta 1702. 3/ Los actos de Corte recopilados en 

lo54, j los posteriores hasta 1702. — 4." Las Observancias, man- 
dada^ recopilar por las Cortes ele Teruel de 1428, y publicadas 
eu!4:i7.— 5 - d Las cartas de los Justicias D&ux y Cardán. — 

La tabla de los días feriados, en que vacaban los Tribuna- 
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les. — 7." Las respuestas ó declaraciones de fuero, del Justicia 
ó del Consejo, según las épocas. — 8." La costumbre. — 9.® El 
sentido natural, ó la equidad. 

El orden de prelación de las leyes, en aquel antiguo reino, 
es hoy el siguiente: 

1. " Las leyes posteriores al restablecimiento del derecho 
aragonés de 3 de Abril de 1711, hasta nuestros días, á. no ex- 
presarse en ellas que no afectan al derecho foral vigente. 

2. " Los Fueros desdo 1547 hasta 1702. 

3. " Las compilaciones de os Fueros en 1547 y de las Ob- 
servancias en 1437. 

4. ® El sentido natural, Ó equidad, lo cual ha interpretado el 
Tribunal Supremo en sus sentencias, declarando que por esto 
se entiende el derecho común. 

Navarra. — El orden de los elementos componentes de su 
derecho, es el que sigue: 

1. ® Las leyes generales dictadas en todo el presente siglo, 
que son aplicables á su territorio. 

2. ® Las leyes posteriores á la Novísima Recopilación, de 
Navarra. 

3. ® La Novísima Recopilación de Navarra. 

4. ° Él Fuero general. 

5. " El Derecho romano, como supletorio. 

Vizcaya. — Es esta la única de las tres provincias vascon- 
gadas que tiene legislación civil especial, si bien só;o se apli- 
ca al territorio llamado anteiglesias ó tierra llana, y en lude 
Infanzones, por lo relativo á los derechos sobre inmuebles. 

Rigen en esta provincia: 

1. ° Las leyes generales, posteriores á la de 25 de Octubre 
de 1830, 

2. ° La colección titulada Privilegios, franquicias y liber- 
tades de h í caballeros hijosdalgo del Muy Noble y Muy Leal Se- 
ñorío de Vizcaya. 

3. ° El derecho de Castilla, como supletorio. 

Islas Baleares.— Consta su legislacióu especial délos ele- 
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méritos que vamos á indicar, y en el orden de preferencia en 
que los colocamos; 

1. " Las leyes posteriores al Real decreto de 20 de Noviem- 
bre de 1715. 

2. ° Las Reales pragmáticas y privilegios que se han apli- 
cado desde antiguo á aquel territorio. 

; D“ Los Usatges, costumbres y constituciones de Catalana. 

4/’ El Derecho romano, como supletorio. 

DERECHO MERCANTIL 

6, Hornos dado á conocer en otros capítulos las vicisitudes 
que ha corrido esta legislación, y expuesto en el XI cuanto se 
refiere á la formación del Código vigente, sancionado como 
ley en 22 do Agosto de 1885. 

AI Código mercantil sirve de complemento la legislación 
sobre sociedades, en cuya composición entra un gran número 
de leyes, decretos, reglamentos y Reales órdenes, unas sobre 
sociedades en general (que puede considerarse dividida en 
dos partes, antigua y moderna, aquélla desde Enero de 1848 
á Octubre de 1861), ésta desde Octubre de 1868 á 18 de Marzo 
de 1880), y otras referentes á la legislación sobre suciedades 
extranjeras, sociedades de almacenes generales de depósitos, so- 
bre uso del crédito por las compañías concesionarias de obras 

publicas, y sobre delegados del Gobierno cerca de las compa- 
ñías por acciones. 

^ Da índole de este trabajo no nos permite citar las fechas de 
más de se tenía disposiciones que se han dictado sobre estos di- 
ferentes puntos, aun cuando de ellas tenemos nota detallada. 

DERECHO PENAL 

7. Por lo que en los anteriores capítulos hemos dicho, sabeu 
nuestros lectores que el Código penal hoy vigente es el de 30 
< c Agosto de 1870, por no haber llegado á ser ley, cuando es- 
cribimos estas líneas, ninguno de los cuatro proyectos de nue- 
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vo Código presentados á las Cortes en 1880, 1882, 1884 y 1887. 
Debe consultarse además la ley de 17 de Junio de 1876, re- 
formando varios artículos del Código penal. 

Iva materia de indultos } rige la ley provisional de 18 de 
Junio de 1870. 

derecho Procesal, civil y penal 

8. La ley do procedimiento civil, hoy vigente, es la de 3 de 

Febrero de 1881, que es también ley de Enjuicia miento mer- 
cantil. 

Sobre el procedimiento criminal rige la ley de 14 de Sep- 
tiembre de 1882. 


ORGANIZACION DE LOS TRIBUNALES 

í). La organización judicial de España ofrece la siguiente 
escala jerárquica de J ueces y Tribunales: 

1. " Jueces municipales. 

2. " Jueces, de primera instancia en lo civil, y de instruc- 
ción en lo criminal. 

3. " Audiencias de lo criminal. 

4. " Audiencias territoriales. 

5. " Tribunal Supremo. 

Jueces municipales.— Forman el primer grado do la je- 
rarquía judicial en el fuero ordinario , y han venido á reempla- 
zar á los Jueces de paz que se crearon en 1855. 

El cargo de Juez municipal dura dos años. Su nombra- 
miento corresponde al Presidente de la Audiencia territorial, á 
propuesta en terna del Juez de primera instancia. 

El personal de estos Juzgados consta de un Juez, un Fis- 
cal, un Secretario y un alguacil. En cada uno hay un Juez su- 
plente, que nombra el Presidente de la Audiencia, á propuesta 
del Juez municipal. 

Los Jueces municipales intervienen en los actos de conci- 
liación; ejercen la jurisdicción voluntaria en ciertos casos; co- 
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nocen, en primera instancia y en juicio yerbal, de las deman- 
das cuyo importe no exceda de 250 pesetas; dictan las prime- 
ras providencias en las testamentarías, cuando proceda según 

las leyes, y ejercen otras atribuciones análogas. Esto en mate- 
ria civil. 

En materia criminal , conocen en primera instancia de los 
juicios de faltas; instruyen, á prevención, las primeras diligen- 
cias en las causas criminales, y desempeñan las comisiones 
auxiliatorias que los Jueces de instrucción Íes confieren. 

un cuerpo de Aspirantes a la judicatura,, en que se in- 
gresa con los requisitos que expresan los artículos 80 y si- 
guientes de la ley orgánica provisional del Poder judicial de 

lo de Septiembre de 1870, y el reglamento aprobado en 8 de 
Octubre del mismo año. 

Jueces de primera instancia.— Se crearon en 1834, y 
continúau con esta denominación en lo civil ; en lo criminal, se 
denominan y son meramente Jueces de instrucción. 

Se dividen en tres categorías: de entrada , ascenso y térmi- 
no) pero sus facultades y atribuciones son las mismas en to- 
das ellas, consistiendo sólo la diferencia cu la diversa impor- 
tancia y dotación de los tres órdenes, de los que cada uno 
constituye ascenso respecto al que le precede. Hay en Espa- 
ña 2/8 Juzgado 3 de entrada, 122 de ascenso y 95 de término. 

En LI tramar hay 46 Juzgados de entrada, 16 de ascenso y 16 
de término. 

Los Jueces de primera instancia conocen de todos los jui- 
cios, excepto los verbales y los que corresponden á otros Tri- 

bunaleá superiores: conocen también, en segunda instancia, 
de los juicios verbales, v desempeñan las comisiones que les 
confieren otros Tribunales. Esto eu el orden, civil. 

. En lo crimm¿ 3oa, como liemos dicho. Jueces de instruc- 
ción: ^ como tales, instruyen las sumarias de las causas y las 

demas diligencias que les encomiendan los Tribunales sope - 
ñores. 1 

En Madrid se lia separado, on estos Juzgados, lo civil de lo 
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criminal, asignando un número de ellos á cada materia. Esta 
separación continuará haciéndose en las demás poblaciones 
donde haya más de un Juez de primera instancia. 

Audiencias de lo criminal.— Dimos á conocer en otro lu- 
gar la creación y organización de estos Tribunales (1), que co- 
nocen en primera instancia,, y enjuicio oral y público, de todas 
bis causas criminales que instruyen ios Jueces y les remiten 
ai efecto, y no son de las que la ley reserva á otros Tribunales 
superiores. Dijimos allí que las Audiencias de lo criminal son 
9o, constituidas en las poblaciones y con jurisdicción en los 
pueblos y territorios que expresa un cuadro adjunto á la lév- 
ele su creación. También dijimos que constan de un Presiden- 
te, un .Fiscal y dos Magistrados, por 'regla general (si bien las 
bay basta con cinco Magistrados); con un Teniente fiscal y 
otros fu racionarios para o 1 servicio. 

Audiencias territoriales.— Conservan esta denominación, 
no muy científica en verdad, las antiguas Audiencias ó Tribu- 
nales superiores, que se fueron creando en los cuatro últimos 
siglos, y son hoy 14, A saber: las de Madrid, Albacete, Barce- 
lona, Burgos, Qíceres, Corana, Granada, Las Palmas (en Ca- 
narias), Oviedo, Pahua (en Mallorca), Pamplona , Sevilla, Va- 
lencia, J'alladolid y Zar ar/ ora. Constan de un Presidente, un 
Fiscal, un I uniente fiscal, do uno á cinco Abogados fiscales y 
un numero de Magistrados que varía desde seis, que hay en 
varias Audiencias, hasta 32 que bay en Madrid. 

Todas las Audiencias son iguales en facultades y atribu- 
ciones dentio del territorio que les esta asignado; pero la de 
Madrid se considera de ascenso respecto de las demás. 

Corresponde A las Audiencias: 

En materia civil, decidir las competencias entre los Jueces: 



casación de sus Magistrados, y de los que se promuevan con- 
tra los Jueces de su territorio; y en segunda instancia, de los 


CU Véase el rap. XII, púgs MU y ir,u. 
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asuntos de que hubieren conocido en primera instancia los 
Jueces, 

fin materia criminal, conocer de las causas referentes á de- 
litos cometidos dentro de su respectivo territorio por Diputados 
provinciales, Concejales de Ayuntamiento en las capitales de 
provincia y poblaciones donde haya Audiencia, y por autorida- 
des administrativas de las mismas poblaciones, con excepción 
de los Gobernadores civiles. 

Tribunal Supremo.— Hay uno en la capital <le la Monar- 
quía, que constituye el más alto grado de la jerarquía judi- 
cial. i'uc establecido por ’a Constitución do 1812. extinguién- 
dose entonces los diferentes Consejos Supremos que existían. 

El Tribunal Supremo consta, en la actualidad, do un Pre- 
sidente, 29 Magistrados, divididos en tres Salas, un Fiscal, un 
Teniente íiseal y ocho Abogados fiscales. 

Conoce de las competencias entre Jueces y Tribunales que 
no tengan otro superior común; de los recursos de casación; 
del cumplimiento de las sentencias dictadas por Tribunales 
extranjeros; de los recursos de queja contra las sentencias que 
dicten los Tribunales negando el recurso do casación; de los 
juicios de residencia de los funcionarios de Ultramar, salvo en 
Ciertos casos; de las apelaciones de los Alcaldes mayores de 
las provincias ultramarinas, y de las causas que se formen 
contra las personas do más elevada jerarquía en todos los ór- 
denes del Estado. 

Ministerio fiscal. — En todos los Tribunales funciona, 
como acabamos de ver, el Ministerio fiscal. A la cabeza de este 
cuerpo se encuentra el Fiscal del Tribunal Supremo, be si- 
guen en orden: los Fiscales do las Audiencias territoriales, los 
de las Audiencias de lo criminal, y los de los Juzgados muni- 
cipales, porque en ¡los Juzgados de primera instancia no los 
boy. Así en el Tribunal Supremo como en las Audiencias terri- 
toriales hay, además del Fiscal, un Poniente fiscal y varios 
Abogados fiscales, En las Audiencias de lo criminal hav un 
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Fiscal y un Abogado fiscal, y en los Juzgados municipales 
hay un Fiscal y un suplente. 

Al Ministerio fiscal incumbe.' vigilar por el cumplimiento 
de las leyes, reglamentos, ordenanzas y disposiciones de ca- 
rácter obligatorio que se refieran á la administración de justi- 
cia, y reclamar su observancia; sostener la integridad de las 
atribuciones y competencia de los Juzgados y Tribunales, 
defendiéndolas contra toda invasión; representar al Estado, á 
la Administración y á los establecimientos públicos de ins- 
trucción y beneficencia, en las cuestiones en que sean parte; 
interponer su oficio en los pleitos (pie versen sobre el estado 
civil de las personas; representar y defender á los menores, 
incapacitados, ausentes ó impedidos para administrar sus bie- 
nes; promover la formación de las cansas criminales por deli- 
tos y faltas de que tengan conocimiento; y otras varias atribu- 
ciones, propias de la índole de un Ministerio que representa la 
acción de la ley. 

La ley provisional de organización del Poder judicial de 
1870, es la fundamental en la materia; pero no han llegado á 
ponerse en práctica algunas de sus disposiciones, por lo cual 
do siempre puede tenerse su texto como regla segura. Por 
otra parte, hay que consultar la ley adicional á la misma, de 
14 de Octubre de 1882, que modifica y altera mucho de lo dis- 
puesto en ella. 

ORGANIZACIÓN DE LOS TRIBUNALES MILITARES 

10. La jurisdicción en el Ejército se ejerce: 

1. " Por el Consejo de Guerra ordinario. 

2. ° Por el Consejo de Guerra de Oficiales generales. 

■í.° Por los Gobernadores de plaza sitiada ó bloqueada. 

4. " Por los Generales comandantes de tropas, con mando 
independiente. 

5. ° Por los Capitanes generales de distrito. 

6. " Por los Generales en jefe de ejército. 

*3.° Por el Consejo Supremo de Guerra y Marina. 
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Además, el Gobierno, oyendo al Consejo Supremo de Gue- 
rra y Marina, puede atribuir temporalmente jurisdicción total 
6 parcial á otras autoridades del Ejército, que se hallen sepa- 
radas ó grandes distancias, ó aisladas de los centros jurisdic- 
cionales ordinarios. 

Consejo de Guerra ordinario. — Se compone: de un Pre- 
sidente, de las clases de Coronel ó Teniente coronel; seis Vo- 
cales, de ¡a clase de Capitán; un Asesor, sin voto, del Cuerpo 
jurídico militar. 

El Consejo de Guerra ordinario conoce: 1.® De las cansas 
contra individuos de las clases de tropa, por todos los delitos 
no atribuidos especialmente á otra jurisdicción <5 á distinto 
Tribunal militar.- -2." De las que se sigan contra personas 
extrañas á la milicia, que deban ser juzgadas por la jurisdic- 
ción militar, fuera de los casos en que corresponda el conoci- 
miento al Consejo de Guerra de Oficiales generales ó al Su- 
promo de Guerra, y Marina, 

Puede ser de -plaza ó de cuerpo. El primero se constituye 
mediante el nombramiento de Presidente y Vocales que hace 
el Gobernador de la plaza ó el .Tefe con mando de las armas 
del punto en que deba celebrarse, entre los oficiales que ten- 
ga á sus órdenes ó por riguroso turno. 

El segundo se constituye exclusivamente dentro del cuer- 
po á que el reo pertenezca, estando incorporado á él, & no ser 
que el delito que cometa so refiera al servicio de plaza, ó lo eje- 
cute en participación con otros que no sean individuos de su 
propio cuerpo. 

Consejo de Guerra de Oficiales generales. ~Í3e compo- 
ne: de uo Presidente, Teniente general ó Mariscal de Campo: 

seis \ ocales, Oficiales generales; un Asesor, sin voto, del Cuer- 
po jurídico militar. 


En los distritos, es Presidente nato 
pectivo. En los ejércitos cu campaña, 


el Capitán general res- 
así como en caso de im- 


posibilidad del Capitán general del distrito, lo es el Teniente 
general ó Mariscal de Campo más antiguo de los llamados á 
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formarlo, por turno riguroso. En las plazas sitiadas 6 bloquea- 
das, el Gobernador. 

Conoce este Consejo: 

1. De las causas contra Oficiales del Ejército y sus asimi- 
lados, así como contra los individuos de las clases de tropa que 
tengan grado de Oficial ó la Cruz de San Fernando, por todos 
los delitos no atribuidos especialmente á otra jurisdicción ó aí 
Consejo Supremo de Guerra y Marina. 

De los delitos de la competencia de la jurisdicción mi- 
litar que cometan: Los Oficiales de la Armada y sus asimila- 
dos, así como los individuos de las clases de tropa pertenecien- 
tes & aquélla, que tengan grado de Oficial ó la Cruz de San 
Fernando.— Los Senadores y Diputados á Cortes, Jueces de 
primera instancia, Promotores fiscales, Jueces eclesiásticos v 
funcionarios del orden administrativo, que ejerzan autoridad, 
siompre que, por otros conceptos, no les corresponda ser juz- 
gados por el Consejo Supremo de Guerra y Marina.— Los que 
fueren ó hubieren sido Magistrados y Fiscales de las Audien- 
cias, Jefes superiores de Administración y Gobernadores de. 
provincia. — Los que hubieren sido Ministros de la Corona, Con- 
sejeros de Estado, Embajadores, Ministros plenipotenciarios y 
residentes, y Ministros, Magistrados y Fiscales del Tribunal 
Supremo y de los de Cuentas y Ordenes militares. 

Gobernadores de plaza sitiada ó bloqueada.— Tienen, 
en la misma y su zona polémica, la jurisdicción de que disfru- 
tan los Generales en jefe de Ejército, pediendo hacer ejecutar, 
sin consulta, las sentencias dictadas en causas por delitos de 
rebelión, sedición, insubordinación y demás que comprometan 
la seguridad de las plazas confiadas á su defensa. 

Generales comandantes de tropas, con mando inde- 
pendiente. — Es distinta, para este efecto, la índole del cuerpo 
ile Ejército, según que forme parte del que manda un General 
en jefe, ó viva desligado de todo vínculo con ningún otro nú- 
cleo de fuerzas armadas. En este último caso, es decir, ejercien- 
do los Generales comandantes del cuerpo de Ejército y de di- 
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visión tin mando independíente, tienen .sobre las fuerzas de su 
mando la misma jurisdicción que la del General en jefe y bis 
mismas atribuciones judiciales que los Capitanes generales de 
distrito. 

No pueden, sin embargo, asumir la de los Capitanes gene- 
rales de los distritos en que estuviesen operando, á no haber 
sido expresamente autorizados para ello. 

Capitanes generales de distrito.— Tienen la jurisdicción 
militar en el territorio y fuerzas de su mando. En tal concepto, 
ordenan la formación de causas contra militares de todas cla- 
ses y empleados y dependientes del ramo de guerra, como 
contra las demás personas sujetas á la jurisdicción militar: 
aprueban los fallos de los Consejos de guerra ordinarios en que 
no se imponga la pena capital ó alguna de las perpetuas, re- 
mitiendo al Consejo Supremo las causas en que recaigan estas 
últimas, como también las que no hubieren obtenido su apro- 
bación, aunque se trate de otras penas. 

Generales en Jefe de ejército en campaña. — Tienen 
la jurisdicción militar sobre la fuerza de su mando, sobre las 
personas de cualquiera clase que sigan al ejército y las que 
cometan delito ó falta previstos en los bandos que dictaren. 
Disfrutan, por consiguiente, de las mismas atribuciones judi- 
ciales que los Capitanes generales de distrito, y además la de 
asumirla jurisdicción do éstas ó delegar la suya en ellos, y 
aprobar, en ciertos casos, las sentencias, que, en circunstan- 
cias normales, debieran consultar con el Consejo Supremo de 
Guerra y Marina. 

Consejo Supremo de Guerra y Marina.— Es el primero 
v mas alto Tribunal de la Milicia. Su origen parece remontarse 
al siglo viii. Desde entonces hasta la fecha ha sufrido varias 
transformaciones, y hoy se compone de: o n Presidente, Capi- 
tán general de ejército ó Teniente general; un Consejero, Te- 
niente general; otro, Vicealmirante; seis. Mariscales de Cam- 
ilo, dos, Contraalmirantes; tres, Togados del Cuerpo jurídico 
militar; uno, logado del Cuerpo jurídico de la Armada; un 
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Fiscal militar, Mariscal de Campo, y un Fiscal togado, del 
Cuerpo jurídico militar. 

Forman también parte del Consejo: un Secretario, briga- 
dier del ejército; un Teniente fiscal militar, Capitán de navio 
de segunda clase; un Teniente fiscal Togado, Auditor del 
Cuerpo jurídico de la Armada; nueve Ayudantes fiscales para 
auxiliar los trabajos de la Fiscalía militar y de la Togada, y 
tres Secretarios relatores, para los negocios de justicia. 

Conoce, en Consejo pleno reunido, ó en Sala de justicia, 
según la índole del asunto, de todos los que, ya en consultado 
las Autoridades judiciales, ya para su informe en vía guber- 
nativa, se elevan á su conocimiento de Peal orden ó por mi- 
nisterio de la ley. 

En lo judicial, se le consultan todas las causas del Consejo 
de guerra de Oficiales generales, y las del Consejo de guerra 
ordinario en que se imponga pena capital ó perpetua, ó di- 
sientan los Capitanes generales de las que, por su aprobación, 
pudieran ser firmes. Decide las competencias entre las juris- 
dicciones y autoridades de Guerra y Marina, y falla en única 
instancia las cansas seguidas por delitos de lesa Majestad ó 
esencialmente militares, cometidas p >r los más caracterizados 
funcionarios de los diversos órdenes administrativos, así como 
contra los Consejeros del mismo Tribunal é individuos que en 
él sirven, con las circunstancias que expresa la ley. 

Pe someten también al Consejo Supremo todos los sobre- 
seimientos contra Oficiales, y la aprobación de las inhibiciones 
á favor de jurisdicción extraña. 

Ejerce la disciplinaria sobre todos ios que intervienen en 
la administración de la justicia militar, \ conoce en lecurso 

de revisión contra las sentencias firmes. 

Pus funciones, con relación á la Armada, son análogas a 
las que le competen respecto del ejército, si bien es de notar 
que aun existe en Marina la antigua jurisdicción retenida, 
por virtud de la cual toca al Bey aprobar las sentencias con- 
tra Oficiales á quienes se condene á las penas que llamaron 


reservadas ambas Ordenanzas, la de Guerra y la de las tropas, 
de mar, ó sea la degradación, privación de empleo ó muerte. 

JURISDICCIÓN 7 DE HACIENDA. 

11. i lsta jurisdicción se extendía en lo antiguo á todos los 
pleitos y causas en que tenía interés el Erario. Se sustancia* 
ban, por tanto, en los juzgados de Hacienda las causas por 
contrabando y defraudación de las rentas publicas, las de com- 
plicidad en los mismos delitos, y las motivadas por faltas ú 
omisiones de los empleados del ramo en el desempeño de sus 
cargos. En lo civil, la jurisdicción de Hacienda conocía de to- 
dos los pleitos en que ésta aparecía verdaderamente interesada. 

Antes de 1852, ejercían esta jurisdicción los Intendentes v 
Subdelegados de Hacienda, asistidos de asesores que nombra- 
ba el Gobierno, siendo apelables ante las Audiencias los fallos 
que dictaban. Pero el art. 1. ’ del líeal decreto do 20 de Junio 
de 1852 suprimió estos tribunales; pasaron los negocios pen- 
dientes en ellos, de carácter criminal ó civil, es decir, verdade- 
ramente judiciales, á los jueces de primera instancia, y los de 
índole contencioso-administrativa á los Consejos do provincia, 
que funcionaban desde 1845. 

Pero no dió este decreto competencia a todos los jueces de 
primera instancia para entender en tales asuntos, sino álos de 
la capital de la provincia , y donde hubiera más de uno, al 
mas antiguo. Si al Juez de primera instancia no le era dable, 
por Circunstancias especiales, atender á todo, podía el Gobier- 
no nombrar otro Juez que conociera exclusivamente de los ne- 
gocios de Hacienda. Y se nombró, en efecto, un Juez de Ha- 
cienda en Madrid y en algún otro punto en que por tales cir- 
cuDStancias era necesario. 

lal era la organización de la jurisdicción de Hacienda en 
primera instancia; en la segunda, y en la tercera, mientras- 
esta existió, conocían de estos negocios las Audiencias. 

Para ejercer el Ministerio fiscal en nombre de la Hacienda, 
se creó un Abogado Fiscal en el Tribunal Supremo, otro Fis- 
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cal especial en la Audiencia de Madrid, y varios Promotores 
fiscales en capitales de provincia. En las que uo lo tenían, 
quedó la representación de la Hacienda á cargo de los Promo- 
tores del fuero común. 

liste era el estado legal de la jurisdicción de Hacienda, has- 
ta que el decreto-lev de G de Diciembre de 18G8 suprimió los 
fueros especiales, y por lo tanto, el de Hacienda, declarando 
por el párrafo 7." del art. 1.°, que la jurisdicción ordinaria es 
la competente para conocer de estos asuntos, y de los delitos 
de contrabando y defraudación y sus conexos, con la sola ex- 
cepción del de resistencia armada á los resguardos de costas. 

Se ha dictado después el Real decreto de 1G de Marzo de 
1880, que aunque nada innova respecto á la jurisdicción , en- 
carga la representación y defensa en juicio de la Hacienda á 
los Abogados del Estado, así en el Tribunal Supremo como en 
las Audiencias y en los tribunales llamados á conocer en pri- 
mera instancia de las causas y pleitos de interés para aquélla. 

J ü lUSDlCCíÚN CONTENCIOSO- A D.M IN1STIUT1 V.\ 

1*2. Tienen las cuestiones administrativas tal importancia, y 
pueden ser en ocasiones de tanta transcendencia en sus efec- 
tos para la Administración pública y para los particulares, que 
se ha establecido y llevado A la práctica el principio de que 
los acuerdos definitivos de la Administración activa» sin per- 
der su carácter, pueden ser discutidos y resueltos en vía con- 
tenciosa, y con formas de juicio, ante tribunales especiales. Y 
aunque en los tiempos pasados hubo ya tribunales que tendían 
en ciertos ramos á satisfacer la necesidad indicada, lo couten- 
cioso-administrativo no tuvo vida propia ni formas bien defini- 
das, hasta que en 1845 se creó el Consejo Real, sustituido lue- 
go por el de Estado, y se establecieron los Consejos de pro- 
vincia. 

Organizó la jurisdicción contenciosa en primera instancia 
la ley de 2 de Abril de 1845, que encomendó á los Consejos 
provinciales, como lo hizo después la de 25 de Septiembre de 
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1863, que la reformó, el conocimiento, cuando llegaran A ser 
contenciosas, de las cuestiones referentes: :tl uso y distribu- 
ción de los bienes y aprovechamientos provinciales y comuna- 
les; al repartimiento y exacción individual de toda especie de 
cargas generales, provinciales ó municipales; á la cuota con 
que delta contribuir cada pueblo para tos caminos en cuya 
construcción ó conservación se haya declarado interesados á 
c los ó más de ellos; á la reparación de los daños que causan las 
empresas de explotación en los caminos, á que se refiere el pá- 
rrafo precedente: á las intrusiones y usurpaciones en las vías 
publicas y servidumbres pecuarias: al resarcimiento de los da- 
ños ocasionados por las obras públicas; al deslinde de los térmi- 
nos correspondientes á pueblos y ayuntamientos, cuando las 
cuestiones que se promuevan procedan de una disposición ad- 
ministrativa: y á otros asuntos de índole análoga, que especifi- 
can los artículos 83 y 81 de la ley de Septiembre de 1863. 

De los fallos que en tales pleitos dictaban los Consejos, 
podía acudirse en apelación al Consejo de listado. 

Aunque cu la actualidad no existen los Consejos de pro- 
vincia, los reemplazan por ahora las Comisiones de las Dipu- 
taciones provinciales, siendo sus fallos apelables, como los de 
aquéllos. 

De los asuntos fallados en las provincias conoce en segun- 
da instancia, como hemos dicho, el Consejo de Estado cons- 
tituido en Sala de lo contencioso, y conoce además, en pri - 
mera y única instancia, de las demandas contra las resolucio- 
nes ministeriales que recaen sobre asuntos en que la materia 
es contenciosa, y en que se ha dictado acuerdo gubernativo, 
que causa estado. La ley de 17 de Agosto de 1860 fija con gran 
precisión las atribuciones del Consejo, y le concede jurisdicción 
retenida. Ya liemos dicho que esta ley se modificó en 1883. 

En Ultramar hay asimismo Consejas administrativos, y su 
organización y atribuciones están consignadas cu los decretos 
de 4 de .lulio de 1861 y de 10 de Marzo de 1875. 

Los tribunales con tencioso-adm ilustrativos fueron suprimi- 
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dos en 1868, y así estuvieron hasta 1875, pasando la jurisdic- 
ción, con oí carácter de delegada, á la Sala 4,* del Tribunal 
Supremo para los negocios en que antes entendía el Consejo 
de Estado, 3' á las Audiencias para los que ventilaban los Con- 
sejos de provincia. Pero el decreto do 20 de Enero de 1875 
levolvid al Consejo de Estado la facultad de revisar en vía 
contenciosa los acuerdos de la Administración activa, y auto- 
rizó á las Comisiones provinciales para entender por lo pronto 
en los asuntos que antes eran de la competencia do los Conse- 
jos, los cuales no fueron restablecidos. Rígense las Comisiones 
provinciales por lo dispuesto en las leyes de 25 de Septiembre 
de 1863 y 20 de Diciembre de 1876, 

Respecto á las decisiones de competencias, aunque en ellas 
no procede el Consejo de Estado cu forma contenciosa, sino y ti 
la vía gubernativa, indicaremos que una resolución dictada en 
este mismo mes (Septiembre de lK87i ha modifica- lo la legisla- 
ción vigente desde 1846. 

Tal es la legalidad actual. Se han presentado varios pro- 
yectos de ley para reformar la jurisdicción contenciosa; pero 
ninguno lia sido aprobado por las Cortes, y es difícil predecir 
loque al fin prevalecerá, dado que en esta cuestión, tanto los 
hombres políticos coma los hombres de Administración, andan 
muy divididos. 

La reforma, sin embargo, os necesaria y urgente, porque 
los asuntos contenciosos han tenido un aumento tan porten- 
toso, que hay que adoptar medidas para su acertada y pronta 
sustanciación, sin olvidar, al hacer la reforma, los verdaderos 
principios sobre que debe descansar la organización de Iúm tri- 
bunales de esta índole, para que, ála vez que ofrezcan garan- 
tías á los particulares, no se perturben los derechos y los inte- 
reses de la Administración y del Estado, que ante ellos se ven- 
tilan en forma de juicio. 
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A muchas y muy importantes consideraciones se presta el 
cuadro de nuestro estado legal y jurídico, que acabamos de 
trasar. Pero ya lo hemos indicado más arriba y lo repetiremos 
al concluir. No es propio de un trabajo de esta índole entrar 
en un examen crítico de las leyes é instituciones que nos rigen. 
Ni tiene, por otra parte, el autor de este escrito títulos ni auto- 
ridad para hacerlo. 


ifatirid 25 do Septiembre de IbSi* 


ADICIÓN 


No hemos mencionado, al hablar de los varios proyectos 
que en estos últimos años se han encaminado á establecer los 
Tribunales colegiados y el juicio oral y público de las causas 
crimínales, el primero que llegó á presentarse y hasta á apro- 
barse en los Cuerpos Colegisladores, que fu ó el formulado por 
el Ministro de Gracia y Justicia D. Saturnino Alvarez Buga- 
llal, en Mayo de 1880, 

La especialidad de este proyecto estaba en su art. 2.% se- 
gún el cual, teniendo en cuenta la difícil situación del Tesoro 
publicó, habrían de establecerse los Tribunales de partido que. 
en materia penal debieran conocer de los asuntos que deter- 
mina el art. 274 de la ley orgánica del Poder judicial, consti- 
tuyéndose contres Jueces donde los hubiera: con dos, donde no 
hubiese más, agregándose aquel de los Promotores fiscales que 
hubiese sido ajeno ala instrucción del proceso; con tres Jue- 
ces de partidos próximos, en aquellos donde sólo hubiese un 
Juez y la facilidad de las comunicaciones permitiese la re- 
unión; y donde faltase esta circunstancia, con el del punto de 
la comisión del delito, el del partido más próximo y el Re- 
gistrador de la propiedad. En cada partido sería el Promotor 
fiscal el Juez instructor y el que sostuviese las conclusiones 
que tocasen á su Ministerio. Se establecerían además Seccio- 
nes de la Sala de lo criminal de las Audiencias, en los puntos 
donde así pareciese conveniente, aumentando al efecto el per- 
sonal necesario para conocer de todas las causas por delitos a 
que las leyes señalaren penas superiores, en cualquiera de sus 
grados, á las de presidio correccional y demás que cnu mera el 

art. 276 de la ley orgánica. 
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Aprobado este proyecto cu el Senado el 1“ do Abril de 1880, 
lo fut5 en el Congreso de los Diputados el 17 de Junio siguien- 
te, quedando, por tanto, en disposición do promulgarse como 
ley; y no ciertamente porque se le considerase el mejor, sino 
creyéndolo el único posible en cuanto concillaba el estable- 
cimiento de los Tribunales colegiados, que tanto se deseaba, 
con la economía en el gasto, lista inferioridad relativa hizo 
que, habiendo salido al poco tiempo del Ministerio el autor del 
proyecto, se creyese preferible sustituirlo con otro, como se 
hizo más adelante, estableciendo las Audiencias de lo criminal 
de que hemos hablado en el capítulo XII. 
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